N* 280 - TOMO 461 5 DE MAYO DE 2009 


REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY 


DIARIO DE SESIONES 
DE LA 
CAMARA DE SENADORES 


QUINTO PERIODO ORDINARIO DE LA XLVI LEGISLATURA 


10* SESION ORDINARIA 


PRESIDEN EL SEÑOR SENADOR JOSE MUJICA 
(Presidente en ejercicio) 


EL SEÑOR SENADOR DOCTOR CARLOS MOREIRA 
(Primer Vicepresidente) 


EL SEÑOR SENADOR ECONOMISTA ISAAC ALFIE 
(Tercer Vicepresidente) 


Y EL SEÑOR SENADOR VICTOR VAILLANT 
(Presidente ad hoc) 


ACTUAN EN SECRETARIA EL TITULAR ARQUITECTO HUGO RODRIGUEZ FILIPPINI 
Y LOS PROSECRETARIOS ESCRIBANA CLAUDIA PALACIO Y DOCTOR ERNESTO LORENZO 


SUMARIO 


Páginas Páginas 


1) Textodelacitación......ooomooooonoonononnnnnonnnoononconnnnns 399 pedido de informes con destino al Ministerio de 
Educación y Cultura relacionado con los Fon- 
dos Concursables y los Fondos de Incentivo 


9 E A TIO 400 Cola 
3) Presidente ad hOC......ooocccooocccnnocccconoccccincccnnonccono 400 - El señor Senador Heber solicita se cursen los 
siguientes pedidos de informes: con destino al 
4) Asuntos entradOS....oommmonminincisnonnoocnncinccncnnnannnos 401 Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territo- 
rial y Medio Ambiente y al Ministerio de Trabajo 
: E y Seguridad Social y por su intermedio al Banco 
5) Pedidos deinformes........ooooooonococcnnnnnnconoosccncnncnnns 401 


de Previsión Social, referente a viviendas desti- 
nadas a jubilados y pensionistas; con destino 
- El señor Senador Gallinal solicita se curse un al Ministerio de Economía y Finanzas y por su 


398-C.S. 


6) 


intermedio al Banco de Seguros del Estado, 
relacionado con la transferencia de bienes al 
Instituto Nacional de Colonización. 


- Elseñor Senador Isaac Alfie, solicita se curse un 
pedido de informes con destino al Ministerio de 
Economía y Finanzas, relacionado con una trans- 
ferencia realizada por el Ministerio de Economía 
y Finanzas a UTE. 


Inasistencias anterioreS......ooomoomoomomomsmsmss*”.o 


- Por Secretaría se da cuenta de las inasistencias 
registradas a las últimas convocatorias del Cuer- 
po y de sus Comisiones. 


7 y14) Solicitudes de licencia e integración del 
A O O 404y411 


8) 


9) 


- El Senado concede las licencias solicitadas por 
los señores Senadores Couriel, Gallinal, 
Michelini, Astori, Mujica y Lara Gilene y las 
señoras Senadoras Percovich y Xavier. 


- Notas de desistimiento. Las formulan la se- 
ñora Hyara Rodríguez y los señores Juan José 
Bentancor, Enrique Rubio, José Bayardi, 
Martín Ponce de León, Felipe Goiriena, Enri- 
que Soto, Hugo Rodríguez Filippini, Elías 
Yafalian, José Korzeniak, Felipe Michelini, Ri- 
cardo Alcorta, Edgardo Carvalho, Carlos 
Mazzulo, Carlos Baráibar, Enrique Pintado, 
Jorge Romero comunicando que, por esta vez, 
no aceptan la convocatoria a integrar el Cuer- 


po. 


Declaración de la cumbre contra el racismo.... 


- Manifestaciones del señor Senador Abreu. 


- Pormoción de señor Senador, el Senado resuel- 
ve enviar la versión taquigráfica de sus palabras 
al Poder Ejecutivo y al Ministerio de Relaciones 
Exteriores. 


Venta de chips de teléfonos celulares por parte 
de ANTE Lia a 


- Manifestaciones del señor Senador Lapaz. 


- Pormoción del señor Senador, el Senado resuel- 
ve enviar la versión taquigráfica de sus palabras 
al Directorio de ANTEL y a los responsables de 
Ancel, así como a la Presidencia de la República, 
Intendencias Municipales y Juntas Departamen- 
tales y Autónomas. 


403 


407 


407 


CAMARA DE SENADORES 


10) 


11) 


12) 


13) 


15) 


16) 


Universidad dela República............ocoommommmomsomoo 


- Manifestaciones del señor Senador Lapaz. 


- Pormoción delseñor Senador, el Senado resuel- 
ve enviar la versión taquigráfica de sus palabras 
a la Presidencia de la República, al Ministerio de 
Educación y Cultura, ala UDELAR, alas Univer- 
sidades privadas y alos Gobiernos Departamen- 
tales. 


Consecuencias de la sequía y soluciones a en- 


- Manifestaciones del señor Senador Amaro. 


Por moción del señor Senador, el Senado resuel- 
ve enviar la versión taquigráfica de sus palabras 
al señor Presidente de la República, al señor 
Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca, a la 
Asociación Rural del Uruguay, a la Federación 
Rural, ala Sociedad de Productores de Leche de 
Florida y a la Asociación Rural de Florida. 


Soluciones para el tema energéticCO......oocccccm.*.o 


- Manifestaciones del señor Senador Campanella. 


Club Yacaré de Treinta y TT€S....oonononncoonnoonnnoso 


- Manifestaciones del señor Senador Campa- 
nella. 


- Por moción del señor Senador, el Senado re- 
suelve enviar la versión taquigráfica de sus 
palabras a las Juntas Departamentales y a los 
Ministerios de Turismo y Deporte y de Salud 
Pública. 


Endeudamiento del Sector Agropecuario......... 


- Proyecto de ley porel que se modifica el artícu- 
lo 9” de la Ley N* 18.219, de 20 de diciembre de 
2007. 


- En consideración. Sancionado. Se comunicará 
al Poder Ejecutivo. 


Juzgados Letrados de Primera Instancia en 
Materia Penal con Especialización en Crimen 
OrganizadO.....ococcooonnnnnnononananononananononconanannnnconaneno 


- Proyecto de ley por el que se agregan dos inci- 
sos al artículo 414 de la Ley N” 18.362, de 6 de 
octubre de 2008. 


5 de mayo de 2009 


408 


410 


410 


411 


416 


5 de mayo de 2009 


- Enconsideración. Aprobado. Secomunicará a la 
Cámara de Representantes. 


17) Relaciones de CONSUMO......ooooocccccconoocccnnnonincccccnos 420 


- Proyecto de ley por el que se establece el proce- 
dimiento para resolver en las causas sobre rela- 
ciones de consumo. 


- Enconsideración. Aprobado. Secomunicará a la 
Cámara de Representantes. 


18) Régimen de trabajo..........oooooooonononnnnonconicnnnnnoooooo 450 


- Pormoción del señor Senador Vaillant, el Sena- 
do resuelve que el cuarto punto del Orden del 
Día vuelva nuevamente a Comisión. 


19) Suelos y aguas. Conservación, uso y manejo... 450 


- Proyecto de ley por el que se sustituye el 
artículo 2* del Decreto-Ley N* 15.239, de 23 de 
diciembre de 1981. 


- Enconsideración. Aprobado. Secomunicará a la 
Cámara de Representantes. 


20 y 24) José Erman Michalovicaite. Pensión 
graciable......oomcococooononoonononanacanannacannnananononnoos 468 y 491 


- Enconsideración. Aprobado. Secomunicará a la 
Cámara de Representantes. 


21 y 27) Alteración del Orden del Dia............... 477 y 503 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-399 


- Pormoción del señor Senador Abreu, el Senado 
resuelve que los puntos que figuran en décimo, 
undécimo y duodécimo término del Orden del 
Día sean postergados e incluidos en la próxima 
sesión ordinaria. 


- A sugerencia de la Presidencia, el Senado re- 
suelve postergar los restantes puntos del Orden 
del Día para la próxima sesión ordinaria. 


22) Sistema Nacional de Acreditación de Veteri- 
narios de libre ejercicio - sector pesquero..... 477 


- Proyecto de ley por el que se comete a la Direc- 
ción Nacional de Recursos Acuáticos (DINARA) 
su creación. 


- Enconsideración. Aprobado. Secomunicaráa la 
Cámara de Representantes. 


23,26 y 28) Generación de intereses compensato- 
rios en beneficio delos trabajadores por el no pago 
en fecha de los haberes salariales. Proyecto de 
ley por el que se establecen normas..... 480,501 y 503 


- Enconsideración. Aprobado. Secomunicaráa la 
Cámara de Representantes. 


25 y 29) José Pedro Barrán Montaldo. Pensión 
graciable........ooococcccononononnnnocacacacacananananonononos 491 y 505 


- Enconsideración. Aprobado. Secomunicaráa la 
Cámara de Representantes. 


30) Selevanta la sesióN......ooooccccooccccnccconiccccnnnnccconss 507 


1) TEXTO DE LA CITACION 


“Montevideo, 30 de abril de 2009. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión 
ordinaria el próximo martes 5 de mayo, a la hora 9.30, a fin 
de informarse de los asuntos entrados y considerar el 
siguiente 


ORDEN DEL DIA 


Discusión general y particular de los siguientes proyec- 
tos de ley: 


1) por el que se modifica el artículo 9% de la Ley 
N* 18.219, de 20 de diciembre de 2007, 
sobre endeudamiento del sector agropecuario. 

Carp. N* 1463/09 - Rep. N* 1014/09 


2) por el cual se incorporan dos incisos al artícu- 
lo 414 dela Ley N* 18.362, de 6 de octubre de 2008, 
sobre Juzgados Letrados de Primera Instancia en Mate- 
ria Penal con Especialización en Crimen Organizado. 

Carp. N* 1479/09 - Rep. N* 1020/09 
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ver en las causas sobre relaciones de consumo. 
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ción de adhesiones para los casos de reforma constitu- 
cional, recurso de referéndum e iniciativa popular. 

Carp. N* 1495/09 - Rep. N* 1027/09 


5) por el que se sustituye el artículo 2* del Decreto-Ley 
N* 15.239, de 23 de diciembre de 1981, sobre conser- 
vación de suelos y aguas. 

Carp. N* 1333/08 - Rep. N* 1018/09 
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6) por el que se comete a la Dirección Nacional de 
Recursos Acuáticos (DINARA), del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca, la creación del Siste- 
ma Nacional de Acreditación de Veterinarios de libre 
ejercicio dentro del sector pesquero. 

Carp. N* 1435/09 - Rep. N* 1019/09 


7) por el que se establecen normas que estipulen la 
generación de intereses compensatorios en benefi- 
cio de los trabajadores, por el no pago en fecha de los 
haberes salariales. 

Carp. N* 1376/08 - Rep. N* 1024/09 


8) por el que se modifica el artículo 14 de la Ley 
N* 16.074, de 10 de octubre de 1989, sobre accidentes 
de trabajo. 

Carp. N* 1030/07 - Rep. N* 1031/09 


9) porel que se autoriza la contratación a término, bajo 
un régimen laboral especial, de personas inscriptas 
en la Bolsa Laboral del Patronato Nacional de Encar- 
celados y Liberados o de los Patronatos Departa- 
mentales. 

Carp. N” 1468/09 - Rep. N* 1032/09 


10) por el que se aprueban las Actas de los Congre- 
sos XIX y XX de la Unión Postal de las Américas, 
España y Portugal (UPAEP), Congreso de Río-2005 y 
Congreso Extraordinario de Montevideo-2007, res- 
pectivamente. 

Carp. N* 1436/09 - Rep. N* 1016/09 y Anexo lI 


11) por el que se aprueba el Protocolo de Cartagena 
sobre Seguridad de la Biotecnología del Convenio 
sobre la Diversidad Biológica, adoptado en Montreal, 
Canadá, el 29 de enero de 2000. 

Carp. N* 1437/09 - Rep. N* 1017/09 y Anexo 


12) por el que se aprueba la adhesión de la República 
Oriental del Uruguay al Protocolo Común de Viena, 
de 21 de setiembre de 1988, que armoniza la aplica- 
ción de la Convención de Viena Sobre Responsabi- 
lidad Civil por Daños Nucleares, de 21 de mayo de 
1963, y el Convenio de París acerca de la Responsa- 
bilidad Civil en materia de Energía Nuclear, de 29 julio 
de 1960, y por el Protocolo de 16 de noviembre de 
1982. 

Carp. N* 1413/08 - Rep. N* 1015/09 


13) por el que se concede una pensión graciable al señor 
José Erman Michalovicaite. 
Carp. N* 1474/09 - Rep. N* 1028/09 


14) por el que se concede una pensión graciable al señor 
José Pedro Barrán. 
Carp. N* 1473/09 - Rep. N* 1029/09 
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15) por el que se concede un a pensión graciable a la 
señora Nelly Teresa Andrade. 
Carp. N* 1475/09 - Rep. N* 1030/09 


Santiago González Barboni Hugo Rodríguez Filippini 
Secretario Secretario.” 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Abreu, Alfie, Amaro, 
Antía, Antognazza, Arana, Campanella, Cid, Da Rosa, 
Dalmás, Fernández Huidobro, Gargano, Heber, Lapaz, 
Larrañaga, Lezama, Long, Lorier, Michelini, Moreira, 
Muguruza, Penadés, Pérez Antón, Ríos, Sanguinetti, 
Saravia, Tajam, Topolansky, Vaillant y Xavier. 


FALTAN: con licencia, el señor Presidente del Senado, 
don Rodolfo Nin Novoa y los señores Senadores Astori, 
Couriel, Gallinal, Lara Gilene y Percovich. 


3) PRESIDENTE AD HOC 


SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 
Está abierto el acto. 


(Es la hora 9 y 46 minutos) 


-Dado que hay señores Senadores que están reclamando 
la hora y que no ha llegado aún el señor Presidente en 
ejercicio, señor Senador Mujica, así como tampoco se en- 
cuentran presentes los Vicepresidentes electos, pero hay 
número para sesionar -puesto que están presentes en Sala 
11 señores Senadores-, de acuerdo con las disposiciones 
reglamentarias correspondería nombrar un Presidente ad 
hoc que, según lo establece la Constitución de la República, 
debe ser un señor Senador de la mayoría. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- Formulo moción 
para que ocupe la Presidencia el señor Senador Vaillant. 


SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la moción 
formulada. 


(Se vota:) 
-9en 11. Afirmativa. 


Se invita al señor Senador Vaillant a ocupar la Presiden- 
cia. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Vaillant) 
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4) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Víctor Vaillant).- Habiendo 
número, está abierta la sesión. 


(Es la hora 9 y 47 minutos) 
-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“La Presidencia de la Asamblea General destina Mensa- 
jes del Poder Ejecutivo a los que acompañan los siguientes 
proyectos de ley: 


- porel que se designa “Clemente Estable” el Centro 
Regional de Profesores del Sur - Sede Atlántida. 


- porel que se designa “Elvira Justa Peré Peruzzo” la 
Escuela Rural N* 92, de Colonia Agraciada, departa- 
mento de Soriano. 

- ALA COMISION DE EDUCACION Y CULTURA. 


- porel cual se prorroga la entrada en vigencia de la 
Ley N* 18.412, de 17 de noviembre de 2008, sobre 
responsabilidad civil por daños corporales causa- 
dos a terceros por determinados vehículos de circu- 
lación terrestre y maquinarias. 

- ALA COMISIÓN DE CONSTITUCION Y LEGISLA- 

CION. 


El Poder Ejecutivo remite Mensajes solicitando las ve- 
nias correspondientes para: 


- designar al contador José A. Pini Martínez en el cargo 
de Director de la Corporación de Protección del 
Ahorro Bancario, de conformidad a lo establecido 
por el artículo 18 de la Ley N* 18.401, de 24 de octubre 
de 2008, y el artículo 1* del Decreto 774/008, de 22 de 
diciembre de 2008. 

- POR DISPOSICION REGLAMENTARIA HA SIDO RE- 

PARTIDO. ALA COMISIÓN DE ASUNTOS ADMINISTRA- 
TIVOS. 


- designarala doctora Ana María Sapriza Corradi para 
ocupar el cargo de Fiscal Letrado Nacional de lo Civil 
de Décimo Tercer Turno (Escalafón “N” Magistra- 
dos). 


- destituir de su cargo a un funcionario del Ministerio 
de Transporte y Obras Públicas. 
- ALA COMISION DE ASUNTOS ADMINISTRATIVOS. 


La Cámara de Representantes remite copia de la versión 
taquigráfica de las palabras pronunciadas por el señor 
Representante Victor Semproni, referidas a la IV Conferen- 
cia Internacional en Apoyo de Palestina, el Símbolo de 
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Resistencia; Gaza, las Víctimas del Crimen, celebrada en 
Teherán, República Islámica de Irán, los días 4 y 5 de marzo 
del año en curso. 

- ALA COMISION DE ASUNTOS INTERNACIONA- 
LES. 


La Comisión de Constitución y Legislación eleva infor- 
mados los siguientes proyectos de ley: 


- porelqueseestablece el procedimiento para resolver 
en las causas sobre relaciones de consumo. 


- porel que se establece el procedimiento de verifica- 
ción de adhesiones para los casos de reforma cons- 
titucional, recurso de referéndum e iniciativa popu- 
lar. 


La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social 
eleva informados los siguientes proyectos de ley: 


- por el que se modifica el artículo 14 de la Ley 
N* 16.074, de 10 de octubre de 1989, sobre accidentes 
de trabajo. 


- porelque se autoriza la contratación a término, bajo 
un régimen laboral especial, de personas inscriptas 
en la Bolsa Laboral del Patronato Nacional de Encar- 
celados y Liberados o de los Patronatos Departa- 
mentales. 


- porel que se concede una pensión graciable al señor 
José Erman Michalovicaite. 


- porel que se concede una pensión graciable al señor 
José Pedro Barrán. 


- por el que se concede una pensión graciable a la 
señora Nelly Teresa Andrade. 
- HAN SIDO REPARTIDOS Y ESTÁN INCLUIDOS EN 
ORDENDEL DIA DE LA SESION DE HOY. ” 


5) PEDIDOS DE INFORMES 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Víctor Vaillant).- Dese cuen- 
ta de un pedido de informes. 


(Se da del siguiente:) 


“El señor Senador Francisco Gallinal, de conformidad 
con lo establecido en el artículo 118 de la Constitución de 
la República, solicita se curse un pedido de informes con 
destino al Ministerio de Educación y Cultura relacionado 
con los Fondos Concursables y los Fondos de Incentivo 
Cultural”. 

- OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO. 


402-C.S. 


(Texto del pedido de informes:) 
“Montevideo, 30 de abril de 2009. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Rodolfo Nin Novoa. 
Presente. 


De mi consideración: 


En uso de la facultad que me confiere el artículo 118 de 
la Constitución de la República, solicito se curse al Minis- 
terio de Educación y Cultura el siguiente pedido de infor- 
mes: 


1% Vínculo jurídico con el Estado de los administradores 
de los Fondos Concursables y los Fondos de Incen- 
tivo Cultural (contratación, régimen de dependencia, 
competencia y cometidos, responsabilidad, estabili- 
dad y remuneración). 


2” Situación jurídica de un asesor letrado que se acogie- 
ra años atrás al régimen de retiro incentivado y presta 
actualmente funciones en la Dirección Nacional de 
Cultura. 


3 Fundamento de la acumulación de cachets pagados 
por el Ministerio de Educación y Cultura con pasivi- 
dades anteriormente consideradas incompatibles con 
aquellas remuneraciones. 


Saludo a Ud. con atenta consideración, 


Dr. Francisco Gallinal. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Víctor Vaillant).- Dese cuen- 
ta de otro pedido de informes. 


(Se da del siguiente:) 


“El señor Senador Luis Alberto Heber, de conformidad 
con lo establecido en el artículo 118 de la Constitución de 
la República, solicita se cursen los siguientes pedidos de 
informes: 


- condestino al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, al Ministerio de Traba- 
jo y Seguridad Social y por su intermedio al Banco de 
Previsión Social, referente a viviendas destinadas a 
jubilados y pensionistas. 


- con destino al Ministerio de Economía y Finanzas y 
por su intermedio al Banco de Seguros del Estado, 
relacionado con la transferencia de bienes al Institu- 
to Nacional de Colonización”. 

- OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO. 
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(Texto de los pedidos de informes: ) 
“Montevideo, 29 de abril de 2009. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Rodolfo Nin Novoa. 


De conformidad con lo dispuesto por el artículo 118 de 
la Constitución de la República, solicito a usted tenga a bien 
cursar el siguiente pedido de informes al Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, re- 
ferente a viviendas destinadas a jubilados y pensionistas: 


a) cantidad de viviendas existentes en todo el país; 


b) cantidad de viviendas construidas a partir del 1? de 
marzo de 2005; 


c) cantidad de viviendas adjudicadas, a partir de la 
fecha referida; 


d) cantidad de viviendas disponibles para adjudicar. 


Se solicita que los datos referidos sean discriminados 
por Departamento y Localidad. 


Luis Alberto Heber. Senador. 


Montevideo, 29 de abril de 2009. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Rodolfo Nin Novoa. 


De conformidad con lo dispuesto por el artículo 118 de 
la Constitución de la República, solicito a usted tenga a bien 
cursar el siguiente pedido de informes al Banco de Previsión 
Social, a través del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, referente a viviendas destinadas a jubilados y pen- 
sionistas: 


a) cantidad de viviendas existentes en todo el país; 


b) cantidad de viviendas construidas a partir del 1? de 
marzo de 2005; 


c) cantidad de viviendas adjudicadas, a partir de la 
fecha referida. 


d) Cantidad de viviendas disponibles para adjudicar. 


Se solicita que los datos referidos sean discriminados 
por Departamento y Localidad. 


Luis Alberto Heber. Senador.” 
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“Montevideo, 29 de abril de 2009. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Rodolfo Nin Novoa. 


De conformidad con lo dispuesto por el artículo 118 de la 
Constitución de la República, solicito a usted tenga a bien 
cursar el siguiente pedido de informes al Banco de Seguros del 
Estado, por intermedio del Ministerio de Economía y Finanzas: 


a) si el Banco de Seguros del Estado a procedido a dar 
cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 1% de la Ley 
N? 18.187, de 2 de noviembre de 2007, transfiriendo 
bienes al Instituto Nacional de Colonización y en caso 
positivo, indicar qué bienes han sido transferidos y 
cuáles se encuentran en trámite de transferencia; 


b) si el mencionado Banco ha enajenado a particulares, 
bienes que cumplen las condiciones establecidas en 
el artículo 19 de la ley precitada, indicando los moti- 
vos de las decisiones de enajenación y las formas 
utilizadas para llevarse a cabo; 


c) si la respuesta a lo solicitado en el literal anterior, 
fuera positiva, indicar las características de los bie- 
nes enajenados (Departamento, padrón, superficie, 
etc.) y los precios obtenidos en las transacciones 
correspondientes. 


Luis Alberto Heber. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Víctor Vaillant).- Dese cuen- 
ta de otro pedido de informes. 


(Se da del siguiente:) 


“El señor Senador Isaac Alfie, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 118 de la Constitución de la 
República, solicita se curse un pedido de informes con 
destino al Ministerio de Economía y Finanzas, relacionado 
con una transferencia realizada por el Ministerio de Econo- 
mía y Finanzas a UTE. 

- OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO. ” 


(Texto del pedido de informes:) 


“Montevideo, 30 de abril de 2009. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Sen. Rodolfo Nin Novoa. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


En ejercicio de la facultad que me confiere el artículo 118 
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de la Constitución de la República, solicito tenga a bien 


remitir el siguiente pedido de informes al Ministerio de 


Economía y Finanzas. 


1. Antecedentes: días pasados la prensa nacional reco- 
gló declaraciones del Señor Vicepresidente de UTE, 
Pedro Aurrecoechea, donde éste daba cuenta de una 
transferencia de US$ 25:000.000 realizada por el Mi- 
nisterio de Economía y Finanzas al Ente energético, 
alegando que era una operación “normal” y que “la 
tasa de interés que cobra (el gobierno)” es menor a 
la que cobran otras instituciones financieras, por lo 
que es “preferible” tomar estos préstamos. 


2. En consecuencia, se solicita la siguiente informa- 
ción: 


a) En qué carácter se realizó la referida transferencia 
del Ministerio de Economía y Finanzas o del Poder 
Ejecutivo a UTE. 


b) Se explique el sustento legal de la transferencia, 
indicando la norma habilitante y el crédito 
presupuestal utilizado. 


c) Cómo se explican las afirmaciones del Señor Vice- 
presidente de UTE en cuanto a que la tasa de 
interés que cobra el gobierno es menor. Si se trató 
de un préstamo: 


- ¿cómo se justifica y fundamenta? 


- En qué moneda, tasa de interés y condiciones 
de repago se acordó. 


d) Se remita copia de los siguientes documentos: 
acto administrativo que aprobó o habilitó la trans- 
ferencia de fondos y la intervención del Tribunal 
de Cuentas. 


e) Si se tiene proyectado realizar más operaciones 
de esta clase con UTE y, en caso afirmativo, se 
indique montos y fechas estimadas. 


Sin otro particular, lo saluda atte. 


Isaac Alfie. Senador.” 


(Ocupa la Presidencia el Presidente en ejercicio, señor 
Senador Mujica) 


6) INASISTENCIAS ANTERIORES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dando cumplimiento a lo que 
establece el artículo 53 del Reglamento de la Cámara de 
Senadores, dese cuenta de las inasistencias a las anteriores 
convocatorias. 
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(Se da de las siguientes:) 
SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


En la sesión extraordinaria del 28 de abril de 2009 no se 
registraron inasistencias. 


A la sesión de la Comisión de Constitución y Legislación 
del 28 de abril faltaron con aviso los señores Senadores 
Gallinal y Sanguinetti. 


A la sesión de la Comisión de Asuntos Laborales y 
Seguridad Social del 29 de abril faltó con aviso el señor 
Senador Gallinal. 


A la sesión de la Comisión de Transporte y Obras 
Públicas del 29 de abril faltaron con aviso los señores 
Senadores Amaro, Antía y Moreira. 


7) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRACION 
DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de una solicitud de 
licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Couriel solicita licencia desde el 5 
al 10 de mayo inclusive.” 


-Léase. 

(Se lee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 
“Montevideo, 5 de mayo de 2009. 


Sr. Presidente de la 
Asamblea General y del Senado 
Don Rodolfo Nin Novoa 


De mi mayor consideración: 


Por la presente, solicito licencia desde el día 5 de mayo 
hasta el día 10 de mayo inclusive. Motiva dicha solicitud mi 
participación en la Conferencia Parlamentaria sobre la Cri- 
sis Económica Mundial, organizada por la Unión 
Interparlamentaria, a realizarse en la sede de la ONU en 
Ginebra, los días 7 y 8 de mayo de 2009, 


Solicito dicha licencia al amparo del literal c) del artícu- 
lo 1” de la Ley N* 10.618 en la redacción dada por la Ley 
N* 17.827. Solicito también se convoque a mi suplente 
respectivo. 
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Sin otro particular, saluda a Ud. muy atentamente 


Alberto Couriel. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-15 en 17. Afirmativa. 
Queda convocado el señor Héctor Tajam. 


Dese cuenta de otra solicitud de licencia llegada a la 
Mesa. 


(Se da de la siguiente:) 


“La señora Senadora Percovich solicita licencia del 
5 al 14 de mayo, inclusive.” 


-Léase. 

(Se lee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 
“Montevideo, 5 de mayo de 2009, 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Sr. Rodolfo Nin Novoa 
Presente 


El motivo de esta misiva es solicitarle tenga a bien 
concederme licencia del 5 al 14 de mayo inclusive, por tener 
que participar de dos eventos que se realizarán en la ciudad 
de Ginebra. 


El 7 y 8 de mayo se llevará a cabo la Conferencia Parla- 
mentaria sobre la Crisis Económica Mundial, organizada por 
la Unión Interparlamentaria, y del 11 al 13 de mayo el debate 
del Grupo de Trabajo del Mecanismo de Examen Periódico 
Universal del Consejo de Derechos Humanos, a realizarse 
en dicha ciudad. 


Sin otro particular, le saluda con su más alta estima, 


Margarita Percovich. Senadora.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota:) 


-17en 18. Afirmativa. 
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Se comunica al Cuerpo que los señores Juan José 
Bentancor, Enrique Rubio, José Bayardi, Martín Ponce de 
León, Felipe Goiriena y Enrique Soto han presentado notas 
de desistimiento, informando que por esta vez no aceptan 
la convocatoria para integrar el Cuerpo, por lo que, en 
aplicación de las disposiciones legales vigentes, queda 
convocado el señor Germán Lezama, quien ya ha prestado 
la promesa de estilo. 


Dese cuenta de otra solicitud de licencia llegada a la 
Mesa. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Gallinal solicita licencia el día 5 
del corriente.” 


-Léase. 

(Se lee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 
“Montevideo, 4 de mayo de 2009. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Rodolfo Nin Novoa 
Presente.- 


De mi mayor consideración: 


Solicito a usted se sirva cursar al Cuerpo el pedido de 
licencia para el día 5 del corriente de acuerdo al literal D Art. 
lero. de la Ley 17.827 del 20/9/04, convocándose a mi 
suplente respectivo. 


Saludo a Usted muy atentamente, 


Dr. Francisco Gallinal Nieto. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-18en 19. Afirmativa. 


Se comunica al Cuerpo que el señor Carlos Mazzulo ha 
presentado nota de desistimiento informando que, por esta 
vez, no acepta la convocatoria al Cuerpo, quedando convo- 
cado el señor Romeo Pérez. 


Dese cuenta de otra solicitud de licencia llegada a la 
Mesa. 
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(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Astori solicita licencia por el día 
de la fecha.” 


-Léase. 

(Selee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 
“Montevideo, 05 de mayo de 2009, 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Rodolfo Nin Novoa 
Presente 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito al Cuerpo me conceda 
licencia por motivos personales por el día de la fecha. 
Solicito asimismo se convoque a mi suplente correspon- 
diente. 


Sin otro particular, saluda al señor Presidente muy aten- 
tamente, 


Danilo Astori. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-17en 19. Afirmativa. 


Se comunica al Cuerpo que los señores Carlos Baráibar 
y Enrique Pintado han presentado notas de desistimiento 
informando que, por esta única vez, no aceptan la convoca- 
toria de que han sido objeto, por lo que queda convocado 
el señor Milton Antognazza. 


Dese cuenta de otra solicitud de licencia llegada a la 
Mesa. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Mujica solicita licencia por el día 
6 de mayo.” 


- Léase. 


(Selee:) 
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SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 
“Montevideo, 4 de mayo de 2009. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Rodolfo Nin Novoa 
Presente 


Por intermedio de la presente solicito al Cuerpo se me 
otorgue licencia durante el día 6 de mayo de 2009 y se 
convoque al suplente respectivo. 


Saluda atentamente, 


José Mujica. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-17en 19. Afirmativa. 
Oportunamente se convocará al suplente respectivo. 


Dese cuenta de otra solicitud de licencia llegada a la 
Mesa. 


(Se da de la siguiente:) 


“La señora Senadora Xavier solicita licencia por el 
día 6 de mayo.” 


-Léase. 

(Se lee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 
“Montevideo, 5 de mayo de 2009. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 


De mi mayor consideración: 


Por la presente solicito a Usted se me conceda licencia 
por el día 6 de mayo por razones personales, y se convoque 
a mi suplente. 


Sin otro particular lo saluda atentamente. 


Dra. Mónica Xavier. Senadora.” 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-18en 19. Afirmativa. 


Se comunica al Cuerpo que la señora Hyara Rodríguez y 
los señores Hugo Rodríguez Filippini, Elías Yafalián y José 
Korzeniak han presentado notas de desistimiento informan- 
do que, por esta única vez, no aceptan la convocatoria de 
que han sido objeto, quedando convocado el señor Manuel 
Núñez. 


Dese cuenta de otra solicitud de licencia llegada a la 
Mesa. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Lara Gilene solicita licencia por los 
días 5 y 6 de mayo del corriente.” 


-Léase. 

(Se lee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 
“Montevideo, 4 de mayo de 2009. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Rodolfo Nin Novoa 


De mi mayor consideración: 


Por intermedio de la presente, me dirijo a Ud. a fin de 
solicitar licencia para los días 5 y 6 de mayo de 2009 por 
motivos personales. 


Sin más, saluda a Ud. muy atentamente, 


Julio C. Lara Gilene. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-18en21. Afirmativa. 


Se comunica al Cuerpo que el señor Jorge Romero ha 
presentado nota de desistimiento informando que, por esta 
vez, no acepta la convocatoria para integrar el Cuerpo, por 
lo que queda convocado el señor Walter Campanella. 
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8) DECLARACION DE LA CUMBRE CONTRA EL RA- 
CISMO 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa a la media hora 
previa. 


Tiene la palabra el señor Senador Abreu. 


SEÑOR ABREU.- Señor Presidente: quería distraer la 
atención del Senado para referirme a la declaración emitida 
por el Ministerio de Relaciones Exteriores sobre la situación 
planteada en la Cumbre contra el Racismo, llevada a cabo en 
Durban. Mi intención no es solamente la de hacer algún 
comentario, sino que también voy a respaldar esta declara- 
ción, en función de que sintoniza con una visión que 
consideramos una política de Estado. 


Es sabido que las expresiones del Presidente Mahmoud 
Ahmadinejad sobre Israel en la reciente conferencia de las 
Naciones Unidas provocaron encendidas polémicas e, in- 
cluso, el retiro de varios representantes de la Unión Euro- 
pea en repudio de las mismas, y que su resultado no fue el 
esperado. Las palabras pronunciadas por el Presidente 
Ahmadinejad fueron de tal virulencia que despertaron, 
inclusive, la crítica del Secretario General de las Naciones 
Unidas, quien se refirió a ese discurso diciendo que se 
pretendía “acuciar, dividir e incitar, lo que hacía 
significativamente más difícil encontrar soluciones cons- 
tructivas para el problema del racismo”. Fue en ese mismo 
sentido, señor Presidente, que se expresó el portavoz del 
Alto Comisionado para los Derechos Humanos de las Na- 
ciones Unidas. Ante esto, las organizaciones israelíes re- 
clamaron un posicionamiento sobre el tema, y con posterio- 
ridad la Cancillería emitió una declaración que, si bien 
contiene una clara condena a la ignorancia del Holocausto 
y a la tendencia que existe en muchos actores mundiales a 
relativizar la Shoá y todo lo que significó el genocidio 
contra el pueblo judío, queda pendiente algo muy importan- 
te, que es dejar constancia de que el Uruguay, al apegarse 
al Principio de Igualdad de los Estados en el ámbito del 
Derecho Internacional, defiende la existencia del Estado de 
Israel y de todos los Estados. Las expresiones del Presiden- 
te de Irán complementan su prédica de la desaparición del 
Estado de Israel de la faz de la Tierra, alimentan el odio y el 
resentimiento y, obviamente, son la antesala de la violencia 
que, lamentablemente, está planteada en esa región con 
visos de difícil solución a corto plazo. Esto no quiere decir 
que uno esté tomando posición respecto de otras situacio- 
nes como, por ejemplo, el derecho del Estado palestino e, 
incluso, las conductas que el Gobierno israelí tenga y no 
sean compartidas por nosotros. 


En definitiva, queremos dejar constancia, en sintonía 
con la Cancillería, de la condena a esta clase de incitaciones 
y, además, ratificamos el derecho del Estado de Israel a 
existir. Debemos evitar que circunstancias de esta natura- 
leza faciliten que actores internacionales y jefes de Estado 
alimenten el odio, el racismo, el resentimiento y el genoci- 
dio. 
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Formulo moción para que la versión taquigráfica de mis 
palabras sea enviada al Poder Ejecutivo y, en particular, al 
Ministerio de Relaciones Exteriores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción formula- 
da. 


(Se vota:) 


- 23 en 24. Afirmativa. 


9) VENTA DE CHIPS DE TELEFONOS CELULARES 
POR PARTE DE ANTEL 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la media hora 
previa, tiene la palabra el señor Senador Lapaz. 


SEÑOR LAPAZ.- Señor Presidente: quisiera referirme a 
una situación difícil de entender de la que me he enterado. 


Se trata de lo siguiente. ANTEL vende chips de teléfo- 
nos celulares sin boleta y después impide gestiones por su 
falta. Para el acceso a distintos servicios de Ancel debe 
presentarse la factura de compra del chip o probar que 
desde ese equipo celular se llamó al menos a otros cinco 
números telefónicos con asiduidad. Quien no pueda cum- 
plir con estos requisitos no tiene posibilidad de gestionar 
otros servicios de Ancel o ANTEL ligados a su número de 
celular. Esto se debe a una reglamentación “interna” que no 
se pudo explicar al usuario. Quiere decir que la empresa 
vende chips sin nominar, aunque después lo exija. Luego 
vino la odisea de un cliente que intentaba habilitar a sus 
hijos estudiantes y a él a cargar minutos de celular, acredi- 
tándolos a la cuenta de su teléfono fijo. Fue así que se 
encontró con la situación de que debía acreditar que él 
había comprado el chip porque la funcionaria, luego de 
consultar su computadora, le dijo -disculpándose- que no 
estaba a su nombre. La respuesta fue: “En realidad no está 
a nombre de nadie. No puede hacer el trámite”. El cliente 
había comprado el chip en un quiosco, donde no le dieron 
boleta. Finalmente, pudo hacer el trámite sobre la base de 
dar a conocer números a los cuales se comunicaba asidua- 
mente, cosa que sus hijos seguramente no harían, defen- 
diendo su privacidad. Sólo pudo saber que todo se debía a 
una disposición interna que no se advierte en el momento 
de hacer la compra ni en la publicidad. 


Algunas de las preguntas que surgen son: ¿cómo Ancel 
habilita a terceros a vender chips telefónicos que después 
la propia empresa no reconoce? ¿Cómo la empresa los vende 
sin registrar a quién y después exige nombre del usuario? En 
Montevideo, al igual que en todo el país, esos chips también 
se venden en quioscos, almacenes y locales comúnmente 
llamados “salones”. 


Solicito que la versión taquigráfica de estas palabras sea 
enviada al Directorio de ANTEL y a los responsables de 
Ancel para que esta situación quede aclarada, así como a la 
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Presidencia de la República, Intendencias Municipales y 
Juntas Departamentales y Autónomas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite solicita- 
do. 


(Se vota:) 


-23 en 26. Afirmativa. 


10) UNIVERSIDAD DE LA REPUBLICA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Parareferirse a otro tema, conti- 
núa en el uso de la palabra el señor Senador Lapaz. 


SEÑOR LAPAZ.- Por otra parte, me voy a referir a la 
Universidad de la República. A este respecto, quiero hacer 
notar que, poniendo énfasis en una pretendida igualdad de 
oportunidades, la Universidad de la República sigue negan- 
do toda posibilidad de realizar el cobro de matrícula para 
cursar estudios de educación terciaria pero, a la vez, año 
tras año reclama más recursos para su presupuesto, y hasta 
se ha dado el lujo de gastar unos US$ 250.000 en butacas 
para su Paraninfo, con tal de no devolver dinero por concep- 
to de proyectos no ejecutados, que volvería a Rentas Gene- 
rales. El no cobro de la matrícula se justificaría si estuvié- 
ramos ante una mayoría de estudiantes universitarios pro- 
venientes de los sectores de menos ingresos de la pobla- 
ción, pero la realidad se da a la inversa. 


No podemos seguir aceptando eslóganes y falacias de 
falsa oposición de criterios -como las que denunciaba Vaz 
Ferreira-, cuando se trata de aplicar la lógica, el sentido 
común y la solidaridad bien entendida, sin maniqueísmos. 
Todos los uruguayos pagamos impuestos para sostener a 
la Universidad, pero esta mantiene una concepción centra- 
lista y elitista mientras forma gratis profesionales de estra- 
tos altos y medio altos de la sociedad, que son la gran 
mayoría de sus egresados. Estos estudiantes podrían pa- 
garse sus estudios y, con lo recaudado, la Universidad 
mejoraría sustancialmente los montos de las becas que se 
otorgan a través del Fondo de Solidaridad, sobre todo en 
favor del discriminado estudiantado del interior, que repre- 
senta un 30% del total, porque el restante 70% es de Mon- 
tevideo. 


Asimismo, siempre en referencia a la UDELAR, esta 
fustigó como “insuficientes y laxas” las pautas que maneja 
el Ministerio de Educación y Cultura para crear la agencia 
estatal que controlará la calidad y creación de instituciones 
terciarias, en el marco de las acciones tendientes a crear un 
órgano fiscalizador de la enseñanza universitaria privada. 
Estas pautas han surgido del trabajo de la Comisión integra- 
da por representantes de este Ministerio, de la Universidad 
estatal y de las Universidades privadas, que están discutien- 
do la creación de la Agencia para la Promoción y Aseguramien- 
to de la Calidad de la Educación Terciaria, apuntando a 
controlar el funcionamiento del sistema educativo superior. 
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El Consejo Directivo Central de la Universidad estatal 
ex1gió revisar los modos de acreditación -reconocimiento 
de la calidad académica- del sector privado, aunque todavía 
no hay un proyecto de ley de Agencia arriba de la mesa, por 
más que en el mes de febrero el Ministerio presentó una 
serie de definiciones conceptuales sobre la enseñanza ter- 
claria, proponiendo instaurar un organismo encargado de 
autorizar la creación de carreras e instituciones en el sector 
privado, realizarles un seguimiento y controlar la calidad de 
todo el sistema. 


Se hace evidente que la Universidad de la República no 
permite que exista la posibilidad de opción por otras insti- 
tuciones de capacitación terciaria aunque, como contrapar- 
tida, no admite ser controlada y lleva a ultranza su autono- 
mía, sin habilitar una sana competencia que permita mejorar 
la calidad de la enseñanza, la investigación y la extensión. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras sea 
enviada a la Presidencia de la República, al Ministerio de 
Educación y Cultura, a la UDELAR, a las Universidades 
privadas y a los Gobiernos Departamentales. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Se va a votar la solicitud formu- 
lada. 


(Se vota:) 


-23 en 26. Afirmativa. 


11) CONSECUENCIAS DE LA SEQUIA Y SOLUCIONES 
A ENCARAR 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la hora previa, 
tiene la palabra el señor Senador Amaro. 


SEÑOR AMARO.- Señor Presidente: en los últimos días 
las noticias no son nada alentadoras para el sector 
agropecuario y no solo para la pecuaria, sino para el país en 
su conjunto. Se está señalando que UTE quiere subir las 
tarifas, y ANCAP ya aplicó en el día de hoy un aumento del 
6,7%, lo que provocará una seguidilla de subas y tarifazos. 


La sequía es un fenómeno climático que ha castigado al 
país desde hace ya un año y medio y que amagaba con 
instalarse desde hace algunos años, con primaveras secas 
y otoños por debajo de lo normal que, sin alarmar al sector 
productivo, habían provocado que la producción de 
pasturas en esas estaciones tan estratégicas no fuera lo 
suficientemente buena. 


Hoy la realidad es distinta: el clima del país ha afectado 
de tal manera al sector agropecuario que, junto al desastre 
financiero mundial, provocará que el tiempo que viene sea 
el más peligroso para el sector económico base del país. Ya 
hemos vivido otros tiempos quizás no tan agresivos como 
este para el sector, pero observándolos a la distancia siem- 
pre nos dejan una enseñanza. En 1981, una sequía también 
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hirió de muerte al sector ganadero y las vacas de cría morían 
en los campos porque los frigoríficos no las faenaban; aquel 
que tenía la suerte de vender una vaca en un local de feria, 
recibía $ 50 por ella. En ese momento surgió el “Operativo 
Conserva”, sistema que limpió los campos de las vacas con 
riesgo de morir e hizo que el resto delos rodeos se valorizara 
de manera importante, poniendo a rueda nuevamente al 
sector criador con muchos menos vientres pero con mayor 
expectativa. Este operativo destrabó el embudo, y esa fue 
tal vez la única solución que se pudo aplicar a nivel del 
productor en ese momento. La decisión puso en movimiento 
al sector primario. 


También debemos recordar la sequía del año 1989 que, 
si bien no fue tan intensa, provocó que en 1990 se aplicaran 
duras medidas fiscales, por lo que el sector agroexportador 
vivió duros tiempos; esto ocasionó mayor endeudamiento, 
menor inversión y menos trabajo. 


El endeudamiento de los sectores productivos llevó al 
remate de muchos productores y, por reflejo, al 
despoblamiento de la campaña y al pasaje de los campos a 
firmas extranjeras, lo que no critico y acepto, pero advierto 
que ese no era el fin para la gente que apostó al país. 


En todos y en cada uno de los procesos que enumeré, la 
frutilla de la torta fue la falta de inversión; la presión fiscal, 
los altos intereses de los créditos y el cambio de las reglas 
de juego, provocaron que la campaña viviera tiempos muy 
duros. 


La aftosa fue la gota que derramó el vaso; llegó desde 
Argentina y, lamentablemente, fue negada por el Gobierno 
de ese país hasta último momento. A modo de homenaje, 
vale recordar que la aftosa había sido denunciada por el hoy 
fallecido doctor Gonzalo Chiarino Milans seis meses antes 
de que invadiera nuestras tierras. En ese momento se actuó 
de manera diferente: el Gobierno tomó conciencia de lo que 
sucedía y suspendió y bajó impuestos, aportes sociales, 
contribuciones rurales, etcétera. Estas medidas fueron com- 
plementadas por una agresiva embestida diplomática, no 
solo para recuperar los mercados perdidos sino también 
para ganar nuevos. Pero el gran cambio estaba por verse, ya 
que los valores de nuestros productos exportables comen- 
zaron a subir y la producción uruguaya, ayudada en este 
caso por primera vez por una gran inversión, subió 
geométricamente, al igual que las exportaciones. Cuanto 
más se producía, más se invertía, y viceversa, demostrando 
por fin que el verdadero cambio en el sector productivo del 
país estuvo, está y estará en la inversión. 


Hoy, al recorrer el país, dondequiera que vayamos ve- 
mos silos, praderas y chacras productoras de granos, cuan- 
do hace dos meses lo único que veíamos era desolación, y 
ese cambio se logró con inversión propia. Después de haber 
perdido el tapiz natural y el 80% de las pasturas implanta- 
das, los productores apostaron a la inversión; no solo los 
agricultores, sino también los pecuarios, en cuyos predios 
vemos las reservas forrajeras de distintas maneras, buscan- 
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do enfrentar, si es posible, el invierno que se avecina y 
paliar en cierta medida lo perdido. El daño ya está hecho: 
según la Asociación Rural del Uruguay, las pérdidas fueron 
de US$ 850:000.000; no nacerán 580.000 terneros, la mortan- 
dad de las vacas fue enorme e, inclusive, si no se toman 
medidas, será peor. 


Sin embargo, no todo es malo: el productor ha demostra- 
do que quiere y puede, pero necesita la otra pata parte, que 
es el Gobierno, porque si dejamos morir el pasto, moriremos 
con él, y si dejamos perder todo lo hecho hasta ahora, no 
solo perderemos nosotros sino que comprometemos a las 
generaciones que vienen. Inclusive, hasta los neozelandeses 
tienen problemas. Pensamos que eran como Superman, pero 
también son mortales; la diferencia es que no se achican y 
hacen nacer el pasto para vivir. Para que nazca el pasto, 
necesitamos semilla, fertilizante, combustible, maquinaria y 
mano de obra; es innumerable todo lo que mueve la cadena 
de producción. Vale la pena recordar que cuando tuvo lugar 
el brote de aftosa, el desempleo subió un 30%, lo que 
demuestra que el agro da trabajo y mucho. 


Estamos convencidos de que no se puede dejar caer 
todo lo que con tanto esfuerzo se logró avanzar; se debe 
estimular el trabajo, apoyar al productor y no permitir que 
el decaído estado de ánimo lo lleve a desaparecer. Tal vez 
sea necesario el subsidio al trabajo; eso sería una inversión, 
ya que la crisis y todas las pestes van a pasar -y rápidamen- 
te-; lo malo será que de no tomarse medidas a tiempo, quizás 
estemos perdiendo la riqueza del trabajador que decida 
abandonar su tierra. No tengamos miedo a subsidiar los 
insumos; en un futuro muy cercano, la cadena productiva 
se hará cargo -como ya lo hizo- de devolver con creces 
todas las inversiones. 


Quiero referirme ahora a un tema al que le hemos dedica- 
do mucho esfuerzo; me refiero al agua para el medio rural. 
Sin duda, es un tema fundamental para la producción nacio- 
nal, y sobre él tendremos que trabajar todos los partidos 
políticos para que en el futuro el agua de nuestros campos 
que se pierde en el Río de la Plata no se siga perdiendo; con 
ese objetivo se tendrán que adoptar políticas de Estado que 
nos garanticen más seguridad en el futuro. Este tema es tan 
importante como el de la inversión, porque en esta seca 
quedó demostrado que sin agua no hay reserva forrajera; es 
la complementación: no se da una sin la otra. 


Para terminar, quiero recordar una frase que siempre me 
dice mi amigo Andrés Gallinal -que se encuentra presente en 
la Barra-, que pertenece al doctor Joaquín Costa, republica- 
no español: “La agricultura es el arte de hacer pan de la roca 
con la ayuda de los seres vivos”, y para esto es necesario 
invertir. 


En el día de ayer escuché en los informativos que el 
señor Presidente de la República iba a invitar a representan- 
tes de todos los Partidos Políticos para encarar soluciones 
a esta dura crisis. Desde el Partido Colorado siempre hemos 
estado a las órdenes para buscar acuerdos imprescindibles, 
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que permitan aplicar políticas de Estado que generen con- 
fianza en el futuro de la producción. 


Entendemos que un gran diálogo nacional es fundamen- 
tal en tiempos de crisis. El señor Ministro de Economía y 
Finanzas, en más de una oportunidad -y en los últimos días 
ha acentuado esa posición-, ha dicho que la crisis va a ser 
muy débil en este país -¡ojalá tenga razón!-, pero los hechos 
dicen lo contrario. Entonces, reitero: si es cierto lo que 
escuché ayer en el sentido de que el señor Presidente de la 
República iba a invitar a todos los Partidos Políticos para 
analizar el tema, creo que se trata de una buena decisión, 
que se impone y a la que todos podríamos aportar algo. No 
creemos que se pueda gobernar con soberbia ni que con el 
ataque feroz de la oposición se consigan resultados. Por lo 
tanto, unámonos -este es un problema del país y de todos 
los uruguayos- para que, de una vez por todas, y con el 
aporte de todos podamos superar esta situación que cada 
día se agrava más. 


Por todo lo expuesto, solicito que la versión taquigráfica 
de mis palabras sea enviada al señor Presidente de la 
República, al señor Ministro de Ganadería, Agricultura y 
Pesca, a la Asociación Rural del Uruguay, a la Federación 
Rural, a la Sociedad de Productores de Leche de Florida y 
a la Asociación Rural de Florida. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se vaa votar el trámite solicitado 
por el señor Senador. 


(Se vota:) 


-22en 25. Afirmativa. 


12) SOLUCIONES PARA EL TEMA ENERGETICO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Finalizando la media hora previa, 
tiene la palabra el señor Senador Campanella. 


SEÑOR CAMPANELLA.- Señor Presidente: tal como lo 
hemos hecho en las oportunidades en que nos ha corres- 
pondido integrar el Senado de la República, aportando 
ideas para el Uruguay y para nuestro muy querido departa- 
mento de Treinta y Tres, realizando pedidos de informes 
acerca de la interconexión de las Rutas N* 7 y N* 8, del Puerto 
de La Charqueada, de la repetidora de Canal 5 para Valentines, 
del ómnibus que hace el traslado de los muchachos de 
Valentines a Cerro Chato, lo seguimos haciendo ahora 
mostrando, incluso, el plan de trabajo que tuviéramos en la 
Intendencia Municipal de Treinta y Tres, cuando las Nacio- 
nes Unidas la nombró, junto con otras dos de toda América, 
como gestora de los derechos de las mujeres. No estoy 
hablando de proyectos, sino de hechos concretos. 


Es así que hemos avanzado en el tema energético, y 
aunque prediquemos en el desierto, vamos a seguir hacién- 
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dolo con la serenidad que otorga el saber que uno tiene 
razón. Hemos conformado un equipo de técnicos e ingenie- 
ros, y hemos llevado a todo el país lo que creemos que será 
la solución definitiva en materia energética, pese a que el 
sistema político aún hoy sigue considerando la energía 
como un tema misterioso, pero que sigue trayendo dificul- 
tades. El panorama actual es que tenemos un 50% de impor- 
tación, un 40% de generación térmica y apenas un 10% de 
generación hidráulica. Quiere decir que la situación es cada 
vez peor, más grave, y somos cada vez más dependientes. 


Este es, entonces, el humilde aporte que hemos hecho. 


13) CLUB YACARE DE TREINTA Y TRES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para referirse a otro tema dentro 
de la media hora previa, continúa en el uso de la palabra el 
señor Senador Campanella. 


SEÑOR CAMPANELLA.- En la última sesión presenta- 
mos -con nuestro querido amigo, el ingeniero Gonzalo 
Rodríguez- un proyecto de ley referido ala recuperación de 
jóvenes en situación de drogodependencia. Creo que esto, 
porlo menos, tiene como objetivo solucionar una situación 
a la que no le vemos salida por ningún lado. Este es un 
humilde aporte para tratar de resolver este tema que es cada 
vez más cruel y grave para la sociedad. 


Hoy quiero referirme a un hecho positivo de nuestro 
querido Treinta y Tres. Allí existe el Club Yacaré, de fútbol 
infantil, fundado el 12 de octubre de 1969, a cuyo frente está 
don Oscar Crizul, con sus jóvenes 87 años. Si el ejemplo de 
don Oscar cundiera y hubiera varios ciudadanos como él, 
no tendríamos que presentar proyectos de ley para la recu- 
peración de jóvenes en situación de drogodependencia. 
Esta querida Institución, el Club Yacaré, hace 40 años que 
está al servicio de Treinta y Tres y de su gente; hoy en día, 
ya son más de trescientos los profesionales que se han 
iniciado en ese Club, luchando no sólo por que les vaya bien 
en un deporte como el fútbol, sino fundamentalmente en sus 
vidas personales. 


Así es como ha operado en cada barrio, en cada lugar de 
Treinta y Tres, inclusive en el Hogar de Varones; hoy en día, 
muchos de ellos lo paran a don Oscar en la calle y le 
reconocen que, gracias a su vitalidad y trabajo -actualmente 
tiene 87 jóvenes años- hoy son personas de bien, hombres 
de trabajo y de familia. Le agradecen a don Oscar ese trabajo 
maravilloso que ha hecho y que sigue haciendo desde hace 
más de cuarenta años. 


Simplemente, quiero hacer este reconocimiento e invitar 
al Senado de la República para el día 11 de octubre, fecha en 
que se van a festejar y conmemorar los 40 años de esta 
maravillosa institución. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras pase 
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alas Juntas Departamentales y alos Ministerios de Turismo 
y Deporte y de Salud Pública. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite solicita- 
do. 


(Se vota:) 


-25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


14) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRACION 
DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE .- Dese cuenta de una solicitud de 
licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Michelini solicita licencia el día 6 
del corriente mes”. 


-Léase. 

(Se lee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 
“Montevideo, 5 de mayo de 2009. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Rodolfo Nin Novoa 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Por la presente, de acuerdo a lo dispuesto en la Ley 
N* 17.827, solicito a usted se me conceda licencia por 
motivos personales, durante el día 6 del corriente mes. 


Sin otro particular, saludo a usted atentamente, 


Rafael Michelini. Senador.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota:) 

-21 en 24. Afirmativa. 

Se comunica al Cuerpo que los señores Felipe Michelini, 
Ricardo Alcorta y Edgardo Carvalho han presentado nota 


de desistimiento informando que, por esta vez, no aceptan 
la convocatoria para integrar el Cuerpo, por lo que, en 
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aplicación de las disposiciones legales vigentes, queda 
convocado el señor Antonio Gallicchio, quien ya ha pres- 
tado el juramento de estilo. 


15) ENDEUDAMIENTO DEL SECTOR AGROPECUARIO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el asunto 
que figura en primer término del Orden del Día: "Proyecto de 
ley por el que se modifica el artículo 9 dela Ley N”* 18.219, 
de 20 de diciembre de 2007, sobre endeudamiento del sector 
agropecuario. (Carp. N”* 1463/09 - Rep. N* 1014/09).” 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 1463/09 
Rep. N* 1014/09 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes de la República Oriental 
del Uruguay, en sesión de hoy, ha sancionado el siguiente 


PROYECTODELEY 


Artículo Unico.- Sustitúyese el artículo 9” de la Ley 
N? 18.219, de 20 de diciembre de 2007, por el siguiente: 


“ARTICULO 9”.- Las transferencias de bienes inmuebles 
a favor de las entidades previstas en el artículo 1” de la 
presente ley o de fideicomisos creados por ellas, tanto 
las que realice el deudor por concepto de dación en 
pago, como las que se realicen luego a favor del usuario 
del crédito de uso operativo en caso de ejercicio por éste 
de la opción de compra que le confiere el contrato, 
estarán exoneradas de todo tributo. 


Las obligaciones mantenidas por los arrendatarios y 
los usuarios de créditos de uso operativo por operacio- 
nes realizadas según el artículo 1? de la presente ley 
serán pasivos deducibles para el Impuesto al Patrimo- 
nio, y las prestaciones que realicen serán consideradas 
gastos deducibles para quienes sean sujetos pasivos 
del Impuesto a las Rentas de las Actividades Económi- 
cas (IRAE). Los fideicomisos que sean creados oO 
estructurados en el marco del régimen establecido por la 
presente ley estarán exonerados de toda obligación 
tributaria que recaiga sobre su constitución, su activi- 
dad, sus operaciones, su patrimonio y sus rentas”. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 17 de marzo de 2009. 


Alberto Casas 
ler. Vicepresidente 
José Pedro Montero 
Secretario. 
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ANTECEDENTES 


Comisión de Hacienda 


INFORME 


Señores Representantes: 


Vuestra Comisión de Hacienda ha tratado y aprobado 
por unanimidad de presentes, el proyecto de ley remitido 
por el Poder Ejecutivo por el cual se modifica el artículo 9? 
de la Ley N” 18.219, de 20 de diciembre de 2007, que estable- 
cía un mecanismo de financiamiento a través de institucio- 
nes financieras o fideicomisos establecidos al efecto, des- 
tinado a solucionar el endeudamiento agropecuario, me- 
diante la dación en pago al acreedor de los inmuebles 
asiento de la explotación, asociada al otorgamiento de un 
contrato de crédito de uso que asegure al productor la 
continuidad de su explotación y un futuro ejercicio de una 
opción de compra sobre el predio. 


El nuevo texto del artículo 9”, esclarece conveniente- 
mente el alcance subjetivo de las exoneraciones tributarias 
contenidas en la ley, mejorando técnicamente su redacción. 
Abarca tanto a las daciones en pago realizadas por el 
deudor, como las que se realicen luego a favor del usuario 
del crédito de uso operativo en caso que haga uso de la 
opción de compra que le confiere el contrato. 


Los fideicomisos que sean creados o estructurados en 
el marco del régimen establecido por esta ley estarán exo- 
nerados de toda obligación tributaria que recaiga sobre su 
constitución, su actividad, sus operaciones, su patrimonio 
y sus rentas. 


Asimismo, queda establecido que las obligaciones man- 
tenidas por los arrendatarios y los usuarios de crédito de 
uso operativo por operaciones realizadas según el artículo 
19 de la referida ley, serán pasivos deducibles para el 
Impuesto al Patrimonio, y las prestaciones que realicen 
serán consideradas gastos deducibles para quienes sean 
sujetos pasivos del Impuesto a la Renta de las Actividades 
Económicas (IRAE). 


Por todo lo expuesto esta Comisión recomienda al pleno 
su rápida aprobación para que la modificación propuesta 
pueda entrar rápidamente en vigencia y colaborar con la 
efectiva puesta en práctica de este nuevo instrumento 
acordado para la disminución del endeudamiento 
agropecuario. 


Sala de la Comisión, 18 de febrero de 2009. 


Alfredo Asti, Miembro Informante; 
Silvana Charlone, Eduardo Brenta, 
Gonzalo Mujica, Pablo Pérez González, 
Iván Posada. 
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Ministerio de Economía y Finanzas 
Montevideo, 10 de noviembre de 2008. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo, el Proyecto de Ley, por el que se establecen modi- 
ficaciones a la Ley N” 18.219 de 20 de diciembre de 2007. 


Saluda al Sr. Presidente con la mayor consideración. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


La Ley N* 18.219 estableció un mecanismo de 
financiamiento destinado a solucionar el endeudamiento 
agropecuario, mediante la dación en pago al acreedor de los 
inmuebles asiento de la explotación, asociada al otorga- 
miento de un contrato de crédito de uso que asegure al 
productor la continuidad de su explotación y un futuro 
ejercicio de una opción de compra sobre el predio. 


Dicha norma previó la posibilidad que las instituciones 
financieras actuaran por sio a través de fideicomisos esta- 
blecidos a tal efecto. 


Resulta conveniente aclarar el alcance subjetivo de las 
exoneraciones tributarias contenidas en la ley, de modo de 
abarcar a las daciones en pago realizadas a favor de todos 
los sujetos enunciados en el artículo 1? de dicha norma. A 
tal fin, se modifica el artículo 9? de la Ley, incorporándole 
además algunas mejoras técnicas en relación con su redac- 
ción original. 


Dr. TABARE VAZQUEZ, Presidente de 
la República; Alvaro García. 


PROYECTO DELEY 


Artículo Unico.- Sustitúyese el artículo 9” de la Ley 
N? 18.219, de 20 de diciembre de 2007 por el siguiente: 


“ARTICULO 9".- Las transferencias de bienes inmuebles 
a favor de las entidades previstas en el artículo primero 
de la presente ley o de fideicomisos creados por ellas, 
tanto las que realice el deudor por concepto de dación 
en pago, como las que se realicen luego a favor del 
usuario del crédito de uso operativo en caso de ejercicio 
por éste de la opción de compra que le confiere el 
contrato, estarán exoneradas de todo tributo. 


Las obligaciones mantenidas por los arrendatarios y 
los usuarios de créditos de uso operativo por operacio- 
nes realizadas según el artículo primero de la presente 
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ley serán pasivos deducibles para el Impuesto al Patri- 
monio, y las prestaciones que realicen serán considera- 
das gastos deducibles para quienes sean sujetos pasi- 
vos del Impuesto a la Renta de las Actividades Econó- 
micas (IRAE). Los fideicomisos que sean creados o 
estructurados en el marco del régimen establecido por la 
presente ley estarán exonerados de toda obligación 
tributaria que recaiga sobre su constitución, su activi- 
dad, sus operaciones, su patrimonio y sus rentas.” 


Alvaro García. 


DISPOSICION CITADA 


LEY N?* 18.219, 
de 20 de diciembre de 2007 


DEUDORES AGROPECUARIOS 


REGIMEN DE CANCELACION DE CREDITOS 


Artículo 1”.- República Administradora de Fondos de 
Inversión S.A. (AFISA), los Fondos de Recuperación de 
Patrimonio Bancarios creados de acuerdo a la Ley N* 17.613, 
de 27 de diciembre de 2002, el Banco Hipotecario del Uru- 
guay, la Agencia Nacional de la Vivienda y el Banco Central 
del Uruguay podrán aceptar, para la cancelación total o 
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parcial de los créditos otorgados en el sector agropecuario 
de los que sean actualmente titulares, la dación en pago por 
parte del deudor del inmueble del cual sea titular y la 
posterior ocupación por éste de dicho inmueble en el marco 
de un contrato de arrendamiento o de crédito de uso ope- 
rativo. 


Dicha transacción podrá ser realizada directamente o 
actuando a través de un fideicomiso creado al efecto, en el 
marco de la Ley N* 17.703, de 27 de octubre de 2003. 


Artículo 9”.- Los fideicomisos que sean creados o 
estructurados en el marco del régimen establecido por la 
presente ley estarán exonerados de toda obligación tributaria 
que recaiga sobre su constitución, su actividad, sus opera- 
ciones, su patrimonio y sus rentas. Estarán igualmente 
exoneradas de todo tributo de transferencias de bienes 
inmuebles que realice el deudor al fideicomiso por concepto 
de dación en pago, así como las que realice luego el fidei- 
comiso al usuario del crédito del uso operativo, en caso de 
ejercicio por éste de la opción de compra que le confiere el 
contrato. 


Las prestaciones realizadas al fideicomiso por los arren- 
datarios y los usuarios de créditos de uso operativos serán 
gastos deducibles para quienes sean sujetos pasivos del 
Impuesto a la Renta de las Actividades Económicas (IRAE) 
y las obligaciones mantenidas con el fideicomiso serán 
pasivos deducibles para el Impuesto al Patrimonio. 
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COMPARATIVO 


- Artículo 9? de la Ley N* 18.219, de 20 de diciembre de 2007. 


- Proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes. 


Ley N* 18.219, de 20 de diciembre de 2007 


Artículo 99.- 


Los fideicomisos que sean creados o estructurados en 
el marco del régimen establecido por la presente ley estarán 
exonerados de toda obligación tributaria que recaiga sobre 
su constitución, su actividad, sus Operaciones, su patrimo- 
nio y sus rentas. 


Estarán igualmente exoneradas de todo tributo las trans- 
ferencias de bienes inmuebles que realice el deudor al 
fideicomiso por concepto de dación en pago, así como las 
que realice luego el fideicomiso al usuario del crédito de 
uso operativo, en caso de ejercicio por éste de la opción de 
compra que le confiere el contrato. 


Las prestaciones realizadas al fideicomiso por los arren- 
datarios y los usuarios de créditos de uso operativos serán 
gastos deducibles para quienes sean sujetos pasivos del 
Impuesto a la Renta de las Actividades Económicas (IRAE) 
y las obligaciones mantenidas con el fideicomiso serán 
pasivos deducibles para el Impuesto al Patrimonio. 


PROYECTO DE LEY APROBADO POR LA CAMARA 
DE REPRESENTANTES 


Artículo Unico.- Sustitúyese el artículo 9% de la Ley 
N? 18.219, de 20 de diciembre de 2007, por el siguiente: 


“ARTICULO 9*. 


Pasa al Inciso 2? 


Las transferencias de bienes inmuebles en favor de 
las entidades previstas en el artículo 19 de la presente 
ley o de fideicomisos creados por ellas, tanto las que 
realice el deudor por concepto de dación en pago, como 
las que se realicen luego a favor del usuario del crédito 
de uso operativo en caso de ejercicio por éste de la 
opción de compra que le confiere el contrato, estarán 
exoneradas de todo tributo. 


Las obligaciones mantenidas por los arrendatarios y 
los usuarios de créditos de uso operativo por operacio- 
nes realizadas según el artículo 1% de la presente ley, 
serán pasivos deducibles para el Impuesto al Patrimo- 
nio, y las prestaciones que realicen serán consideradas 
gastos deducibles para quienes sean sujetos pasivos 
del Impuesto a las Rentas de las Actividades Económi- 
cas (IRAE). Los fideicomisos que sean creados oO 
estructurados en el marco del régimen establecido por la 
presente ley estarán exonerados de toda obligación 
tributaria que recaiga sobre su constitución, su activi- 
dad, sus operaciones, su patrimonio y sus rentas”. 
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CAMARA DESENADORES 


Comisión de Hacienda 


ACTAN”110 


En Montevideo, a los catorce días del mes de abril de dos 
mil nueve, a la hora dieciséis y veinte minutos se reúne la 
Comisión de Hacienda de la Cámara de Senadores. 
Asisten los señores Senadores Miembros Isaac Alfie, Milton 
Antognazza, Alberto Couriel, Antonio Gallicchio, Luis A. 
Heber y Jorge Saravia. 
Faltan con aviso los señores Senadores Sergio Abreu, Eber 
Da Rosa y José Mujica, quienes remiten nota justificando 
su inasistencia. 

Preside el señor Senador Luis A. Heber, Presidente de la 
Comisión. 

Actúan en Secretaría la señora Dinorah Amato, Secretaria 
de la Comisión y el señor Jorge Fernández, Prosecretario. _ 
Abierto el acto se procede a tomar versión taquigrá- 
fica, cuya copia dactilografiada luce en el Distribuido 
N* 3116/2009 que forma parte de la presente Acta. 
ASUNTOS ENTRADOS: 

1) ENDEUDAMIENTO DEL SECTOR AGROPECUARIO. Se 
modifica el artículo 9” de la Ley N” 18.219, de 20 de diciembre 
de 2007. Proyecto de ley aprobado por la Cámara de Repre- 
sentantes. Carpeta N” 1463/2009. Distribuido N* 3092/2009. 
2) Nota del señor Secretario de la Presidencia Miguel A. 
Toma, excusándose de asistir a la sesión de la Comisión de 
Hacienda a la que había sido invitado. 
3) Solicitud de audiencia de integrantes de la Agrupación 
de ex Obreros y Familiares de Textil Ferrés, a efectos de 
plantear dificultades en la aplicación de la Ley N* 18.033 que 
refiere a aquellos ciudadanos que no pudieron acceder al 
trabajo por razones políticas y sindicales entre el 9 de 


Cámara Uruguaya de Servicios Agropecuarios (CUSA), a 
efectos de plantear la posibilidad de exoneración del IVA a 
algunos servicios prestados por concepto de labores en el 
sector agropecuario. 
ASUNTOS A ESTUDIO: 

1) ENDEUDAMIENTO DEL SECTOR AGROPECUARIO. Se 
modifica el artículo 9” de la Ley N” 18.219, de 20 de diciembre 
de 2007. Proyecto de ley aprobado por la Cámara de Repre- 
sentantes. Carpeta N” 1463/2009. Distribuido N* 3092/2009. 
A propuesta del señor Presidente de la Comisión, se pasa 
a considerar el citado proyecto. 
Se vota: 6 en 6. Afirmativo. UNANIMIDAD. 
Se designa Miembro Informante al señor Senador Jorge 
Saravia, quien lo hará en forma verbal. 
PROYECTO DELEY APROBADO: 
Artículo Unico.- Sustitúyese el artículo 9% de la Ley 
N? 18.219, de 20 de diciembre de 2007, porel siguiente: 
“ARTICULO 9”.- Las transferencias de bienes inmuebles a 
favor de las entidades previstas en el artículo 1? de la 
presente ley o de fideicomisos creados por ellas, tanto las 
que realice el deudor por concepto de dación en pago, como 
las que se realicen luego a favor del usuario del crédito de 
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uso operativo en caso de ejercicio por éste de la opción de 
compra que le confiere el contrato, estarán exoneradas de 
todo tributo. 

Las obligaciones mantenidas por los arrendatarios y los 
usuarios de créditos de uso operativo por operaciones 
realizadas según el artículo 1” de la presente ley, serán 
pasivos deducibles para el Impuesto al Patrimonio, y las 
prestaciones que realicen serán consideradas gastos 
deducibles para quienes sean sujetos pasivos del Impuesto 
a la Renta de las Actividades Económicas (IRAE). Los 
fideicomisos que sean creados o estructurados en el marco 
del régimen establecido por la presente ley, estarán exone- 
rados de toda obligación tributaria que recaiga sobre su 
constitución, su actividad, sus operaciones, su patrimonio 
y sus rentas”. 
1) MERCADO DE VALORES. Se dictan normas para su 
regulación. Mensaje y proyecto de ley del Poder Ejecutivo. 
Carpeta N* 1397/2008. Distribuidos Nos. 2958 y 2959/2008. 
A solicitud del señor Senador Alberto Couriel, la Comisión 
resuelve citar para el día cinco de mayo a la Bolsa de Valores, 
y para el día doce de mayo a los representantes del Poder 
Ejecutivo, a efectos de analizar en forma conjunta el proyec- 
to de ley a estudio. 
RESOLUCIONES: 
1) La Comisión resuelve conceder la audiencia solicitada 
por la Comisión Directiva de la Cámara Uruguaya de Servi- 
cios Agropecuarios (CUSA) y recibirlos el día doce de mayo 
a la hora quince y cuarenta y cinco minutos. 
2) La Comisión resuelve comunicar a los integrantes de la 
Agrupación de ex Obreros y Familiares de Textil Ferrés, que 
la Ley N* 18.033 fue oportunamente realizada por la Comi- 
sión de Asuntos Laborales y Seguridad Social de la Cámara 
de Senadores, por lo que correspondería que fuera esa 
Asesora quien los recibiera, por lo que se remitirá dicha 
solicitud a la mencionada Comisión. 

A la hora dieciséis y cuarenta y cinco minutos se levanta la 
sesión. 

Para constancia se labra la presente Acta, que firman el 
señor Presidente y la señora Secretaria de la Comisión. 


Luis A. Heber 
Presidente 


Dinorah Amato 
Secretaria.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
- En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Saravia. 


SEÑOR SARAVIA.- Señor Presidente: se trata de un 
proyecto de ley que viene con media sanción de la Cámara 
de Representantes y que fue aprobado por unanimidad en 


416-C.S. 


la Comisión de Hacienda del Senado. Con la Ley N* 18.219 
se estableció una manera de solucionar el endeudamiento 
agropecuario mediante una forma de financiación que con- 
sistía en la dación en pago al acreedor de los inmuebles 
asiento de la explotación, asociada al otorgamiento de un 
contrato de crédito de uso que asegure al productor la 
continuidad de su explotación determinando, para el futuro, 
una opción de compra sobre el predio. 


En esta norma también se prevé la posibilidad de que las 
instituciones financieras actúen por sí o a través de fidei- 
comisos establecidos a tal efecto. Este nuevo artículo 9” del 
proyecto de ley que tenemos a consideración, además de 
mejorar técnicamente la redacción, aclara de forma conve- 
niente el alcance subjetivo de las exoneraciones tributarias 
que contiene la ley, de tal modo que quedan contenidas las 
daciones en pago realizadas a favor de todos los sujetos 
que enuncia el artículo 1* de la Ley N” 18.219. 


En el segundo inciso se establece que las obligaciones 
mantenidas por los arrendatarios y los usuarios de créditos 
de uso operativo por operaciones realizadas de acuerdo al 
artículo 1” de la referida ley, serán pasivos deducibles para 
el Impuesto al Patrimonio, y las prestaciones que realicen 
serán consideradas gastos deducibles para quienes sean 
sujetos pasivos del Impuesto a las Rentas de las Activida- 
des Económicas (IRA E). 


Lo que intenta este proyecto de ley, simplemente, es 
mejorar el artículo 9” de la Ley N* 18.219 y, en consecuencia, 
recomendamos al Cuerpo su aprobación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

-20 en 23. Afirmativa. 

En discusión particular. 

Léase el artículo único del proyecto de ley. 
(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“Artículo Unico.- Sustitúyese el artículo 9” de la Ley 
N* 18.219, de 20 de diciembre de 2007, por el siguiente: 


“ARTICULO 9”.- Las transferencias de bienes inmuebles 
en favor de las entidades previstas en el artículo 1? de 
la presente ley o de fideicomisos creados por ellas, tanto 
las que realice el deudor por concepto de dación en 
pago, como las que se realicen luego a favor del usuario 
del crédito de uso operativo en caso de ejercicio por éste 
de la opción de compra que le confiere el contrato, 
estarán exoneradas de todo tributo. 
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Las obligaciones mantenidas por los arrendatarios y 
los usuarios de créditos de uso operativo por operacio- 
nes realizadas según el artículo 1? de la presente ley 
serán pasivos deducibles para el Impuesto al Patrimo- 
nio, y las prestaciones que realicen serán consideradas 
gastos deducibles para quienes sean sujetos pasivos 
del Impuesto a las Rentas de las Actividades Económi- 
cas (IRAE). Los fideicomisos que sean creados oO 
estructurados en el marco del régimen establecido por la 
presente ley estarán exonerados de toda obligación 
tributaria que recaiga sobre su constitución, su activi- 


> 


dad, sus operaciones, su patrimonio y sus rentas”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 
único. 


(Se vota:) 
-20 en 22. Afirmativa. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunicará 
al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancionado 
por ser igual al considerado) 


16) JUZGADOS LETRADOS DE PRIMERA INSTANCIA 
EN MATERIA PENAL CON ESPECIALIZACION EN 
CRIMEN ORGANIZADO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el asunto 
que figura en segundo término del Orden del Día: "Proyecto 
deleypor elcual se incorporan dos incisos al artículo 414 

dela Ley N* 18.362, de 6 de octubre de 2008, sobre Juzga- 

dos Letrados de Primera Instancia en Materia Penal con 
Especialización en Crimen Organizado. (Carp. N* 1479/09 - 
Rep. N* 1020/09).” 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 1479/09 
Rep. N* 1020/09 
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N? 18.362, de 6 de octubre de 2008 la siguiente redacción: 


“Los Juzgados Letrados de Primera Instancia en lo 
Penal de todo el país que estén conociendo, en cualquier 
etapa del procedimiento, en casos que a partir del prime- 
ro de enero de 2009 son competencia exclusiva de los 
Juzgados Especializados, habrán de continuar enten- 
diendo en ellos hasta su finalización. 


En los casos de reiteración de delitos que correspon- 
dan al fuero especializado y al común, serán competen- 
tes para entender en ellos los Juzgados Especializados. 
Consecuentemente, también serán competentes para 
resolver la unificación de penas entre causas especiales 
y comunes”. 


Sala de la Comisión, en Montevideo, alos veintiún días 
del mes de abril de dos mil nueve. 


Reinaldo Gargano, Miembro Informan- 
te; Susana Dalmás, Antonio Gallicchio, 
Carlos Moreira, Margarita Percovich, 
Lucía Topolansky. Senadores. 


PROYECTO DELEY 


Artículo 19.- Agréguese al Art. 414 de la Ley N* 18.362, 
de 6 de octubre de 2008 la siguiente redacción: 


“Los Juzgados Letrados de Primera Instancia en lo 
Penal de todo el país que estén conociendo, en cualquier 
etapa del procedimiento, en casos que a partir del prime- 
ro de enero de 2009 son competencia exclusiva de los 
Juzgados Especializados, habrán de continuar enten- 
diendo en ellos hasta su finalización. 


En los casos de reiteración de delitos que correspon- 
dan al fuero especializado y al común, serán competen- 
tes para entender en ellos los Juzgados Especializados. 
Consecuentemente, también serán competentes para 
resolver la unificación de penas entre causas especiales 
y comunes”. 


Eduardo Lorier, Alberto Couriel, Su- 
sana Dalmás, Margarita Percovich, 
Eleuterio Fernández Huidobro, Lucía 
Topolansky, Mónica Xavier, Luis 
Oliver, Reinaldo Gargano, Milton 
Antognazza, Jorge Saravia, Antonio 
Gallicchio, Víctor Vaillant, Eduardo 
Muguruza, Héctor Tajam, Alberto Cid, 
Mariano Arana. Senadores. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


La Ley N* 18,362, de 6 de octubre de 2008, en su artículo 
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414, dispuso la creación de dos nuevos Juzgados Letrados 
de Primera Instancia en materia penal, con especialización 
en Crimen organizado. En varios incisos le adjudicó -en 
exclusividad- buena parte de la competencia, que hasta el 
primero de enero de 2009, pertenecía a todos los juzgados 
de primera instancia en lo penal del país. 


En cambio, la Ley no se pronunció acerca de lo que 
ocurriría con las indagatorias y procesos ya iniciados en 
todas las sedes penales de la República, en el ámbito 
competencial ahora adjudicado alos Juzgados Especializa- 
dos. 


Esta situación puede eventualmente determinar el des- 
plazamiento de causas o expedientes hacia las sedes espe- 
cializadas, desde todas las otras con competencia penal, en 
vía de contiendas o excepciones de incompetencia, con las 
consiguientes disfunciones que ocuparía la atención de los 
despachos con cuestiones instrumentales, sin beneficio 
para las partes del proceso. 


Las soluciones legislativas precedentes, para la temáti- 
ca indicada, si bien con sus naturales matices diferenciales 
que surgen de las distintas situaciones que regulan, coin- 
ciden sustancialmente en cuanto contienen el principio 
jurídico de la “jurisdicción perpetua”, contenida en los 
Arts. 8 de la Ley N* 15.750 y 12 del CGP. En ese sentido 
pueden señalarse: Ley N* 15.464 Art. 163 de setiembre de 
1983; Ley N* 15.524 Art. 108 de enero de 1984; Ley N* 15.532 
Art. 4de 5 de abril de 1984 y Art. 166 de la Ley N* 15.570 entre 
otras. A este principio adhiere también la Corporación y por 
él se inclina en el caso, sosteniendo la convicción de que 
habrá de impedir, al menos en buena medida, los eventuales 
inconvenientes ya relacionados. 


Por lo demás, cuando el Legislador ha considerado 
procedente la redistribución de expedientes, así lo ha dis- 
puesto expresamente, tal como puede apreciarse, por ejem- 
plo, en el inciso 4” de la Ley N* 18.172 de 7 de setiembre de 
2007, lo que, ciertamente, no ha sucedido en el caso que 
motiva esta nota. 


Otro aspecto a considerar que, seguramente, ha de plan- 
tearse, y conviene desde ya prevenir, es la reiteración 
delictual, cuando la misma persona ha quebrantado normas 
ubicadas en el ámbito de competencia de los nuevos Juzga- 
dos especializados y de los comunes. 


Con el propósito de evitar controversias y multiplica- 
ción de procesos, la Suprema Corte de Justicia debería 
inclinarse por adjudicar la competencia para entender en 
estos casos, en función de su especialización, a los nuevos 
juzgados. Consecuentemente, también lo serán en los casos 
en que hay que unificar penas entre causas de su competen- 
cia y de las restantes sedes penales. 


Es por este motivo que presentamos como proyecto de 
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ley el complemento del Art. 414 de la Ley N* 18.862 de 6 de 
octubre de 2008 a los efectos de clarificar el trámite. 


Eduardo Lorier, Alberto Couriel, Su- 
sana Dalmás, Margarita Percovich, Eleu- 
terio Fernández Huidobro, Lucía Topo- 
lansky, Mónica Xavier, Luis Oliver, 
Reinaldo Gargano, Milton Antognazza, 
Jorge Sara-via, Antonio Gallicchio, 
Víctor Vaillant, Eduardo Muguruza, 
Héctor Tajam, Alberto Cid, Mariano 
Arana. Senadores. 


DISPOSICION CITADA 


LEY N* 18.362, de 6 de octubre de 2008 


RENDICION DE CUENTAS Y BALANCEDE 
EJECUCION PRESUPUESTAL 


EJERCICIO 2007 


Artículo 414.- Créase en el Poder Judicial a partir del 1? 
de enero de 2009 dos cargos de Juez Letrado de Primera 
Instancia en la Capital con destino a la creación de dos 
nuevos Juzgados Letrados de Primera Instancia en materia 
Penal con especialización en Crimen Organizado, con sede 
en la ciudad de Montevideo, cuya competencia será la 
siguiente: 


En todo el territorio nacional, en los siguientes casos: 

1) Los delitos previstos en los artículos 54 a 57 del 
Decreto-Ley N* 14.294, de 31 de octubre de 1974, 
incorporados por el artículo 5? de la Ley N* 17.016, de 
22 de octubre de 1998 y sus modificativas. 


2 


== 


Los delitos previstos en los artículos 14 a 16 de la Ley 
N? 17.835, de 23 de setiembre de 2004, en la redacción 
dada por la presente ley. 


3) Los delitos tributarios previstos en el Código Tribu- 
tario y en el Decreto-Ley N? 15.294, de 23 de junio de 
1982. 


4 


== 


El delito de quiebra fraudulenta. 


5) El delito de insolvencia fraudulenta. 


== 
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ui 


El delito previsto en el artículo 5? de la Ley N* 14.095, 
de 17 de noviembre de 1972 (Insolvencia societaria 
fraudulenta). 


7 


El delito previsto en el artículo 76 de la Ley N* 2.230, 
de 2 de junio de 1893, 


8) Tráfico de armas. 
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9) También serán competentes para entender en los 
casos de inmovilización de activos establecidos en el 
artículo 6? de la Ley N* 17.835, de 23 de setiembre de 
2004, e incautación de fondos o valores no declara- 
dos al amparo del artículo 19 de la citada ley. 


10) Las conductas delictivas previstas en la Ley 
N? 17.815, de 6 de setiembre de 2004, en los artículos 
77 a 81 de la Ley N* 18.250, de 6 de enero de 2008 y 
todas aquellas conductas ilícitas previstas en el Pro- 
tocolo Facultativo de la Convención de los Derechos 
del Niño sobre venta, prostitución infantil y utiliza- 
ción en pornografía o que refieren a trata, tráfico o 
explotación sexual de personas. 


En los departamentos de Montevideo y Canelones en 
los siguientes casos: 


1) Los delitos contra la Administración Pública inclui- 
dos en el Título IV del Libro II del Código Penal y los 
establecidos en la Ley N* 17.060, de 23 de diciembre 
de 1998. 


2) Falsificación y alteración de moneda previstas en los 
artículos 227 y 228 del Código Penal. 


3) Cuando sean cometidos por un grupo delictivo orga- 
nizado: los delitos previstos en los artículos 30 a 35 
del Decreto-Ley N? 14.294, de 31 de octubre de 1974 
y sus modificativas; los previstos enla Ley N* 17.011 
de 25 de setiembre de 1998 y sus modificativas; los 
previstos en la Ley N? 9.739, de 19 de diciembre de 
1937 y sus modificativas; los reatos de estafa y de 
apropiación indebida. 


Se entiende por grupo delictivo organizado un conjunto 
estructurado de tres o más personas que exista durante 
cierto tiempo y que actúe concertadamente con el propósito 
de cometer dichos delitos, con miras a obtener, directa o 
indirectamente, un beneficio económico u otro beneficio de 
orden material. 


Cuando se trate de los delitos indicados en el inciso 
anterior, los Juzgados Letrados de Primera Instancia Espe- 
clalizados en Crimen Organizado tendrán competencia en 
todo el territorio nacional, si hubieran prevenido. 


Se entenderá que existió prevención cuando el Juzgado 
Letrado Especializado en Crimen Organizado hubiera inicia- 
do una investigación criminal y a sus efectos, hubiera 
dispuesto medidas tales como entrega vigilada, vigilancia 
electrónica o actuación de agentes encubiertos o colabora- 
dores. 


Las contiendas de competencia o excepciones de incom- 
petencia que se planteen con respecto a los Juzgados 
Letrados de Primera Instancia Especializados en Crimen 
Organizado no tendrán efecto suspensivo y lo actuado por 
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el Juez incompetente, será válido hasta que se declare por 
resolución firme su incompetencia. 
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ACTAN?“I151 


En Montevideo, el día veintiuno de abril de dos mil nueve, 
a la hora catorce y diez minutos se reúne la Comisión de 
Constitución y Legislación de la Cámara de Senadores. 
Asisten sus miembros, señores Senadores Susana Dalmás, 
Margarita Percovich y Lucía Topolansky y los señores 
Senadores Antonio Gallicchio, Reinaldo Gargano y Carlos 
Moreira. 

Faltan con aviso, los señores Senadores Sergio Abreu, 
Francisco Gallinal y Julio María Sanguinetti. 
Preside el señor Senador Reinaldo Gargano, Presidente de 
la Comisión. 

Actúan en Secretaría la Secretaria de Comisión, señora 
Teresa Paredes y la Prosecretaria señora Ana Versíssimo. 
ASUNTO ENTRADO: 

1.- CARPETA N? 1479/2009. JUZGADOS LETRADOS DE 
PRIMERA INSTANCIA EN MATERIA PENAL CON ESPE- 
CIALIZACION EN CRIMEN ORGANIZADO. Se agregan 
dos incisos al artículo 414 de la Ley N”? 18.362, de 6 de 
octubre de 2008. 

Proyecto de ley con exposición de motivos presentado por 
los señores integrantes de la Bancada del Frente Amplio. 
Distribuido N* 3118/2009. 

2.- Invitación de la Cámara Nacional de Comercio y Servi- 
cios del Uruguay, del Banco Interamericano de Desarrollo 
y del Fondo Multilateral de Inversiones a la charla “Hacia 
la profesionalización de las empresas familiares” en donde 
tendrá lugar el lanzamiento del “Centro de Empresas Fami- 
liares” a realizarse el próximo 26 de abril de 2009, a la hora 
9, enel Salón de Actos del edificio de la Bolsa de Comercio. 
ORDEN DEL DIA: El señor Presidente propone considerar 
y votar el proyecto de ley entrado en el día de hoy y señala 
que corresponde anexar la Carpeta N* 1459/2009 que contie- 
ne un mensaje de la Suprema Corte de Justicia relativa al 
mismo asunto. Los señores Senadores manifiestan su acuer- 
do, se procede en consecuencia. 
- Carpeta N* 1479/2009. JUZGADOS LETRADOS DEPRI- 
MERA INSTANCIA EN MATERIA PENAL CON ESPECIA- 
LIZACION EN CRIMEN ORGANIZADO. Se agregan dos 
incisos al artículo 414 de la Ley N? 18.362, de 6 de octubre 
de 2008. Proyecto de ley con exposición de motivos presen- 
tado por los señores Senadores integrantes de la Bancada 
del Frente Amplio. Se vota en general: 6 en 6. AFIRMATI- 
VA. Unanimidad. 

Artículo 1”.- Se vota: 6en 6. AFIRMATIVA. Unanimidad. _ 
Los señores Senadores designan Miembro Informante al 
señor Senador Reinaldo Gargano. 
- Carpeta N” 1004/2007 - Acusación de la Junta Departa- 
mental de Maldonado al señor Intendente Municipal, Oscar 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-419 


de los Santos. (Artículo 296 de la Constitución de la Repú- 
blica). Distribuido N* 2164/2007. 
El señor Presidente expresa que la Bancada del Frente 
Amplio tiene opinión formada y propone votar el proyecto 
de Resolución que se transcribe a continuación. Se vota: 5 
en 6. AFIRMATIVA. 

“Proyecto de Resolución. Artículo Unico.- Se declara que 
no procede la realización de juicio político al señor Inten- 
dente Municipal, Oscar de los Santos promovido por los 
señores Ediles de la Bancada del Partido Nacional de la 
Junta Departamental de Maldonado. 
Devuélvase la documentación remitida por la mencionada 
Junta. 

Sala de la Comisión, en Montevideo, alos veintiún días del 
mes de abril de dos mil nueve. 

Reinaldo Gargano, Presidente; Susana Dalmás, Antonio 
Gallicchio, Margarita Percovich, Lucía Topolansky”. 
A propuesta de la señora Senadora Percovich, se designa 
Miembro Informante (verbal) al señor Senador Reinaldo 
Gargano. 
El señor Senador Moreira expresa que la Bancada del Par- 
tido Nacional concluyó que es pertinente la acusación al 
señor Intendente Municipal de Maldonado y que es de 
aplicación el artículo 296 de la Constitución de la República. 
Señala, asimismo, que las consideraciones que fundamen- 
tan la posición serán expresadas en Sala. 
La señora Senadora Percovich solicita que se incluyan en 
el Orden del Día de la próxima sesión y para elaborar el 
cronograma del mes de mayo próximo, las siguientes Carpe- 
tas: 

1) Carpeta N* 1462/2009. RELACIONES DECONSUMO. 
Procedimiento en pequeñas causas. Proyecto de ley con 
exposición de motivos, presentado por los señores Senado- 
res integrantes de la Bancada del Frente Amplio. Distribui- 
do N* 3079/2009. 

2) Carpeta N* 1353/2008. RESPONSABILIDAD DEL ESTA- 
DOPORDAÑOSCAUSADOS A TERCEROS ENLA EJECU- 
CION DESERVICIOS PUBLICOS. Se reglamentan los artícu- 
los 24 y 25 de la Constitución de la República. Proyecto de 
ley aprobado por la Cámara de Representantes. Distribuido 
N? 2848/2008. 

3) Carpeta N” 1403/2008. PROCESOS LABORALES. Abre- 
viación. Proyecto de ley con exposición de motivos de los 
señores Senadores integrantes de la Bancada del Frente 
Amplio. Distribuido N* 2968/2008. 
De lo actuado se toma versión taquigráfica cuya copia 
dactilografiada luce en el Distribuido N* 3127/2009 que 
forma parte de la presente Acta. 
A la hora catorce y treinta minutos se levanta la sesión. —— 
Para constancia se labra la presente Acta que, una vez 
aprobada, firman el señor Presidente y la señora Secretaria 
de la Comisión. 


Reinaldo Gargano 
Presidente 


Teresa Paredes 
Secretaria.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
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(Se lee) 
- En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Gargano. 


SEÑOR GARGANO.- Señor Presidente: este proyecto de 
ley trata, sencillamente, que las causas sobre temas que 
tienen relación con el crimen organizado, que actualmente 
estén en marcha en los Juzgados Letrados de Primera Ins- 
tancia en lo Penal, culmine su trayectoria allí, en lugar de 
pasar alos Juzgados de Crimen Organizado sin perjuicio de 
que, si hay ulterioridades -apelaciones y demás-, entonces 
sí, en las instancias sucesivas, entiendan estos últimos. Se 
trata, para decirlo en forma sencilla, de que los casos que 
entren a estos nuevos Juzgados estén limpios de causas 
que vengan de atrás, de tal forma que solo asuman en 
aquellos que, por la gravedad que revisten o por las conse- 
cuencias que determinen las sentencias de primera instan- 
cia, tengan ulterioridades en materia de apelaciones, etcé- 
tera. 


En consecuencia, este proyecto de ley simplemente trata 
de facilitar el funcionamiento de estos nuevos Juzgados 
que, tal como piensan todos los sectores políticos del país, 
esperamos que den un gran resultado en la aplicación de la 
legislación sobre el crimen organizado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

- 24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

Léase el artículo único del proyecto de ley. 

(Se lee:) 

SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“Artículo Unico.- Agréguese al artículo 414 de la Ley 
N”* 18.362, de 6 de octubre de 2008 la siguiente redacción: 


“Los Juzgados Letrados de Primera Instancia en lo Penal 
de todo el país que estén conociendo, en cualquier etapa 
del procedimiento, en casos que a partir del primero de 
enero de 2009 son competencia exclusiva de los Juzga- 
dos Especializados, habrán de continuar entendiendo 
en ellos hasta su finalización. 


En los casos de reiteración de delitos que correspon- 
dan al fuero especializado y al común, serán competen- 
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tes para entender en ellos los Juzgados Especializados. 
Consecuentemente, también serán competentes para 
resolver la unificación de penas entre causas especiales 


> 


y comunes”. 
SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 
único. 


(Se vota:) 
- 24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará 
a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado) 


17) RELACIONES DE CONSUMO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el asunto 
que figura en tercer término del Orden del Día: “Proyecto de 
ley por el que se establece el procedimiento para resolver en 
las causas sobre relaciones de consumo. (Carp. N* 1462/09 
- Rep. N* 1026/09)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 1462/09 
Rep. N* 1026/09 
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Artículo 1%. (Competencia).- Las pretensiones referidas 
a relaciones de consumo de acuerdo a lo dispuesto por el 
artículo 1? de la Ley N* 17.250, de 11 de agosto de 2000, en 
las que el valor total de lo reclamado en la demanda no 
supere el valor equivalente a 100 UR (cien unidades 
reajustables) se formularán ante el Juzgado de Paz que 
corresponda conforme a los criterios legales de asignación 
de competencia previstos por la Ley N* 15.750, de 24 de 
junio de 1985, y sus modificativas y se tramitarán por el 
procedimiento que se establece en el artículo 2? de la 
presente ley. 


Artículo 2%. (Procedimiento).- 


2.1.El reclamante presentará su solicitud de audiencia 
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ante el Juzgado Competente en un formulario donde 
consten los datos requeridos por el artículo 117 del 
Código General del Proceso y, especialmente, el monto 
máximo areclamar. 


Recibida la solicitud, el Juez fijará dentro de las 48 
(cuarenta y ocho) horas una Audiencia, que deberá 
realizarse en un plazo máximo de 30 (treinta) días. 


El reclamante tendrá la carga de comparecer a 
notificarse de la audiencia fijada so pena de tenerlo por 
notificado, y al demandado se le notificará personalmen- 
te. 


2.2. La audiencia será pública y el juez comenzará oyen- 
do a las partes por su orden, las que formularán sus 
respectivas proposiciones y ofrecerán prueba. 


Acto seguido se tentará la conciliación y, de lograrse 
esta, se labrará un acta resumida, dictándose la provi- 
dencia que la homologue, la que tendrá los mismos 
efectos que la sentencia definitiva pasada en autoridad 
de cosa juzgada. 


La inasistencia a la audiencia fijada se regirá por lo 
dispuesto en el artículo 340 del Código General del 
Proceso. Cuando resulte de aplicación el artículo 340.3 
del Código General del Proceso el Juez no diligenciará 
medio probatorio alguno y dictará sentencia de inmedia- 
to, la que para el caso de condena no podrá exceder el 
monto indicado en la solicitud de audiencia. 


2.3. Deno lograrse la conciliación se recibirán las prue- 
bas ofrecidas por las partes. De ofrecerse prueba testi- 
monial esta tendrá como máximo tres testigos por cada 
parte. 


2.4. El Juez interrogará a los testigos y a las partes, 
gozando de los más amplios poderes inquisitivos y de 
dirección de la audiencia. 


En caso de no poderse diligenciar toda la prueba en la 
audiencia, esta podrá prorrogarse por única vez y por un 
plazo no mayor a 15 (quince) días, si el magistrado lo 
estima pertinente. 


2.5. Finalizada la audiencia el Juez dictará sentencia, que 
se pronunciará sobre todas las defensas interpuestas 
incluyendo las excepciones previas, y solo en casos 
excepcionales, podrá prorrogarse el dictado de la misma 
por un plazo de hasta 3 (tres) días. 


La misma impondrá las costas y costos, en caso de 
corresponder, del proceso de cargo del vencido. Sin 
embargo, el Juez podrá apartarse de este principio, en 
forma fundada, cuando la parte, asujuicio, haya actuado 
con alguna razón. 
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2.6. Contra las providencias dictadas durante el curso 
del procedimiento podrá deducirse el recurso de reposi- 
ción, y la sentencia definitiva solo admitirá los recursos 
de aclaración y ampliación. En este último caso el mismo 
deberá ser interpuesto y resuelto en la propia audiencia 
una vez dictada la recurrida, sin posibilidad de prórroga 
alguna. 


El Juez podrá rechazar liminarmente cualquier inci- 
dente planteado durante el curso del proceso y su deci- 
sión será irrecurrible. 


2.7. Resultará aplicable lo dispuesto por el artículo 7? de 
la Ley N”* 16.011, de 19 de diciembre de 1988. 


Artículo 39. (Asistencia letrada).- La comparecencia en 
estos procesos no requerirá asistencia letrada obligatoria. 


Artículo 4. (Tributación).- Las partes solo deberán 
reponer un timbre del Poder Judicial equivalente al 1% del 
monto reclamado. 


Artículo 5%. (Caducidad).- La acción para reclamar por 
el procedimiento sumario previsto por la presente ley, cadu- 
cará al año de verificado el acto, hecho u omisión que la 
fundamente, sin perjuicio de los plazos consagrados en la 
Ley N* 17.250, de 11 de agosto de 2000. 


Esta caducidad no impide la promoción del tratamiento 
de la pretensión en proceso ordinario, o extraordinario en su 
caso, al que se le aplicarán las normas de la ley citada. 


Artículo 6%. (Normas supletorias).- En lo no previsto en 
la presente ley, será de aplicación lo establecido por el 
Código General del Proceso y demás normas modificativas 
y concordantes. 


Sala de la Comisión, en Montevideo, a los veintiocho 
días del mes de abril de dos mil nueve. 


Reinaldo Gargano, Miembro Informan- 
te; Sergio Abreu, Antonio Gallicchio, 
Carlos Moreira, Eduardo Muguruza, 
Ruben Obispo, Margarita Percovich. 
Senadores. 
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Artículo 1 (Competencia).- Las pretensiones referidas 
arelaciones de consumo (Art. 1?, Ley N* 15.750) en las que 
el valor total de lo reclamado en la demanda no supere el 
valor equivalente a 100 UR (cien unidades reajustables) se 
formularán ante el Juzgado de Paz que corresponda confor- 
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me a los criterios legales de asignación de competencia 
previstos por la Ley N* 15.750 y modificativas y se tramita- 
rán por el siguiente procedimiento: 


Artículo 2* (Procedimiento).- 


2.1. El reclamante presentará su solicitud de audiencia 
ante el Juzgado Competente en un formulario donde 
consten los datos requeridos por el Art. 117 del CGP y, 
especialmente, el monto máximo a reclamar. 


Recibida la solicitud, el Juez fijará dentro de las 48 
horas una Audiencia, que deberá realizarse en un plazo 
máximo de 30 días. 


El citante tendrá la carga de comparecer a notificarse 
de la audiencia fijada so pena de tenerlo por notificado, 
y al demandado se le notificará personalmente. 


2.2. La audiencia será pública y el Juez comenzará oyen- 
do a las partes por su orden, las que formularán sus 
respectivas proposiciones y ofrecerán prueba. 


Acto seguido se tentará la conciliación y, de lograrse 
esta, se labrará un acta resumida, dictándose la provi- 
dencia que la homologue, la que tendrá los mismos 
efectos que la sentencia definitiva pasada en autoridad 
de cosa juzgada. 


La inasistencia a la audiencia fijada se regirá por lo 
dispuesto en el Art. 340 del CGP. Cuando resulte de 
aplicación el Art. 340.3 del CGP el Juez no diligenciará 
medio probatorio alguno y dictará sentencia de inmedia- 
to, la que para el caso de condena no podrá exceder el 
monto indicado en la solicitud de audiencia. 


2.3. Deno lograrse la conciliación se recibirán las prue- 
bas ofrecidas por las partes. De ofrecerse prueba testi- 
monial esta tendrá como máximo tres testigos por cada 
parte. 


2.4. El Juez interrogará a los testigos y a las partes, 
gozando de los más amplios poderes inquisitivos y de 
dirección de la audiencia. 


En caso de no poderse diligenciar toda la prueba en 
la audiencia, esta podrá prorrogarse por única vez y por 
un plazo no mayor a quince días, si el magistrado lo 
estima pertinente. 


2.5. Finalizada la audiencia el Juez dictará sentencia, 
que se pronunciará sobre todas las defensas interpues- 
tas incluyendo las excepciones previas, y solo en casos 
excepcionales, podrá prorrogarse el dictado de la misma 
por un plazo de hasta tres días. 


La misma impondrá preceptivamente las costas y 
costos del proceso de cargo del vencido. Sin embargo, 
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el tribunal podrá apartarse de este principio, en forma 
fundada, cuando la parte, a su juicio, haya actuado con 
alguna razón. 


2.6. Contra las providencias dictadas durante el curso 
del procedimiento podrá deducirse el recurso de reposi- 
ción, y la sentencia definitiva solo admitirá los recursos 
de aclaración y ampliación. En este último caso el mismo 
deberá ser interpuesto y resuelto en la propia audiencia 
una vez dictada la recurrida, sin posibilidad de prórroga 
alguna. 


El Juez podrá rechazar liminarmente cualquier inci- 
dente planteado durante el curso del proceso y su deci- 
sión será irrecurrible. 


2.7. Resultará aplicable lo dispuesto por el artículo 7? de 
la Ley N* 16.011. 


Artículo 3* (Asistencia letrada).- La comparecencia en 
estos procesos no requerirá asistencia letrada obligatoria. 


Artículo 4% (Tributación).- Las partes solo deberán 
reponer un timbre del Poder Judicial equivalente al 1% del 
monto reclamado. 


Artículo 5 (Caducidad).- La acción para reclamar por el 
procedimiento sumario previsto por la presente ley, cadu- 
cará al año de verificado el acto, hecho u omisión que la 
fundamente, sin perjuicio de los plazos consagrados en la 
Ley N* 17.250. 


Esta caducidad no impide la promoción del tratamiento 
de la pretensión en proceso ordinario, o extraordinario en su 
caso, al que se le aplicarán las normas de la ley citada. 


Artículo 6* (Juicio Ordinario Posterior).- Lo decidido 
en el proceso sumario podrá ser modificado en proceso 
ordinario posterior. 


Este proceso solo podrá promoverse cuando haya que- 
dado ejecutoriada la sentencia pronunciada en el proceso 
sumario. 


Para conocer en el proceso ordinario posterior, será 
competente el mismo tribunal que hubiere entendido en el 
proceso sumario. 


El derecho a obtener la revisión de lo resuelto en el 
proceso sumario caducará a los tres meses de ejecutoriada 
la sentencia pronunciada en este. 


Artículo 7? (Multa civil).- El Tribunal tiene atribuciones 
para aplicar una multa civil a quien actúa con grave indife- 
rencia respecto de los derechos ajenos o de los derechos de 
incidencia colectiva. 
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Su monto se fijará tomando en consideración las cir- 
cunstancias del caso, en especial los beneficios que obtuvo 
el demandado con su conducta. 


Artículo 8% (Normas supletorias).- En lo no previsto en 
la presente ley, será de aplicación lo establecido por el CGP 
y demás normas modificativas y concordantes. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


1- Nuestro país cuenta con un moderno Código Proce- 
sal, pero carece de procedimientos con trámites breves y 
simples que permitan resolver con celeridad y poco costo 
las causas sobre relaciones de consumo, cuya cuantía por 
ser mínima no justifica la promoción de un juicio ordinario 
con sus ritualidades. 


El costo, la complejidad y el tiempo que insume un 
proceso contencioso ordinario, así como la necesidad de 
asistencia letrada obligatoria, lleva a que la mayoría de los 
problemas que padecen los habitantes como consecuencia 
de violanciones a la ley, en especial cuando se cometen por 
quienes tienen un poder económico y negocial superior, no 
puedan ser reclamados. La propuesta permite cumplir en la 
práctica con el derecho al proceso previsto por el Art. 11 del 
Código General del Proceso, lográndose por tanto, que esta 
disposición no sea letra muerta, ala vez que se hace efectivo 
el principio constitucional de igualdad. 


A su vez, el Estado debe cumplir con el artículo 6%, literal 
G de la Ley N* 17.250, que consagra como derecho básico 
del consumidor: “El acceso a organismos judiciales admi- 
nistrativos para la prevención y resarcimiento de daños 
mediante procedimientos ágiles y eficaces...”. 


La mayoría de los sistemas jurídicos cuentan con Juzga- 
dos creados para resolver los pequeños conflictos desde el 
punto de vista económico, pero que tienen gran trascen- 
dencia social y para los cuales se crean procesos verbales, 
simples y rápidos. 


El Juicio, por disposición del artículo 7? del Código 
General del Proceso, es público y la difusión a través de 
medios masivos de comunicación del desarrollo de este, de 
menor cuantía, servirá como instrumento para educar a los 
habitantes respecto de sus derechos y desestimular los 
comportamientos ilícitos. 


2- El presente proyecto ha acudido a la fuente relativa 
alos antiguos juicios verbales de menor cuantía del Código 
de Procedimiento Civil, así como al tracto procesal de la 
llamada acción de amparo de la Ley N* 16.011, pero solo a 
los efectos de organización del procedimiento, y por ser los 
arquetipos vernáculos de proceso sumario. 


Sin embargo la orientación en la redacción del proyecto 
se ha basado en un criterio de mínima reforma en lo que hace 
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a la regulación de los principios generales procesales esta- 
blecidos en el Código General del Proceso, en el entendido 
que el mismo constituye el marco general de regulación 
procesal. Así se ha buscado que el procedimiento proyec- 
tado no altere el sistema previsto en dicho cuerpo normati- 
vo, sino más bien se incorpore al mismo, inscribiéndose 
como estructura sumaria, pero sujeta al régimen general. 


3- El proyecto consta de 8 artículos: 


3.a- Elartículo 1 asigna competencia alos Jugados de 
Paz que correspondan según los criterios legales previstos 
por la Ley N* 15.750 y modificativas, para conocer en 
aquellas pretensiones referidas a las relaciones de consu- 
mo (Art. 1? Ley N* 17.250) en las que el valor total de lo 
reclamado en la demanda no supere las 100 UR, debiendo 
destacarse que la elección de la máxima cuantía en 100 UR 
responde a la utilización del criterio establecido en el Códi- 
go Civil en sede de “Prueba de las Obligaciones”, y se hace 
para lograr la coherencia del proyecto con la ley en cuanto 
a lo establecido en el artículo 1596 del mismo. 


3.b- El artículo 2 regula el procedimiento por el cual se 
sustanciarán las referidas pretensiones y consta de 7 nume- 
rales. 


En el numeral 1 se sigue la práctica de las citaciones a 
proceso conciliatorio, teniendo presente que el llamado a 
conciliación no requiere que necesariamente la formulación 
de la pretensión siga el rito propio de la demanda escrita. 


En tal sentido el formulario previsto -que deberá ser 
reglamentado por la Suprema Corte de Justicia- habrá de 
contener los datos suficientes para una identificación de la 
pretensión con la mayor claridad posible. Ello por cuanto el 
Proyecto establece sanciones para el demandado omiso en 
la carga de comparecer y controvertir, siguiendo los 
principos y fundamentos propios del Código General del 
Proceso. 


Se prevé que recibida la solicitud, el Juez fijará -en un 
plazo de 48 horas- una audiencia que deberá realizarse en un 
plazo máximo de 30 días. El término para la realización de la 
audiencia única fijado en treinta días, se hace en virtud a la 
necesaria agilidad que debe tener el procedimiento debido 
a su sencillez económica, permitiendo la notificación del 
contrario sobre la existencia de la pretensión (que será en 
su domicilio), y el conocimiento de sus elementos básicos 
que le aseguren la concurrencia a dicho acto con una 
defensa efectiva. 


Se establece asimismo que el promotor tendrá la carga de 
comparecencia a la Oficina a los efectos de tomar conoci- 
miento de la providencia inicial, apartándose de tal forma 
del principio general establecido en el artículo 87 numeral 
5, del CGP, lo que se justifica en la necesaria celeridad 
inherente a la naturaleza sumaria del proceso. 
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El procedimiento previsto en el proyecto tiene su fuente 
directa en el llamado juicio verbal (de menor cuantía) previs- 
to en el antiguo Código de Procedimiento Civil. Se trató 
además de no alterar los principios generales que informan 
la regulación del proceso por audiencia propio del actual 
Código General del Proceso, y especialmente el rito proce- 
sal del único procedimiento totalmente oral del último, 
constituido por el proceso incidental generado en audien- 
cia - artículo 320 del CGP. 


Se planea la realización de una audiencia única teniendo 
en cuenta el orden de las actuaciones emergente del artículo 
341 del CGP, adaptándolo a la especial sencillez del asunto 
a tratar, en forma similar a las previsiones del proceso 
extraordinario (artículo 346, numeral 1, del CGP). 


El numeral 2 prevé que en dicha audiencia se formularán 
los actos proposicionales, esto es la demanda y su contes- 
tación, debiendo la primera ser desarrollo de la pretensión 
esquemáticamente formulada en el pedido de citación del 
contrario. 


Se planea que en la referida audiencia se diligenciará la 
prueba ofrecida por las partes y de no ser posible, podrá 
prorrogarse a la audiencia por única vez y por un plazo no 
mayor a quince días, si el magistrado lo estima pertinente. 
(v. numerales 3 y 4 del Art. 2). 


Siguiendo las líneas generales del proceso sumario de 
Amparo previsto en la Ley N” 16.011, se prevé que finalizada 
la audiencia el Juez dictará sentencia, que se pronunciará 
sobre todas las defensas interpuestas incluyendo las ex- 
cepciones previas, y solo en casos excepcionales, podrá 
prorrogarse el dictado de la misma por un plazo de hasta tres 
días. 


Se proyecta la condena preceptiva en todos los gastos 
del proceso, a efectos de que tanto el promotor como el 
demandado consideren la necesidad del juicio. Y se preten- 
de asimismo de tal forma promocionar la asistencia letrada 
e incentivar la conciliación, autorizándose no obstante al 
Juez a apartarse fundadamente de tal condena preceptiva 
con el fin de reducir la severidad de la sanción (v. numeral 
5 del Art. 2). 


Se planea que el proceso se tramite en una instancia 
única, en razón de que la menor cuantía establecida para su 
procedencia, hace económicamente inapropiada la posibi- 
lidad de extensión del juicio en función de grado e inciden- 
cias (v. numeral 6 del Art. 2). 


Se confiere al Juez la potestad de rechazar liminarmente 
cualquier incidente planteado durante el curso del proceso, 
en forma irrecurrible, ampliando de tal forma el principio 
establecido en el artículo 24, numeral 7 CGP. 


En el numeral 7, del artículo 2, se consagra una solu- 
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ción análoga a la prevista para el trámite de la llamada ac- 
ción de amparo en punto a las potestades cautelares del 
tribunal, lo que se justifica básicamente en la naturaleza 
social de la pretensión a tramitar por el procedimiento 
establecido en este proyecto, y se inscribe en forma 
ampliatoria, en el marco general evidenciado en el artículo 
350.3 del CGP. 


3.c-  Enelartículo 3 aefectos de evitar que la exigencia 
de contar con asistencia letrada obligatoria constituya un 
obstáculo para el ejercicio de la pretensión, se elimina la 
obligatoriedad de la misma. 


3.d- El artículo 4 prevé la exigencia de una mínima 
tributación, en el 1% de lo reclamado a fin de evitar 
accionamientos temerarios. 


3.f-  Elartículo 5 establece un plazo exiguo de un año 
para accionar, fijando como contrapartida la posibilidad de 
ventilar la pretensión en alguna de las estructuras mayores 
previstas en la propia ley de relaciones de consumo, o en la 
ordinaria siempre residual. Claro está que en dicho caso 
sujeta a los términos extintivos -de caducidad o prescrip- 
ción- dispuestos por la ley sustantiva. 


3.g- Elartículo 6 plantea la posibilidad de modificar lo 
decidido en el proceso sumario en un proceso ordinario 
posterior. 


La solución sigue en líneas generales lo dispuesto por 
el Código General del Proceso para el proceso ejecutivo 
(artículo 361.1), tanto en lo referente a su procedencia, 
como a la competencia para su dilucidación, manteniendo el 
criterio plurimencionado de coherencia del ordenamiento 
procesal. 


Unicamente se modifica el plazo de caducidad para el 
planteamiento, reduciéndolo, lo que se justifica en la menor 
cuantía de la pretensión, y en el entendido de que tres meses 
es un lapso suficiente. 


3.h- Elartículo 7 confiere al tribunal el poder de apli- 
car una multa civil a quien actúa con grave indiferencia 
respecto de los derechos ajenos o de los derechos de 
incidencia colectiva. 


La imposición de multas por parte de la jurisdicción en 
tal aspecto tiene antecedentes legislativos en otras mate- 
rias sociales, como por ejemplo en arrendamientos urbanos 
(Ley N* 14.219). Asimismo existe norma en el propio Código 
General del Proceso que atribuye al tribunal la potestad 
sancionatoria pecuniaria, tal como emerge del artículo 374.2 
del mismo. 


3.i- Finalmente el artículo $ remite a la normativa 
contenida en el Código General del Proceso siguiendo el 
criterio rector ya apuntado en numerosas ocasiones, en 
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tanto el procedimiento establecido en este proyecto intenta 
mantener los principios generales establecidos en aquel 
cuerpo normativo y solo se aparta de ellos en forma excep- 
cional y por los fundamentos expresados ut supra. 


Susana Dalmás, Margarita Perco- 
vich, Lucía Topolansky, Mónica 
Xavier, Danilo Astori, Mariano Arana, 
Alberto Cid, Alberto Couriel, Eduardo 
Lorier, Rafael Michelini, Eduardo 
Muguruza, Rodolfo Nin Novoa, Manuel 
Núñez, Eduardo Ríos, Jorge Saravia, 
Héctor Tajam, Víctor Vaillant. Sena- 
dores. 


DISPOSICIONES CITADAS 


LEY N?* 17.250 
de 11 de agosto de 2000 


CAPITULOI 


DISPOSICIONES GENERALES Y CONCEPTOS 


Artículo 1?.- La presente ley es de orden público y tiene 
por objeto regular las relaciones de consumo, incluidas las 
situaciones contempladas en el inciso segundo del artícu- 
lo 4”. 


En todo lo no previsto en la presente ley, será de aplica- 
ción lo dispuesto en el Código Civil. 


Ley N* 15.750 
de 24 de junio de 1985 


TITULOI 


DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 1*.- El Poder Judicial y el Tribunal de lo Conten- 
cioso Administrativo son independientes de toda otra au- 
toridad en el ejercicio de sus funciones. 


Artículo 2*.- La potestad de conocer en los asuntos que 
les están asignados y de hacer ejecutar lo juzgado en la 
forma que en cada caso corresponda, pertenece exclusi- 
vamente a los tribunales que establece la ley. Por tribuna- 
les se entiende, tanto los colegiados como los unipersona- 
les. 


Artículo 39.- También corresponde a los tribunales in- 
tervenir en todos aquellos actos no contenciosos en que la 
ley lo requiera. 
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Artículo 49.- Para hacer ejecutar sus sentencias y para 
practicar los demás actos que decreten, pueden los tribuna- 
les requerir de las demás autoridades el concurso de la 
fuerza pública que de ellas dependa, o los otros medios de 
acción conducentes de que dispongan. 


La autoridad requerida debe prestar su concurso sin que 
le corresponda calificar el fundamento con que se le pide, 
ni la justicia o legalidad de la sentencia, decreto u orden que 
se trata de ejecutar. 


TITULO H 


DE LA JURISDICCION Y COMPETENCIA 


CAPITULOI 


REGLAS GENERALES 


Artículo 5?.- Los tribunales no pueden ejercer su minis- 
terio sino a petición de parte, salvo los casos en que según 
la ley, deban o puedan proceder de oficio. 


Reclamada su intervención en forma legal y en negocios 
de su competencia, no podrán excusarse de ejercer su 
autoridad ni aun por razón de silencio, oscuridad o insufi- 
ciencia de las leyes. 


Artículo 6*.- Es jurisdicción de los tribunales la potes- 
tad pública que tienen de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado 
en una materia determinada. 


Es competencia la medida dentro de la cual la referida 
potestad está distribuida entre los diversos tribunales de 
una misma materia. 


La prórroga de jurisdicción está prohibida. 


Artículo 7*.- Siempre que según la ley fueren competen- 
tes para conocer de un mismo asunto dos o más tribunales, 
ninguno podrá excusarse bajo el pretexto de haber otros 
que puedan conocer de él; pero el que haya prevenido en 
el conocimiento excluye a los demás, los cuales cesan, 
desde entonces, de ser competentes. 


Artículo 89.- Una vez fijada con arreglo a la ley la 
competencia de un tribunal para conocer en primera instan- 
cla de un determinado asunto, queda igualmente fijada la de 
los tribunales inmediatos superiores para conocer del mis- 
mo asunto en las demás instancias. 


Artículo 9%.- Cuando dos o más tribunales de similar 
categoría y competencia tengan la misma circunscripción 
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territorial, su intervención se determinará por el sistema que 
establezca la Suprema Corte de Justicia. 


CAPITULO lH1 


PRORROGA DE COMPETENCIA 


Artículo 10.- La competencia de los tribunales solamen- 
te es prorrogable de lugar a lugar. 


Artículo 11.- La prórroga de competencia puede ser 
expresa o tácita. 


Es expresa, cuando en el contrato mismo o en un acto 
posterior han convenido en ello las partes, designando al 
tribunal a quien se someten. 


Es tácita, por parte del demandante, por el hecho de 
ocurrir ante el tribunal interponiendo su demanda, y por 
parte del demandado, por el hecho de no oponer la excep- 
ción declinatoria dentro del plazo legal. 


Artículo 12.- Pueden prorrogar competencia todas las 
personas que, según la ley, son hábiles para estar en juicio 
por sí mismas; y por las que no lo son, pueden prorrogarla 
sus representantes legales. 


El Procurador no necesita facultad especial para prorro- 
gar competencia. 


Artículo 13.- El tribunal ante quien se deduzca una 
acción, si se considera absolutamente incompetente para 
conocer en ella, deberá inhibirse de oficio sin más actuacio- 
nes, mandando que el interesado ocurra donde correspon- 
da. 


Se exceptúa de esta regla la incompetencia por razón de 
turnos. 


Las partes no podrán disponer de ellos; no obstante, si 
por error se dejaren de observar, lo actuado ante el tribunal 
incompetente por razón del turno es válido, sin perjuicio de 
que advertido el defecto, de oficio o a petición de parte, se 
remita el expediente al tribunal competente. 


Artículo 14.- La prórroga de competencia legalmente 
operada obliga al tribunal. 


En los casos en que la prórroga tenga lugar, el tribunal 
conocerá del asunto en la misma forma en que conoce de los 
de su competencia normal. 
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Las disposiciones anteriores rigen también en materia 
de jurisdicción voluntaria. 


Fuente: Ley N* 16.320, de 1% de noviembre de 1992, 
artículo 376. 


CAPITULO HI 


COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES SEGUN LA 
NATURALEZA DE LA ACCION 


Artículo 15.- Es tribunal competente para conocer de los 
juicios en que se ejerciten acciones reales sobre bienes 
inmuebles, el del lugar en que esté la cosa litigiosa. 


Si los inmuebles que son objeto de la acción real estu- 
vieran situados en distintos lugares, será competente cual- 
quiera de los tribunales del lugar en que estén situados. 


Artículo 16.- Si una misma acción real tuviere por objeto 
reclamar bienes muebles e inmuebles, será tribunal com- 
petente el del lugar en que estuvieren situados los inmue- 
bles. 


Artículo 17.- De los juicios en que se ejerciten acciones 
reales sobre bienes muebles o semovientes, conocerá el 
tribunal del lugar en que se hallen, o el del domicilio del 
demandado, a elección del demandante. 


Artículo 18.- Si la acción real entablada tuviera por 
objeto derechos o acciones que se reputan muebles o 
inmuebles por los artículos 474 y 475 del Código Civil, se 
estará a lo dispuesto en los artículos precedentes respecto 
de cada una de esas clases de bienes. 


Artículo 19.- De los juicios en que se ejerciten acciones 
reales y personales conocerá a elección del demandante el 
tribunal del lugar en que esté la cosa o el que corresponda 
según el artículo 21. 


Si las cosas inmuebles sobre las cuales recae la acción 
real son varias y situadas en diversos lugares, se aplicará 
el artículo 15 en el caso de optar el demandante por seguir 
el fuero de la situación de las cosas. 


Artículo 20.- Si los derechos producen acciones 
alternativas, reales o personales, se aplicarán las reglas 
de los precedentes artículos. Será competente el juzga- 
do que corresponda a unas o a otras, a elección del deman- 
dante. 


Artículo 21.- De los juicios en que se ejerciten acciones 
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personales, conocerá el tribunal del lugar en que deba 
cumplirse la obligación y a falta de designación expresa o 
implícita de lugar, a elección del demandante, el del domi- 
cilio del demandado o el del lugar donde nació la obligación, 
si hallándose en él este último aunque sea accidentalmente, 
puede ser emplazado. 


Artículo 22.- Si una misma demanda comprendiese obli- 
gaciones que deben cumplirse en diversos lugares, enten- 
derá en el juicio el tribunal competente para conocer respec- 
to de alguna de ellas ante el cual se reclame el cumplimiento 
de todas, sin perjuicio de cumplirse cada una en su lugar 
respectivo. 


Artículo 23.- Si el demandado tuviese su domicilio en 
dos o más lugares, podrá el demandante entablar su acción 
ante el tribunal de cualquiera de ellos; pero si se trata de 
cosas que dicen relación especial con uno de dichos luga- 
res exclusivamente, solo ese lugar será para este caso el 
domicilio del demandado. 


Artículo 24.- Si los demandados fuesen dos o más por 
una misma obligación, para cuyo cumplimiento no haya 
lugar expresa o implícitamente determinado, y cada uno 
tuviera su domicilio en otro diferente, podrá el demandante 
entablar su acción ante el tribunal de cualquier lugar donde 
esté domiciliado uno de los demandados y, en tal caso, 
quedarán sujetos los demás a la competencia del mismo 
tribunal. 


Artículo 25.- Respecto de los demandados que no tuvie- 
ran domicilio fijo, se entenderá por domicilio para los efec- 
tos de la competencia, el lugar donde se encuentren o el de 
su última residencia. 


Artículo 26.- Cuando el demandado fuese una persona 
jurídica se tendrá por domicilio, para fijar la competencia del 
tribunal, el lugar donde tenga asiento su administración, si 
en el estatuto o en la autorización que se le dio no tuviere 
domicilio señalado. 


Artículo 27.- Si la persona jurídica o la sociedad comer- 
cial o civil tuviere establecimientos, agencias u oficinas en 
diversos lugares, podrá ser demandada ante el tribunal del 
lugar donde exista el establecimiento, agencia u oficina que 
celebró el contrato o que intervino en el hecho que da origen 
al juicio. 


Artículo 28.- De los juicios en que se ejerciten acciones 
respecto a la gestión de tutores, guardadores y administra- 
dores, conocerán los tribunales del lugar en que se hubiese 
desempeñado la tutela, guarda o administración, a no ser 
que el actor prefiera el fuero del domicilio del tutor, guar- 
dador o administrador, atendida la importancia de los bie- 
nes. 


Artículo 29.- El administrador judicial deberá res- 
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ponder ante el tribunal que le haya conferido la administra- 
ción. 


Artículo 30.- Los que hubiesen sido citados en garantía 
de cualquier especie con motivo de un litigio deberán 
comparecer ante el tribunal donde penda la demanda prin- 
cipal. 


Lo mismo sucederá si el vendedor citado de evicción 
saliese al pleito. 


Artículo 31.- De las gestiones o reclamaciones por 
honorarios no concertados conocerá el tribunal ante quien 
se hayan causado estos, o ante quien exista el expediente 
en el momento de la gestión. 


Artículo 32.- En los casos de ausentes de que trata el 
Título IV, Libro 1 del Código Civil, serán competentes para 
proveer sobre la administración de sus bienes los tribunales 
del lugar en que estos se hallen situados; pero para obtener 
la declaración de ausencia, la posesión interina o definiti- 
va y la partición de bienes del ausente, deberá acudirse a 
los tribunales del último domicilio del ausente en la Repú- 
blica. 


Artículo 33.- En los casos de concurso de acreedores, 
serán tribunales competentes los del lugar en que el deudor 
tuviese su domicilio y según la cantidad, salvo lo dispuesto 
en el Código de Comercio y leyes especiales. 


Artículo 34.- Son competentes para conocer en los 
juicios a que dan lugar las relaciones jurídicas internacio- 
nales, los jueces del Estado a cuya ley corresponde el 
conocimiento de tales relaciones. Tratándose de acciones 
personales patrimoniales, estas también pueden ser ejerci- 
das, a opción del demandante, ante los jueces del país del 
domicilio del demandado. 


CAPITULOIV 


REGLAS PARA DETERMINAR LA COMPETENCIA 
SEGUN LA IMPORTANCIA DEL ASUNTO 


Artículo 35.- La importancia o valor de la cosa disputa- 
da, para fijar la competencia del tribunal, se determinará por 
las reglas establecidas en los artículos siguientes. 


Artículo 36.- Si el demandante acompañase documen- 
tos que sirvan de apoyo a su acción, y en ellos apareciere 
determinado el valor de la cosa disputada, se estará, para 
fijar la competencia, alo que conste de dichos documentos; 
salvo que se tratara de acciones reales sobre inmuebles; en 
este último caso se estará al valor real fijado por la Dirección 
General del Catastro y administración de Inmuebles del 
Estado. 
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Artículo 37.- Si el demandante no acompañase docu- 
mentos o si de ellos no apareciere determinado el valor de 
la cosa, y la acción entablada fuese personal, se determinará 
la cuantía de la materia por la apreciación que el actor 
hiciese en su demanda. 


Artículo 38.- Sila acción entablada fuese real y el valor 
de la cosa no apareciere determinado del modo que se indica 
en el artículo 36, se estará a la apreciación que las partes 
hicieren de común acuerdo. 


Esta apreciación si no es expresa, quedará hecha, de 
parte del demandante, por la presentación de la demanda, y 
de parte del demandado, cuando no ha opuesto la 
declinatoria dentro del plazo legal. 


Artículo 39.- En caso de que no exista el acuerdo a que 
se refiere el artículo anterior, el tribunal ante quien se hubiere 
deducido la acción real sobre cosa mueble fijará inapelablemente 
el valor de ésta, para el efecto de la competencia, oyendo el 
informe de un perito que nombrará de oficio. 


Artículo 40.- En las controversias sobre usufructo, uso, 
habitación o nuda propiedad, el valor de la cosa será la 
mitad del valor real de la propiedad fijado por la Dirección 
General del Catastro Nacional y Administración de 
Inmuebles del Estado, salvo que se acompañasen documen- 
tos en que apareciese determinado otro valor. 


Artículo 41.- En los pleitos sobre servidumbres, siem- 
pre que no se acompañaren documentos en que se determi- 
ne su valor, éste será la mitad del valor real del predio 
sirviente fijado por la Dirección General del Catastro Nacio- 
nal y Administración de Inmuebles del Estado. 


Artículo 42.- En las cuestiones sobre límites de una 
propiedad, se atenderá al valor real de la misma, establecido 
por la Dirección General del Catastro Nacional y Adminis- 
tración de Inmuebles del Estado. 


Artículo 43.- Si en una misma demanda se entablasen a 
la vez varias acciones, en los casos en que esto pueda 
hacerse conforme a lo previsto en el Código del Procedi- 
miento Civil, se determinará la cuantía del juicio por el 
monto a que ascendieren todas las acciones entabladas. 


Artículo 44.- Si el demandado, al contestar la demanda 
entabla reconvención, la cuantía de la materia se determina- 
rá por el monto a que ascendieren la acción principal y la 
reconvención reunidas. 


Artículo 45.- Si se trata de derecho a pensiones futuras 
que no abarquen un tiempo determinado, se fijará la cuantía 
de la materia por la suma a que ascendieren dichas pensio- 
nes en diez años. Si tienen tiempo determinado, se atenderá 
al monto de todas ellas. 


Pero si se trata del cobro de una cantidad procedente de 
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pensiones periódicas ya devengadas, la determinación se 
hará por el monto a que todas ellas ascendieren. 


Artículo 46.- Si el valor de la cosa disputada aumentare 
o disminuyese durante el juicio, no sufrirá alteración alguna 
la determinación que antes se hubiera hecho con arreglo a 
la ley. 


Artículo 47.- Tampoco será alterada la determinación en 
razón de lo que se deba por intereses, frutos, costos, gastos 
judiciales, daños y perjuicios causados después de la inter- 
posición de la demanda. 


Pero los intereses, frutos, daños y perjuicios causados 
antes de la demanda, se tomarán en cuenta para determinar 
la cuantía de la materia. 


Artículo 48.- Si fueren varios los demandados en un 
mismo juicio, el valor total de la cosa o cantidad debida 
determinará la cuantía de la materia, aun cuando por no ser 
solidaria la obligación, no pueda cada uno de los demanda- 
dos ser compelido al pago total de la cosa o cantidad, sino 
tan solo al de la parte que le correspondiese. 


Artículo 49.- Sin perjuicio de las asignaciones especia- 
les de competencia que pueda hacer la ley, para el efecto de 
determinarla se reputarán como de valor de más de N$ 400.000 
(nuevos pesos cuatrocientos mil) los asuntos que versen 
sobre materias que no están sujetas a una determinada 
apreciación pecuniaria, como por ejemplo, los relativos al 
estado civil de las personas, a la crianza y cuidado de los 
hijos y a la apertura y protocolización de testamentos. 


Artículo 50.- Todos los valores monetarios a que se hace 
referencia en la presente ley, serán actualizados por la Suprema 
Corte de Justicia de acuerdo con la variación operada en el 
Indice de Precios de Consumo hasta el mes de octubre de cada 
año, redondeados al millar de nuevos pesos más próximo. 


Dicha actualización entrará en vigencia a partir del 1? de 
enero del año siguiente. 


TITULO H 
DE LA JURISDICCION Y COMPETENCIA 
CAPITULO V 


DE LA ORGANIZACION Y COMPETENCIA DELOS 
TRIBUNALES SEGUN LA MATERIA, CUANTIA Y 
GRADO DEL ASUNTO 


SECCION I 
REGLAS GENERALES 


Artículo 51.- El ejercicio de la función jurisdic- 
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cional compete, en lo pertinente, a los siguientes órga- 
nos: 


- Suprema Corte de Justicia y Tribunal de lo Conten- 
cioso Administrativo. 


- Tribunales de Apelaciones en lo Civil, Penal y del 
Trabajo. 


- Juzgados Letrados de Primera Instancia en lo Civil, 
del Trabajo, de Familia, de Menores, de Aduana, en 
lo Penal y de Primera Instancia de lo Contencioso- 
Administrativo. 

- Juzgados Letrados de Primera Instancia del Interior. 

- Juzgados de Paz Departamentales de la Capital. 

- Juzgados de Paz Departamentales del Interior. 


- Tribunal de Faltas. 


- Juzgados de Paz. 


Artículo 52.- En el Poder Judicial, la competencia por 
razón de la materia, la cuantía y el grado se distribuirá entre 
los órganos que correspondan de los mencionados en el 
artículo 51, de acuerdo con lo dispuesto en las Secciones 
siguientes. 


En cuanto al ejercicio de la función jurisdiccional en lo 
Contencioso-Administrativo, su organización, funciona- 
miento y competencia, se estará a lo dispuesto por la Ley 
Orgánica respectiva. 


TITULO! 


DELA JURISDICCION Y COMPETENCIA 


CAPITULO V 


DE LA ORGANIZACION Y COMPETENCIA DELOS 
TRIBUNALES SEGUN LA MATERIA, CUANTIA Y 
GRADO DEL ASUNTO 


SECCION Il 


DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 


Artículo 53.- La Presidencia de la Suprema Corte de 
Justicia se ejercerá por turno anual rotativo entre sus miem- 
bros, según el orden de antigiedad en el cargo. El turno 
comenzará con la apertura de los tribunales. 


En caso de vacancia, licencia, recusación o impedimen- 
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to, la Presidencia será desempeñada provisoriamente por el 
Ministro de mayor antigúedad en el cargo. 


A igual antigúedad entre dos o más Ministros, la Supre- 
ma Corte resolverá. Los Ministros procederán entre sí, en el 
mismo orden. 


Artículo 54.- La Suprema Corte de Justicia designará los 
Secretarios Letrados de entre los Secretarios de los Tribu- 
nales de Apelaciones y los Jueces Letrados. 


Asimismo, designará sus Escribanos de entre los Escri- 
banos del grado inmediato inferior. 


En ambos casos, se requerirán cuatro votos conformes. 


Artículo 55.- A la Suprema Corte de Justicia, además de 
las competencias que originariamente se le atribuyen a la 
Sección XV de la Constitución, corresponde: 


1) Dirimir las contiendas de competencias entre los 
órganos del Poder Judicial y los de lo Contencioso 
Administrativo. 


2) Ejercer la consulta en las causales penales. 


3) Dar posesión de sus cargos a los Jueces del Poder 
Judicial, previo juramento habilitante. En el caso de 
los Jueces de Paz del Interior, podrán delegar en 
Jueces Letrados el ejercicio de esta atribución. 


4) Recibir el juramento habilitante para el ejercicio de 
las profesiones de abogado, escribano y procurador. 


5) Ejercer la policía de las profesiones referidas en el 
inciso anterior conforme a las leyes que reglamentan 
esa potestad. 


6) Dictar las acordadas necesarias para el funciona- 
miento del Poder Judicial y el cumplimiento efectivo 
de la función jurisdiccional. 


Artículo 56.- La Suprema Corte de Justicia no podrá 
funcionar con menos de tres miembros, pero deberán con- 
currir los cinco para dictar sentencia definitiva que podrá 
pronunciarse por simple mayoría. 


Para dictar sentencia interlocutoria bastará la presencia 
de tres miembros con voto unánime, y de uno para los 
decretos de sustanciación. 


Artículo 57.- En caso de resultar necesario la Suprema 
Corte de Justicia se integrará de oficio y por sorteo entre los 
miembros de los Tribunales de Apelaciones de la materia a 
la que pertenece el asunto que da mérito a la integración. 


Si ello no fuere posible por impedimento de todos los 


430-C.S. 


miembros de los Tribunales de Apelaciones de esa materia, 
se seguirá el orden establecido en el artículo 62. 


Si el impedimento fuere por causa de licencia por plazo 
superior a quince días o por vacancia, la integración se 
efectuará de oficio en todo asunto, cualquiera sea su ma- 
teria. El nuevo miembro continuará conociendo en el mis- 
mo hasta que se dicte la sentencia que motiva la integra- 
ción. 


Fuente: Ley N* 16.226, de 29 de octubre de 1991, 
artículo 345. 


El resultado del sorteo de integración se notificará en la 
forma prevista por los artículos 78, 84 y 86 del Código 
General del Proceso. 


Fuente: Ley N* 17.707, de 10 de noviembre de 2003, 
artículo 2”. 


Artículo 58.- El ejercicio de las funciones de la Suprema 
Corte de Justicia se regulará por el reglamento interno que 
la misma dictará. 


TITULO HU 


DE LA JURISDICCION Y COMPETENCIA 


CAPITULO V 


DE LA ORGANIZACION Y COMPETENCIA DELOS 
TRIBUNALES SEGUN LA MATERIA, CUANTIA Y 
GRADO DEL ASUNTO 


SECCION HI 


DE LOS TRIBUNALES DE APELACIONES 


Artículo 59.- Los Tribunales de Apelaciones se integra- 
rán cada uno con tres miembros que se denominarán Minis- 
tros. 


Artículo 60.- La Presidencia de cada tribunal se ejercerá 
por turno anual rotativo entre sus miembros, según el orden 
de antigúedad en el cargo. 


El turno comenzará con la apertura de los tribunales. 


En los demás, se estará a lo dispuesto por el artículo 53, 
en cuanto corresponda. 


Artículo 61.- Es indispensable la presencia de todos los 
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miembros del Tribunal y se requieren tres votos conforme 
para dictar sentencias definitivas. 


Para dictar sentencias interlocutorias con fuerza de de- 
finitivas, se necesita también la presencia de todos los 
miembros, pero sólo dos votos conformes. 


Para dictar las demás sentencias interlocutorias, los 
miembros de cada Tribunal establecerán entre ellos turnos 
semanales. El asunto será estudiado por el miembro que 
estuviese de turno el día que se concedió el recurso o se 
promovió la queja o el incidente, y por el que le haya 
precedido. Si estuviesen discordes, pasarán los autos al 
tercer miembro para que dirima la discordia, el que también 
subrogará a cualquiera de los otros dos en caso de enferme- 
dad u otro impedimento accidental. 


Los decretos de su sustanciación podrán ser dictados 
por uno de los miembros del tribunal. 


Artículo 62.- Cuando haya que integrar un Tribunal de 
Apelaciones en caso de vacancia, por excusación o recu- 
sación de alguno de sus miembros o por discordia, éstos 
serán reemplazados, de oficio y por sorteo, en la forma 
siguiente: 


1) El sorteo se efectuará, en primer término, entre los 
demás miembros de los tribunales de la misma juris- 
dicción. 


2) Luego, en el caso ocurrente: entre los Ministros de 
los Tribunales de Apelaciones de Familia, del Traba- 
jo, y en lo Penal, por su orden, para integrar los 
Tribunales de Apelaciones en lo Civil, entre los 
Ministros de los Tribunales de Apelaciones en lo 
Civil, de Familia, y en lo Penal, por su orden, para 
integrar los Tribunales de Apelaciones del Trabajo, 
entre los Ministros de los Tribunales de Apelaciones 
en lo Civil, de Familia y del Trabajo, por su orden, para 
integrar los Tribunales de Apelaciones en lo Penal; 
y entre los Ministros de los Tribunales de Apelacio- 
nes en lo Civil, del Trabajo, y en lo Penal, por su 
orden, para integrar los Tribunales de Apelaciones 
de Familia. 


Fuente: Ley N* 16.226, de 29 de octubre de 1991, 
artículo 342. 


3) El resultado del sorteo de integración se notificará en 
la forma prevista por los artículos 78, 84 y 86 del 
Código General del Proceso. 


Fuente: Ley N* 17.707, de 10 de noviembre de 2003, 
artículo 3. 
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Artículo 63.- La integración de oficio de los Tribunales 
se efectuará para todas las materias, cuando existiera impe- 
dimento por causa de licencias por plazo superior a quince 
días o por vacancia. El nuevo miembro continuará cono- 
ciendo del asunto hasta dictar la sentencia que motiva la 
integración. 


Fuente: Ley N* 16.226, de 29 de octubre de 1991, 
artículo 346. 


Artículo 64.- Los Tribunales de Apelaciones en lo Ci- 
vil conocerán, en segunda instancia, de las apelaciones que 
se interpongan contra las sentencias dictadas en toda materia 
no penal ni del trabajo, por todos los Juzgados Letrados. 


Artículo 65.- Los Tribunales de Apelaciones en lo Penal 
y del Trabajo tendrán las competencias que las leyes espe- 
ciales les asignen. 


TITULO! 


DE LA JURISDICCION Y COMPETENCIA 


CAPITULO V 


DE LA ORGANIZACION Y COMPETENCIA DELOS 
TRIBUNALES SEGUN LA MATERIA, CUANTIA Y 
GRADO DEL ASUNTO 


SECCIONIV 


DELOS JUZGADOS LETRADOS DE PRIMERA 
INSTANCIA EN LO PENAL Y DEL TRABAJO; DELOS 
JUZGADOS LETRADOS DE ADUANA Y DE MENORES 

YDELTRIBUNAL DE FALTAS 


Artículo 66.- Los Juzgados Letrados de Primera Instan- 
cia en lo Penal, los Juzgados Letrados de Primera Instancia 
del Trabajo, los Juzgados Letrados de Aduana y el Tribunal 
de Faltas tendrán las competencias que las leyes especiales 
les asignen. 


Artículo 67.- Los Jueces Letrados de Menores enten- 
derán en primera instancia en todos los procedimientos que 
den lugar las infracciones de adolescentes a la ley pe- 
nal. 


En segunda instancia entenderán los Tribunales de Fa- 
milia. Los actuales Juzgados Letrados de Menores pasarán 
a denominarse Juzgados Letrados de Adolescentes. 


Fuente: Código de la Niñez y la Adolescencia 
de 7 de setiembre de 2004, artículo 65 
Ley N* 16.320, de 1? de noviembre de 1992, artículo 373. 
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TITULO H 

DE LA JURISDICCION Y COMPETENCIA 

CAPITULO V 
DE LA ORGANIZACION Y COMPETENCIA DELOS 
TRIBUNALES SEGUN LA MATERIA, CUANTIA Y 

GRADO DEL ASUNTO 

SECCION V 


1-DELOS JUZGADOS LETRADOS DE PRIMERA 
INSTANCIA EN LO CIVIL 


Artículo 68.- Los Juzgados Letrados de Primera Instan- 
cia en lo Civil entenderán: 


1) En primera instancia de los asuntos de jurisdicción 
contenciosa, civil, comercial y de hacienda, cuyo 
conocimiento no corresponda a otros jueces. 


En segunda y última instancia, de las apelaciones 
que se deduzcan contra las sentencias de los Jueces de 
Paz Departamentales de la Capital. 


Fuente: Ley N* 15.770, de 16 de setiembre de 1985, 
artículo 1% (Ley Interpretativa). 


TITULO HO 
DE LA JURISDICCION Y COMPETENCIA 
CAPITULO V 
DE LA ORGANIZACION Y COMPETENCIA DELOS 
TRIBUNALES SEGUN LA MATERIA, CUANTIA Y 
GRADO DEL ASUNTO 
SECCION V 
2-DELOS JUZGADOS LETRADOS DE FAMILIA 


Artículo 69.- Los Juzgados Letrados de Familia enten- 
derán, en primera instancia: 


En las cuestiones atinentes al nombre, estado civil y 
capacidad de las personas y a las relaciones personales y 
patrimoniales entre los miembros de la familia legítima y 
natural fundadas en su calidad de tales, como: 


a) Las reclamaciones y contestaciones de filiación legí- 
tima y natural y de posesión de estado civil. 


b) Las acciones referentes al matrimonio y a la situación 
de los cónyuges; separación de cuerpos, divorcio, 


nulidad del matrimonio. 


c) Las pensiones alimenticias y régimen de visitas. 
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d) La guarda, tutela, administración de los peculios de 
los hijos, suspensión, limitación, pérdida y restitu- 
ción de la patria potestad. 


e) Emancipación, habilitación de edad y venia de dispo- 
sición de bienes. 


f) El irracional disenso de los padres para contraer 
matrimonio. 


== 


g) Adopción y legitimación adoptiva. 


h) Declaración de incapacidad, curatela y ausencia. 
1) Régimen matrimonial de bienes. 
3) Elprocedimiento sucesorio. 


k) Las cuestiones personales o patrimoniales a que dé 
lugar el concubinato. En estos asuntos la pretensión 
se ejercitará o la medida pertinente se adoptará, 
cuando la norma sustancial así lo autorice, y siguién- 
dose los procedimientos del caso. 


Fuente: Ley N* 16.320, de 1? de noviembre de 1992, 
artículos 374 y 373. 

Ley N* 15.660, de 16 de setiembre de 1985, artículo 1? 
(Ley Interpretativa). 


Artículo 69 - BIS 


Competencia acumulativa. 


A) Tienen competencia acumulativa para conocer de los 
juicios de petición de herencia, desheredamiento, 
validez o nulidad de disposiciones testamentarias y, 
en general, de los asuntos sucesorios contenciosos 
o no, el Juez Letrado de Primera Instancia del Interior 
donde se haya abierto la sucesión, conforme al ar- 
tículo 36 del Código Civil, y el de Familia de la Capital. 


B) La apertura del testamento cerrado y la publicación 
del testamento menos solemne a que se refiere el 
artículo 812 del Código Civil, se pedirán ante el Juez 
Letrado del departamento en que aquel se hubiere 
otorgado o ante cualquier otro de los Jueces mencio- 
nados en el literal anterior, si allí se encontraren el 
escribano y la mayoría de los testigos que concurrie- 
ron al otorgamiento. La publicación del testamento 
militar, el marítimo y del otorgado por el oriental en 
país extranjero, se hará ante el Juzgado Letrado (del 
interior o de Familia) del último domicilio del difunto 
y, no siendo conocido ese domicilio, ante el Juzgado 
Letrado de Familia de la Capital de Turno. 


C) Tienen competencia acumulativa para conocer del 
nombramiento de tutores o curadores, lo mismo que 
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de las incapacidades, excusas y remoción de dichos 
funcionarios y del discernimiento del cargo, el Juez 
Letrado de Primera Instancia del interior del domicilio 
del padre o madre cuya muerte ocasionare la provi- 
sión del tutor o el del incapaz, en su caso, y el Juez 
Letrado de Familia de la Capital. 


Fuente: Ley N* 15.560, de 10 de abril de 1987, ar- 
tículo 1?. 


Artículo 70.- El fuero de atracción del procedimiento 
sucesorio no comprenderá las acciones de carácter patri- 
monial dirigidos por terceros contra la herencia. 

TITULOI 
DELA JURISDICCION Y COMPETENCIA 
CAPITULO V 
DE LA ORGANIZACION Y COMPETENCIA DELOS 
TRIBUNALES SEGUN LA MATERIA, CUANTIA Y 
GRADO DEL ASUNTO 
SECCION VI 


DE LOS JUZGADOS LETRADOS DE PRIMERA 
INSTANCIA DEL INTERIOR 


Artículo 71.- Los Juzgados Letrados de Primera Instan- 
cia del Interior, tendrán en materia penal, de trabajo y de 
aduana, las competencias que les asignan las leyes especia- 
les respectivas; y en materia civil, comercial, de hacienda, 
de familia y de menores, las que esta ley asigna a los 
respectivos Juzgados de Montevideo. 


También conocerán, en segunda y última instancia, de las 
apelaciones que se deduzcan contra las sentencias dictadas 
por los Juzgados de Paz, de su circunscripción territorial. 


TITULO H 
DE LA JURISDICCION Y COMPETENCIA 
CAPITULO V 


DE LA ORGANIZACION Y COMPETENCIA DELOS 
TRIBUNALES SEGUN LA MATERIA, CUANTIA Y 
GRADO DEL ASUNTO 


SECCION VII 


DELOSJUZGADOS DEPAZDEPARTAMENTALES DE 
LA CAPITAL 


Artículo 72.- Los Juzgados de Paz Departamentales de 


5 de mayo de 2009 


la Capital entenderán en los asuntos judiciales no conten- 
ciosos, que no correspondan a los Juzgados Letrados de 
Familia, cualquiera sea su cuantía, salvo que se suscite 
contienda u oposición de interesados o del Ministerio 
Público o Fiscal, en cuyo caso se remitirá el expediente al 
Juzgado en lo Civil que corresponda, el que seguirá cono- 
ciendo del asunto hasta su conclusión. 


También tendrán competencia en los asuntos conten- 
ciosos, civiles, comerciales y de hacienda cuya cuantía no 
exceda de N$ 32.000,00 (nuevos pesos treinta y dos mil). 


Conocerán, asimismo, en toda la materia de arrendamien- 
tos urbanos que el Decreto-Ley N? 14.219, sus modificativos 
y concordantes, cometieron a los Juzgados de Paz de Mon- 
tevideo. 


TITULO! 
DELA JURISDICCION Y COMPETENCIA 
CAPITULO V 
DE LA ORGANIZACION Y COMPETENCIA DELOS 
TRIBUNALES SEGUN LA MATERIA, CUANTIA Y 
GRADO DEL ASUNTO 


SECCION VIII 


DE LOS JUZGADOS DEPAZDEPARTAMENTALES 
DELINTERIOR 


Artículo 73.- Los Juzgados de Paz Departamentales del 
Interior entenderán: 


1) Dentro de idénticos límites territoriales del Juzgado 
Letrado de Primera Instancia al que acceden: 


a) En primera Instancia en los asuntos contencio- 
sos, civiles, comerciales y de hacienda cuya cuantía 
sea superior a N$ 23.000,00 (nuevos pesos vein- 
titrés mil) y no exceda de N$ 32.000,00 (nuevos 
pesos treinta y dos mil). 


b 


== 


En Jurisdicción voluntaria, de los actos jurisdic- 
cionales no contenciosos, cualquiera sea su cuan- 
tía, salvo que se suscite contienda u oposición de 
interesados o del Ministerio Público o Fiscal, en 
cuyo caso, se remitirán al Juzgado Letrado de 
Primera Instancia que corresponda, el que seguirá 
conociendo del asunto hasta su conclusión. 


2) Dentro de los límites de la Sección Judicial corres- 
pondiente a su sede: 


a) En Primera Instancia, en los asuntos contencio- 
sos, civiles, comerciales y de hacienda que exce- 
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dan de N$ 11.000,00 (nuevos pesos once mil) y 
hasta N$ 23.000,00 (nuevos pesos veintitrés mil). 


b) En única instancia en los asuntos contenciosos, 
civiles, comerciales, y de hacienda hasta 
N$ 11.000,00 (nuevos pesos once mil). 


c) Los que les asignan las normas especiales. 


TITULO H 
DELA JURISDICCION Y COMPETENCIA 
CAPITULO V 


DE LA ORGANIZACION Y COMPETENCIA DELOS 
TRIBUNALES SEGUN LA MATERIA, CUANTIA Y 
GRADO DEL ASUNTO 


SECCION IX 
DELOS JUZGADOS DE PAZ 


Artículo 74.- Los Juzgados de Paz de las ciudades, villas 
o pueblos del interior, entenderán en única instancia, de los 
asuntos contenciosos, civiles, comerciales y de hacienda, 
cuya cuantía no exceda de N$ 11.000.00 (nuevos pesos once 
mil) y, en primera instancia, de los que excedieren de ese valor 
y no pasaren de N$ 23.000.00 (nuevos pesos veintitrés mil). 


En las circunscripciones territoriales que accedan a 
dichas ciudades, villas o pueblos, estos juzgados entende- 
rán asimismo, en primera instancia, de las demandas civiles, 
comerciales y de hacienda que pasando de N$ 7.000.00 
(nuevos pesos siete mil), no excedieren los N$ 23.000.00 
(nuevos pesos veintitrés mil). A esos efectos la Suprema 
Corte de Justicia determinará las circunscripciones territo- 
riales que deben acceder a esos juzgados. 


Los Juzgados de Paz rurales entenderán, en primera instan- 
cia de las demandas civiles, comerciales y de hacienda que 
no excedieren de N$ 7.000.00 (nuevos pesos siete mil). 

TITULOIH 
DELA JURISDICCION Y COMPETENCIA 
CAPITULO V 
DE LA ORGANIZACION Y COMPETENCIA DELOS 
TRIBUNALES SEGUN LA MATERIA, CUANTIA Y 
GRADO DEL ASUNTO 
SECCION X 
DE LOS JUECES SUPLENTES 


Artículo 75.- Habrá Jueces Suplentes para los Juzgados 
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Letrados, con categoría de Juez Letrado en Primera Instan- 
cia de la Capital. 


Dichos magistrados tendrán su despacho en la sede la 
Suprema Corte de Justicia. 


Artículo 76.- Corresponde a esos magistrados subrogar 
alos Jueces Letrados de Primera Instancia de la Capital y del 
Interior en los casos de vacancia temporal por causa de 
licencia, enfermedad u otro motivo, cuando la Suprema 
Corte de Justicia así lo disponga. 


Tendrán, además, las facultades inspectivas y de ins- 
trucción sumarial que la misma les cometa. 


TITULO MM 


ESTATUTO DE LOS JUECES 


CAPITULO!I 


CUALIDADES 


Artículo 77.- Los Jueces no podrán ejercer el cargo 
hasta haber sido puestos en posesión del mismo en acto 
público, en el que deberán jurar el fiel cumplimiento de sus 
deberes. 


Artículo 78.- El ingreso a la carrera judicial se hará por 
los cargos de menor jerarquía, salvo en casos excepciona- 
les, en que podrán acceder, en cualquier grado de aquélla, 
ciudadanos destacados por su notoria versación jurídica, 
pero siempre con arreglo a los artículos 235, 242 y 245 de la 
Constitución. 


Artículo 79.- Sin perjuicio de los requisitos especiales 
que se establecen respecto a cada Tribunal, para ingresar a 
la Judicatura se requiere: 


1) Ciudadanía natural en ejercicio, o legal con dos años 
de ejercicio. 


2) Ser abogado, sin perjuicio de lo establecido en el 
artículo 247 de la Constitución. 


3) No tener impedimento físico o moral. 


En el impedimento físico entran las dolencias cróni- 
cas o permanentes que turban la actividad completa 
de la personalidad física o mental. 


Es impedimento moral el que resulta de la conducta 
socialmente degradante o de las condenaciones de 
carácter penal. 
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Tampoco pueden ser nombrados jueces los que es- 
tén procesados criminalmente por delito que dé lugar 
a acción pública. 


4) Tener un nivel de escolaridad en la Facultad de 
Derecho y Ciencias Sociales adecuado a las exigen- 
clas del servicio a juicio de la Suprema Corte de 
Justicia. En la solicitud de ingreso podrán señalarse 
otros méritos. 


La Suprema Corte de Justicia propiciará la realización de 
cursos de post-grado especialmente dirigidos a la forma- 
ción de aspirantes al ingreso en la Judicatura. En tal caso, 
el abogado que hubiere hecho y aprobado el curso, tendrá 


prioridad en el ingreso. 


Artículo 80.- Para ser Ministro del Tribunal de Apela- 
ciones se requiere: 


1) Treinta y cinco años cumplidos de edad. 


2) Ciudadanía natural en ejercicio, o legal con siete 
años de ejercicio. 


3) Ser abogado con ocho años de antigiledad o haber 
ejercido con esa calidad la Judicatura o el Ministerio 
Público o Fiscal por espacio de seis años. 


Artículo 81.- Para ser Juez Letrado se requiere: 
1) Veintiocho años cumplidos de edad. 


2) Ciudadanía natural en ejercicio, o legal con cuatro 
años de ejercicio. 


3) Ser abogado con cuatro años de antigúedad o haber 
pertenecido con esa calidad por espacio de dos años 
al Ministerio Público y Fiscal o a la Justicia de Paz. 


Artículo 82.- Para ser Juez de Paz Departamental de la 
Capital se requiere: 


1) Veinticinco años cumplidos de edad. 


2) Ciudadanía natural en ejercicio, o legal con dos años 
de ejercicio. 


3) Ser abogado. 


Artículo 83.- Para ser Juez de Paz Departamental del 
Interior y Juez de Paz de las demás categorías, se requiere: 


1) Los requisitos referidos en los literales 1? y 2? del 
artículo anterior para todas las categorías. 


2) Serabogado o escribano público para ser Juez de Paz 
Departamental del Interior y Juez de Paz de las ciuda- 
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des del Interior o cualquier otra población cuyo 
movimiento judicial así lo exija, a juicio de la Suprema 
Corte de Justicia. 


TITULO MM 
ESTATUTO DE LOS JUECES 
CAPITULO H 


DERECHOS, DEBERES, PROHIBICIONES E 
INCOMPATIBILIDADES 


SECCION I 
DERECHOS 


Artículo 84.- Los miembros de la Judicatura serán abso- 
lutamente independientes en el ejercicio de la función juris- 
diccional e inamovibles por todo el tiempo que dure su buen 
comportamiento, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 
250 de la Constitución. 


Los nombramientos de los Jueces Letrados tendrán 
carácter definitivo desde el momento en que se produzcan, 
cuando recaigan sobre ciudadanos que ya pertenecían, con 
antigiiedad de dos años, a la Judicatura, al Ministerio 
Público y Fiscal o la Justicia de Paz, en destinos que deban 
ser desempeñados por abogados. 


Si los mismos funcionarios tuviesen menor antigúedad 
en Sus respectivos cargos serán considerados con carácter 
de Jueces Letrados Interinos, por un período de dos años, 
a contar desde la fecha de nombramiento, y por el mismo 
tiempo tendrán ese carácter los ciudadanos que recién 
ingresen a la Magistratura. 


Durante el período de interinato, la Suprema Corte de 
Justicia podrá remover en cualquier momento al Juez Letra- 
do interino, por mayoría la absoluta del total de sus miem- 
bros. Vencido el término del interinato el nombramiento se 
considerará confirmado de pleno derecho. 


Los Jueces de Paz durarán cuatro años en el cargo y 
podrán ser removidos en cualquier tiempo si así conviene 
alos fines del mejor servicio. 


Artículo 85.- La dotación de los miembros de la Suprema 
Corte de Justicia y del Tribunal de lo Contencioso Adminis- 
trativo no podrá ser inferior a la que en cada caso se 
establezca para los Ministros Secretarios de Estado. 


Las remuneraciones de los Jueces de los demás grados 
tendrán como base el cien por ciento de la dotación que 
perciban los miembros de la Suprema Corte de Justicia y del 
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Tribunal de lo Contencioso Administrativo, quedando fija- 
das de acuerdo a la siguiente escala: 


Ministros de los Tribunales de Apelaciones 90%, Jue- 
ces Letrados con asiento en la capital y Jueces Letrados 
Suplentes 80%, Jueces Letrados de Primera Instancia del 
Interior 70%, Jueces de Paz Departamentales de la Capital 
60%, Jueces de Paz Departamentales del Interior 55%, Jue- 
ces de Paz de Ciudad 50%, Jueces de Paz de Primera Cate- 
goría 40%, Jueces de Paz de Segunda Categoría 35%, Jueces 
de Paz Rurales 25%. 


Artículo 86.- Los Jueces tendrán derecho a licencia, que 
gozarán durante los dos períodos de receso de los Tribuna- 
les: uno del 25 de diciembre al 31 de enero del año siguiente, 
y el otro del 1% al 15 dejulio de cada año, sin perjuicio de las 
licencias especiales autorizadas por otras normas y de las 
que la Suprema Corte de Justicia, a petición del interesado, 
estimare oportuno concederles por motivos fundados. 


La Suprema Corte de Justicia designará los Magistrados 
y funcionarios que actuarán durante los períodos de receso 
y también en Semana de Turismo, pudiendo establecer 
períodos de receso distintos a los indicados, para determi- 
nadas sedes, por razones fundadas de mejor servicio y con 
antelación no menor a sesenta días. 


También establecerá el régimen que entienda conve- 
niente a efectos de asegurar el funcionamiento del servicio 
durante la semana de turismo. 


Fuente: Ley N* 16.320, de 1? de noviembre de 1992, 
artículo 380. 

Inciso 3%), Ley N* 16.736, de 3 de enero de 1996, 
artículo 505. 


Artículo 87.- Los Jueces actuarán en los días feriados 
previa habilitación en asunto en que exista urgencia. Esa 
habilitación podrá hacerse antes del feriado o dentro de él. 


Sólo se estimarán urgentes para este efecto, las actua- 
ciones cuya dilación puede causar evidente perjuicio grave 
a los interesados o a la buena Administración de Justicia. 


TITULO MM 
ESTATUTO DE LOS JUECES 
CAPITULOI 


DERECHOS, PROHIBICIONES E 
INCOMPATIBILIDADES 


SECCION II 


DEBERES, PROHIBICIONES E 
INCOMPATIBILIDADES 


Artículo 88.- Todos los Jueces deberán domiciliarse en 
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el lugar donde tenga asiento la sede en que presten servi- 
cios. 


La infracción a este precepto podrá ser causa bastante 
para la destitución. En los departamentos del interior de la 
República, el Estado proveerá lo necesario para lograr la 
radicación de los Jueces en sus respectivas sedes. 


Los Jueces deberán asistir a sus despachos con la 
regularidad que requiera el mejor desempeño del servicio. 


Artículo 89.- Los Magistrados en actividad tendrán 
derecho a ocupar las viviendas que provea el Estado con el 
fin de lograr su radicación en las sedes respectivas, con 
sujeción a las siguientes condiciones: 


19% La ocupación de la vivienda no podrá comenzar antes 
que el Magistrado tome posesión de su cargo; y 
finiquitará de pleno derecho, sin que al respecto se 
requiera declaración alguna, si el Magistrado cesa en 
sus funciones o es trasladado a otra sede. 


29%) El derecho de ocupación del local destinado a la 
radicación de los Magistrados no configura una re- 
tribución en especie integrante del sueldo. 


39) Será de cargo del ocupante el pago de los consumos 
de luz, teléfono, agua, gas y otros análogos, y de los 
denominados gastos comunes, en su caso, así como 
los tributos que correspondan al ocupante. Facúltase 
ala Suprema Corte de Justicia a retener de los haberes 
de los Magistrados ocupantes los importes necesa- 
rios para el pago regular de dichos gastos y tributos. 


4%) Cuando se produzca el cese o el traslado de un 
Magistrado, la vivienda, en su carácter de bien esta- 
tal afectado a un servicio público, deberá ser desocu- 
pada en el plazo perentorio que al respecto señale la 
Suprema Corte de Justicia, a fin de dejarla nuevamen- 
te en condiciones de servicio. Vencido el plazo sin 
que el ocupante dé cumplimiento a su obligación, la 
Suprema Corte de Justicia queda facultada para dis- 
poner y ejecutar todas las medidas adecuadas para 
obtener la libre disposición del local (Decreto-Ley 
N? 15.410, de 3 de junio de 1983). 


Artículo 90.- Los Jueces celarán en sus secretarios, 
actuarios y demás funcionarios de su dependencia, la pun- 
tual observancia de sus obligaciones, debiendo advertir y 
corregir cualquier defecto o falta que encuentren en los 
expedientes de que conozcan, haciéndolos constar en la 
providencia respectiva, sin perjuicio de la comunicación a 
la Suprema Corte de Justicia, cuando corresponda. 


Artículo 91.- A los Magistrados y a todo el personal de 
empleados pertenecientes a los despachos y oficinas inter- 
nas de la Suprema Corte de Justicia, Tribunales y Juzgados, 
les está prohibido, bajo pena de inmediata destitución, 
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dirigir, defender o tramitar asuntos judiciales o intervenir, 
fuera de su obligación funcional de cualquier modo en ellos, 
aunque sean de jurisdicción voluntaria. La transgresión 
será declarada de oficio en cuanto se manifieste. 


Cesa la prohibición únicamente cuando se trate de asun- 
tos personales del funcionario o de su cónyuge, hijos o 
ascendientes. 


Artículo 92.- Los cargos de la Judicatura serán incom- 
patibles con toda otra función pública retribuida, salvo el 
ejercicio del profesorado en la Enseñanza Pública Superior 
en materia jurídica, y con toda otra función pública hono- 
raria permanente, excepto aquellas especialmente conexas 
con la judicial. 


Para desempeñar cualquiera de estas funciones se re- 
querirá previamente la autorización de la Suprema Corte de 
Justicia, otorgada por mayoría absoluta de votos del total 
de sus componentes. 


Artículo 93.- No pueden ser simultáneamente jueces de 
un mismo Tribunal, ni aún para el caso de integración, los 
cónyuges, los parientes consanguíneos o afines en línea 
recta, y los colaterales hasta el cuarto grado inclusive de 
consanguinidad o segundo de afinidad. 


Artículo 94.- Los Jueces se abstendrán: 


19%) De expresar y aun insinuar su juicio respecto de los 
asuntos que por ley son llamados a fallar, fuera de las 
oportunidades en que la ley procesal lo admite. 


2%) De dar oído a cualquier alegación que las partes o 
terceras personas a nombre o por influencia de ellas, 
intenten hacerles en forma distinta de la establecida 
en las leyes. 


TITULO MM 


ESTATUTO DE LOS JUECES 


CAPITULO HI 


DEL ASCENSO DE LOS JUECES 


Artículo 95.- Los miembros de la Judicatura tendrán 
derecho al ascenso en las condiciones que establece la ley. 


Artículo 96.- La Suprema Corte de Justicia establecerá 
el orden de los ascensos y de los traslados entre los 
distintos tribunales. 


Artículo 97.- Los ascensos se efectuarán, en principio, 
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al grado inmediato superior, teniendo en cuenta los méritos, 
la capacitación y la antigijedad en la categoría, sin perjuicio 
de lo dispuesto en el artículo 99. 


Los méritos serán apreciados por la Suprema Corte de 
Justicia examinando la actuación y el comportamiento del 
Juez en el desempeño de sus funciones, teniendo en cuenta 
a esos efectos, especialmente, las anotaciones favorables 
o desfavorables que surjan del respectivo legajo personal. 


La capacitación será apreciada mediante los criterios 
generales que establecerá y reglamentará la Suprema Corte 
de Justicia. 


Artículo 98.- La carrera judicial comprende los siguien- 
tes grados correspondientes a cada una de las siguientes 
calidades: 


19%) Juez de Paz. 

2%) Miembro del Tribunal de Faltas. 

3%) Juez de Paz Departamental del Interior. 

4%) Juez de Paz Departamental de la Capital. 

5%) Juez Letrado de Primera Instancia del Interior. 


6%) Juez Letrado de la Capital, Juez Letrado de Primera 
Instancia de lo Contencioso- Administrativo y Juez 
Letrado suplente. 


77) Ministro del Tribunal de Apelaciones. 


Artículo 99.- Los Jueces Letrados con efectividad en el 
cargo, durarán en sus funciones todo el tiempo de su buen 
comportamiento hasta el límite establecido en el artículo 250 
de la Constitución. No obstante, por razones de buen ser- 
vicio, la Suprema Corte de Justicia podrá trasladarlos en 
cualquier tiempo de cargo o de lugar, o de ambas cosas, con 
tal que ese traslado se resuelva después de oído el Fiscal de 
Corte y con sujeción a los siguientes requisitos: 


1) Al voto conforme de tres de los miembros de la 
Suprema Corte a favor del traslado si el nuevo cargo 
no implica disminución de grado o de remuneración, 
con respecto al anterior. 


2) Al voto conforme de cuatro de sus miembros en favor 
del traslado, si el nuevo cargo implica disminución de 
grado o de remuneración, con respecto al anterior. 


En caso de traslado o ascenso el Estado sufragará los 
gastos que se ocasionaren. 


Fuente: Ley N* 17.930, de 19 de diciembre de 2005, 
artículo 403. 
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TITULO MM 


ESTATUTO DE LOS JUECES 


CAPITULOIV 


DE LA SUSPENSION Y CESACION DEL JUEZ ENSUS 
FUNCIONES 


Artículo 100.- El Juez cesa en sus funciones: 


1% Por inhabilitarse física o moralmente. 


29) Por destitución dispuesta por la Suprema Corte de 
Justicia, dictada en procedimiento disciplinario. 


3%) Por haber sido condenado por delito que por su 
naturaleza sea incompatible con la dignidad y decoro 
de su función, extremos que serán apreciados por la 
Suprema Corte de Justicia. 


49) Por entrar o ejercer un cargo declarado incompatible 
con el ejercicio de la magistratura. 


5% Por jubilación aceptada. 


6%) Por renuncia aceptada. 


Artículo 101.- Las funciones de Juez se suspenden: 


1% Por hallarse procesado por delito. 


2%) Por sentencia judicial que le imponga la pena de 
suspensión. 


39) Por resolución de la Suprema Corte de Justicia dicta- 
da como medida preventiva o sancionatoria en un 
procedimiento disciplinario. 


49) Por licencia. 
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ESTATUTO DE LOS JUECES 


CAPITULO V 


DELA SUBROGACION DE LOS JUECES 


Artículo 102.- Los Jueces se subrogarán en la forma que 
se establece en los artículos siguientes. 
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Artículo 103.- Si se trata de un Ministro de la Suprema 
Corte de Justicia se procederá de acuerdo al artículo 57, y 
si se trata de un Ministro de alguno de los Tribunales de 
Apelaciones, de acuerdo con los artículos 62 y 63. 


Artículo 104.- Si se trata de un Juez Letrado de Primera 
Instancia de la Capital, será subrogado, en primer término, 
por el de idéntica categoría y de la misma materia que le 
hubiere precedido en el turno, y si todos ellos se hallaren 
impedidos, se procederá del siguiente modo: 


1% Si se trata de la materia civil, será subrogado por el 
Juez de la materia de familia que se halle de turno 
cuando quede ejecutoriado o consentido el auto que 
declara el impedimento. 


2%) Si se trata de la materia de familia o de menores, será 
subrogado por el Juez de la materia civil que se halle 
de turno cuando quede ejecutoriado o consentido el 
auto que declara el impedimento. 


39%) Si se trata de la materia laboral o de aduana, será 
subrogado por el Juez de la materia civil que se halle 
de turno cuando quede ejecutoriado o consentido el 
auto que declara el impedimento. 


4%) Los Jueces de la materia penal se subrogarán confor- 
me a lo dispuesto por el literal c) del artículo 66 del 
Código del Proceso Penal. 


Artículo 105.- Si el impedido fuese un Juez Letrado de 
Primera Instancia del Interior, si hay más de uno, lo subrogará 
el que le preceda en el turno y si todos estuviesen impedi- 
dos, por el Juez de Paz Departamental que accede al impedido, 
si fuese abogado; si no lo fuese o en caso de impedimento de 
este último, lo subrogará el Juez Letrado de Primera Instancia 
más inmediato que estuviese de turno al quedar ejecutoriado 
o consentido el auto que declara el impedimento. 


Los demás Jueces Letrados de Primera Instancia del 
Interior, serán subrogados en los mismos casos, por los 
Jueces de Paz Departamentales respectivos, si fuesen abo- 
gados; si no lo fuesen o en caso de impedimento, los 
subrogará el Juez Letrado de Primera Instancia más inmedia- 
to como se indica en el inciso anterior. 


Artículo 106.- Los Jueces de Paz Departamentales de la 
capital serán subrogados por el que les proceda en el turno 
y así sucesivamente. 


Los Jueces de Paz Departamentales y los Jueces de Paz 
del Interior, serán subrogados por el magistrado que indi- 
que quien les otorgue licencia. 


Fuente: Ley N* 15.903, de 10 de noviembre de 1987, 
artículo 320. 
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Artículo 107.- 


Fuente: derogado por Ley N* 15.903, de 10 de no- 
viembre de 1987, artículo 320. 


Artículo 108.- En los asuntos en que los Jueces entien- 
dan por subrogación originada en recusación, impedimento 
oexcusación, intervendrá el actuario del Juzgado subrogante 
y las causas se archivarán en el Juzgado de origen. 


TITULO HI 


ESTATUTO DE LOS JUECES 


CAPITULO VI 


DE LA RESPONSABILIDAD DE LOS JUECES 


Artículo 109.- Los jueces son responsables ante la ley 
de toda agresión contra los derechos de las personas así 
como por separarse del orden de proceder que en ella se 
establezca. 


Su responsabilidad en materia penal, civil y disciplinaria 
se regula conforme a los artículos siguientes. 


Artículo 110.- En caso de que un Juez sea detenido o 
procesado, la autoridad competente dará cuenta de inme- 
diato a la Suprema Corte de Justicia a sus efectos. 


Artículo 111.- Tratándose de responsabilidad civil de 
los Jueces por actos propios de su función, se aplicará el 
régimen establecido por la Constitución de la República. 


Artículo 112.- Los Jueces incurrirán en responsabilidad 
disciplinaria en los casos siguientes: 


19) Por acciones u omisiones en el cumplimiento de sus 
cometidos, cuando de ellas pueda resultar perjuicio 
para el interés público o descrédito para la Adminis- 
tración de justicia. 


2%) Por ausencia injustificada, abandono de sus cargos 
o por retardo en reasumir o reintegrarse a sus funcio- 
nes. 


39) Cuando por la irregularidad de su conducta moral 
comprometieren el decoro de su ministerio. 


4%) Cuando contrajeren obligaciones pecuniarias con 
sus subalternos. 


5?) Cuando incurrieren en abuso de autoridad en el ejer- 
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cicio de sus funciones, cualquiera sea el objeto con 
que lo hagan. 


Artículo 113.- Ningún proceso disciplinario podrá ser 
incoado después de transcurridos dos años de haber ocu- 
rrido el hecho que lo motivare, excepto cuando la sanción 
deba aplicarse como consecuencia de irregularidades que 
se advierten en la consulta de causas o estando ellas en 
casación. 


Fuente: Ley N* 16.226, de 29 de octubre de 1991, 
artículo 344. 


Artículo 114.- La imposición de las correcciones disci- 
plinarias será atribución de la Suprema Corte de Justicia, 
que procederá de acuerdo al procedimiento que reglamen- 
tará, de acuerdo con lo dispuesto por la Constitución de la 
República. 


Las sanciones consistirán en: 


1% Amonestación. 


29%) Apercibimiento y censura en forma oral ante la Su- 
prema Corte de Justicia, labrándose acta de la respec- 
tiva diligencia. 


3%) Suspensión en el ejercicio del cargo. 


49) 


Fuente: suprimido por Ley N* 17.930, de 19 de di- 
ciembre de 20053, artículo 403. 


5%) Pérdida del derecho al ascenso por uno a cinco años. 


6%) Descenso a la categoría inmediata inferior. 


7”) Destitución en caso de ineptitud, omisión o delito. 


Artículo 115.- Contra la resolución de la Suprema Corte 
de Justicia en la vía administrativa, solo habrá lugar a 
recurso de revocación para ante la misma, sin perjuicio de 
las acciones contencioso-administrativas correspondien- 
tes. 


Artículo 116.- Siempre que un juez o tribunal cono- 
ciendo en un asunto, encontrare en la actuación y proce- 
dimiento del inferior, mérito suficiente en su concepto para 
la imposición de correcciones disciplinarias, deberá dar 
cuenta a la Suprema Corte de Justicia elevando el expe- 
diente original o remitiendo los testimonios que fueren 
necesarios, si lo primero infiere perjuicio a las partes inte- 
resadas. 
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TITULOIV 


DELOS SECRETARIOS DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA, DELTRIBUNAL DELO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO, DELOS TRIBUNALES DE 
APELACIONES, DE LOS ACTUARIOS DE LOS 
JUZGADOS DE TODAS LAS CATEGORIAS, DE LOS 
SECRETARIOS DE LOS JUECES Y DELOS 
ALGUACILES 


CAPITULOI 


DE LOS SECRETARIOS DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA, DELTRIBUNAL DELO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO, DE LOS TRIBUNALES DE 
APELACIONES Y DELOS ACTUARIOS DE LOS 
JUZGADOS DE TODAS LAS CATEGORIAS 


Artículo 117.- Los secretarios y actuarios son fun- 
cionarios encargados del control, autenticación, comuni- 
cación y conservación de los expedientes y documen- 
tos existentes en el tribunal. Practicarán, además, las di- 
ligencias que se les encomienden por la ley o por los jue- 
ces. 


Artículo 118.- Para ser secretario de la Suprema Corte de 
Justicia y del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo se 
requieren las calidades establecidas en el artículo 81. 


Los Secretarios Letrados de la Suprema Corte de Justicia 
y del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, están 
equiparados, atodos los efectos de la carrera judicial, como 
en su dotación, a los Jueces Letrados de la Capital. 


Los Prosecretarios de la Suprema Corte de Justicia están 
equiparados atodos los efectos de la carrera judicial, como 
en su dotación, a los Jueces Letrados del Interior. 


Fuente: Ley N* 16.736, de 3 de enero de 1996, 
artículo 497. 


Artículo 119.- Para ser Secretario de los Tribunales de 
Apelaciones se requiere tener veinticinco años de edad y 
ser abogado o escribano. 


Serán designados por la Suprema Corte de Justicia entre 
los Secretarios de los Jueces, los Actuarios de los Juzgados 
Letrados y Actuarios Adjuntos de Juzgados Letrados o 
Actuarios de Juzgados de Paz a que refiere el artículo 470 de 
la Ley N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990. 


Fuente: Ley N* 16.462, de 11 de enero de 1994, 
artículo 124. 


Artículo 120.- Para ser actuario o actuario adjunto se 
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requiere ser abogado o escribano, y tener veinticinco años 
de edad. 


Serán designados por la Suprema Corte de Justicia en 
consideración al mérito y la antigiledad. 


Si estos nombramientos recayeren en profesionales que 
no desempeñaren cargos técnicos en la Administración de 
Justicia, deberán rendir una prueba de suficiencia que re- 
glamentará la Suprema Corte de Justicia. 


Artículo 121.- Habrá en cada actuaría el número de 
actuarios adjuntos que fije la ley de presupuesto, los que 
serán nombrados por la Suprema Corte de Justicia, previa 
prueba de suficiencia. 


Artículo 122.- Los actuarios tendrán la dirección ad- 
ministrativa de la oficina, bajo la superintendencia del titu- 
lar del Juzgado. 


Los adjuntos desempeñarán las funciones que les asig- 
ne el actuario. 


Artículo 123.- Los secretarios y actuarios deberán: 


19) Dar cuenta de las peticiones que presenten las partes 
y de los oficios y demás despachos que se dirijan a 
los juzgados o tribunales en que presten sus servi- 
cios. 


2%) Hacer saber a los interesados las providencias o 
resoluciones que se dictaren, efectuando las respec- 
tivas diligencias. La notificación se hará conforme a 
las disposiciones legales y reglamentarias corres- 
pondientes. 


3%) Dar conocimiento, a cualquier persona que lo 
solicitare, de los expedientes en trámite o ya archi- 
vados en sus oficinas, salvo que existieren pen- 
dientes de ejecución medidas de carácter reserva- 
do y hasta tanto ellas se cumplan. Si la solicitud fuera 
denegada, se podrá reclamar verbalmente al tribu- 
nal, 


49) Residir en el lugar de sede del tribunal o juzgado, 
asistir diariamente a su oficina y mantenerla abierta 
para el público durante el horario establecido 
reglamentariamente. 


5%) Guardar absoluta reserva sobre los actos que así lo 
requieran. 


6) Cumplir con los demás deberes que les impongan las 
leyes y reglamentos. 
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TITULOIV 


DE LOS SECRETARIOS DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA, DEL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO, DE LOS TRIBUNALES DE 
APELACIONES, DE LOS ACTUARIOS DE LOS 
JUZGADOS DE TODAS LAS CATEGORIAS, DE LOS 
SECRETARIOS DE LOS JUECES Y DELOS 
ALGUACILES 


CAPITULO II 


DE LOS SECRETARIOS DE LOS JUECES 


Artículo 124.- Los secretarios de los Jueces son los 
funcionarios técnicos designados por la Suprema Corte de 
Justicia encargados de colaborar con el juez en el desempe- 
ño de las atribuciones jurisdiccionales. 


Artículo 125.- Para ser secretario se requiere ser aboga- 
do, poseer los requisitos exigidos para ser funcionario 
público y haber rendido satisfactoriamente una prueba de 
suficiencia que reglamentará la Suprema Corte de Justicia. 


TITULO IV 


DE LOS SECRETARIOS DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICA, DEL TRIBUNAL DELO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO, DELOS TRIBUNALES DE 
APELACIONES, DE LOS ACTUARIOS DE LOS 
JUZGADOS DE TODAS LAS CATEGORIAS, DE LOS 
SECRETARIOS DE LOS JUECES Y DELOS 
ALGUACILES 


CAPITULO HI 


DISPOSICIONES COMUNES A LOS SECRETARIOS 
DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA, DELOS 
TRIBUNALES DE APELACIONES, DE LOS 
ACTUARIOS DE LOS JUZGADOS DETODAS LAS 
CATEGORIAS Y DELOS SECRETARIOS DELOS 
JUECES 


Artículo 126.- La remoción de los secretarios, actuarios 
y adjuntos se hará por la Suprema Corte de Justicia y estarán 
sometidos al mismo régimen disciplinario de los Jueces. 


Artículo 127.- Los secretarios, actuarios, adjuntos y 
demás funcionarios tendrán las retribuciones que fije la ley 
presupuestal, y gozarán del derecho de licencia que esta- 
blecen las leyes y las normas reglamentarias dictadas por la 
Suprema Corte de Justicia. La licencia anual será acordada 
preferentemente en las ferias judiciales. 


Artículo 128.- Además de las incompatibilidades a que 
se refiere el artículo 91, también serán aplicables a los 
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secretarios, actuarios y adjuntos, las establecidas en el 
artículo 92, salvo el ejercicio efectivo de la docencia. 


Los secretarios, actuarios y adjuntos que fueren escri- 
banos y no hubieren optado por el régimen de dedicación 
total instituido por el artículo 158 de la Ley N* 12.803, de 30 
de noviembre de 1960 y modificativas, podrán ejercer la 
profesión de escribano. 


TITULOIV 


DELOSSECRETARIOS DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA, DELTRIBUNAL DELO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO, DE LOS TRIBUNALES DE 
APELACIONES, DELOS ACTUARIOS DE LOS 
JUZGADOS DE TODAS LAS CATEGORIAS, DELOS 
SECRETARIOS DE LOS JUECES Y DE LOS 
ALGUACILES 


CAPITULO IV 
DE LOS ALGUACILES 


Artículo 130.- Para ser alguacil se requiere ser mayor de 
edad, haber acreditado idoneidad suficiente mediante la 
aprobación de las pruebas y los cursos organizados por la 
Suprema Corte de Justicia. 


Artículo 131.- El nombramiento de alguacil se hará entre 
los funcionarios que hubieren satisfecho la exigencia refe- 
rida en el artículo anterior. 


Artículo 132.- Los alguaciles deberán: 


1) Practicar todas las diligencias que los Jueces les 
encomienden, en especial aquellas en que por su 
naturaleza pueda ser necesario el empleo de la fuerza 
pública. 


2 


== 


Ejecutar a pedido de los interesados y sin necesidad 
de orden judicial, las intimaciones de pago, protestas 
de daños y perjuicios o los actos equivalentes para 
dejar constancia de la mora del deudor. 


Las diligencias que les fueren ordenadas, deberán ser 
cumplidas bajo la más severa responsabilidad disciplinaria 
y en riguroso orden cronológico, del que solo podrán 
apartarse mediante orden o autorización expresa del Juez, la 
que se extenderá en el libro respectivo. 


Artículo 133.- El alguacil encargado de practicar cual- 
quier diligencia que se le cometa deberá efectuarla no 
obstante cualesquiera alegaciones de las partes, y si para 
ello fuese necesario el auxilio de la fuerza pública, deberá 
solicitarlo inmediatamente de la autoridad policial, sin ne- 
cesidad de nuevo mandato del Juez. 
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Artículo 134.- Si el Juzgado no tuviere alguacil o este 
estuviere legalmente impedido, el Juez designará al funcio- 
nario que interinamente hará sus veces. 


Artículo 135.- Los alguaciles llevarán un registro donde 
asentarán por orden de sus fechas, todos los actos que 
practiquen, conforme a lo que disponga la reglamentación 
respectiva. 


Artículo 136.- El alguacil estará a la orden del Juez en el 
ejercicio de sus funciones. 


TITULO V 


DELOS ABOGADOS Y PROCURADORES 


CAPITULOI 


DELOS ABOGADOS 


Artículo 137.- Para ejercer la abogacía se requiere: 


19 Título habilitante expedido por la Universidad de la 
República. 


29) Veintiún años de edad. 


39) Estar inscripto en la matrícula y haber prestado jura- 
mento ante la Suprema Corte de Justicia. 


Artículo 138.- El abogado que pretenda la posesión de 
estrados y se encuentre procesado con motivo de delito 
doloso o ultraintencional deberá comparecer previamente 
ante la Suprema Corte de Justicia para que resuelva si su 
procesamiento obsta al ejercicio de la profesión. 


Artículo 139.- Los que tengan proceso por delito 
culposo, no están impedidos en ningún caso para el ejerci- 
cio de la profesión. 


Artículo 140.- Decretado el procesamiento de un abo- 
gado por delito doloso o ultraintencional, el Juez de la causa 
dará sucinta cuenta de lo actuado a la Suprema Corte de 
Justicia. Esta, previa audiencia del inculpado, apreciará la 
incompatibilidad con el ejercicio de la profesión y podrá 
decretar la suspensión del procesado en dicho ejercicio si 
el acto ilícito, por su naturaleza, es incompatible con la 
dignidad y el decoro de la misma. La Suprema Corte de 
Justicia podrá levantar la suspensión en cualquier momen- 
to. 


Artículo 141.- Los abogados quedarán suspendidos en 
el ejercicio de su profesión, desde que, en razón de los 
delitos cometidos en dicho ejercicio, hayan sido condena- 
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dos a pena de suspensión o de privación de libertad, mien- 
tras dure una u otra. 


Artículo 142.- Los Jueces de lo penal, en los juicios a 
que se refieren los artículos anteriores, comunicarán de 
inmediato a la Suprema Corte de Justicia las decisiones 
ejecutoriadas que importan suspensión o levantamiento en 
el ejercicio de la profesión. 


La Suprema Corte de Justicia lo hará saber a todos los 
Tribunales de la República, publicándose por una sola vez, 
en dos diarios, siendo uno de ellos el “Diario Oficial”. 


Artículo 143.- Sin perjuicio del ejercicio de la represen- 
tación con las facultades que sus clientes les hayan confe- 
rido de acuerdo con el régimen legal respectivo, los aboga- 
dos cuyo patrocinio conste de manera fehaciente podrán 
asistir a todas las diligencias de los asuntos que les hayan 
sido confiados, aun cuando no se encuentren presentes sus 
patrocinados; en tales casos, podrán formular las observa- 
ciones que consideren pertinentes, ejercer la facultad de 
repreguntar y todas aquellas adecuadas para el mejor des- 
empeño del derecho de defensa. 


Artículo 144.- Los abogados podrán concertar con la 
parte, los honorarios y la forma de pagarlos. Dicho acuerdo 
deberá ser probado por escrito. 


Los honorarios generados en actividad judicial que no 
hayan sido concertados, serán regulados, a petición de 
cualquiera de los interesados en su cobro o en su pago, por 
el Juez de la causa (artículo 31) el que, a tales efectos, tendrá 
en cuenta la importancia económica del asunto de acuerdo 
a los valores de la fecha de la demanda de regulación, su 
complejidad, el trabajo realizado, la eficacia de los servicios 
profesionales y, en cuanto corresponda, el arancel de la 
asociación profesional vigente en el momento de presentar- 
se la demanda de regulación. 


Si la petición se formula por el abogado, se sustanciará 
con citación del patrocinado y, también de la parte contraria 
si esta hubiere sido condenada en costos. El plazo de la 
citación será de diez días particulares y perentorios. La 
citación se hará en el domicilio real del citado, excepto 
tratándose del condenado en costos, el que puede ser 
citado en el domicilio que constituyere a los efectos del 
proceso en que se generaron los honorarios. 


Si no se dedujere oposición, los autos se pondrán al 
despacho para sentencia. 


Si se dedujere, se dará traslado de la misma y se sustan- 
ciará en la forma correspondiente a los incidentes. 


Todos los plazos tendrán carácter perentorio. 


Los honorarios debidos se reajustarán durante el lapso 
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que corra entre la presentación de la demanda de regulación 
y el momento del pago, y devengarán el interés legal. 


En todos los casos se descontarán, reajustadas desde el 
día de su pago, las sumas entregadas a cuenta de los 
honorarios. 


El procedimiento para los reajustes y cálculos de los 
intereses será el establecido por el Decreto-Ley N? 14.500, 
de 8 de marzo de 1976. 


Contra la sentencia de regulación de honorarios solo 
cabrá el recurso de apelación que deberá interponerse en el 
plazo de cinco días. 


La sentencia que fije los honorarios constituirá título 
que apareja ejecución, la que se seguirá por el trámite 
previsto para la ejecución de las sentencias que condenan 
al pago de cantidad líquida; en caso de ejecución no será 
necesaria la intimación prevista por el inciso final del ar- 
tículo 53 de la Ley N* 13.355, de 17 de agosto de 1965. 


Mediando condenación en costos, el abogado cuyo 
honorario no hubiere sido satisfecho por su patrocinado 
tendrá derecho a reclamarlo de este o del condenado. 


Los condenados en costos son solidariamente respon- 
sables de su pago. 


Artículo 145.- Los abogados podrán exigir de sus clien- 
tes, antes de iniciar el proceso una relación escrita del 
hecho, firmada por la parte, a ruego de esta o por su 
apoderado. 


Artículo 146.- Los abogados son responsables ante sus 
clientes de cualquier daño o perjuicio que les sea legalmen- 
te imputable. 


Artículo 147.- Los abogados nombrados defensores de 
pobres en las causas civiles y que no desempeñaren este 
cargo oficialmente, podrán reclamar el pago de sus honora- 
rios, previa regulación, en caso de haber obtenido su defen- 
dido resultado favorable en un pleito de contenido econó- 
mico, o si hubiere llegado a mejor fortuna. 


Sin embargo, en el caso de que el declarado pobre saliera 
vencedor en el pleito, no podrá el abogado cobrar por los 
honorarios una cantidad mayor que la cuarta parte de lo que 
obtuviere su defendido. 


Artículo 148.- Los abogados podrán ser corregidos 
disciplinariamente, en los siguientes casos: 


19) Cuando en el ejercicio de la profesión faltaren de 
palabra, por escrito o de obra, el respeto debido a los 
magistrados. 
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29) Cuando en la defensa de sus clientes se expresaren 
en términos descompuestos u ofensivos contra sus 
colegas o contra los litigantes contrarios. 


3?) Cuando llamados al orden en las alegaciones orales 
no obedecieren al magistrado. 


4%) Cuando alegaren hechos cuya falsedad se hallase 
probada en los autos o dedujeren recursos expresa- 
mente prohibidos por la ley. 


Artículo 149.- Se pueden imponer las siguientes correc- 
ciones: 


19) Prevención. 
29) Apercibimiento. 


3?) Multa que no excederá de N$ 30.000 (nuevos pesos 
treinta mil), y para cuyo cobro se irá directamente a 
la vía de apremio, vertiéndose la suma en Rentas 
Generales. 


4%) Suspensión temporaria que no podrá exceder de un 
año en el ejercicio de la profesión. 


Artículo 150.- La corrección en los tres primeros casos 
del artículo anterior será pronunciada de plano por el tribu- 
nal que esté entendiendo en la causa, fuere o no aquel que 
conocía en el momento de cometerse la infracción. La sus- 
pensión temporaria será impuesta por la Suprema Corte de 
Justicia en virtud de denuncia del tribunal respectivo y 
previa audiencia del inculpado. 


En todos los casos, así como en el supuesto de suspen- 
sión de los artículos 138 y 140, las decisiones de los tribu- 
nales serán pasibles de los recursos administrativos previs- 
tos en los artículos 317, siguientes y concordantes de la 
Constitución. 


TITULO V 


DELOS ABOGADOS Y PROCURADORES 


CAPITULO SH 


DELOS PROCURADORES 


Artículo 151.- Para ejercer la procuración se requiere: 


19) Título habilitante expedido por la Universidad de la 
República. 


2%) Veintiún años de edad. 
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39) Hallarse inscripto en la matrícula que al efecto se 
llevará en la Suprema Corte de Justicia y prestar 
juramento ante ella. 


47) Acreditar honradez y costumbres morales en la mis- 
ma forma que para los aspirantes a escribanos esta- 
blece la ley respectiva. 


Los procuradores recibidos bajo el régimen anterior 
artículo 6” de la Ley N* 9.164, de 19 de diciembre de 1933 e 
inscriptos en la matrícula, podrán continuar ejerciendo su 
profesión en las mismas condiciones que al presente. 


Artículo 152.- Será aplicable alos procuradores lo dis- 
puesto en los artículos 138 a 142, 


Artículo 153.- Los abogados y escribanos, por el mero 
hecho de serlo, están habilitados para ejercer la procuración, 
bastando su solicitud de inscripción en la matrícula 


Artículo 154.- Será obligación de los procuradores: 


1% Presentar oportunamente el poder que tengan para 
comparecer ante los tribunales o proceder, si no lo 
aceptasen, en la forma dispuesta por el artículo 2.059 
del Código Civil. 


29) Seguir el juicio mientras no haya cesado en su encar- 
go por alguna de las causas que se expresan en la ley. 


39) Asistir diariamente a las oficinas actuarias a instruir 
se de lo que les concierne en el despacho de los 
negocios. 


4%) Tomar copia de todas las providencias que se dictaren 
en los asuntos que tuvieren a su cargo y comunicar- 
las inmediatamente al respectivo abogado, al cual 
darán también los avisos convenientes sobre el es- 
tado de los mismos asuntos. 


5%) Recibir y firmar notificaciones de cualquier clase sin 
serles permitido después de haber asumido personería 
pedir que ellas se entiendan directamente con el 
mandante. 


6% Abonar como responsable solidario los gastos co- 
munes y particulares que causados durante su inter- 
vención sean de cargo del poderdante. La condena a 
los gastos del proceso, se hará efectiva contra el 
poderdante o representado, sin perjuicio de que la 
parte a quien interese pueda reclamarlas del apode- 
rado si este hubiese tomado sobre sí expresamente 
esa responsabilidad. 


7%) Cumplir las demás obligaciones que impongan las 
leyes y reglamentos y especialmente las que para los 
mandatarios establece el Código Civil en todo lo que 
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no se oponga a lo preceptuado en esta ley y en el 
Código de Procedimiento Civil. 


Artículo 155.- Es aplicable a los procuradores lo dis- 
puesto en el artículo 146 de esta ley. 


Artículo 156.- Cesará el procurador en su representa- 
ción: 


1% Por la revocación del poder tan luego como se 
apersone en autos la parte misma o el nuevo procu- 
rador. 


2%) Por la renuncia del procurador hecha ante el Juez 
competente. En este caso el Juez dispondrá un empla- 
zamiento por el término legal para la comparecencia 
del poderdante, debiendo entretanto el procurador 
continuar sus gestiones. Si al vencimiento del térmi- 
no señalado no compareciere el poderdante por sio 
por medio de otro apoderado, el juicio continuará en 
su rebeldía, salvo el caso de que el emplazamiento se 
haya hecho por edictos, en el cual corresponderá el 
nombramiento de defensor de oficio. 


39) Por la muerte o inhabilitación del procurador. Cuan- 
do esto sucediere, el juicio quedará por el mismo 
hecho suspenso y se pondrá esta circunstancia en 
conocimiento del poderdante por medio de un empla- 
zamiento librado en las mismas condiciones que ex- 
presa el inciso anterior. No compareciendo el 
poderdante, se estará a lo dispuesto en el inciso 
anterior. 


Artículo 157.- Si después de presentada la demanda 
falleciere o se hiciere incapaz el poderdante, el procurador 
continuará ejerciendo la personería, mientras que el poder 
no sea revocado por la persona o personas que para ello 
tengan derecho. Igual cosa sucederá en el caso a que se 
refiere el artículo 2.086 del Código Civil, siempre que, como 
en el anterior, hubiese sido presentada la demanda. 


Artículo 158.- Rige respecto del honorario de los pro- 
curadores, la disposición del artículo 144 en cuanto sea 
aplicable. 


Artículo 159.- Son aplicables a los procuradores y en lo 
pertinente a las partes cuando litiguen por sí, las disposi- 
ciones contenidas en los artículos 148 y siguientes. 


TITULO VI 


DISPOSICIONES ESPECIALES Y TRANSITORIAS 


Artículo 160.- Suprímese el denominado Consejo Supe- 
rior de la Judicatura pasando sus atribuciones a ser desem- 
peñadas por la Suprema Corte de Justicia y el Tribunal de lo 
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Contencioso-Administrativo, en sucaso, de conformidad a 
lo dispuesto en las Secciones XV y XVII de la Constitución 
de la Repúblia. 


Artículo 161.- Las referencias a Juzgados Letrados en 
el Decreto-Ley N* 14.384, de 16 de junio de 1975, deben 
entenderse hechas a los Juzgados Letrados de Primera 
Instancia en lo Civil y de Primera Instancia del Interior. 


Artículo 162.- Todas las informaciones que se tramita- 
ban ante los anteriores Juzgados de Paz de Montevideo, a 
los efectos de acreditar situaciones o requisitos necesarios 
para el disfrute de beneficios sociales, se tramitarán ante los 
organismos de Previsión Social respectivos. 


Artículo 163.- Transfórmanse los actuales Juzgados 
Letrados Departamentales de Montevideo y del Interior, en 
Juzgados de Paz Departamentales de Montevideo y del 
Interior, respectivamente, sin que ello implique modifica- 
ción de la actual situación presupuestal de sus titulares. 


Artículo 164.- Transfórmanse los Juzgados de Paz de 
las Secciones Judiciales 7* de Artigas, 4* y 7* de Canelones, 
3* y 6* de Colonia, 4* de Río Negro, 3* de Soriano y 10* de 
Tacuarembó, en Juzgados de Paz Departamentales del Inte- 
rior. 


Artículo 165.- Hasta tanto se dicte la reglamentación 
que prevé al artículo 114 de esta ley se aplicarán, en lo 
pertinente, las normas vigentes en la materia. 


Artículo 166.- Los asuntos pendientes ante los Juzga- 
dos Letrados Departamentales del Interior, que por la pre- 
sente ley corresponderán a los Juzgados de Paz Departa- 
mentales del Interior que se crean en las ciudades no 
capitales, continuarán su trámite hasta su conclusión, ante 
los Juzgados donde se están sustanciando. 


Las acciones de carácter patrimonial pendientes ante los 
Juzgados Letrados de Familia en razón de la aplicación del 
fuero de atracción que establecía el artículo 70 del Decreto- 
Ley N? 15.464, de 19 de setiembre de 1983, eliminado por la 
presente ley, continuarán tramitándose ante dichos Juzga- 
dos hasta su conclusión. 


Artículo 167.- La conciliación prevista en el artículo 255 
de la Constitución, se regirá por el procedimiento que 
establecía el Capítulo II del Título IV del Código de Proce- 
dimiento Civil. 


Artículo 168.- Derógase el Decreto-Ley N* 15.464, de 19 
de setiembre de 1983, así como todas las disposiciones que, 
directa o indirectamente, se opongan a la presente ley. El 
Poder Judicial se regulará por lo dispuesto en la Sección XV 
de la Constitución de la República. 


Artículo 169.- Los Juzgados Letrados de Primera Ins- 
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tancia de lo Contencioso Administrativo integran el Poder 
Judicial y tienen la competencia que les asigna el artículo 14 
del Decreto-Ley N* 15.524, de 9 de enero de 1984, en la 
redacción dada por el Decreto-Ley N* 15.532, de 29 de marzo 
de 1984. 


Sus sentencias serán apelables para ante los Tribunales 
de Apelaciones en lo Civil. 


Los asuntos de competencia de dichos Jueces que ac- 
tualmente están radicados en el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo en apelación continuarán en dicha sede 
hasta que se dicte sentencia de segunda instancia. 


Artículo 170.- La presente ley entrará en vigencia a 
partir de su promulgación por el Poder Ejecutivo. 


Artículo 171.- Comuníquese, etc. 


CODIGO GENERAL DELPROCESO 


APROBADO POR LEY N* 15.982 DE 18 DE OCTUBRE 
DE 1988 


LIBROI 


DISPOSICIONES GENERALES 


TITULO VI 


DE LA ACTIVIDAD PROCESAL 


CAPITULO <H 


ACTOS DE PROPOSICION 


SECCION I 


DELADEMANDA 


Artículo 117.- Forma y contenido de la demanda.- Salvo 
disposición expresa en contrario, la demanda deberá pre- 
sentarse por escrito y contendrá: 


1) La designación del tribunal al que va dirigida. 


2) El nombre del actor y los datos de su documento de 
identidad; su domicilio real, así como el que se cons- 
tituye a los efectos del juicio. 


3) El nombre y domicilio del demandado. 


4) La narración precisa de los hechos en capítulos 
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numerados, la invocación del derecho en que se 
funda y los medios de prueba pertinentes, conforme 
con lo dispuesto en el artículo siguiente. 


5 


== 


El petitorio, formulado con toda precisión. 


6) El valor de la causa, que deberá ser determinado 
precisamente, salvo que ello no fuera posible, en 
cuyo caso deberá justificarse la imposibilidad y se- 
ñalarse su valor estimativo, indicándose las bases en 
que se funda la estimación. 


7) Las firmas del actor o de su apoderado y del abogado, 
salvo los casos exceptuados por la ley. 


LIBRO II 


DESARROLLO DE LOS PROCESOS 


TITULOIV 


PROCESO DE CONOCIMIENTO 


CAPITULOI 


PROCESO ORDINARIO 


Artículo 340.- Audiencia preliminar.- 


340.1 


340.2 


340.3 


Las partes deberán comparecer a la audiencia en 
forma personal, salvo motivo fundado, a juicio del 
tribunal, que justificare la comparecencia por re- 
presentante. 


Las personas jurídicas y los incapaces, compare- 
cerán por intermedio de sus representantes (ar- 
tículo 32). 


Todo, sin perjuicio del patrocinio letrado obliga- 
torio (artículo 37). 


Si por razones de fuerza mayor, debidamente acre- 
ditadas, una de las partes no pudiere comparecer, 
la audiencia podrá diferirse por una sola vez. 


La inasistencia no justificada del actor a la au- 
diencia preliminar, se tendrá como desistimiento 
de su pretensión. 


Si el inasistente fuere el demando el tribunal dic- 
tará sentencia de inmediato y tendrá por ciertos 
los hechos afirmados por el actor en todo lo que 
no se haya probado lo contrario, salvo que el 
proceso refiriese a alguna de las cuestiones men- 
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cionadas, en el inciso segundo del artículo 134, en 
cuyo caso se estará a lo que allí se dispone. 


340.4 Lo dispuesto en los ordinales 2 y 3 será aplicable, 
en lo pertinente, cuando mediare reconven- 
ción. (*) 


Fuente: Ordinal 3? de la Ley N* 16.799 
de 25 de abril de 1995. 


(*) Notas: 
Ordinal 3%) redacción dada por: Ley N* 16.699 de 
25/04/1995 artículo 4. 


Ver en esta norma, MARCA DEL ARTICULO: 32,37, 134, 
357 y 546. 


LEY N* 16.011 
DE 19 DE DICIEMBRE DE 1988 


Artículo 7.- Si de la demanda o en cualquier otro momen- 
to del proceso resultare, ajuicio del Juez, la necesidad de su 
inmediata actuación, este dispondrá, con carácter provisio- 
nal, las medidas que correspondieren en amparo del dere- 
cho o libertad presuntamente violados. 
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Constitución y Legislación 


ACTAN?” 152 


En Montevideo, el día veintiocho de abril de dos mil nueve, 
a la hora catorce y diez minutos, se reúne la Comisión de 
Constitución y Legislación de la Cámara de Senadores. 
Asisten sus miembros, señora Senadora Margarita Percovich 
y señores Senadores Sergio Abreu, Antonio Gallicchio, 
Reinaldo Gargano, Carlos Moreira, Eduardo Muguruza y 
Ruben Obispo. 
Faltan con aviso los señores Senadores Francisco Gallinal 
y Julio María Sanguinetti. 
ASUNTOS ENTRADOS: Se da cuenta y se reparten, los 
siguientes: 
1) Carpeta N* 1485/2009. INSTITUTO DELA NIÑEZ Y LA 
ADOLESCENCIA DEL URUGUAY. Creación y Ley Orgáni- 
ca. Mensaje y proyecto de ley del Poder Ejecutivo. (Distri- 
buido N” 3140/2009). 
2) Carpeta N* 1488/2009. CAPITAL NACIONAL DEL RAID 
HIPICO. Se declara la ciudad de Sarandí Grande del depar- 
tamento de Florida. Proyecto de ley aprobado por la Cámara 
de Representantes. Distribuido N* 3128/2009. 
3) Carpeta N* 1495/2009. VERIFICACION DE ADHESIO- 
NES. Se establece el procedimiento para los casos de refor- 
ma constitucional, recurso de referéndum e iniciativa popu- 
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lar. Proyecto de ley con exposición de motivos presentado 
por los señores Senadores integrantes de la Bancada del 
Frente Amplio. Distribuido N* 3129/2009. 
Por Secretaría se reparte el Distribuido N*3141/2009, acom- 
pañado de un CD conteniendo disposiciones citadas y 
fuentes del proyecto de ley general sobre Derecho Inter- 
nacional Privado, remitido por el Poder Ejecutivo. (Carpeta 
N* 1461/2009 - Distribuido N* 3081/2009). 
ASUNTOS CONSIDERADOS: 

El señor Presidente propone incluir y tratar como primer 
punto del Orden del Día, el asunto entrado que figura en el 
numeral 3. Los señores Senadores manifiestan su acuerdo. 
1) Carpeta N* 1495/2009. VERIFICACION DE ADHESIO- 
NES. Se establece el procedimiento para los casos de refor- 
ma constitucional, recurso de referéndum e iniciativa popu- 
lar. Proyecto de ley con exposición de motivos presentado 
por los señores Senadores integrantes de la Bancada del 
Frente Amplio. Distribuido N* 3129/2009. 
La señora Senadora Percovich hace uso de la palabra y 
expresa que el proyecto de ley toma en cuenta la existencia 
del registro electrónico que permite actualmente subsanar 
las dudas en un sentido u otro. 

El señor Senador Gallicchio interroga sobre si incluye la 
habilitación de la adhesión. 

La señora Senadora Percovich responde que no la incluye. 
El señor Senador Gargano propone agregar el término “elec- 
trónico” a continuación de “Registro Patronímico” en el 
inciso primero del Artículo Unico. 
El señor Presidente pone a votación el proyecto de ley: 
Se vota en general: 5en5. AFIRMATIVA. Unanimidad. 
Artículo Unico.- Se vota con modificaciones. 5 en 5. AFIR- 
MATIVA. Unanimidad. 

Los señores Senadores designan como Miembros Infor- 
mantes a la señora Senadora Percovich y al señor Senador 
Reinaldo Gargano (artículo 155 del Reglamento del Senado). 
El proyecto de ley aprobado queda redactado de la siguien- 
te manera: 

“Artículo Unico.- En los procedimientos de verificación de 
las adhesiones que se presenten para someter un proyecto 
de reforma constitucional a plebiscito, ejercer el derecho de 
iniciativa ante el Poder Legislativo o promover o interponer 
un recurso de referéndum contra las leyes la Corte Electoral 
deberá recurrir al Registro Patronímico Electrónico de la 
Oficina Nacional Electoral, cuando se detecten inconsisten- 
cias, errores u omisiones en las series y números o en los 
nombres y apellidos estampados en las papeletas corres- 
pondientes. 
Si dichas inconsistencias, errores u omisiones son subsa- 
nados con la información que aporte el registro referido en 
el inciso primero del presente artículo, las respectivas ad- 
hesiones serán objeto de cotejo en sus impresiones digitales 
o en sus firmas, cuando correspondiere, con las que conten- 
ga la documentación electoral pertinente. De lo contrario, 
serán rechazadas antes de pasar ala etapa de comprobación 
dactiloscópica.” 
2) Carpeta N* 1462/2009. RELACIONES DE CONSUMO. 
Procedimiento en pequeñas causas. Proyecto de ley con 
exposición de motivos presentado por los señores Senado- 
res integrantes de la Bancada del Frente Amplio. Distribui- 
do N” 3079/2009. 
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La señora Senadora Percovich informa que en la elabora- 
ción del texto intervino la Dirección General de Comercio del 
Ministerio de Economía y Finanzas. Asimismo, señala que 
en el artículo 1? debe citarse la Ley N* 17.250, que regula las 
relaciones de consumo en sustitución de la que figura por 
error, Ley N* 15.750. 
El señor Senador Abreu propone sustituir en el inciso 
tercero del artículo 2” - 2.1. “El citante” por “El reclamante” 
armonizando el texto con el inciso primero. 
Luego de consideraciones expresadas por los señores Se- 
nadores Abreu, Gargano y Moreira, el señor Presidente 
propone eliminar para el inciso segundo del numeral 2.5 del 
artículo 2”, el término “preceptivamente” y agregar a con- 
tinuación de “las costas y costos” la frase “en caso de 
corresponder”. Asimismo, sustituir “Juez” por “tribunal” 
en el párrafo siguiente. 
Luego de un intercambio de opiniones de varios señores 
Senadores, los señores Senadores Gargano y Moreira pro- 
ponen eliminar el artículo 6?, por considerar que contravie- 
nelos principios de Derecho Procesal revisar la cosa juzga- 
da. 

En consideración el artículo 7?. 

El señor Senador Moreira expresa que debería establecerse 
un tope para la multa. 
El señor Senador Abreu explicita que en la vía procesal ya 
existen disposiciones que otorgan al Juez esta facultad y 
que considera por tanto innecesario este artículo. 
El señor Senador Gargano expresa que el tema de la multa es 
complejo existiendo ya una disposición que refiere a costas 
y costos, por lo que propone eliminarlo. 
La señora Senadora Percovich expresa que la multa está 
relacionada con la agilidad y deja constancia de su voluntad 
de que se considere esa posibilidad en la próxima Legisla- 
tura, una vez creados los Juzgados con competencia espe- 
cifica en la materia. 

El señor Presidente pone a votación el proyecto de ley. 
Se vota en general: 7 en 7. AFIRMATIVA. Unanimidad. 
El señor Presidente pone a votación particular el articulado. 
Artículo 1”.- Se vota con modificaciones. 7en 7. AFIRMA- 
TIVA. Unanimidad. 
Artículo 2?.- Se vota con modificaciones. 7en 7. AFIRMA- 
TIVA. Unanimidad. 
Artículo 3?.- Se vota sin modificaciones. 7en 7. AFIRMA- 
TIVA. Unanimidad. 
Artículo 4?.- Se vota sin modificaciones. 7en 7. AFIRMA- 
TIVA. Unanimidad. 
Artículo 5?.- Se vota sin modificaciones. 7en 7. AFIRMA- 
TIVA. Unanimidad. 

Artículo 6”.- Se vota: 0en7. NEGATIVA, Suprimido. 
Artículo 7*.- Sevota: 0en 7. NEGATIVA. Suprimido. 
Artículo 8”.- Se vota sin modificaciones. 7en 7. AFIRMA- 
TIVA. Unanimidad. 

A propuesta de la señora Senadora Percovich y del señor 
Senador Moreira, se designa Miembro Informante al señor 
Senador Abreu. 

El proyecto de ley aprobado, queda redactado de la siguien- 
te manera: 

“Artículo 1”. (Competencia).- Las pretensiones referidas a 
relaciones de consumo de acuerdo a lo dispuesto por el 
artículo 1? de la Ley N* 17.250, de 11 de agosto de 2000, en 
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las que el valor total de lo reclamado en la demanda no 
supere el valor equivalente a 100 UR (cien unidades 
reajustables) se formularán ante el Juzgado de Paz que 
corresponda conforme a los criterios legales de asignación 
de competencia previstos por la Ley N* 15.750, de 24 de 
junio de 1985, y sus modificativas y se tramitarán por el 
procedimiento que se establece en el artículo 2? de la 
presente ley. 
Artículo 2?. (Procedimiento).- 
2.1. El reclamante presentará su solicitud de audiencia 
ante el Juzgado competente en un formulario donde consten 
los datos requeridos por el artículo 117 del Código Gene- 
ral del Proceso y, especialmente, el monto máximo a recla- 
mar. 

Recibida la solicitud, el Juez fijará dentro de las 48 (cuarenta 
y ocho) horas una audiencia, que deberá realizarse en un 
plazo máximo de 30 (treinta) días. 
El reclamante tendrá la carga de comparecer a notificarse de 
la audiencia fijada so pena de tenerlo por notificado, y al 
demandado se le notificará personalmente. 
2.2. Laaudienciaserá pública y el Juez comenzará oyendo 
alas partes por su orden, las que formularán sus respectivas 
proposiciones y ofrecerán prueba. 
Acto seguido se tentará la conciliación y, de lograrse esta, 
se labrará un acta resumida, dictándose la providencia que 
la homologue, la que tendrá los mismos efectos que la 
sentencia definitiva pasada en autoridad de cosa juzgada. 
La inasistencia a la audiencia fijada se regirá por lo dispues- 
to en el artículo 340 del Código General del Proceso. Cuando 
resulte de aplicación el artículo 340.3 del Código General del 
Proceso el Juez no diligenciará medio probatorio alguno y 
dictará sentencia de inmediato, la que para el caso de 
condena no podrá exceder el monto indicado en la solicitud 
de audiencia. 

2.3. Denolograrse la conciliación se recibirán las prue- 
bas ofrecidas por las partes. De ofrecerse prueba testimo- 
nial esta tendrá como máximo tres testigos por cada parte. 
2.4. El Juez interrogará a los testigos y a las partes, 
gozando de los más amplios poderes inquisitivos y de 
dirección de la audiencia. 

En caso de no poderse diligenciar toda a prueba en la 
audiencia, esta podrá prorrogarse por única vez y por un 
plazo no mayora 15 (quince) días, si el magistrado lo estima 
pertinente. 
2.5. Finalizada la audiencia el Juez dictará sentencia, que 
se pronunciará sobre todas las defensas interpuestas inclu- 
yendo las excepciones previas, y sólo en casos excepciona- 
les, podrá prorrogarse el dictado de la misma por un plazo 
de hasta 3 (tres) días. 
La misma impondrá las costas y costos, en caso de corres- 
ponder, del proceso de cargo del vencido. Sin embargo, el 
Juez podrá apartarse de este principio, en forma fundada, 
cuando la parte, asu juicio, haya actuado con alguna razón. 
2.6. Contra las providencias dictadas durante el curso del 
procedimiento podrá deducirse el recurso de reposición, y 
la sentencia definitiva solo admitirá los recursos de aclara- 
ción y ampliación. En este último caso el mismo deberá ser 
interpuesto y resuelto en la propia audiencia una vez dicta- 
da la recurrida, sin posibilidad de prórroga alguna. 
El Juez podrá rechazar liminarmente cualquier incidente 
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planteado durante el curso del proceso y su decisión será 
irrecurrible. 

2.7.  Resultará aplicable lo dispuesto por el artículo 7? de 
la Ley N*16.011,de 19 de diciembre de 1988. 
Artículo 3”. (Asistencia letrada).- La comparecencia en 
estos procesos no requerirá asistencia letrada obligatoria. 
Artículo 4”. (Tributación).- Las partes solo deberán reponer 
un timbre Poder Judicial equivalente al 1% del monto recla- 
mado. 

Artículo 5”. (Caducidad).- La acción para reclamar por el 
procedimiento sumario previsto por la presente ley, cadu- 
cará al año de verificado el acto, hecho u omisión que la 
fundamente, sin perjuicio de los plazos consagrados en la 
Ley N* 17.250, de 11 de agosto de 2000. 
Esta caducidad no impide la promoción del tratamiento de 
la pretensión en proceso ordinario, o extraordinario en su 
caso, al que se le aplicarán las normas de la ley citada. 
Artículo 6”. (Normas supletorias).- En lo no previsto en la 
presente ley, será de aplicación lo establecido por el Código 
General del Proceso, y demás normas modificativas y 
concordantes.” 

RESOLUCIONES: 

1) El señor Senador Moreira plantea que la Comisión con- 
sidere la nota que remitiera la Suprema Corte de Justicia, de 
la que se dio cuenta el pasado 31 de marzo, en la que expre- 
sa la necesidad de adecuar la legislación con las normas de 
la Convención Interamericana sobre Restitución Interna- 
cional de Menores ratificada por Uruguay. El señor Pre- 
sidente propone que la señora Senadora Percovich sea 
quien estudie y sugiera un texto para ponerlo a considera- 
ción de la Comisión. Los señores Senadores expresan su 
acuerdo. 

2) A propuesta del señor Senador Abreu, se resuelve in- 
vitar a la doctora Cristina Mangarelli, miembro del Ins- 
tituto de Derecho Laboral de la Universidad de la Repú- 
blica, a efectos de que brinde su opinión respecto al pro- 
yecto de ley por el que se establece la abreviación de los 
procesos laborales (Carpeta N” 1403/2008 - Distribuido 
N* 2968/2008). 
3) El señor Presidente dispone incluir como segundo punto 
del Orden del Día de la próxima sesión el proyecto de ley por 
el que se reglamentan los artículos 24 y 25 de la Cons- 
titución de la República, relativo a la responsabilidad del 
Estado por daños causados a terceros en la ejecución de 
servicios públicos. (Carpeta N” 1353/2008 - Distribuido 
N* 2848/2008). 
De lo actuado se toma versión taquigráfica cuya copia 
dactilografiada luce en el Distribuido N” 3143/2009 que 
forma parte de la presente Acta. 
A la hora quince se levanta la sesión. 
Para constancia se labra la presente Acta que, una vez 
aprobada, firman el señor Presidente y la señora Secretaria 
de la Comisión. 


Reinaldo Gargano 
Presidente 


Teresa Paredes 
Secretaria.” 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Abreu. 


SEÑOR ABREU.- Señor Presidente: se trata de un pro- 
yecto de ley complementario de la acción de amparo, de la 
Ley N” 16.011 de 1988 y de la Ley N* 17.250 de 2000 -para la 
que contamos con la iniciativa del Poder Ejecutivo-, para la 
defensa del consumidor, para acortar y hacer más ágiles los 
procedimientos desde el punto de vista procesal, procuran- 
do proteger a aquellas personas que necesitan reclamar por 
sus derechos. Esto atiende los casos de menor cuantía y 
apunta a quienes, generalmente, sufren la indefensión de 
las relaciones de consumo o de carácter privado. Cabe 
destacar que esta iniciativa establece la competencia para 
las demandas cuyo valor no supere el equivalente a las cien 
unidades reajustables, es decir, $ 41.500. La competencia 
radica en el Juzgado de Paz y se prevé un procedimiento 
abreviado de 48 horas en el cual el reclamante tendrá la 
carga de comparecer a notificarse de la audiencia y al 
demandado se le notificará personalmente, como forma de 
buscar una mayor compensación en la asimetría existente. 
Asimismo, quiero señalar que aquellas personas que de- 
seen ampararse en esta norma no están obligadas a contar 
con asistencia letrada, en atención a los montos escasos 
que estamos regulando. La audiencia será pública y, en 
definitiva, se siguen los aspectos generales previstos en el 
Código de Procedimiento Civil. 


Por otro lado, durante su consideración en la Comisión 
se le introdujeron algunas modificaciones al proyecto ori- 
ginal -las que fueron aprobadas por unanimidad- como, por 
ejemplo, la que tiene que ver con la necesidad de administrar 
las costas y costos en caso de corresponder. En tal sentido, 
se sustituyó un artículo que establecía, preceptivamente, el 
pago de costas y costos por parte del vencido o del deman- 
dado. A su vez, se tomaron en cuenta algunas apreciaciones 
y comentarios realizados por distintos señores Senadores 
y señoras Senadoras, eliminándose los artículos 6* y 7” que 
estaban vinculados con el juicio ordinario posterior y con 
la multa civil. 


En resumen, señor Presidente, queda abreviado este 
procedimiento exclusivamente como procedimiento suma- 
rio sin necesidad de que haya una instancia o juicio poste- 
rior, con una sentencia ejecutoriada y definitiva. Además, 
se elimina cierta discrecionalidad que se otorga a lajusticia 
en materia de aplicación de multa civil, al referirse a la grave 
indiferencia respecto de los derechos ajenos o de inciden- 
cia colectiva. Con la eliminación de estos dos artículos y 
con el procedimiento abreviado, garantizamos que el ciuda- 
dano que está en condición de mayor debilidad en las 
relaciones de consumo, pueda recurrir a la justicia en plazos 
breves, con costos reducidos y que, además, obtenga una 
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sentencia de carácter definitivo dentro de los montos que 
se establece en la propia ley. 


Por otra parte, debo señalar que hay un artículo que 
refiere a la caducidad y que tiene que ser interpretado en 
forma complementaria alo dispuesto por el artículo 37 de la 
Ley N* 17.250 que establece determinados plazos para el 
caso del consumidor de ciertos productos o que pasa por 
situaciones particulares. 


Con este marco normativo, señor Presidente -la Comi- 
sión, por unanimidad, ha apoyado esta iniciativa-, se pone 
al alcance del ciudadano la posibilidad de recurrir a la 
administración de justicia en forma breve, concreta y efi- 
ciente cuando siente que sus derechos son avasallados 
tanto en su rol de consumidor en el ámbito del Derecho 
Privado como del Derecho Público. 


Por estos motivos, aconsejamos la aprobación de este 
proyecto de ley que, reitero, ha sido votado por unanimidad 
en la Comisión. 


SEÑOR GARGANO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO.- Señor Presidente: comparto total- 
mente el informe que ha brindado el señor Senador Abreu. 
Tal como señaló, por unanimidad, en la Comisión se intro- 
dujeron algunos cambios en tanto se entendió que había 
algunos elementos que no correspondía que fueran inclui- 
dos en el proyecto de ley. Por ejemplo, se eliminó la multa, 
dado que se establecía la condena en costas y costos 
cuando correspondía. Entonces, no había necesidad de 
agregar una multa para quien fuera condenado en la audien- 
cia. 


En virtud de que luego de que aprobamos esta iniciativa 
en la Comisión no hemos vuelto a reunirnos, no he tenido 
oportunidad de hacer la siguiente consulta. Aquí se prevé 
una instancia única que tiene por objetivo abreviar las 
pequeñas causas, es decir, quitar a la justicia el peso que 
implica el hecho de que se sumen, sin resolverse, causas de 
poco monto, abreviando el procedimiento y dando poderes 
a los jueces. Según determinadas opiniones muy respeta- 
bles, al no establecerse la posibilidad de apelar al juicio 
ordinario luego de la sentencia, se estaría violando el Pacto 
de San José de Costa Rica. Al respecto, pido a los miembros 
de la Comisión que indiquen si están de acuerdo con esta 
interpretación. A mi juicio, el proyecto de ley establece la 
opción que tiene el demandante de recurrir a este procedi- 
miento o al juicio ordinario. Quiere decir, entonces, que está 
establecido de antemano que puede hacer una cosa o la 
otra; si quiere ir al juicio breve apela a este mecanismo y, sl 
no, recurre al juicio ordinario. Lógicamente, quien plantea 
el tema de que no hay posibilidad de apelación y demás está 
pensando en la situación del demandado -que, en este caso, 
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sería el condenado-, y no del actor, que sería quien acciona 
este mecanismo. 


En todo caso, señor Presidente, entiendo que este pro- 
yecto de ley debe ser aprobado en bloque ya que si modi- 
ficamos alguna frase o la cambiamos de lugar, se altera el 
mecanismo con el cual se trabaja. Considero que se trata de 
un paso adelante y si, eventualmente, se presentara algún 
problema, el mismo podrá ser subsanado a nivel de la 
Cámara de Representantes. Insisto en que se trata de una 
muy buena iniciativa que servirá para despejar una gran 
cantidad de juicios pequeños y aliviará la carga de los 
Juzgados, que podrán ocuparse de los de mayor cuantía que 
son los que los tienen más abrumados. 


Nada más. 
SEÑOR ABREU.- Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ABREU.- Señor Presidente: acompañando las 
reflexiones del señor Senador Gargano, debo decir que es 
cierto que se han planteado observaciones sobre el incum- 
plimiento del Pacto de San José de Costa Rica en lo que tiene 
que ver con el debido proceso. Sin embargo, vale destacar 
que el debido proceso está garantizado, entre otras cosas, 
por la opción que le corresponde al actor de recurrir por la 
vía ordinaria o del procedimiento sumario. Aquí están ga- 
rantizados todos los derechos, tanto del demandado como 
del demandante. El hecho de aportar los procedimientos 
judiciales no significa cercenar los derechos de las partes. 
En realidad, el debido proceso está estableciendo que cual- 
quiera que esté involucrado en una controversia de intere- 
ses puede tener la posibilidad de participar y defenderse. 
También me han llegado otros planteos relativos al tema de 
la asistencia letrada en tanto puede ser favorable a la parte 
más débil en el sentido de que a veces la asistencia es más 
costosa y, entonces, el demandante puede presentarse y 
tener una mayor facilidad. Asimismo, se ha argumentado del 
otro lado, que quien tiene mayores recursos siempre es 
asistido por un profesional. Entonces, podría alterarse la 
igualdad de las partes en el proceso, ya que uno puede tener 
recursos garantizados para ser asistido letradamente y el 
otro, por tener ciertas limitaciones, puede no estar defendi- 
do adecuadamente. Además, cabe destacar que el procedi- 
miento es breve y, de alguna manera, tiene una insinuada 
visión tuitiva respecto de cuáles son las partes más débiles 
en el proceso. 


SEÑOR GARGANO.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor Senador? 


SEÑOR ABREU.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor Gargano. 
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SEÑOR GARGANO.- Quiero apoyar lo que señalaba el 
señor Senador Abreu en el sentido de que es un paso 
adelante el hecho de que no sea obligatoria la asistencia 
letrada. En lenguaje poético, como decía Machado, esto 
quiere decir que se tiene confianza en que el Juez va a actuar 
de tal manera que va a defender el derecho del pequeño 
reclamante que se anima a utilizar este mecanismo, prescin- 
diendo de la asistencia letrada obligatoria. Esto puede traer 
como consecuencia una disparidad de situaciones porque 
el demandado puede tener más capacidad de respaldarse 
con la asistencia letrada. Reitero que con este proyecto lo 
que se hace es tener confianza en la Justicia, en que el Juez, 
en juicios de pequeño monto, va a defender los intereses de 
la parte que se siente perjudicada. Se trata de actuar acer- 
cándose a la gente, haciendo posible que la Justicia actúe 
más rápidamente. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Sena- 
dor Abreu. 


SEÑOR ABREU.- He terminado, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto. 


(Se vota:) 
-25en26. Afirmativa. 
En discusión particular. 


SEÑOR GARGANO.- Solicito que se suprima la lectura y 
se vote en bloque. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción formula- 
da. 


(Se vota:) 

-25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Se van a votar en bloque todos los artículos. 
(Se vota:) 

-25en25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará 
a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado) 
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18) REGIMEN DE TRABAJO 


SEÑOR VAILLANT.- Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SENOR VAILLANT.- En virtud de un acuerdo político, 
vamos a solicitar que el punto cuarto del Orden del Día sea 
enviado nuevamente a Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción formula- 
da. 


(Se vota:) 


-23 en 25. Afirmativa. 


19) SUELOS Y AGUAS. CONSERVACION, USO Y MA- 
NEJO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el asunto 
que figura en quinto término del Orden del Día: “Proyecto 
de ley por el que se sustituye el artículo 2” del Decreto-Ley 
N* 15.239, de 23 de diciembre de 1981, sobre conservación 
de suelos y aguas. (Carp. N* 1333/08 - Rep. N* 1018/09)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 1333/08 
Rep. N* 1018/09 


Ministerio del Interior 

Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio de Economía y Finanzas 
Ministerio de Defensa Nacional 

Ministerio de Educación y Cultura 

Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
Ministerio de Industria, Energía y Minería 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
Ministerio de Salud Pública 

Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
Ministerio de Turismo y Deporte 

Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente 

Ministerio de Desarrollo Social 


Sr. Presidente de la 
Asamblea General 
Don Rodolfo Nin Novoa. 


Montevideo, 1? de octubre de 2008. 


El Poder Ejecutivo, tiene el honor de enviar a ese Alto 
Cuerpo, el presente proyecto de ley, destinado a la 
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implementación de un mejor manejo de los suelos y de las 
aguas. 


El mismo es impulsado por la trascendental importancia 
que en la actualidad tiene el recurso tierra para la soberanía 
alimentaria y el desarrollo socio-económico de la República. 


Es notorio que en los últimos años el proceso de inten- 
sificación agrícola ha generado grandes cambios en el 
manejo de los suelos; tanto sea por la tecnología aplicada 
como por la intensificación de su uso. 


La creciente demanda nacional e internacional, ha pro- 
vocado el aumento de la producción de cultivos, especial- 
mente en aquellos poco protectores del suelo, por lo que 
resulta indispensable aplicar un manejo responsable de los 
cultivos y sistemas de producción, para minimizar los pro- 
cesos de degradación y erosión del suelo, y mantener su 
sustentabilidad productiva en el largo plazo. 


En el mismo sentido, las investigaciones y experiencias 
de producción realizadas en el país, demuestran que la 
conservación y recuperación de la calidad de los suelos 
está directamente asociada a la aplicación de determinadas 
normas técnicas relativas al manejo y secuencia de cultivos. 


En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 47 de la 
Constitución de la República, que establece la necesidad de 
preservar para las generaciones futuras nuestros recursos 
y lo estatuido por el Decreto-Ley N* 15.239, de 23 de 
diciembre de 1981 (de conservación de suelos y aguas), el 
Estado asume la responsabilidad de elaborar y aplicar po- 
líticas permanentes y normas para asegurar la 
sustentabilidad del uso de nuestros recursos estratégicos. 


Dada la experiencia adquirida desde la promulgación del 
Decreto-Ley mencionado, se vuelve imprescindible esta- 
blecer la responsabilidad solidaria del propietario del pre- 
dio cuando en el mismo no se cumpla con las técnicas del 
buen manejo de los suelos y de las aguas, que aesos efectos 
establezca el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, 
razón por la cual se propone la modificación del artículo 
segundo de dicha norma. 


En el segundo artículo que se propone, se autoriza a la 
División Servicios Jurídicos de esa Secretaría de Estado 
para el caso de constatación de incumplimiento de tales 
normas tenga la potestad de aplicar una multa cuyo monto 
superior es 10.000 Unidades Reajustables, así como la sus- 
pensión de hasta un plazo máximo de un año de habilitacio- 
nes permisos o autorizaciones para la actividad respectiva. 


En otro orden de cosas, el tercer artículo proyectado da 
la potestad a las partes que suscriban un contrato con 
destino a la explotación agropecuaria de depositar en el 
Banco de la República Oriental del Uruguay una garantía, a 
efectos de cubrir una posible multa por incumplimiento de 
las normas sobre el uso y manejo de los suelos y aguas 
establecidas por esa Cartera de Estado. 
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Por los motivos expuestos se solicita la aprobación del 
proyecto de ley que se adjunta. 


Dr. TABARE VAZQUEZ, Presidente de 
la República; Ernesto Agazzi, María 
Julia Muñoz, Daisy Tourné, Eduardo 
Bonomi, Marina Arismendi, Pedro Vaz, 
María Simón, Gonzalo Fernández, 
Víctor Rossi, José Bayardi, Carlos 
Colacce, Héctor Lescano, Daniel 
Martínez, Alvaro García. 


PROYECTO DELEY 
USO RESPONSABLE Y SOSTENIBLE DE LOS SUELOS 


Artículo 1?.- Sustitúyase el artículo 2? del Decreto-Ley 
N? 15.239, de 23 de diciembre de 1981; por el siguiente: 


“ARTICULO 2”.- Todas las personas tienen la obliga- 
ción de colaborar con el Estado en la conservación, uso 
y manejo adecuado de los suelos y de las aguas. 


Los titulares de explotaciones agropecuarias, cual- 
quiera sea su vinculación jurídica de los mismos con el 
inmueble que les sirve de asiento, o tenedores de tierras 
a cualquier título, quedan obligados a aplicar las técni- 
cas que señale el Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca, para evitar la erosión y degradación del suelo o 
lograr su recuperación y asegurar la conservación de las 
aguas pluviales. 


De constatarse el incumplimiento en la aplicación de 
las técnicas aludidas en el inciso anterior, erosión o degra- 
dación del suelo, esa Secretaría de Estado a través de la 
División Servicios Jurídicos, aplicará las sanciones esta- 
blecidas en la normativa vigente, y en todos los casos será 
solidariamente responsable el propietario del predio.” 


Artículo 2?.- La División Servicios Jurídicos del Ministerio 
de Ganadería, Agricultura y Pesca en el ejercicio de sus potes- 
tades sancionatorias desconcentradas, cuando se trate de 
incumplimiento a las normas que regulan el uso y manejo de los 
suelos y de las aguas; podrá aplicar las siguientes sanciones: 


A) Multa que será fijada entre 10 UR (unidades 
reajustables) y 10.000 UR (unidades reajustables). 


En caso que la misma sea aplicada contra un propie- 
tario de inmuebles que no lo estuviere explotando en 
forma directa, a los efectos de la graduación de la 
multa se tendrá en cuenta la conducta de este en 
relación al control que hubiere efectuado en cuanto 
al manejo de los suelos y aguas. 


B) Suspensión por hasta un año de habilitaciones, per- 
misos o autorizaciones para la actividad respectiva. 
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Artículo 3".- En los contratos que se otorguen a partir 
de la vigencia de la presente ley por el cual una de las partes 
se obliga a conceder a otra el uso y el goce de un predio rural 
con destino a cualquier explotación agropecuaria, las par- 
tes podrán establecer una cláusula en la cual se estipule que 
se depositará una suma de dinero en el Banco de la Repú- 
blica Oriental del Uruguay, la cual servirá de garantía a 
efectos de cubrir una eventual multa por el mal manejo del 
uso de suelos y aguas a que se alude en el artículo 2* literal 
“A” de la presente Ley. 


El Poder Ejecutivo reglamentará las disposiciones del 
presente artículo. 


Artículo 4%.- Quedan derogadas todas las normas que 
tácica o expresamente contravengan la presente Ley. 


Ernesto Agazzi, María Julia Muñoz, 
Daisy Tourné, Eduardo Bonomi, Mari- 
na Arismendi, Pedro Vaz, María Simón, 
Gonzalo Fernández, Víctor Rossi, José 
Bayardi, Carlos Colacce, Héctor Les- 
cano, Daniel Martínez, Alvaro García. 


DISPOSICIONES CITADAS 


DECRETO-LEY N* 15.239, 
DE 23 DE DICIEMBRE DE 1981 


USO Y CONSERVACION DE LOS SUELOS 
Y DELAS AGUAS 


SEDECLARA DE INTERES NACIONAL EL USO Y LA 
CONSERVACION DE LOS SUELOS Y DE LAS AGUAS 
SUPERFICIALES DESTINADAS A FINES 
AGROPECUARIOS 


CAPITULOI 
Principios Generales 


Artículo 1?.- Declárase de Interés Nacional promover y 
regular el uso y la conservación de los suelos y de las aguas 
superficiales destinadas a fines agropecuarios. 


Es deber del Estado velar por prevenir y controlar la 
erosión y degradación de los suelos, las inundaciones y la 
sedimentación en cursos de agua y en los lagos y lagunas 
naturales y artificiales, así como detener y fijar las dunas. 


Artículo 2?.- Los habitantes de la República deberán 
colaborar con el Estado en la conservación, uso y manejo 
adecuado de los suelos y de las aguas. 


Los titulares de explotaciones agropecuarias, cualquie- 
ra fuera la vinculación jurídica de los mismos con el inmue- 
ble que les sirve de asiento, o tenedores de tierras, a 
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cualquier título, quedan obligados a aplicar las técnicas 
básicas que señale el Ministerio de Agricultura y Pesca, 
para evitar la erosión y degradación del suelo, o lograr su 
recuperación y asegurar la conservación de las aguas 
pluviales. 


Cuando la ejecución de dichas técnicas básicas su- 
ponga una inversión que el productor no pueda solven-tar, 
será aplicable lo dispuesto por el artículo 13 de esta 
ley. 


CAPITULO II 


Competencia 


Artículo 3?.- El Ministerio de Agricultura y Pesca coot- 
dinará y dirigirá todas las actividades tendientes a lograr un 
uso y manejo adecuado del suelo y del agua con fines 
agropecuarios, encomendándose a tales efectos: 


1) Realizar un programa nacional de investigación y 
promoción en materia de uso, manejo y conservación 
de suelos y aguas. 


2) Realizar estudios e investigaciones conducentes a 
determinar las causas naturales, sociales y económi- 
cas del proceso erosivo en las diferentes zonas del 
país. 


3) Conducir investigaciones relacionadas con la clasi- 
ficación de las tierras según su uso y manejo adecua- 
do, los métodos más eficientes para el manejo y 
conservación de suelos y aguas, publicar los resul- 
tados de estos trabajos y difundir la información 
relacionada con los métodos más apropiados para el 
uso de las tierras y la conservación de suelos y 
aguas. 


4) Promover, desarrollar y coordinar programas educa- 
cionales en relación con los principios y prácticas de 
conservación de suelos y aguas, pudiendo, para 
esos efectos, realizar acuerdos con otros Ministe- 
rios, Universidad de la República, Universidad del 
Trabajo, Consejos de Enseñanza, Intendencias Mu- 
nicipales, Instituto Nacional de Colonización y de- 
más instituciones públicas y privadas. 


5) Determinar las normas técnicas básicas que deberán 
aplicarse en el manejo y conservación de suelos y 
aguas y recuperación de suelos. 


6) Fiscalizar el cumplimiento de las normas técnicas 
básicas a que se refiere el numeral anterior. 


7) Programar y realizar proyectos demostrativos de 
manejo y conservación de suelos y aguas. 
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8) Prohibir la realización de determinados cultivos o 
prácticas de manejo de suelos y aguas en las zonas 
que corresponda. 


CAPITULO HI 


Conservación y Recuperación de Suelos 


Artículo 4%.- Los proyectos de riego o drenaje que se 
realicen por instituciones públicas o a iniciativa privada, 
deberán adecuarse a la aptitud de uso de las tierras afecta- 
das y en el caso de proyectos de riego a la disponibilidad 
del recurso agua, otorgada para dicho fin por la autoridad 
competente. 


Dichos proyectos deberán incluir la siguiente informa- 
ción suscrita por ingeniero agrónomo: 


1) Estudio de suelos que comprenda carta básica y 
cartas interpretativas por capacidad de uso. 


2) Sistema de producción de las tierras afectadas. 


3) Caudal ficticio de diseño, en el caso de proyectos de 
riego. 


La ejecución de estos proyectos estará supeditada a la 
Autorización del Ministerio de Agricultura y Pesca, sin 
perjuicio de las atribuciones que competen al Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas, de conformidad con el Capí- 
tulo II del Título V, del Código de Aguas. 


Artículo 5%.- Cualquier fraccionamiento de bienes 
inmuebles rurales deberá realizarse de modo que los predios 
independientes que resultaren, permitan el uso del suelo y 
agua de conformidad con las normas técnicas básicas a que 
alude el numeral 5) del artículo 3? de la presente ley. 


Si como consecuencia del fraccionamiento resultaren 
uno o más predios menores de 50 Hás., el ingeniero agrimen- 
sor encargado de levantar el plano deberá solicitar, previa- 
mente, como requisito para la inscripción, una fundamen- 
tación técnico-agronómica a la Oficina Agronómica Regio- 
nal, la que dispondrá de un plazo de treinta días hábiles para 
expedirse. Transcurrido el plazo sin que la Oficina 
Agronómica Regional se expidiera, el ingeniero agrimensor 
actuante podrá inscribir el plano de fraccionamiento en la 
Dirección General del Catastro Nacional, sin otro trámite. 


Artículo 6%.- Las nuevas obras de infraestructura vial 
ubicadas en zonas rurales, así como la conservación y 
mantenimiento de las actuales, deberán ajustarse a lo que 
establezca la reglamentación en lo referente a los aspectos 
que afecten el uso y conservación de los recursos suelo y 
agua. 


Artículo 79.- El Instituto Nacional de Colonización, en 
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el desarrollo de sus proyectos deberá aplicar las normas que 
dicte el Ministerio de Agricultura y Pesca en cumplimiento 
de esta ley y los principios establecidos en ella, de manera 
que la conservación del suelo sea considerada al determinar 
el tamaño de las parcelas. Deberá establecer, además, en 
cada caso, la capacidad de uso de los suelos y las medidas 
de manejo y conservación de suelos y aguas. 


Artículo 8*.- En todos los casos de extracción de mate- 
riales para obras, una vez concluida la actividad extractiva, 
el ejecutor deberá proceder a reintegrar estas áreas al pai- 
saje, bajo las condiciones que determine la reglamentación. 


Artículo 99.- En las situaciones en que exista un grado 
de erosión o degradación severa de los suelos, deberán 
encararse medidas de manejo tendientes a su recuperación 
de acuerdo a lo que la reglamentación establezca. 


Artículo 10.- Las competencias que esta ley otorga al 
Ministerio de Agricultura y Pesca en cuanto al manejo, 
conservación y aprovechamiento de las aguas para usos 
agropecuarios, serán ejercidas sin menoscabo de las facul- 
tades que, sobre dicho recurso, otorga el Código de Aguas 
al Ministerio de Transporte y Obras Públicas (artículo 201 
de la Ley N” 14.859, de 15 de diciembre de 1978). 


El manejo, conservación y aprovechamiento de las aguas 
a que se refiere la presente ley se limitan a las aguas 
pluviales para usos agropecuarios. 


CAPITULOIV 


Sanciones 


Artículo 11.- Los titulares de explotaciones agropecua- 
rias, cualquiera fuere la vinculación jurídica de los mismos 
con el inmueble que les sirve de asiento, o tenedores de 
tierras, a cualquier título, serán responsables del cumpli- 
miento de las normas que dictará el Ministerio de Agricul- 
tura y Pesca, a través de sus organismos especializados, 
según lo establecido en los numerales 5) y 8) del artículo 3? 
de la presente ley. 


Artículo 12.- En caso de comprobarse incumplimiento 
en la aplicación de lo establecido en los numerales 5?) y 8%) 
del artículo 3” de la presente ley, el Ministerio de Agricul- 
tura y Pesca podrá aplicar, indistinta o conjuntamente y 
previa reglamentación, las siguientes sanciones: 


1) No permitir la deducción impositiva por reinver- 
siones ni el otorgamiento de otros beneficios fisca- 
les. 


2) Multa de hasta el equivalente al doble del impues- 
to de Contribución Inmobiliaria del o de los padrones 
afectados. 
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CAPITULO V 
Crédito 


Artículo 13.- El Banco de la República Oriental del 
Uruguay, al establecer sus programas anuales de crédito, 
concederá prioridad al financiamiento de las prácticas de 
conservación y recuperación de suelos y aguas. 


CAPITULO VI 
Disposiciones generales 


Artículo 14.- Derógase el Título I de la Ley N? 13.667, de 
18 de junio de 1968. 


Artículo 15.- Comuníquese, etc. 
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Comisión de Ganadería, 
Agricultura y Pesca 


ACTA N* 91 


En Montevideo, alos veinte días del mes de abril del año dos 
mil nueve, a la hora quince y trece minutos, se reúne la 
Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca de la Cámara de 
Senadores. 

Asisten sus miembros los señores Senadores Danilo Astori, 
Alberto Cid, Gustavo Lapaz, Jorge Saravia y Héctor Tajam. 
Faltan con aviso los señores Senadores Eber Da Rosa y 
Francisco Gallinal. 

Preside su titular, el señor Senador Jorge Saravia. 
Actúan en Secretaría la señora Secretaria de Comisión 
Lydia El Helou y el señor Prosecretario José Sambucetti. _ 
Concurren, especialmente invitados, los señores Presiden- 
te y Vicepresidente del Instituto Nacional de Colonización, 
ingeniero agrónomo Gonzalo Gaggero y Mario Vera. 
Abierto el acto, se pone a consideración el proyecto de ley 
del Poder Ejecutivo por el que se sustituye el artículo 2? del 
Decreto-Ley N* 15.239, de 23 de diciembre de 1981, referente 
ala conservación, uso y manejo de los suelos y de las aguas. 
(Carpeta N* 1333/2008, Distribuido N* 2824/2008). 
Artículo 19. Se vota. 4en4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Artículo 2”. Se vota. 4 en 5. Afirmativa. 

Artículo 3”. Se vota: 4 en 5. Afirmativa. 

Artículo 4”. Se vota: 4 en 5. Afirmativa. 

Queda aprobado el proyecto de ley y se designa Miembro 
Informante al señor Senador Jorge Saravia. (Informe ver- 
bal). 
Inmediatamente, se pasa a considerar el proyecto de ley del 
Poder Ejecutivo por el que se comete a la Dirección Nacional 
de Recursos Acuáticos (DINARA) la creación de un Siste- 
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ma Nacional de Acreditación de Veterinarios de libre ejer- 
cicio para el sector pesquero. (Carpeta N* 1435/2009, Distri- 
buido N” 3050/2009). 
Artículo 1”. Se vota. 5en5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Artículo 2”. Se vota. 5en5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Artículo 39. Se vota. 5en5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Artículo 4”. Se vota. 5en5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Artículo 5%. Se vota. 5 en 5. Afirmativa. UNANIMI- 
DAD. 

Se deja constancia que donde dice “superviviente” debe 
decir “superviniente”. 
Artículo 6”. Se vota. 5en5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Artículo 7”. Se vota. 5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. _ 
Queda aprobado el proyecto de ley y se designa Miembro 
Informante al señor Senador Jorge Saravia. (Informe ver- 
bal). 
A continuación, ingresan a Sala los representantes del 
Directorio del Instituto Nacional de Colonización, quienes 
realizan un informe sobre la venta de campos de la Colonia 
Agraciada a la empresa Río Tinto. 
De lo actuado se toma versión taquigráfica cuya copia 
dactilografiada luce en el Distribuido N* 3126/2009, que 
integra este documento. 
A la hora quince y cuarenta y cuatro minutos se levanta la 
sesión. 

Para constancia se labra la presente Acta que, una vez 
aprobada, firman el señor Presidente y la Secretaria de la 
Comisión. 


Jorge Saravia 
Presidente 


Lydia El Helou 
Secretaria.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Saravia. 


SEÑOR SARAVIA.- Señor Presidente: tenemos a consi- 
deración un proyecto de ley muy importante y, justamente, 
en la media hora previa, el señor Senador Amaro hacía 
algunas reflexiones sobre la sequía, las crisis y los proble- 
mas del sector agropecuario en general. 


Se trata de un proyecto de ley remitido por el Poder 
Ejecutivo que establece normas para el uso responsable y 
sostenible de los suelos. El desarrollo socioeconómico de 
nuestro país, con crecimiento económico, con justicia so- 
cial y sustentabilidad ambiental, se basa en la producción 
agropecuaria y en sus cadenas agroindustriales y 
agrocomerciales. La calidad de los recursos naturales dis- 
ponibles y su manejo son claves para alcanzar la seguridad 
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y la soberanía alimentaria, siendo el suelo uno de los más 
importantes. 


En Uruguay se constatan regiones con importante grado 
de degradación y erosión de los suelos como consecuencia 
de la aplicación de prácticas de manejo y secuencias de 
cultivo inadecuado. La región del noreste de Canelones - 
con niveles de severa erosión- ilustra las consecuencias 
productivas y socioeconómicas del inadecuado manejo del 
suelo. La capacidad productiva del suelo en función de sus 
propiedades físicas, biológicas y químicas, es de difícil y 
lenta recuperación una vez que se alcanzan niveles impor- 
tantes de degradación o procesos erosivos intensos. La 
pérdida o el deterioro de las propiedades físicas y biológi- 
cas del suelo afectan negativamente los niveles de produc- 
ción y de calidad de los productos. Esta restricción no se 
puede resolver a través de una mayor fertilización, sino por 
medio de prácticas de manejo que recuperen propiedades 
como la estructura, materia orgánica y porosidad, para lo 
cual se necesitan manejos más complejos y plazos más 
prolongados. El suelo utilizado para fines agropecuarios 
debe considerarse como un recurso natural no renovable ya 
que las aplicaciones de prácticas inadecuadas hacen que su 
tasa de destrucción sea mayor que la de formación. 


Le compete al Estado formar el marco legal, así como 
establecer directrices y regulaciones a los efectos de pro- 
mover el compromiso social en el uso responsable del suelo. 
Las decisiones de manejo deben considerar el interés gene- 
ral y no exclusivamente el particular de cada empresa y 
productor, asegurando la sustentabilidad del recurso en el 
largo plazo y produciendo para satisfacer las necesidades 
actuales sin comprometer la capacidad productiva del país 
ni la satisfacción de las necesidades de generaciones futu- 
ras. 


Por esta razón, el Ministerio de Ganadería, Agricultura 
y Pesca considera fundamental que se consolide el concep- 
to de planificación del uso y manejo del suelo, jerarquizando 
el enfoque preventivo y minimizando lo más posible el 
curativo, ya que las prácticas de manejo recuperadoras 
serán más onerosas y necesitarán períodos largos para 
tener efectividad. Estudios realizados por la División de 
Suelos y Aguas, el Sistema de Información Geográfica y la 
Dirección de Recursos Renovables del Ministerio de Gana- 
dería, Agricultura y Pesca, han permitido clasificar los 
suelos del país por su riesgo de degradación y por la 
intensidad del proceso erosivo. El 30% de la superficie 
agropecuaria está afectada por erosión y el 87% de la 
superficie erosionada se ubica en las actuales regiones de 
agricultura de secano y horticultura. El estudio comparado 
de los mapas de riesgo de erosión y de erosión actual arriba 
a las siguientes conclusiones. En la región del litoral oeste 
y suroeste predominan suelos con menor riesgo de degra- 
dación, pero presentan una alta proporción de suelos con 
erosión severa o moderada. Es evidente que los procesos 
erosivos que tuvieron lugar en suelos con menor riesgo de 
erosión se deben, fundamentalmente, a la acción del hombre 
através de la aplicación de prácticas de manejo inadecuado. 
Las empresas agropecuarias ubicadas en esta región gra- 
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dualmente están perdiendo capacidad productiva de los 
suelos, lo cual implica reducir los niveles potenciales de 
rendimiento de los cultivos y pasturas. Mientras tanto, el 
Este de la región se caracteriza por el predominio de suelos 
frágiles para la agricultura y una expansión de la siembra de 
cultivos, sin el debido manejo y conservación, va a generar 
procesos erosivos importantes. 


Este proyecto consta de cuatro artículos. El primero 
sustituye el artículo 2” del Decreto-Ley N* 15.239, de 23 de 
diciembre de 1981, y establece lo que en cierta manera 
veníamos diciendo en nuestra exposición: que no es sola- 
mente el Estado el responsable de mejorar el uso, manejo y 
conservación de los recursos, sino el conjunto de la socie- 
dad, pues es un tema que incumbe al Estado, sí, pero como 
sociedad organizada. En este sentido, entonces, el artículo 
establece que todas las personas tenemos la obligación de 
colaborar con el Estado en este punto. Son responsables, 
aclara, todos los titulares de explotaciones agropecuarias y 
quienes posean cualquier vínculo con el inmueble, los que 
deberán aplicar las directrices que marque el Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca. Este queda en condiciones 
de aplicar sanciones a quienes incumplan con esas directi- 
vas o donde se manifiesten perjuicios en los suelos y aguas, 
haciendo solidariamente responsable al propietario del in- 
mueble. 


En el artículo 2” se establecen las sanciones que la 
disposición anterior facultó a imponer. 


El artículo 3” habilita a quienes efectúen nuevos contra- 
tos de aquí en más, a depositar alguna suma de dinero en el 
Banco de la República Oriental del Uruguay que sirva como 
garantía de la eventual aplicación de alguna multa por 
incumplir con lo establecido en la norma. 


Finalmente, el artículo 4” deroga aquellas normas que 
contravengan esta ley. 


Por todos estos motivos, la Comisión de Ganadería, 
Agricultura y Pesca del Senado recomienda al Cuerpo, por 
mayoría, la aprobación de este proyecto de ley. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- Señor Presidente: 
voy a ser muy breve, pero no resisto la tentación de referir- 
me a este tema, luego de haber escuchado a los señores 
Senadores Campanella y Amaro y de manejar, como todos 
lo hacemos, una serie de datos sobre la cruel realidad en 
materia de agua y energía. Son realmente preocupantes los 
números lanzados por el señor Senador Campanella: el 50% 
de la energía que estamos consumiendo es importada de los 
países limítrofes, el 40% es generada mediante usinas tér- 
micas y apenas el 10% es energía hidráulica. Hablando mal, 
señor Presidente, nos sale un ojo de la cara y esto, según 


456-C.S. 


dicen los expertos, explica gran parte del déficit fiscal que 
tiene el país. Además, quiera Dios -para los que creen en él- 
que no suba el precio del petróleo. 


Quiero aportar también otra cifra como ilustración y 
también para la reflexión sobre el tema del agua. Hace poco 
tiempo la población de Montevideo tuvo carencias en esta 
materia y en verano también hubo problemas en lugares de 
la costa densamente poblados por habitantes permanentes 
y por turistas. Además, estuvimos con el alma en la boca 
dado el nivel que mostraban los grandes embalses de Flo- 
rida y de Canelones, que son los que abastecen de agua 
potable a Montevideo. A todo esto hay que agregar el tema 
del cambio climático, que todos los expertos dicen que está 
presente. Entonces, en este contexto, quiero aportar una 
cifra que es nada más que un dato curioso. En estos últimos 
seis meses, por los vertederos de Salto Grande pasó un 
caudal de agua equivalente a 21.000 metros cúbicos por 
segundo, suficiente para dotar de agua, a razón de 150 litros 
por habitante y por día, casi al doble de toda la población 
mundial. 


Era cuanto quería manifestar. 


SEÑOR HEBER.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR HEBER.- Señor Presidente: este es un proyecto 
sobre el cual tenemos coincidencias y dudas, porque los 
que estamos vinculados a la actividad agropecuaria hemos 
visto, sobre todo en el caso de los arrendatarios extranjeros 
y nacionales -porque los propietarios tienen mayor con- 
ciencia sobre la necesidad de conservar el suelo y deben ser 
muy pocos los casos en que no cuidan ese bien común-, que 
se cometen realmente herejías en las tierras. Entonces, en 
primera instancia, nos parece bien el hecho de que el Minis- 
terio de Ganadería, Agricultura y Pesca tenga como uno de 
sus fines aplicar técnicas para evitar la erosión y la degra- 
dación del suelo o lograr su recuperación y asegurar la 
conservación de las aguas pluviales. Pero las dudas nos 
surgen cuando el artículo 2” habla de las multas y cuando 
el artículo 3” busca que se realice un depósito en el Banco 
de la República para garantizar que el Estado cobre esas 
multas, porque no queda muy claro si el que va a pagar es 
el que trata mal la tierra. En concreto, en el artículo 2* se 
habla de la suspensión “por hasta un año de habilitaciones, 
permisos o autorizaciones para la actividad respectiva.” 
Entonces, si mañana un arrendatario genera un destrozo, 
quien debería tener suspendida la actividad es ese arrenda- 
tario y no el propietario, que en definitiva mediante un 
contrato le dio en explotación su predio para plantar lo que 
fuere en él. Sin embargo, más allá de compartir el objetivo 
que busca el proyecto de ley, creo que no queda claro que 
quien destroza o erosiona la tierra -en este caso también se 
habla de la conservación de aguas pluviales y la recupera- 
ción de las mismas- sea quien deba pagar esas multas. 
Porque insisto: en estos casos, el propietario, en definitiva, 
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no tiene la posibilidad de incidir en la explotación del 
predio. 


No quiero complicar la discusión, pero reitero que no 
surge claramente de la redacción del proyecto que quien 
deba pagar la multa sea realmente aquel que trabajó mal la 
tierra o a quien no le importó su conservación. Creo que la 
tierra es un bien común, cuya explotación, naturalmente, es 
privada, pero quien la explota debe tener una amplia con- 
ciencia de la necesidad de conservarla. Por el artículo 3* el 
Estado queda con la tranquilidad de cobrar la multa, puesto 
que en el contrato se podrá establecer un depósito en el 
Banco de la República, pero me parece que la multa y la 
suspensión tienen que estar ligadas a quien no trata bien la 
tierra. Si la explotación está a cargo del propietario, no hay 
problema, porque es él quien no la ha tratado bien, pero si 
hay una situación de contrato de arrendamiento no está 
claro a quién se le va a aplicar la sanción. Quizás la regla- 
mentación lo pueda establecer, pero me gustaría que la 
redacción del proyecto fuera más clara en este sentido. 


Quería hacer estos comentarios, señor Presidente, pues 
coincido con lo que se propone, por entender que consti- 
tuye un avance el hecho de que el Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca tenga a su cargo una suerte de fiscali- 
zación en materia de conservación de los suelos. Cabe 
acotar que, en este sentido, ya existe una División en esta 
Cartera dispuesta a esos fines pero, claro, si no tiene poder 
sancionatorio, quizás su trabajo pueda no ser del todo 
efectivo. 


Muchas gracias. 
SEÑOR SARAVIA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el Miembro 
Informante. 


SEÑOR SARAVIA.- Señor Presidente: vamos a aclarar 
algunos aspectos, para que el señor Senador Heber tenga 
mayor tranquilidad con relación a este tema. 


Ante todo, señalamos que por el artículo 2* se aumenta 
la multa de 10a 10.000 Unidades Reajustables. Se entiende 
que este es un monto razonable habida cuenta de los 
valores y costos que hoy se manejan en el sector 
agropecuario -particularmente, el de la tierra- y lo que 
significarían determinados daños en el futuro. Nos estamos 
refiriendo, por ejemplo, a los que se originan incluso por el 
tema de las derivas. El señor Senador Heber conoce muy 
bien la región y sabe que en estos últimos años, con la 
explosión agrícola de la soja, se originó el gran problema de 
las derivas en virtud de los trabajos llevados adelante con 
aviones en la zona de Vichadero. Muchos productores 
ganaderos hicieron denuncias ante el Ministerio, pues fue- 
ron quemadas y afectadas aguadas en amplias áreas. Es por 
ello quese entendió importante aumentar la multa estable- 
cida. 
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A su vez, el artículo 2” establece: “En caso que la misma 
sea aplicada contra un propietario de inmuebles que no lo 
estuviere explotando en forma directa;” -porque, en reali- 
dad, el propietario puede estar degradando y afectando el 
suelo- “a los efectos de la graduación de la multa se tendrá 
en cuenta la conducta de éste en relación al control que 
hubiere efectuado en cuanto al manejo de los suelos y 
aguas.” Esto significa que se tomará en cuenta la forma en 
que ese productor trató anteriormente al suelo. 


En el artículo 3”, por su parte, se plantea la posibilidad 
de que en los contratos haya una cobertura, por la propia 
multa, en caso de que el arrendatario no la pague. Con 
relación a este aspecto, adelanto que luego me referiré al 
Decreto N* 405/08. Pero lo cierto es que el propietario puede 
exigir un depósito en el Banco de la República como garantía 
en caso de que ese arrendatario infrinja lo dispuesto por el 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, es decir, lo 
que ha diseñado como política estratégica de conservación 
de aguas y suelos. Como se sabe, los ingenieros de esta 
Cartera han establecido un procedimiento relacionado con 
la aplicación de herbicidas, así como con el tema de las 
derivas, las aguadas, etcétera. En este sentido, es bueno 
mencionar las distintas prácticas inadecuadas que se han 
constatado y su afectación en el suelo. Entre ellas, la 
aplicación de herbicidas, constituye un 32%; el laboreo de 
desagúe y concavidades, un 19%; la falta de nivelación, un 
10%; y la mala dimensión de los desagúes, un 5%. Eviden- 
temente, el desagúe y las concavidades son muy importan- 
tes en la conformación del suelo. En este sentido, el Minis- 
terio ha elaborado una tabla a los efectos de llevar a cabo 
el control y las inspecciones correspondientes. 


A continuación, me voy a referir al Decreto N* 405/08 y 
a las modificaciones sustantivas que se le han realizado. 
Concretamente, se establece un listado de prácticas inade- 
cuadas de manejo de suelos, agrupadas en tres categorías: 
paralos casos específicos de utilización de siembra directa, 
para los casos de laboreo de la tierra y, por último, para 
todas las circunstancias. En resumen, la constatación del 
uso de prácticas inadecuadas será motivo suficiente para la 
aplicación de sanciones. Asimismo, se establece que cuan- 
do exista erosión o degradación de los suelos, quienes 
están a cargo de la producción deberán aplicar medidas de 
manejo tendientes a su recuperación. Esto significa que los 
que están a cargo de la producción y explotación del predio 
son quienes deben tomar las medidas de precaución. 


Por otro lado, el Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca considera fundamental que los propietarios tengan 
en cuenta lo establecido por la Ley N* 16.223, de 22 de 
octubre de 1991, referida a las normas a aplicarse en los 
contratos que se otorguen en las distintas explotaciones 
agrícolas, pecuarias y agropecuarias. En su artículo 6* se 
establece la obligación del arrendatario del cumplimiento de 
las prácticas de manejo del suelo indicadas en la normativa 
legal. 


Por consiguiente, creo que de esta manera quedan acla- 
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radas las dudas planteadas por el señor Senador Heber, 
dado que el artículo 6” de la Ley N* 16.223 explica cuál es la 
responsabilidad de los arrendatarios. 


A su vez, en el artículo 3” del proyecto de ley en consi- 
deración se hace referencia a la posibilidad de que el arren- 
datario que está utilizando el suelo no cumpla con las 
prácticas marcadas por el Ministerio. En ese caso, sobre él 
recaerán las multas. Por ello, el dueño del predio, al realizar 
el contrato, tiene la posibilidad de pedir que se deposite una 
suma de dinero en el Banco de la República Oriental del 
Uruguay como garantía. En definitiva, si el arrendatario no 
paga, como es lógico, el dueño terminará siendo el respon- 
sable aunque, de cualquier manera, se tendrá una conside- 
ración especial o atenuada en caso de una práctica adecua- 
da durante todo un tiempo y que luego sea el arrendatario 
el que no la haya cumplido. De ser así, se irá contra este 
último. En este sentido, queda claro que la suspensión 
también irá sobre el arrendatario, pues el Decreto establece 
claramente que hay que referirse a la Ley N* 16.223 -que 
tiene que ver con el tema de los arrendamientos- en el 
cumplimiento de las prácticas de manejo indicadas en la 
normativa legal sobre el suelo. 


En definitiva, pienso que de esta manera habremos acla- 
rado un poco más este tema. Asimismo, pensamos que es 
bueno que todo esto conste en la versión taquigráfica. 


SEÑOR ARANA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ARANA.- Señor Presidente: vamos a acompa- 
ñar este proyecto de ley. 


Coincidimos plenamente con las argumentaciones brin- 
dadas por el señor Miembro Informante, más allá de que las 
dudas planteadas por el señor Senador Heber pueden ser 
atendibles. Ahora bien, lo importante es que aquí se siguen 
los lineamientos ya dispuestos en la Ley de Ordenamiento 
Territorial y Desarrollo Sustentable, que ha tenido un largo 
proceso de elaboración, pero que representará, para el 
presente y futuro del país, avances verdaderamente 
sustantivos, en la medida en que estamos hablando de 
formas de producción responsable a cargo del Estado o del 
ámbito privado. Estoy convencido de que es en la conjun- 
ción y en la verdadera asociación entre los intereses priva- 
dos y los intereses públicos que lograremos que el país 
avance en forma permanente, sustantiva y medular. Enton- 
ces, esto va en el mismo sentido, sobre todo ahora, cuando 
se ha tomado conciencia pública, tanto a nivel nacional 
como internacional, acerca de la preocupante situación de 
cambio climático y de la futura producción de alimentos, 
para beneficiar al conjunto de la población mundial. Sin 
duda, este panorama no está claro y aun desde un país como 
el nuestro, de acotadas dimensiones pero de producción 
natural deseable y compartible -personalmente, aspiro a 
que siga en esta misma línea-, debemos hacer lo posible por 
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asegurar que la responsabilidad no sea tomada solamente 
por el sector público, a través de las leyes y de lo dispuesto 
en la Constitución de la Republica, sino también por los 
propietarios y arrendatarios, por medio de prácticas abso- 
lutamente responsables. A mi entender, lo que el Estado 
puede hacer es establecer condiciones y orientaciones 
claras para el uso y manejo del suelo y del agua, pues se trata 
de dos bienes absolutamente esenciales para la producción 
de alimentos y para el progreso económico del país que, en 
definitiva, beneficia al conjunto de su gente. Desde este 
punto de vista, los propietarios -la Constitución, incluso, 
así lo indica- tienen amplios derechos para hacer uso y 
obtener el goce de aquello que efectiva y legítimamente le 
corresponde; pero los derechos no son ilimitados, pues el 
suelo no es enteramente propiedad de sus dueños. Esto 
implica que el propietario y los arrendatarios de alguna 
manera tienen que hacerse solidarios de los intereses colec- 
tivos de la nación. Creo que lo que se logre mediante este 
proyecto de ley en cuanto al llamado a la responsabilidad 
creciente de propietarios y arrendatarios es lo que nos va 
a permitir avanzar en un proceso que asegure que el país 
siga produciendo más y mejores bienes para su propio 
consumo, así como para incrementar la calidad de los pro- 
ductos de exportación, con su correspondencia en materia 
de precios dentro del ámbito internacional. 


En definitiva, voy a votar este proyecto de ley porque 
creo que realmente es un avance sustantivo. Es cuanto 
quería manifestar. 


Muchas gracias. 
SEÑOR MOREIRA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MOREIRA.- Señor Presidente: no voy a discre- 
par con el objetivo y la finalidad de este proyecto de ley, por 
cuanto me parece elevado y bueno. De todas maneras, sí 
advierto algún detalle que me causa cierta aprensión. 


En primer término, no creo que en el Uruguay haya 
propiedad colectiva; hay propiedad privada según lo que 
establece el artículo 7* de la Constitución de la República, 
en el que se dice que puede limitarse por razones de interés 
general; esta puede ser una de ellas. Reitero que no hay 
propiedad colectiva ni propiedad común. 


En segundo lugar, en el artículo 1” -la norma que susti- 
tuye al artículo 2” del Decreto-ley N* 15.239-, luego de 
definir que las personas tienen la obligación de colaborar 
con el Estado en la conservación, uso y manejo adecuado 
de los suelos y de las aguas, se alude a los titulares de 
explotaciones agropecuarias, cualquiera sea su vincula- 
ción jurídica con el inmueble, pero se hace solidariamente 
responsable al propietario del predio. De modo que éste 
siempre puede ser sujeto pasivo de las multas o inhabilita- 
ciones que se prevén en este proyecto de ley. 
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Por otro lado, me surge la siguiente preocupación con 
respecto al artículo 2”. Aquí se establece que la División 
Servicios Jurídicos del Ministerio de Ganadería, Agricul- 
tura y Pesca es la que aplicará las sanciones correspon- 
dientes, estableciendo una multa de entre 10 UR y 10.000 
UR, es decir, de entre $ 4.000 a $ 4:000.000, que es algo así 
como US$ 200.000. Creo que dejar una latitud entre 10 UR y 
10.000 UR al mero arbitrio de la División Servicios Jurídicos 
del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca sin esta- 
blecer una gradación -si no escuché mal, el señor Senador 
Saravia dijo que para el caso de los arrendatarios se prevén 
responsabilidades mayores o menores, según se trate de la 
afectación a esa conservación adecuada de uso y manejo de 
los suelos-, no es conveniente. Lo digo porque es una multa 
que va a aplicar una División -de rango no digo menor pero 
sí mediano- del Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca a un propietario que quizá no sepa lo que esté 
haciendo su arrendatario, ya que muchas veces después de 
efectuado el arrendamiento, ni siquiera puede ingresar a su 
propio establecimiento para controlar que las cosas se 
estén haciendo bien. A pesar de ello, acá lo estamos hacien- 
do solidariamente responsable de una cifra realmente cuan- 
tiosa como lo es 10.000 UR. Según surge del texto, hay una 
gran discrecionalidad porque se establecen potestades 
sancionatorias desconcentradas para la División de Servi- 
cios Jurídicos del Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca. Incluso, se prevé una suspensión por hasta un año 
de habilitaciones, permisos o autorizaciones. En realidad, 
no creo que el propietario pueda asumir esa responsabili- 
dad aunque tenga la posibilidad de incluir en el contrato una 
cláusula de garantía, porque no es tan fácil hacer esto en los 
contratos de arrendamiento en tanto se requiere el acuerdo 
del arrendatario. Se trata de un mutuo acuerdo de partes y 
muchas veces el arrendatario -sobre todo teniendo en cuen- 
ta que los arrendamientos están muy caros- podrá decir: 
“¿Todavía quieren que ponga un garantía para el cumpli- 
miento? ¿De cuánto, si las multas pueden llegar a ser hasta 
de $ 4:000.000?” 


Me surgen todas estas dudas porque si vamos a fijar 
multas de ese calibre, deberíamos establecer una gradación 
determinada para que nadie tenga la intranquilidad de que 
en un futuro le puedan caer, darle un golpe en el cráneo y 
quedarse con su campo. 


Me gustaría saber cómo se van a respetar los derechos 
de los propietarios porque, a mi juicio, si bien la finalidad de 
la norma es excelente y apunta a cuidar esos recursos 
porque el interés general -así como también las generacio- 
nes futuras- está comprometido, y aunque creo que hay que 
amparar el derecho de propiedad, que tiene protección y 
tutela constitucional y que se limita por razones de interés 
general, entiendo que esa limitación no puede dar lugar a 
una discrecionalidad tan grande como la que prevé esta 
norma legal. 


Esta era una reflexión que deseaba hacer y, en ese 
sentido, me gustaría que el señor Miembro Informante 
hiciera algunos comentarios al respecto. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Hay dos señores Senadores ano- 
tados para hacer uso de la palabra, por cuanto la Mesa 
consulta al señor Miembro Informante si desea responder 
ahora las interrogantes planteadas. 


SEÑOR SARAVIA.- Preferiría escuchar al resto de los 
oradores y luego hacer las reflexiones correspondientes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consecuencia, tiene la pala- 
bra el señor Senador Lorier. 


SEÑOR LORIER.- Señor Presidente: para nosotros es 
verdaderamente un enorme avance aprobar este proyecto 
de ley, mucho más de lo que significa en este momento para 
la conciencia uruguaya. Es interesante, además, ver que en 
el Senado de la República no se han alzado voces como sí 
las hemos escuchado o leído en el suplemento “Economía 
y Mercado” de parte del señor Julio Preve Folle, que esta- 
blece la total y absoluta libertad del propietario y del 
arrendatario para hacer “lo que se les cante” con los cam- 
pos, destruyendo un bien común que efectivamente es la 
base de la riqueza nacional. En ese sentido, repito, para 
nosotros es enormemente importante y satisfactorio escu- 
char las voces de todos los partidos en torno a esta defensa 
que alguien un día dijo debemos hacer las actuales genera- 
ciones para dejarle a las venideras, como buenos padres de 
familia, no solo tierras como las que recibimos sino, si fuera 
posible, mejores. Sin lugar a dudas, estamos ante un sistema 
de producción que es por naturaleza esquilmante de ese 
bien básico, que ataca, diría, esas dos grandes fuerzas 
productivas que tiene la sociedad humana: los hombres y la 
tierra. Precisamente, estamos asistiendo a fenómenos terri- 
bles como los que ocurren en toda la Amazonia por la 
deforestación; se demorará siglos para recuperar esas tie- 
rras tan importantes para el sistema global y ecológico que 
hoy se ve afectado de la manera que todos sabemos. No creo 
que aquí haya solamente problemas naturales -como muy 
bien ha señalado el señor Senador Amaro-, puesto que 
existe también una intervención, no del hombre singular, 
sino del hombre incluido en un sistema de producción 
determinado, en el afán y en la búsqueda de ganancia 
-1mpulsado inevitablemente y en forma permanente por ese 
sistema-, que está dispuesto a destruir un bien que demora 
cientos de miles de años en producir y en dar sus frutos. 


A su vez, es interesante analizar los efectos de este 
proyecto de ley en lo que tiene que ver con el agua, ya que 
me preocupa que éste quizás no tenga en cuenta un fenó- 
meno que, posiblemente, dentro de unos años deberemos 
abordar, como ya lo han hecho otros países: 
especificamente, me refiero al uso de las aguas subterrá- 
neas. El interés que tienen tanto la Unión Europea como los 
Estados Unidos en el Acuífero Guaraní -gracias a un docu- 
mental de la National Geographic pude descubrir el porqué 
de dicho interés, dado que a veces se mezclan elementos 
ideológicos- se debe a que, por ejemplo, los grandes llanos 
del país del norte están sufriendo un importante descenso 
como consecuencia del uso irresponsable, con el objetivo 
de obtener muy buenas cosechas, aunque sin pensar un 
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segundo -como deberían hacerlo los buenos padres de 
familia- en las generaciones venideras y en la humanidad. 
Por supuesto que no culpo al pobre “farmer” norteamerica- 
no, sino al sistema que incentiva permanentemente este 
tipo de prácticas, así como también la utilización loca de la 
tierra. Eso es lo que estaba sucediendo en nuestro país - 
aunque ahora se ha detenido un poco- con la “sojización” 
de la tierra. Hace un tiempo leíamos en el diario “El País” que 
ciudadanos argentinos estaban comprando tierras en Treinta 
y Tres y en Rocha, zonas en las que no había una actitud 
productiva agraria, sino que su actividad predominante era 
la ganadería y, sobre todo, la cría del ovino. 


En consecuencia, nos parece muy importante que aquí 
se discuta este proyecto de ley, que se analice y que, 
además, exista acuerdo. Tal como expresaba el señor Sena- 
dor Arana, creemos que es relevante observar ese 
autocontrol que todos debemos tener y respecto al cual es 
importante que participe el Estado, pero también los intere- 
ses privados de los propietarios y arrendatarios de manera 
que esta combinación permita el efectivo control respecto 
a un bien vital. Además, siento la gran alegría -puede ocurrir 
que otros señores Senadores no compartan esta actitud- de 
no estar de acuerdo con las expresiones de Julio Preve Folle 
en “Economía % Mercado” -que me sorprendieron-, en las 
que criticaba al Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca porque ahora habría una policía rural que controlaría 
a los agricultores, refiriéndose a un proyecto de ley que 
tiene como objetivo dejar, como buenos padres de familia, 
una tierra mejor para las generaciones venideras. 


Nada más. Muchas gracias. 
SEÑORA TOPOLANSKY .- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora Sena- 
dora Topolansky. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Señor Presidente: partiendo 
del concepto de que la tierra y el agua son bienes finitos y 
que en la tierra en que nos toca vivir está asentada nuestra 
soberanía, quisiera destacar que considero que las normas 
sociales determinan que todo el colectivo tenga que cuidar 
ese patrimonio. Por esta razón la sociedad establece nor- 
mas, que son fácilmente aceptadas a nivel urbano. Por 
ejemplo, todos aceptamos que nuestros predios tengan un 
retiro y no se nos ocurre discutirlo. Sin embargo, nuestro 
país ha quedado un poco atrasado a la hora de imponer lo 
que yo llamo normas de convivencia social en el ámbito 
rural. Considero que se ha comenzado a transitar un camino 
interesante con los ajustes que se hicieron a la reglamenta- 
ción de la ley de Uso y Conservación de los Suelos y de las 
Aguas y también, tal como expresaba el señor Senador 
Arana, con la aprobación de la Ley de Ordenamiento y 
Desarrollo Territorial Sostenible. Está claro que el desorden 
territorial no beneficia al país en su conjunto y tampoco a 
ningún productor o propietario. 


En nuestro despacho tuvimos la oportunidad de recibir 
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aun productor del departamento de Soriano, propietario de 
un predio que tenía muy buen índice CONEAT, quien en el 
marco de la crisis de 2002 tuvo que arrendar su campo para 
pagar una deuda, situación que todos conocemos. Este 
paisano, que era astuto -aclaro que lo digo como adjetivo 
positivo-, incluyó en el contrato de arrendamiento ciertos 
puntos vinculados a la protección de su suelo porque 
amaba esa tierra, había vivido de ella y la arrendaba solo por 
una necesidad extrema. Fue así que incluyó algunas frases 
en el contrato -que convino con la escribana- y cuando 
observó que su tierra comenzaba a erosionarse debido a la 
modalidad productiva que estaba llevando a cabo el arren- 
datario, inició un litigio, lo ganó y le fue devuelta antes de 
que venciera el contrato. A pesar de esto, él comentaba 
afligido que aunque su tierra no siguiera erosionándose, no 
podría medir el perjuicio que le ocasionaría, los costos que 
tendría que afrontar y el tiempo que necesitaría para repa- 
rarla. Como todos sabemos, hay determinado tipo de ero- 
sión que hiere la corteza de forma muy importante, tal como 
lo demuestran los procesos de desertificación en el mundo. 


Ante todo esto, considero que es muy bueno que esta- 
blezcamos colectivamente algunos pactos sociales en lo 
que tiene que ver con el cuidado de todo esto, ya sea como 
propietarios directos o como arrendatarios de un padrón, ya 
que para mí no hay demasiada diferencia en cuanto a la 
responsabilidad. En mi opinión, este cuidado tiene que ser 
una actitud colectiva y esa es la filosofía de la Ley de 
Ordenamiento y Desarrollo Territorial Sostenible, que tam- 
bién fue discutida en este Parlamento, que ahora está vigen- 
te y en proceso de reglamentación. 


Por mi parte, considero que este ajuste es muy bueno 
porque este pequeño articulado da precisión con relación 
a las responsabilidades que se transfieren del arrendatario 
al propietario. Lo mismo sucede con la carga jubilatoria, ya 
que si el arrendatario de un predio rural no hace los aportes 
patronales, el responsable será el propietario. En este caso 
sucede lo mismo y existen antecedentes aunque para otro 
rubro. También hay que asustar un poco y establecer un 
valor alto porque, si no se hace así, sucederá lo mismo que 
con el monte nativo: como la multa no es lo suficientemente 
importante, quienes lo explotan prefieren pagarla -y esto se 
hace conscientemente- porque ya han calculado que es más 
conveniente infringir la norma y continuar con esta activi- 
dad, que seguir adelante con otra producción. Entonces, 
como no se contempla el medio ambiente, la única solución 
es aplicar una multa que los haga pensar dos veces y eso es 
lo que se ha hecho en este caso. Como bien decía el señor 
Senador Arana, estos temas se están planteando en todo el 
mundo porque el cambio climático está presente y, en 
nuestro caso, estamos viviendo la segunda sequía del año 
y no podemos mirar para el costado porque tenemos una 
responsabilidad sobre la tierra en que vivimos. 


Si bien no leí el artículo al que se ha referido el Senador 
Lorier, evidentemente el mismo no se condice con el momen- 
to actual, pues ya nadie en el mundo piensa de ese modo. 
Incluso, hay que destacar que Uruguay tiene normas muy 
leves en este sentido y para confirmarlo bastaría con ver lo 
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que es la normativa de países como Dinamarca, en los que 
para hacer algo sobre la tierra hay que pedir una gran 
cantidad de permisos. Probablemente, quien escribió este 
artículo no tiene esta información, pero hay elementos que 
debemos cuidar en colectivo. Por ejemplo, la deforestación 
de algunas zonas de El Chaco trajo abundancia de mosqui- 
tos, y sabemos todo lo que pasó después. Quiere decir que 
algunos cambios desatan determinadas situaciones y re- 
vertirlas luego es mucho más costoso -mucho más- que 
10.000 Unidades Reajustables, cifra un tanto arbitraria. 
Pues bien, ¿cuál es el organismo técnico que va a controlar 
esto? Si estipulamos una escala de multas -quizás con 
asesoramiento, no digo que no-, hay cierto grado de arbitra- 
riedad. Sin embargo, eso se salva con algún organismo 
técnico que controle. En ese sentido, no sólo el Ministerio 
de Ganadería, Agricultura y Pesca, a través de la RENARE 
y de sus Divisiones que hacen a los suelos, trabajan en el 
tema, sino que también se encargan de ello la DINAMA y la 
DINOT. Quiere decir que tenemos dos Ministerios con los 
que se puede trabajar en el tema y dar una mirada respon- 
sable, máxime en un país de base agropecuaria, donde estos 
problemas son cruciales. 


Creo que está muy bien dar señales fuertes que compe- 
ten a todos. De lo contrario, puede pasar que haya algún 
productor responsable que tome todas las precauciones y 
otro que, por una razón de valor de mercado, de apuro o lo 
que sea, saque una ventaja económica a cortísimo plazo 
generando la mentalidad de que “arregle el que viene”. Una 
vez alguien me dijo: “sé que hay que trabajar la tierra en otro 
sentido con relación a la pendiente pero, como estoy apu- 
rado, que arregle el que viene”. Creo que nosotros nos 
debemos a los que vienen, sobre todo cuando hablamos de 
bienes de esta naturaleza. 


Por todo lo expuesto, considero que este proyecto de ley 
es muy bueno y lo voy a votar con mucho entusiasmo, pero 
quería dejar esta constancia porque esta es una discusión 
muy importante, de las que me gusta dar en el Parlamento. 


SEÑOR LEZAMA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR LEZAMA.- Señor Presidente: quiero dejar ex- 
presa constancia de mi apoyo a este articulado que se 
proyecta. No debemos olvidar que la Constitución recono- 
ce el derecho de propiedad, pero no con un carácter tan 
absoluto y discrecional, sino que está previsto que por 
razones de interés general haya limitaciones al derecho de 
propiedad. Pero esto no llega ni siquiera a eso porque, en 
los hechos, todos sabemos que hoy en día en el campo se 
está usando el mismo sistema de garantías de los arrenda- 
mientos urbanos. Si el arrendador no tiene confianza sufi- 
ciente en que el arrendatario cumpla con sus obligaciones, 
es posible establecer esa garantía. 


Por otro lado, existe la posibilidad de una multa, que está 
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dentro del régimen jurídico general. Por lo tanto, se va a 
poderrecurrir administrativa o judicialmente cuando se trate de 
una arbitrariedad o una exageración. Además, frente a la si- 
tuación mundial por las consecuencias que traen los cam- 
bios climáticos -que en nuestro país ya se están viendo-, me 
parece que la sociedad tiene el derecho de defender su 
patrimonio, y éstas no son nada más que algunas reglas que 
poco afectan el derecho de propiedad. En consecuencia, 
considero que están bien establecidas y deberían ser apro- 
badas por el Senado, ya que no se está violando ningún 
derecho esencial, sino que están dentro de lo que la 
Constitución permite. 


En definitiva, acompaño con mucho gusto esta propues- 
ta. 


SEÑOR PEREZ.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR PEREZ.- Delas intervenciones realizadas por los 
señores Senadores del Partido Nacional ha quedado claro 
que nosotros estamos enfocando este problema en el sen- 
tido del desarrollo de conciencia con respecto a la enorme 
relevancia de todo lo atinente a la conservación de recursos 
a nivel mundial, regional y territorial, especialmente de 
aquellos recursos de tanta proyección social, como las 
tierras y las aguas. Como ya se ha dicho, compartimos la 
inquietud que da origen a este proyecto de ley, pero deseo 
acotar que el artículo 1” recoge los principios de conserva- 
ción de recursos estratégicos, que luego van a desembocar 
en soluciones como las que contienen las siguientes dispo- 
siciones del proyecto de ley. Mediante esta norma, se 
sustituye el artículo 2* del Decreto Ley N* 15.239, de 1981, 
cuyo primer inciso rezaría: “Todas las personas tienen la 
obligación de colaborar con el Estado en la conservación, 
uso y manejo adecuado de los suelos y de las aguas.” Me 
parece que esta afirmación podría ser más amplia y enérgica, 
pues es obligación de las personas colaborar con el Estado, 
lo que de alguna manera restringe el alcance de dicha 
obligación. A mi criterio, debería expresarse que todas las 
personas tienen la obligación de conservar, usar y manejar 
adecuadamente los suelos y las aguas. La obligación tam- 
bién es del Estado, pero la de las personas se refiere a los 
propios recursos y no pasa exclusivamente por colaborar 
con aquél. Incluso, las personas podrían cumplir con este 
deber en ausencia de acciones conservacionistas adecua- 
das por parte del Estado. 


De todas maneras, en lo esencial, comparto la afirmación 
y la referencia a este deber tan general y de tanta trascen- 
dencia. 


En otro orden de cosas, me gustaría referirme a cómo se 
pasa del principio a las soluciones prácticas. No voy a 
reiterar lo que ya han observado los señores Senadores 
Heber y Moreira; simplemente, quiero comentar que los 
montos a los que pueden llegar las multas son muy altos, 
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sobre todo si se tiene en cuenta que se abarca a los predios 
de toda magnitud y alos propietarios de cualquier potencial 
económico. Pensemos que una multa que pueda llegar a 
10.000 Unidades Reajustables es rigurosísima para predios 
de pequeñas dimensiones y propietarios de reducida capa- 
cidad económica. 


Asimismo, pese a compartir la inquietud general del 
proyecto de ley, objetamos la solución que consta en el 
literal B) del artículo 2”. Este artículo comienza diciendo: “La 
División Servicios Jurídicos del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca en el ejercicio de sus potestades 
sancionatorias desconcentradas...” y en su literal B) expre- 
sa: “Suspensión por hasta un año de habilitaciones, permi- 
sos o autorizaciones para la actividad respectiva.” El hecho 
de que aquí se mencionen permisos o autorizaciones, pero 
también habilitaciones me parece especialmente grave. En 
general la inhabilitación se considera una pena, por lo tanto 
debería quedar a cargo de organismos penales; se trata de 
un organismo administrativo, no de primer orden, que me- 
diante resoluciones impugnables -ante la jerarquía- puede 
llegar a inhabilitar o sea suspender hasta por un año 
habilitaciones de sujetos de cualquier índole, ya sea perso- 
nas físicas o jurídicas. 


Por lo tanto, compartiendo la inquietud del proyecto de 
ley, bien cabe establecer reparos y rechazar la solución 
concreta o, por lo menos, el alcance que se le da. En el caso 
de los contratos que refieren a estos recursos, a la explota- 
ción de la tierra y de las aguas, me parece positiva la 
posibilidad de que exista un depósito de garantía que 
permita hacer efectivas las responsabilidades respectivas 
de los propietarios, pero también de los arrendatarios o de 
quienes se encuentren directamente a cargo de la explota- 
ción de un determinado bien o recurso. 


Por lo tanto, diría que el proyecto de ley no nos merece 
reservas en cuanto a sus móviles y a su orientación, pero 
sí en lo que tiene que ver con las soluciones que arbitra y 
nos parece que debería ser objeto de modificaciones que 
recogieran las observaciones que se han realizado. 


SEÑOR HEBER.- ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR PEREZ.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR HEBER.- No quisiera alargar la sesión ya que 
quedan algunos proyectos por informar y quizás tengamos 
que prorrogar la hora de finalización para poder agotar el 
Orden del Día. Sin embargo, no dejaría de ser una discusión 
interesante si todos expusiéramos, tal como lo hizo la seño- 
ra Senadora Topolansky, nuestros puntos de vista acerca 
de esta situación. Creo que la relación entre el hombre y la 
tierra es muy especial; quien la trabaja y quien vive en ella 
realmente, dado el nexo de propiedad que puede tener de 
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ese predio, tiene cierto sentido de conservación. Salvo en 
algunos casos de ignorancia, no deberíamos excusar la no 
conservación ya que la tierra es un bien común. Aclaro que 
también comparto esta concepción, no de propiedad común 
-para no confundir los conceptos- pero sí de bien común 
que el Estado debe preservar como una de sus obligaciones. 
Creo que cada vez más el Estado debe expandirse y desarro- 
llarse más respecto del cuidado y conservación del medio 
ambiente, de aguas y de tierras. Inclusive, deberíamos 
utilizar todo tipo de tecnología y a ese respecto comentába- 
mos con el señor Presidente acerca de las tecnologías que 
se están utilizando en el mundo a los efectos de fiscalizar el 
tratamiento y el manejo de las tierras. Todo ello es bienve- 
nido porque estamos viviendo una revolución tecnológica 
que nos puede ayudar a esa fiscalización y al control que el 
Estado debe tener sobre el manejo y tratamiento de las 
tierras. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Isaac Alfie.) 


-No discutimos eso porque nos parece bien y estoy 
seguro de que habrá puntos de encuentro entre nosotros en 
cuanto a la necesidad de desarrollar al Estado en estas 
áreas. Sin embargo, nos preocupa la casuística porque 
sabemos que hay propietarios uruguayos que, a modo de 
inversión, en general arriendan sus campos pero no tienen 
esa relación de amor y de cercanía con la tierra. Muchas 
veces se dedican a otra actividad y un caso bastante común 
es el de los médicos. Sabemos que muchos de estos profe- 
sionales han obtenido ganancias y han tenido oportunidad 
de invertir en el campo; en lo que me es personal, prefiero 
que sea así y no que las dejen en el sistema financiero. No 
creo en las ganancias que puedan generar solamente 
-podemos constatarlo por lo que ha pasado en el mundo- 
niveles de seguridad. Tal vez sea una seguridad inmobiliaria 
que puede llevar a elevar los precios de la tierra, es cierto, 
pero ¿es responsable del manejo de la tierra? Me da la 
sensación de que esto no queda claro en el proyecto de ley. 


Alfinal del artículo 1” se dice: “y en todos los casos será 
solidariamente responsable el propietario del predio.” Qui- 
zás, el propietario del predio, que no conoce el tema o que 
hizo una inversión inmobiliaria, cuando note que han trata- 
do mal su suelo sea quien litigue contra el arrendatario. 
Reitero que no he notado que haya gente que trabaje la 
tierra y viva en ella que tenga un uso irresponsable de la 
conservación de suelos. Nadie cuida mejor su tierra que el 
propio dueño salvo que, como dije antes, puedan existir 
casos de ignorancia, aunque pueden ser contados con los 
dedos de la mano. 


Quiero decir que comparto el proyecto pero me parecería 
hasta más importante que obligáramos a que en los contra- 
tos de arrendamiento se incluyera una cláusula que dijera 
que en todo tipo de contrato se deben cuidar y conservar 
el suelo y las aguas, que hacer responsable al propietario 
que muchas veces ni siquiera sabe cómo realizar esta con- 
servación porque no ha trabajado la tierra ni es una persona 
que ha nacido en ese medio. Frente a inversores extranjeros 
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como los que tenemos, prefiero que no castiguemos al 
propietario que opta por invertir en la tierra y quiere hacerlo 
en nuestro país para generar trabajo y no optar por un fondo 
de inversión extranjero ¡vaya uno a saber dónde! 


Me parece que este proyecto de ley no trata con equidad 
a quien destruye y a quien no sabe que están destruyendo 
su propiedad; este es nuestro cuestionamiento. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ec. Isaac Alfie).- Puede continuar 
el señor Senador Pérez Antón. 


SEÑOR PEREZ ANTON.- He terminado, señor Presiden- 
te. 


SEÑOR ABREU.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ec. Isaac Alfie).- Tiene la palabra 
el señor Senador Abreu. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Senador? 


SEÑOR ABREU.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ec. Isaac Alfie).- Puede interrum- 
pir la señora Senadora Topolansky. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Señor Presidente: con rela- 
ción al último punto que señalaba el señor Senador Heber, 
quiero destacar que en ocasión de discutir la Ley de Orde- 
namiento Territorial -y debido a que existe en la normativa 
de otros países- se abordó el tema de la obligación de que 
en los contratos los escribanos detallaran todas las protec- 
ciones que las leyes de ordenamiento territorial establecen 
sobre un padrón. Por cierto, ese tema se analizó muy bien a 
nivel de Comisión y, entre otros argumentos, los escribanos 
alegaban que ellos no podían incluir ese “chorrete” de 
condiciones en los contratos. Al final, ese elemento no se 
incluyó en la ley. Sin embargo, me parece que de algún modo 
se debe hacer cumplir esa exigencia. Por ejemplo, yo hablé 
del monto de la multa en el sentido de que debemos tener “el 
ojo abierto” y voluntariamente lo vamos a incluir en el 
contrato de arrendamiento, con lo que en mi opinión se 
podría lograr el mismo efecto que, por cierto, no es ircontra 
la producción. Por el contrario, la producción se tiene que 
pensar en el correr del tiempo. Por eso, si maté un suelo 
-porque se puede matar un suelo-, como objeto de produc- 
ción queda fuera de la realidad. Llegado a este punto, cabe 
reiterar el ejemplo que di anteriormente relacionado con el 
monte nativo, donde la multa es relativamente chica; por lo 
tanto, se opta por talar el monte y pagar la multa. 


En definitiva, uno aprende de lo que nos dice la realidad. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Ec. Isaac Alfie).- Puede continuar 
el señor Senador Abreu. 


SEÑOR ABREU.- Señor Presidente: simplemente quisie- 
ra hacer un comentario de carácter general sobre un punto 
al que ya han hecho su aporte otros señores Senadores. 


En general, existe la tendencia a legislar sobre aspectos 
puntuales y en aquellos relacionados con determinadas 
áreas específicas. Por ejemplo, todavía no tenemos entre 
todos, el Código de Aguas. Por cierto, rige un Código de 
Aguas que es del año 1925. Pero, en realidad, lo que tenemos 
son compartimentos estancos de determinadas estructuras 
del Estado que participan en forma aislada -ni siquiera 
complementaria-, por ejemplo, la Dirección Nacional de 
Hidrografía, los Ministerios de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente y de Industria, Energía y 
Minería. En síntesis, lo que nos está faltando es la concre- 
ción de un esfuerzo de carácter sistémico para ir acompa- 
ñando en cada una de estas soluciones los temas vincula- 
dos al tronco general, que es el que define el artículo 47 de 
la Constitución de la República. 


Cuando hablamos del uso y manejo de suelos y de aguas, 
se trata de un tema muy puntual, pero cuando parece que el 
control lo va a realizar el Ministerio de Ganadería, Agricul- 
tura y Pesca, queda exclusivamente en esa competencia y, 
porlo tanto, reducido al concepto que este Ministerio tiene 
en cuanto a la conservación de suelos. Lo mismo ocurre con 
la minería. ¿Qué pasa con los recursos naturales que se 
manejan sobre los que todavía estamos a la espera de una 
solución? Lo digo porque en lo que me es personal, infruc- 
tuosamente traté de reglamentar la Ley de Minería de la 
década del 70 -cabe acotar que el proyecto está disponible- 
para que realmente se contemplen los recursos naturales. 
La Ley de Minería es una ley que incluye elementos muy 
fuertes con relación al derecho de propiedad -todos sabe- 
mos que afecta a la superficie y al superficiario-, a tal punto 
que cualquier persona puede declarar la existencia de un 
recurso en el subsuelo, con lo cual ya adquiere el derecho 
aexplotar, a la prospección, y atodo lo demás. En realidad, 
este es un tema de fondo que está muy vinculado a la 
protección del medio ambiente y que también integra, a 
veces, la unidad de explotación agropecuaria. Digo esto 
porque, precisamente, en el departamento de Artigas se 
produce una gran alternancia de lo que son los recursos 
mineros y los de la explotación agropecuaria tradicional. 


Más allá de que uno puede ver que el mandato de la 
Constitución se va cumpliendo, nuestra preocupación es 
que esta visión exclusivamente sesgada va a quedar como 
una especie de control policíaco sobre quienes no tengan 
la debida conducta de protección de los suelos y aguas; 
entre otras cosas, quizás, pueda ocurrir que ni siquiera 
tengan la posibilidad de entender en el ámbito de la compe- 
tencia general cómo es el concepto de política de aguas. Esa 
política de aguas es el tema vinculado a las aguadas, a los 
arroyos y a los recursos del subsuelo. Por ejemplo, el 
Acuífero Guaraní, que hoy se ubica en el norte del país, o 
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sea, en la parte basáltica, ¿se incluye en este tema? ¿Con qué 
criterios generales se aplican las políticas de aguas de esta 
naturaleza? 


Si bien compartimos estas ideas, nuestra preocupación 
-como dije antes- es que se comience a trabajar en 
compartimentos estancos y terminemos en situaciones vin- 
culadas exclusivamente a una unidad ejecutora del Estado, 
es decir, en el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, 
que además le otorga al servicio jurídico la posibilidad de 
aplicar no sólo sanciones desde el punto de vista económi- 
co -que pueden ser manejadas y estudiadas-, sino también 
una discrecionalidad que realmente me preocupa mucho, no 
sólo por el tema de los derechos de propiedad sino por el 
tema de la explotación. Digo esto, porque en el texto del 
proyecto de ley se expresa: “Suspensión por hasta un año 
de habilitaciones, permisos o autorizaciones para la activi- 
dad respectiva”. ¿Qué quiere decir “actividad respectiva”? 
¿Es la agropecuaria? ¿Es la de explotación de determinado 
inmueble? Además, cuando un integrante de los servicios 
jurídicos de un Ministerio decide, por ejemplo, “usted, 
durante un año no puede trabajar”, en mi opinión, está más 
allá de la sanción correctiva, pues en otras palabras le está 
diciendo “usted tiene la sentencia de muerte en su activi- 
dad”. ¿Quién puede vivir un año suspendido, si se sabe que 
una sequía de tres o cuatro meses termina con una explota- 
ción agropecuaria? ¿Cómo no lo va a hacer una suspensión 
administrativa desde el ámbito de un Ministerio y en manos 
de un servicio jurídico, que podrá tener conocimiento y 
respaldo técnico, pero que queda con una fuerza y un poder 
en el que la discrecionalidad y la subjetividad empiezan a 
sustituir las garantías de los ciudadanos frente al Estado? 


Por lo tanto, no se trata simplemente de estar en contra 
de este sistema porque el interés general, e incluso el 
derecho de propiedad tiene su limitación -porque, de alguna 
manera, hay valores por encima del ejercicio estricto del 
derecho de propiedad- sino de que, aun siendo loable la 
intención tendríamos que trabajar en forma sistémica para 
que, incluso, el Ministerio de Industria, Energía y Minería 
pueda participar y analizar temas como los que menciona- 
mos, así como el de Transporte y Obras Públicas a través de 
su servicio de Hidrografía, con una política de aguas que 
hoy está en los anaqueles del pasado, pero que va a ser el 
futuro del país en su visión estratégica. 


Si no nos sentamos a conversar sobre el recurso agua, 
si no tratamos al resto de nuestros recursos naturales con 
una visión sistémica, vamos a ir creando y dibujando el 
cuerpo con el tamaño del dedo, o sea, dibujando de a poco. 


Esta es mi preocupación y la reflexión que quería dejar 
sobre este tema en el sentido de que bien podríamos empe- 
zar a trabajar, convocando a los Ministerios y analizando 
las posibilidades de avanzar que tiene este Código de 
Aguas; también podríamos analizar la reglamentación de la 
Ley de Minería, cómo está funcionando el sistema de admi- 
nistración del Acuífero Guaraní entre los cuatro países, más 
allá de que Brasil utiliza el porcentaje más alto y lo está 


464-C.S. 


contaminando en forma ostensible con absoluta irrespon- 
sabilidad y nosotros no lo podemos controlar. 


Todo esto no es con la intención de tirar la pelota hacia 
adelante; a veces, parece que la mejor forma de oponerse a 
algo es tratando de enredar la cuerda. No; lo que intentamos 
es buscar en una política de aguas y de conservación de los 
recursos naturales todas las implicancias que ello tiene. Por 
cierto, este tema contiene aspectos tan importantes como, 
por ejemplo, la caliza, la participación de ANCAP, la posi- 
bilidad de explotación del cemento, los establecimientos de 
cemento que están en el departamento de Treinta y Tres en 
propiedad de grandes empresas brasileñas, los acuerdos 
que se están haciendo en Loma Negra -que ya ha pasado a 
ser propiedad brasileña- y, reitero, la caliza como recurso 
casi único en la zona, o sea, todos temas que debemos 
incluir en las discusiones. Si no comenzamos a aplicar 
sanciones y controles a aquellas empresas que con grandes 
recursos comienzan a extraer desde las entrañas de nuestra 
tierra lo que son parte de nuestra riqueza natural, entonces, 
deberemos enfrentar una serie de dificultades. 


Dichas estas reflexiones, señor Presidente, me queda 
una duda muy grande, no respecto de la filosofía de esta 
iniciativa, sino en cuanto a la forma en que se va a aplicar 
y la parcialidad que significa una iniciativa de este tipo, que 
va creando una distorsión en un enfoque sistémico, que el 
país todavía se debe en el manejo de todos sus recursos 
estratégicos. 


Muchas gracias. 
SEÑOR DA ROSA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ec. Isaac Alfie).- Tiene la palabra 
el señor Senador. 


SEÑOR DA ROSA.- Señor Presidente: quiero señalar 
que comparto íntegramente las reflexiones que acaba de 
hacer el señor Senador Abreu. Tanto para Uruguay, como 
para los países de América Latina en general, la preserva- 
ción de nuestras riquezas y de nuestras reservas naturales 
es un tema estratégico y de primer orden para los próximos 
406 50 años, y hace a la vida misma de nuestros pueblos, 
de nuestros países y de nuestro continente. Es allí donde, 
en gran medida, radican nuestras reservas y nuestro capital 
diferencial frente al mundo desarrollado; es esencial la 
preservación de nuestro suelo y el cuidado de nuestras 
riquezas -como el agua y los recursos naturales que tene- 
mos en nuestro subsuelo-, que forman parte de nuestra 
propia soberanía y de la existencia misma de nuestros 
países en los próximos años. Por tanto, abocarnos a una 
iniciativa de estas características es sin duda relevante, 
aunque comparto lo que dice el señor Senador Abreu en el 
sentido de que estos temas deberían ser objeto de solucio- 
nes legislativas más globales, enmarcadas en políticas ge- 
nerales en la materia. Aquí aparecen entremezclados mu- 
chos temas que tienen que ver con la riqueza del subsuelo 
y con el agua, y estos, a su vez, se vinculan intimamente con 
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la explotación de la tierra, por lo cual tenemos que avanzar 
con políticas globales que enfoquen genéricamente la si- 
tuación. 


No obstante ello, quiero decir que, en función de la 
importancia que adjudicamos desde el punto de vista estra- 
tégico a la preservación de nuestro suelo y de nuestras 
riquezas naturales para los próximos años, compartimos la 
filosofía del proyecto de ley y las soluciones que en él se 
consagran. El único matiz o pequeña preocupación de ca- 
rácter formal que nos planteamos refiere al literal A) del 
artículo 2%, que establece la posibilidad de aplicar multas. 
Obviamente, una norma que pretenda preservar los recur- 
sos naturales y ambientales tiene que establecer sanciones 
punitivas ya que, de lo contrario, quedaríamos en una 
hermosa declaración de principios que no llegaría a nada 
más. Pero aquí estamos legislando en función del interés 
general y, concretamente, de la preservación de valores y 
riquezas importantes para nuestro país, y si no establece- 
mos normas punitivas y sanciones, estaríamos, reitero, 
filosofando sin concretar nada. Entiendo que debemos ser 
cuidadosos cuando aprobamos leyes de este tipo para no 
lesionar los distintos intereses que están en juego; en ese 
sentido, tenemos que ser equilibrados en cuanto a la preser- 
vación de los derechos de cada una de las partes 
involucradas. Al respecto, me preocupa que aquí se esta- 
blezca la responsabilidad del propietario del inmueble que 
no lo estuviera explotando en forma directa. En ese caso, se 
establece que también corresponde una sanción, una multa 
y que, a los efectos de su graduación, se tendrá en cuenta 
la conducta del propietario del inmueble. Creo que esto está 
bien, pero debería precisarse -si no en la ley, al menos en la 
reglamentación- y afinarse lo que se quiere decir mediante 
la expresión “se tendrá en cuenta la conducta” del propie- 
tario. Sabemos que muchas veces los propietarios, sobre 
todo los de pequeños inmuebles, no tienen los mismos 
medios para defenderse frente al uso o la explotación abusiva 
de las tierras y de sus riquezas por parte del gran capital al 
que, naturalmente, lo que le interesa es sacar la mayor 
ganancia posible y busca la máxima rentabilidad para su 
inversión. Ese pequeño propietario -que muchas veces 
tiene posibilidades limitadas y que frecuentemente se ve 
condicionado por las circunstancias económicas o finan- 
cleras que lo ahogan-, aunque no lo quiera y se sienta 
amargado y preocupado por el uso abusivo y destructivo 
que se está haciendo del suelo de su propiedad, muchas 
veces se ve obligado a callarse la boca y agachar la cabeza, 
haciéndose así cómplice de esa situación. 


El planteo que me hago, entonces, es cómo podemos 
establecer en forma más precisa la redacción para que ese 
pequeño propietario pueda defenderse frente a lo que sig- 
nifica la expresión “a los efectos de la graduación de la multa 
se tendrá en cuenta la conducta de éste...”. Por ejemplo, se 
podría facultar al propietario a la rescisión unilateral del 
contrato o a presentar algún tipo de queja o denuncia ante 
la oficina local del Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca para dejar sentada su preocupación sobre el proble- 
ma. La intención es, reitero, buscar la forma de establecer 
con mayor precisión qué pasos puede dar este propietario 
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a los efectos de no quedar en la trampa. Creemos que 
establecer que se tendrá en cuenta la conducta del propie- 
tario es algo muy discrecional y amplio, y necesitamos 
aclarar qué herramientas puede utilizar -sobre todo, reitero, 
el pequeño propietario, que tiene menos medios para defen- 
derse- para que, cumpliendo con determinados requisitos, 
su responsabilidad quede salvaguardada. Hemos visto 
muchas veces la desesperación de los propietarios ante las 
circunstancias financieras -sobre todo en tiempos en que la 
gente enfrenta altos grados de endeudamiento- por la nece- 
sidad de lograr una rentabilidad mínima elemental para 
cumplir con las obligaciones previamente asumidas. Tam- 
bién sabemos que quien viene a buscar una determinada 
explotación intensiva desarrollando una actividad 
agropecuaria, naturalmente busca el mayor rendimiento y la 
mejor rentabilidad, y no siempre lo hace en forma cuidadosa 
o adoptando medidas que atiendan el interés general de la 
conservación del suelo. 


En consecuencia, creo que es muy importante que, si 
esto no se aclara introduciendo la modificación correspon- 
diente en el texto de la ley, por lo menos se tenga en cuenta 
esta circunstancia en la reglamentación y se determine qué 
tipo de herramientas concretas estarán al alcance de ese 
pequeño propietario a los efectos de defenderse frente al 
mal uso que eventualmente se pueda estar haciendo del 
suelo de su propiedad, lo que lo haría pasible de la aplica- 
ción de la multa. Debemos tener en cuenta que ambas partes 
no están en la misma situación en lo que refiere a la respon- 
sabilidad frente al tema. 


Queremos plantear esta preocupación para que sea con- 
siderada -reitero, ya sea a través de algún agregado en el 
artículo correspondiente o a nivel de la reglamentación-, 
dejando expresa constancia del tema porque conocemos, en 
el terreno de la realidad y de la práctica, en los hechos 
concretos, cómo muchas veces se dan estas situaciones y 
el pequeño propietario, forzado por las circunstancias y 
apremiado por compromisos financieros, tiene que agachar 
la cabeza y soportar la presión de quien simplemente busca 
el mayor rendimiento de la explotación, sin importarle mu- 
cho el destino del suelo o la forma en que lo trabaja. 


Compartiendo entonces en general el proyecto de ley y 
reiterando mi coincidencia con el enfoque del señor Sena- 
dor Abreu en cuanto a la necesidad de establecer políticas 
globales que atiendan las reservas de tierra, de agua y de los 
demás recursos naturales de nuestro país, planteo esta 
preocupación puntual para que quede expresa constancia 
en la versión taquigráfica. 


SEÑOR PRESIDENTE (Ec. Isaac Alfie).- No habiendo 
más oradores inscritos, tiene la palabra el Miembro Infor- 
mante, señor Senador Saravia. 


SEÑOR SARAVIA.- Señor Presidente: intentaremos res- 
ponder algunas consultas, informar cómo llega el Ministe- 
rio de Ganadería, Agricultura y Pesca a este proyecto de ley 
-ya que este tema ha recorrido un largo proceso-, aclarar 
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algunas dudas como, por ejemplo, las planteadas por el 
señor Senador Heber en torno a lo que señalé respecto del 
Decreto N* 405, de 2008, que es el queregula todo ese proceso, 
y hacer alusión a algunas discrepancias que existen respec- 
to a la actuación de los servicios jurídicos del Ministerio. 


Quienes nos criamos en la tierra y la sentimos en nuestro 
corazón y pensamiento como un elemento fundamental de 
nuestra vida -incluso, educamos a nuestros hijos en la tierra 
y les ensañamos a trabajarla-, creemos que es poco todo lo 
que se haga por defender un recurso que no nos pertenece, 
sino que es de nuestros nietos; también consideramos que 
es esencial la participación del Estado, es decir, de toda la 
sociedad. 


Este proyecto de ley que tenemos a consideración y que 
modifica o sustituye el artículo 2* del Decreto-Ley N* 15.239, 
es una herramienta fundamental para generar un proceso 
que, en definitiva, fomenta la protección de aguas y suelos 
en el Uruguay. Aquellos que somos técnicos porque hemos 
sido formados en agronomía, conocemos la evolución del 
proceso agrícola en el mundo y en el Uruguay, y sabemos 
lo que ha sucedido en Europa y en China, como así también 
tenemos información respecto de la situación de contami- 
nación generada en las cuencas agrícolas de Estados Uni- 
dos con mecanismos que han venido revolucionando la 
producción de granos. A nuestro país le tocó, como a toda 
la región, la última reserva agrícola. La soja transgénica 
resistente a los glifosatos ha provocado una revolución de 
producción por hectárea impresionante, como los maíces 
Bt, que superan en dos y tres veces la producción de maíces 
comunes por hectárea; y si es con riego, esta relación es 
mucho mayor. A través de la propia producción del arroz 
integrada con la ganadería se busca recuperar campos, 
porque en el pasado, una agricultura intensiva en materia de 
arroz significaba que luego debía dejarse descansar la tierra 
alrededor de cuatro años. En cambio, hoy se puede producir 
ganadería asociada con praderas, lo que permite utilizar la 
tierra durante mucho más años y recuperar los campos en la 
mitad del tiempo. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Moreira) 


-Indudablemente, en ese sentido se han mejorado las 
técnicas, pero ha faltado mucha información; a veces, el 
pequeño o mediano productor no tiene acceso a la informa- 
ción, aun cuando se la pueda encontrar en Internet o en los 
distintos institutos de investigación que durante años han 
funcionado en el país. En definitiva, se trata de técnicas que 
pueden llevar adelante los productores asociados con sus 
técnicos o agrónomos, pero es necesaria la transferencia de 
más información para corregir prácticas que en el pasado 
-y también en el presente- han generado situaciones 
preocupantes en lo que tiene que ver con la contaminación 
por glifosatos y pesticidas, así como por la existencia de 
cuencas de agua afectadas por las derivas de los propios 
elementos utilizados en la agricultura o la ganadería. Pen- 
semos lo que significa la alta contaminación derivada de los 
tambos, sobre la cual ya se está trabajando. Por ejemplo, 
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hay tambos que cuentan con plantas potabilizadoras de 
agua y de residuos, porque es sabido que uno de los 
elementos más contaminantes que existen sobre la tierra lo 
constituyen los tambos, pero una vez más digo que toda 
esta temática ha sido estudiada y trabajada en nuestro país. 


¿Cómo se llega a este proyecto de ley? Todos recordarán 
que en el Senado votamos la ley de descentralización 
agropecuaria, mediante la cual se crearon las Mesas de 
Desarrollo Rural y el Consejo Agropecuario. En esas Mesas 
de Desarrollo Rural se comenzaron a discutir todos estos 
temas, con intervención del INIA y la Facultad de Agrono- 
mía. Se realizaron 20.000 trípticos a color sobre la conserva- 
ción de suelos y agua con la intención de transferir la 
tecnología de hoy a los productores, de modo que llegue 
masivamente a aquellos sectores que por su capacidad 
económica o de distancia no acceden a la información ya 
que, en algunos casos, ni siquiera cuentan con un ciber en 
las inmediaciones. También se confeccionaron 5.000 afiches 
de colores y spots audiovisuales cuyo título es “Producir 
conservando”. En primera instancia se generó una campa- 
ña, surgida a raíz de la discusión en las Mesas de Desarrollo 
Rural en las que, como recordaremos, tienen participación 
los productores, las Intendencias, las Juntas Locales y el 
propio Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. Insis- 
to: allí se dio un debate sobre este tema, sobre cómo 
informar y sobre lo que debía hacerse de aquí en adelante 
en materia de conservación de suelos y agua en el país. Se 
entendió que lo primero eran la información y la discusión, 
de manera que el productor tomara conciencia de esta 
problemática. Posteriormente, se llevó a cabo un 
relevamiento a nivel nacional, cuya conclusión es que el 
30% del territorio nacional -estamos hablando de casi 
5:000.000 de hectáreas, nada más ni nada menos que donde 
se producen frutas, verduras, hortalizas y los granos de 
secano- está impactado por todo esto. Tengamos en cuenta 
que esa tierra podría producir un 30% más si tuviera niveles 
de degradación nulos o mínimos. Evidentemente, esto tiene 
un impacto muy importante sobre el Producto Bruto Interno 
agropecuario y el Producto Bruto Interno del Uruguay. Vale 
recordar que hasta hace cinco o seis años el Producto Bruto 
Interno agropecuario no significaba más del 15% del Pro- 
ducto Bruto Interno del país, mientras que hoy ese porcen- 
taje asciende al 46%. Quiere decir, señor Presidente, que 
estamos hablando de la principal herramienta de construc- 
ción de la economía del país, que es la tierra, el suelo y el 
agua. 


De acuerdo con el resultado de estas inspecciones, hay 
un 48% que no comete infracción; a propósito, luego nos 
referiremos al funcionamiento de este mecanismo -en mate- 
ria de multas y en lo que hace a la intervención del servicio 
jurídico- a nivel del Ministerio. Las faltas leves alcanzan al 
30%, y merecen apenas el apercibimiento de los técnicos. 
Por su parte, las faltas moderadas representan el 17%, 
mientras que las graves constituyen el 3,5%; a estos casos 
se los ha multado a través del viejo régimen instituido en la 
ley, que prevé un tope de 2.000 Unidades Reajustables. Por 
último, cabe señalar que las faltas muy graves ascienden al 
1%. Se ha constatado, por ejemplo, que el 54% de las malas 
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prácticas detectadas refieren a desagiles y concavidades, 
discriminadas de la siguiente manera: un 32% por aplicación 
de herbicidas en desagiies; un 19% en lo que tiene que ver 
con laboreo de desagiles y concavidades, y un 3% por malas 
dimensiones de desagúes. Repito, esto constituye el 54% 
de lo que hoy se constata como degradación de agua y 
suelos en el Uruguay. Debemos tener en cuenta que aquí 
hay un elemento muy importante y por ese motivo el Minis- 
terio apuntó a la información, a la concientización y al 
trabajo de los técnicos, antes de llegar a instrumentar un 
proyecto de ley, más allá del decreto del 2008 al que ya 
hemos hecho referencia. En concreto, el informe técnico 
elaborado a través de todos estos años señala que esto 
denota la insuficiencia de conocimientos técnicos y plani- 
ficación de las chacras. Quiere decir, entonces, que hay 
falta de información y previsión en los propios técnicos y 
productores a nivel de las chacras. Sin duda, aquello de que 
los técnicos tenemos que estudiar todos los días sigue 
vigente en este tema, porque la agricultura, junto con la 
tecnología y la biotecnología, avanzan día a día. 


Por otra parte, vale la pena explicar cómo funciona todo 
este mecanismo a nivel del Ministerio. No es por sí y ante 
sí que los servicios jurídicos del Ministerio aplican las 
multas; a nivel de Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca existen la Dirección General de Recursos Naturales 
Renovables y la División de Suelos y Aguas, que son las 
que elaboran todos los procesos de estudio que se han 
dado en este sentido. A partir de esas constataciones es 
que se hacen los informes técnicos prácticos en los que se 
incluye la situación de las multas y el estudio del productor 
o arrendatario que tiene que ver con ese predio. Al respecto, 
durante estos dos últimos años los técnicos realizaron un 
estudio y encontraron que entre 1996 y 2004 se labraron 
ciento veintiséis actas de inspección y en el año 2008, 
ciento veinticinco. Ello significa que en un año se hizo lo 
mismo que entre 1996 y 2004. En esa oportunidad se cons- 
tató la gradualidad de la situación de los productores en el 
manejo de sus chacras o de sus campos. Por lo tanto, nos 
queda la tranquilidad de que los servicios jurídicos -por 
supuesto que los abogados no tienen por qué ser agróno- 
mos ni conocer el tema- van a aplicar multas de acuerdo con 
lo que diga la Dirección General de Recursos Naturales 
Renovables y la División Suelos y Aguas, que son los 
ámbitos que tienen los técnicos que hacen las inspecciones 
y los informes, en los que se incluye la gradualidad de la 
sanción a imponer. Como decía, el 48,5% de las inspeccio- 
nes no constataron infracciones; en el 30% de los casos 
hubo faltas leves -solo se les hizo un apercibimiento, se les 
dio información y se confeccionó un acta de antecedentes 
a fin de poder constatar si en el futuro el productor infringe 
más la ley o genera más degradación-; el 17% tuvo faltas 
moderadas sin multas y con observaciones, con suspensio- 
nes de menor plazo; el 3,5% tuvo faltas graves con multas; 
y el 1% tuvo faltas muy graves. 


A partir del surgimiento de este proyecto de ley que 
modifica el Decreto-ley de 1981, también aparecen las mo- 
dificaciones sustantivas al nuevo Decreto Reglamentario 
N* 405/08. Como le decía al señor Senador Heber, en el literal 
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A) se hace referencia a prácticas inadecuadas de suelos, 
agrupadas en tres categorías. En ese sentido, los técnicos 
tienen un nivel de caracterización de las situaciones según 
sea siembra directa, laboreo general de tierras o todo tipo 
de circunstancia de laboreo. A partir de eso es que se hace 
la constatación con la que los técnicos preparan un informe 
técnico para que los servicios jurídicos del Ministerio apli- 
quen la multa. Asimismo, el Ministerio de Ganadería, Agri- 
cultura y Pesca considera fundamental que los propietarios 
tengan en cuenta la Ley N” 16.223, de 22 de octubre de 1991 
-normas para los contratos que se otorguen con destino a 
explotación agrícola, pecuaria y agropecuaria-, cuyo artícu- 
lo 6* estipula la obligatoriedad del arrendatario en cumplir 
con las prácticas de manejo indicadas en la normativa legal 
sobre suelos. El incumplimiento, debidamente certificado 
por el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, es 
razón suficiente para la rescisión del contrato. La Ley 
N* 16.223, de 22 de octubre de 1991, prevé la rescisión del 
contrato por la falta que el Ministerio de Ganadería, Agri- 
cultura y Pesca estipula como grave en el caso de uso de 
suelos y aguas. O sea que también está cubierto el propie- 
tario de la tierra. 


Más allá de todo eso, el Ministerio ha mencionado que 
algunos elementos que están en el marco general de la ley 
se incluirán en el aspecto reglamentario del decreto. En el 
Decreto N* 405, con la mención a la Ley N” 16.223, queda 
claro cómo se prevé el manejo de estas circunstancias. 


En definitiva, creo que ha sido un muy buen debate y, 
realmente, el tema lo merece. El Senado de la República le ha 
dado la real dimensión, ya que el 85% de las divisas del país 
provienen del sector agropecuario y de las cadenas 
agroproductivas, que emplean a más del 75% del total de la 
mano de obra. ¡Si será importante, que todos vivimos de 
eso! 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Carlos Moreira).- Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar en general el proyecto 
de ley. 


(Se vota:) 

-16en23. Afirmativa. 

En discusión particular. 

En consideración el artículo 1”. 


SEÑOR XAVIER.- Formulo moción para que se suprima 
la lectura y se vote el articulado en bloque. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Carlos Moreira).- Se va a 
votar la moción formulada. 
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(Se vota:) 
-20 en 23. Afirmativa. 


Sino se hace uso de la palabra, se va a votar el articulado 
en bloque. 


(Se vota:) 
-16en 23. Afirmativa. 


Ha quedado aprobado el proyecto de ley, que se comu- 
nicará a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado) 


SEÑORA XAVIER.- Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Carlos Moreira).- Tiene la 
palabra la señora Senadora. 


SEÑORA XAVIER.- He votado con satisfacción porque 
entiendo que la Cámara ha dado un nuevo paso en materia 
de protección de nuestros recursos estratégicos. Sin duda, 
tendremos una nueva instancia importante cuando la Comi- 
sión de Vivienda y Ordenamiento Territorial envíe a este 
Plenario el proyecto que tiene a estudio sobre política 
nacional de aguas. 


SEÑOR ARANA.- Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Carlos Moreira).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR ARANA.- Hago mías las palabras de la señora 
Senadora Xavier y agrego que este proyecto de ley tiene el 
mismo espíritu que la Ley de Ordenamiento Territorial. En 
definitiva, se trata de un apoyo a los propietarios respon- 
sables y conscientes respecto a sus tierras. Creo que esto 
beneficia al país y a aquellos propietarios que son plena- 
mente responsables de los bienes que tienen, en favor de 
sus descendientes y, desde luego, del país. 


SEÑORA TOPOLANSKY .- Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Carlos Moreira).- Tiene la 
palabra la señora Senadora. 


SEÑORA TOPOLANSKY.- Quiero dejar constancia de 
que hago acuerdo con las faltas que todavía tenemos en 
cuanto a los temas referidos a la minería y a las aguas 
profundas. Me parece que está bien que se señale esta falta 
y la posibilidad de encararlos. 
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Asimismo, quiero decir que la policía territorial es un 
aspecto ya previsto en la Ley de Ordenamiento Territorial. 


SEÑOR VAILLANT.- Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Carlos Moreira).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR VAILLANT.- Quiero proponer que, mientras se 
continúa con la sesión, se pongan a votación las tres 
pensiones graciables incluidas en el Orden del Día. 


(Apoyados) 


20) SEÑOR JOSE ERMAN MICHALOVICAITE. PEN- 
SION GRACIABLE 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Carlos Moreira).- De acuerdo 
a la sugerencia planteada por el señor Senador Vaillant, la 
Mesa se permite ingresar al asunto que figura en el lugar 
decimotercero del Orden del Día: “Proyecto de ley por el que 
se concede una pensión graciable al señor José Erman 
Michalovicaite. (Carp. N” 1474/09 - Rep. N* 1028/09)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 1474/09 
Rep. N* 1028/09 


Ministerio de Educación y Cultura 
Ministerio de Economía y Finanzas 


Montevideo, 27 de marzo de 2009. 


Sr. Presidente de la 
Asamblea General. 


Sr. Presidente: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo con el objeto de someter a su consideración el 
adjunto Proyecto de Ley, por el que se concede una pensión 
graciable al Sr. Jose ERMAN MICHALOVICAITE. 


Con su vasta y relevante trayectoria en las artes plásti- 
cas, José Erman, -nombre y apellido con los que es recono- 
cido nacional e internacionalmente-, ha contribuido al pres- 
tiglo y enriquecimiento de nuestro acervo cultural. 


Ha participado en Salones Oficiales del Ministerio de 
Educación y Cultura, Salones Municipales de Artes Plásti- 
cas, Salones Nacionales y ha recibido numerosísimos Pre- 
mios, Distinciones y Méritos. 


Las obras de José Erman se han conocido a través de 
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múltiples exposiciones individuales y colectivas, en el país 
y en el exterior, a lo largo de varias décadas. 


Artista plástico polifacético ha transitado distintas téc- 
nicas en la pintura, así como ha incursionado 
destacadamente en el dibujo, el grabado, el volumen. Ha 
transitado por diversos géneros y en todos ellos plasmó su 
talento creativo, su peculiar sensibilidad y su sutil y sagaz 
percepción de la realidad. 


Cabe recordar además -entre otras- su tarea como docen- 
te en distintas instituciones, su actividad como Conserva- 
dor y Restaurador de Pintura en el Mueso Municipal de 
Bellas Artes “Juan Manuel Blanes”, su carácter de miembro 
fundador de varios Centros Culturales y su actuación como 
Jurado en varias Muestras de Artes Plásticas entre los años 
1969 y 2006. 


Por último, es imposible no hacer mención a otra faceta 
de este distinguidísimo artista plástico, la de bailarín, y en 
la que es además, y sin lugar a dudas, un pionero en su 
especialidad: la danza del tango. Comparte desde la década 
del 50, su quehacer pictórico con sus cualidades de desta- 
cado bailarín y conocedor erudito de este género. 


Crea en 1989 la Primer Escuela de Baile de la institución 
Joven Tango. 


Conforma y dirige el Grupo “Tango - Danza 89”, realizan- 
do numerosas exhibiciones artísticas nacionales e interna- 
cionales. 


Esta manifestación artística encuentra también en José 
Erman un creador, un hacedor, incansable. Organiza y rea- 
liza numerosas exhibiciones artísticas nacionales e interna- 
cionales, participa individualmente en festivales y repre- 
senta oficialmente al Uruguay en la III Cumbre del Tango. 
Dirige, coordina, enseña. Impulsa así el renacimiento de 
esta expresión rioplatense ubicándola tras más de tres 
décadas de ausencia en los primeros planos de interés. 


Concluyendo, corresponde destacar, que entre otros 
reconocimientos y distinciones oficiales que ha recibido, se 
destacan el Primer Premio Pintura -Medalla de Oro- “Univer- 
sidad de la República” y recientemente el “Premio Nacional 
de Danza 2005”, otorgado por el Consejo Internacional de 
la Danza (CID-UNESCO) y su filial Uruguay por su trayec- 
toria artística y docente y su aporte al país en el área del 
Tango. 


Actualmente este emérito artista uruguayo atraviesa 
una difícil situación económica y debe afrontar, además, 
problemas de salud, extremos todos que se han probado 
fehacientemente y que justifican ampliamente la presente 
iniciativa. 


El Proyecto de Ley, en su artículo Primero, incluye el 
nombre del beneficiario así como el monto de la pensión. En 


5 de mayo de 2009 


su artículo Segundo, establece que la erogación resultante 
será atendida por Rentas Generales. Asimismo, a efectos de 
la tramitación ante el Banco de Previsión Social, se incluye 
en el texto, el número de Cédula de Identidad del beneficia- 
rio. 


El Poder Ejecutivo saluda al Presidente de la Asamblea 
General con su más alta consideración. 


RODOLFO NIN NOVOA, Vicepresi- 
dente de la República en ejercicio de la 


Presidencia; María Simon, Alvaro 
García. 


PROYECTO DELEY 


Artículo 19.- CONCEDESE una pensión graciable al 
Sr. José ERMAN MICHALOVICAITE. Cédula de Identidad 
N? 539.230-7, equivalente a cuatro bases de prestaciones y 
contribuciones. 


Artículo 2.- PRECISASE que la erogación resultante, 
será atendida por Rentas Generales. 


Artículo 3”.- COMUNIQUESE, publíquese, etc. 


María Simon, Alvaro García. 


ANTECEDENTES 
José Erman - Artista Plástico 
Nace en Montevideo - Uruguay en 1936. Autodidacta. 


Creador de la Policromina: su técnica pictórica perso- 
nal. 


Desde 1960 ha realizado numerosas exposiciones colec- 
tivas eindividuales, nacionales e internacionales. Premiado 
y seleccionado en salones oficiales, municipales, institu- 
ciones privadas y artístico-culturales. 


Incursiona en la técnica del grabado (medalla de oro) y 
la escultura (Monumento a la Educación). 


Trayectoria artística: 


Participación en Salones de Artes Plásticas 


D SALONESOFICIALES DEL MINISTERIO DEEDUCA- 
CION Y CULTURA 


- Salones Nacionales de Artes Plásticas y Visuales: de 
1966-69-70-72-73-74-75-76-77-78-79-80-81-82 y 83. 
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1971 
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Concurso de Becas Anuales - Salones Nacionales de 
1965 y 1966. 


Artistas Jóvenes - Exposición Interior del País - 1967. 


Exposición XXX Salón Nacional - Museo de Arte 
Moderno, Bs. As., Argentina 1969. 


Salones Departamentales de Artes Plásticas y Visua- 
les: Dpto. San José: 1983 y 1985. 


SALONES MUNICIAPLES DE ARTES PLASTICAS 


Montevideo -años: 1971-72-73-74-76-77-78-79-80 y 
81. 


Maldonado - año 1982. 


Artigas - año 1975. 


SALONES NACIONALES DE PRIMAVERA -- DPTO. 
SALTO 


Años: 1972-73-74-75-76-77-78 y 79. 


BIENALES NACIONALES DE PRIMAVERA -DPTO. 
SALTO 


Años: 1981-1983 y 1985. 


Premios Distinciones y Méritos 


Museo Nacional de Bellas Artes - Distinción: adqui- 
sición. 


Concurso “Lenguas de Diamante” - Círculo Angel 
Falco Premio mención especial. 


Salón Municipal de Artes Plásticas - Premio adquisi- 
ción. 


Salón Municipal de Primavera-Dpto. Salto - Mención 
medalla de bronce. 


Salón Municipal de Artes Plásticas - Premio adquisi- 
ción. 


1974 


1975 


1976 


1977 


1978 


Salón Nacional de Artes Plásticas y Visuales - Pre- 
mio adquisición. 


Salón Municipal de Artes Plásticas - Premio adquisi- 
ción. 


Salón Municipal de Artes Plásticas - Premio adqui- 
sición. 


Salón Nacional de Primavera-Dpto. Salto - 2% Premio 
-Medalla de oro- grabado. 


Concurso Salón del Poema Recreado - Premio “Pe- 
dro Figari”. 


Salón Nacional de Artes Plásticas y Visuales - Pre- 
mio adquisición. 


Salón Nacional de Primavera-Dpto. Salto - Premio 
mención honorífica. 


Salón Nacional de Artes Plásticas y Visuales - Pre- 
mio adquisición. 


Gran Salón Municipal de Artes Plásticas, Country 
Club, Atlántida - Medalla. 


Concurso Poema Color - Premio “Carlos María 
Herrera”. 


Salón Nacional de Primavera-Dpto.Salto - 1? Premio 
Pintura “Universidad de la República” Medalla de 
Oro. 


Gran Salón Municipal de Artes Plásticas, Country 
Club, Atlántida - Medalla. 


Salón Nacional de Artes Plásticas y Visuales - Pre- 
mio adquisición. 
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1989 


1996 


2004 


5 de mayo de 2009 


Escuela teatral “Fernán Silva Valdés” - Diploma. 


Salón Municipal de Artes Plásticas - Premio adquisi- 
ción. 


Muestra de Oleos Banco de la ROU - dos 6” premios. 


Salón Nacional de Artes Plásticas y Visuales - Pre- 
mio Adquisición. “Gomensoro y Castells”. 


Premios al Mérito otorgados por la Asociación Cul- 
tural Oriental - Club Uruguay - Premio “Mérito Orien- 
tal”. 


Artistas Judeo-Uruguayos - Embajada de Israel - 
Medalla. 


Salón de Arte Carabelle - Premio medalla “Arco de 
Triunfo”. 


IX Salón Leonístico de Artes plásticas de la Juven- 
tud - Asociación Internacional Club de Leones - 
Diploma de Honor. 


Grupo Diálogo - Sociedad Argentina de Artes, Letras 
y Ciencias - Medalla. 


Círculo de Artes y Letras Angel Falco - Medalla. 


Centro de Acción y Desarrollo Educativo (CADE) - 
Ateneo de Montevideo - Medalla. 


Centro Lituano del Uruguay - Medalla. 


Ateneo del Grabado 2004 - “Premio de Bronce”, Di- 
ploma de Honor. 
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2005 


- Club de Leones Montevideo Buceo - Plaqueta de 
Reconocimiento. 


Exposiciones Internacionales 


1) II Feria Internacional de Artes Plásticas - Centro de 
Artes y Letras “El País” - Punta del Este - 1967. 


2) 1*? Feria Artística Cultural e Internacional - La Paz, 
Uruguay - 1967. 


3 


== 


Artistas del XXX Salón - Museo Nacional Argentino 
- Bs. As. - 1969. 


4) “Expo Art 69” Grupo Uruguaio - Galeria de Arte 
“Sete Povos” - Porto Alegre - 1969. 


5) “Sala Uruguay” - Museo Provincial de Lugo - España 
- 1972. 


6) Exposición “Gravadores Uruguaios” - Museu Da 
Gravura Brasilera - 1979, 


7) Exposición Internacional “Arte y Ciencia” - Punta del 
Este - 1980. 
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“Muestra y Congreso Internacional de la Educación” 
- Uruguay - 1980. 


9) Exposición de la Pintura Uruguaya - Argentina - 
Comisión Nacional de Artes Plásticas y Visuales - 
1981. 


10) “Retrospectiva” - Academia Porteña del Lunfardo” - 
Bs. As. - 1989. 


11) 1? Salón de Artistas Invitados Latinoamericanos - 
Curso Centro de Artes Integrales - 1993. 


Exposiciones Individuales 


1) “Imagénes Psicovisuales” - Facultad de Humanida- 
des y Ciencias - 1962, 


2 


=— 


Galerías de Arte “Renny” - 1966. 


3) Homenaje a Julio De Caro - Cine Universitario - 1967. 


4) Teatro Palacio Salvo - 1969. 


== 


5) Salón Tropical - Punta del Este - 1970. 
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6) Centro de Artes y Ciencias - Subte Municipal - 1971. 


7) “Cristología” - Salón de Actos - Ministerio de Edu- 
cación y Cultura - 1974. 


8) “Cristología” - Salón Rosado - Club Brasilero - 1975. 


9) “Cristología” - Salón Jockey Club - 1978. 
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“Cristología de José Erman” - Exposición y Conferen- 
cia - Panorámico Municipal - 1984. 


11) “Pinturas” - Panorámico Municipal - 1986. 


12) “El Tango” - Círculo “Angel Falco” - Panorámico 
Municipal - 1987. 


13) “30 años con el Arte” Homenaje - Círculo “Angel 
Falco” - Panorámico Municipal - 1988, 


14) “Obras Premiadas” - Centro Hispanoamericano de 
Artes y Letras - 1988. 


15) “Oleos Policromados” - Grupo Literario Diálogo” - 
1992. 


16) “Oleos Policromados II” - Panorámico Municipal - 
1992. 


17) “Neo-Simbiosis” - Círculo “Angel Falco” - Panorámi- 
co Municipal - 1993. 


18) “La Figura Humana” - Centro de Arte “Haberli- 
Vilariño” - 1994. 


19) “Cromotango” - Círculo “Angel Falco” - Panorámico 
Municipal - 1997. 


20) “Cristología” - Círculo “Angel Falco” - Panorámico 
Municipal - 1998. 


Exposiciones Colectivas 


1) Feria Nacional de Libros y Grabados - 1965, 1966 y 
1967. 


2) Feria Nacional de Artes Plásticas - 1965 y 1966. 
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Pintura Uruguaya - Beneficio a Israel - 1967. 


4) Feria de Artes Visuales - Punta del Este - Ministerio 
de Turismo - 1968. 
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Artistas Nacionales - Colegio Inmaculada Concep- 
ción - 1968. 
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6) Pintura Nacional - “Reencuentro con Goes” - 1968. 
7) Galería de Arte “El Día” - Punta del Este - 1970. 


8) Artistas Nacionales - Centro de Artes y Ciencias - 
Punta del Este - 1972. 


9) 13 Artistas de Hoy - Biblioteca Nacional - Sala Vaz 
Ferreira - 1973. 


10) Artistas Uruguayos de Hoy - OEA - Biblioteca Na- 
cional - 1974, 


11) 25 Artistas de Hoy - Alianza Uruguay-EEUU - 1974. 


12) Salón del Poema Recreado - Galería de Arte Boqui - 
1975. 


13) II Bienal de Arte del Uruguay - Instituto Panamericano 
de Cultura - 1975. 


14) Artistas Nacionales - Beneficio Hospital Filtro - Ga- 
lería Contemporánea - 1975. 


15) “Poemacolor”- Subte Municipal - 1976,1977 y 1978. 


16) II Salón de Artes Plásticas - Centro de Artes - Casino 
San Rafael - Punta del Este - 1978. 


17) Artistas Uruguayos - Instituto Poume, Instituto Cul- 
tural Anglo Uruguayo - 1979, 


18) Artistas Nacionales - Concurso Banco de la ROU - 
1979. 


19) Muestra “7 Tendencias” - Galería de Arte Ceriani - 
1980. 


20) Artistas Nacionales - Galería Zira Guichón - 1981, 
1983,1985,1986,1987,1988,1989,1990,1991, 1992, 
1993 y 1994. 


21) “Tres Pintores” - Circulo “Angel Falco”- Panorámi- 
co Municipal - 1982. 


22) Asociación de Arte Cristiano 1983, 1984, 1985, 1986, 
1988, 1989, 1990,1991,1992, 1994 y 1995, 


23) 1* Muestra de Arte - Sociedad de Medicina - Sala Vaz 
Ferreira - 1985. 


24) Artistas Nacionales - Biblioteca ANSE - 1986. 


25) Artistas Pintores Judeo Cristianos - Embajada de 
Israel - 1987. 


26) Plástica y Poesía - Mirador Panorámico - 1987. 
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27) “El Tango y su Mundo”- Cabildo de Montevideo - 
Joventango - 1988. 


28) Artistas Nacionales - Asociación de Amigos del Arte 
- Lido - 1988. 


29) Artistas Nacionales - Instituto Italiano Di Cultura in 
Uruguay - 1989. 


30) Muestra “Homenaje a la Eximia Poetisa Juana de 
Ibarbourou a través de la plástica” - Asociación 
Uruguaya de Escritores - 1992, 


31) 5 Plásticos Uruguayos - Biblioteca Horacio Quiroga 
- IMM- 1993. 


32) “Hacer y Ser” - Museo de Historia del Arte - IMM - 
1994, 


33) Muestra de Pintura - Espacio Plástico Joventango - 
1994. 


34) Artistas Plásticos Uruguayos - Salón Krugger - IMM 
- 1995. 


35) Exposición Gomensoro - Amigos del Sodre - 1995 (*). 


36) Artistas Nacionales - Comisión de Damas de la Jefa- 
tura de Policía de Montevideo - 1995 (*), 


37) “Exposición de 100 Plásticos Uruguayos” - Anexo 
Palacio Legislativo - 1996. 


38) Pinacoteca Nacional - Montevideo Nueva Era - Em- 
bajada EE.UU. - 1997 (*). 


39) 5 Plásticos Nacionales - Anexo Palacio Legislativo - 
1998. 


40) “Muestra Unión Cultural Americana” - Ateneo de 
Montevideo - 1998, 1999, 2000, 2001, 2002, 2003, 2004 
y 2005. 


41) “Ars” - Espacio de Arte - 2001. 


42) “Pintura Sacra” Parroquia de Nuestra Señora de 
Lourdes - 2003 y 203 (*). 


43) Exposición Plástica de Pintores y Bailarines de Tan- 
go. II Seminario de Tango con la Universidad y el IPA 
-2003. 


44) Exhibición en la Cámara de Oficiales del Comando 
General de la Armada - 2004. 


45) “Exhibición de Artes Plásticas” - 17? Festival Inter- 
nacional “Viva el Tango” - 2004. 
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46) “Jornadas de Arte y Pintura” - 1” Encuentro de los 
Amigos del Arte - 2004. 


47) “Obras que hacen obras” - Centro Cultural Dr. Pedro 
Figari -2005 (*). 


48) 6 Artistas Uruguayos - “El Tango” - Sala Matos 
Rodríguez, Joventango - 2005. 


49) “Exhibición de Artes Plásticas” - 18% Festival Inter- 
nacional “Viva el Tango” - 2004. 


(*) - Documentación en: Donaciones y Colaboraciones 
Benéficas. 
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MONUMENTO ALA EDUCACION 


DISEÑO DEL TROFEO FUNDACION CADE 


Autor del Símbolo - Monumento “Hacia el Tercer 
Milenio”. Representa a la Muestra Internacional de la Edu- 
cación, auspiciada por el Centro Acción y Desarrollo de la 
Educación(CADE). 


Registro de derecho de autor con fecha 26 de setiembre 
de 1980. 


Exhibido inicialmente en la Plaza Ing. Juan P. Fabini 
desde 1980 a 1982. Actualmente se encuentra en la Plaza 
República de Lituania. 
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Actividades Docentes y Técnicas 


Docente: 


1 


2 


3 


4 


5 


6 


=— 


) 
) 


== 


Nu A 


Centro de Artes Integrales - Director y Profesor. 
Centro Artes 82 - Profesor. 
Centro de Artes y Ciencias - Profesor. 


Instituto de Enseñanza de Profesiones, Artes, Cien- 
cias y Técnicas del Uruguay - Profesor. 


Instituto Ersilia Tipo - Profesor. 


Galerías de Arte Leopold - Profesor. 


Técnica: 


Integrante del Cuerpo Téenico de la Escuela de Per- 
sonal de la Prefectura Nacional Naval. 


Conservador y Restaurador de Pintura en el Museo 
Municipal de Bellas Artes “Juan Manuel Blanes”. 


Capacitaciones: 


Curso de Preservación y Conservación de Bienes 
Culturales MEC, 


Comisión del Patrimonio Histórico, Artístico y Cultu- 
ral de la Nación. 


Proyecto Taller de Restauración de OEA - 1987. 


2% Curso Nacional de Bienes Culturales, OEA - MEC 
- 1988. 


Otras Actividades: 


Vice-presidente del Circulo de Artes y Letras “Angel 
Falco”. 


Miembro Fundador del Centro Artístico Internacio- 
nal. 


Miembro Fundador de Expo Art 69. 


Miembro Fundador de “13 Artistas de Hoy”. 


Miembro Fundador de la Asociación de Arte Cristia- 
no. 


Integra el “Círculo de la Mancha” - Unión Cultural 
Americana. 
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Asesor y Jurado de Artes Plásticas: 


1) Biblioteca Municipal “Horacio Quiroga” - Asesor - 
1967-69. 


2) Instituto Uruguayo de Integración Cultural Ibero- 
americana - Asesor - 1986. 


3) Intendencia Municipal de Montevideo. Relevamiento 
General del Acervo Artístico - Asesor - 1994, 1995. 


4) Comisión para el Adulto Mayor de la Intendencia 
Municipal de Montevideo - Asesor - 2002, 2003. 


5) Consejo Internacional de Museos (ICOM) - Asesor 
- 1997. 


6) Núcleo Uruguayo de Artesanías y Plástica (Expo Art 
69) - Jurado - 1969, 


7) X Salón de Artes Plásticas “25 de Agosto”. Florida 
- Jurado - 1975. 


8) Salón Leonístico de Artes Plásticas de la Juventud - 
Jurado - 1975-77-85-89-90-93-94-96-97-98-99-2000-01- 
02-03-04-05. 


9) Asociación de Arte Cristiano - Jurado - 1985. 


10) Concurso “Paisaje y Situaciones del Barrio Goes” 
IMM - Jurado - 1999. 


11) 19 Muestra de Artes Plásticas de Adultos Mayo- 
res. IMM - Jurado - 2002. 


12) 2? Muestra de Artes Plásticas de Adultos Mayores. 
IMM - Jurado - 2003. 


13) Concurso Cartel de la Paz - Lions Internacional - 
Jurado - 2004/2005. 


14) Concurso de Pintura y Fotografía BPS - Jurado - 2005. 


15) IV Muestra de Artes Plásticas de Adultos Mayores. 
IMM - Jurado - 2005. 


16) Concurso Cartel de la Paz - Lions Internacional - 
Jurado - 2005/2006. 


Donaciones y Colaboraciones Benéficas 


1) Beneficio Diario "Epoca" - Remate - 1966. 


2) Pinoteca de la "Biblioteca Nacional" - Donación - 
1974. 
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3) Beneficio Hospital Filtro - Remate - 1975. 


4) Beneficio Instituto de Enseñanza "Scholem Aleijem" 
- Donación - 1976. 


5) Museo del Teatro de la Música - Donación - 1977. 
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Beneficio Asociación de Diabéticos del Uruguay - 
Subasta - 1979. 


7) Beneficio "Grupo de Damas Argentinas". Consulado 
General de la Repúbica Argentina - Donación - 1982. 


8) Beneficio Instituto "Y AVNE" - Colaboración - 1983. 


9) Beneficio Fondo de Ayuda Social de la Comunidad 
Israelita del Uruguay. Embajada de Israel - Subasta - 
1985. 


10) Beneficio Ministerio de Salud Pública. Biblioteca del 
Hospital Maciel - Subasta - 1985. 


11) Pinacoteca del "Gran Café Tortoni". Bs. As. - Dona- 
ción - 1986. 


12) Beneficio Asilo de Ancianos - AAI - Donación - 1990. 


13) Biblioteca "Eduardo Acevedo Diaz". Comisión de 
Cultura Sayago - Colaboración - 1993, 


14) Beneficio Comisión de Damas de la Jefatura de Poli- 
cía de Montevideo - Subasta - 1995. 


15) Beneficio Orquesta Sinfónica del SODRE - Subasta - 
1995. 


16) Beneficio Dispensario del Cerro. Club de Leones - 
Subasta - 1997. 


17) Pinacoteca de la Nueva Congregación Israelita - Do- 
nación - 1997. 


18) Beneficio B”nai B”rith del Uruguay - Donación - 2001. 


19) Parroquia de Nuestra Señora De Lourdes - Donación 
- 2002. 


20) Beneficio B”"nai B”rith del Uruguay - Donación - 2002. 
21) Beneficio Hospital Pasteur - Donación - 2004. 
22) Beneficio Asilo de Ancianos - AAI - Donación - 2005. 


> 


23) Beneficio Hospital Pasteur - “Obras que hacen obras” 
- Subasta - 2005. 
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Poseen Obra suya: 


Museo Nacional de Artes Plásticas y Visuales. 
Museo de Artes Decorativas - Salto. 


Museo Municipal de Bellas Artes “Juan Manuel 
Blanes”. 


Museo del Teatro y de la Música. 


Rectoría de la Universidad de la República Oriental 
del Uruguay. 


Museo Provincial de Lugo - España. 

Museo del Grabado Brasileño - Brasil. 
Fundación Atila Taborda - Brasil. 

Academia Argentina del Lenguaje - Argentina. 
Pinacoteca de la Biblioteca Nacional. 

Instituto Italiano de Cultura. 

Nueva Congregación Israelita. 

Prefectura Nacional Naval. 


Colecciones Privadas de Europa, EEUU, Israel y 
América del Sur. 


Se le cita en: 


Archivo de la Palabra - SODRE. 


LVCVS Boletín Informativo de la Excma. Diputación 
Provincial - Lugo N* 26 - pág. 43 - 1973. 


Torre de los Panoramas. La Revista Poética Nacional 
- Año ll - N*4- 1974. 


Plásticos Uruguayos - Biblioteca del Poder Legisla- 
tivo - Tomo 1 - pág. 202 - 1975. 


Pórtico Azul - Elizabeth Cuinat Silveyra - 1978. 


Quién es quién en el Uruguay - 1979 - 1980 - 1? Edición 
-págs. 151,152. 


International Directory of Arts. 


Mostre Internazionali D'arte Contemporanea - Italia. 
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- El Dibujo - Derrotero para una historia del Arte en el 
Uruguay - W.E. Laroche - págs. 173,174 - 1994, 


- Quién es quién en el Uruguay - 1996 - 1997 - 2? Edición 
- pág. 231. 


-  Alligemeines Kunstlerlexicon - Leipzig - Alemania. 


- Enlapiel delos días. Memorias y Testimonios - Nelly 
de Perino - pág. 5 y 169 - 2002. 


- Panorama de la Escultura Nacional (CD) - Prunell - 
DoMonte - 2003. 


- José Erman: Plástica y Tango. De los Santos, W. 
Revista Perfiles del Tango, N* 6, 2004. 


- ADES Medio Siglo de Salvamentos en Aguas Uru- 
guayas - Juan Antonio Varese - pág. 31 - 2005. 


- Anuarios de Arte Internacional, Catálogos y Publi- 
caciones de Estudios Especializados. 


Ministerio de Educación y Cultura 


INFORME 


La Comisión Permanente de Pensiones Graciables crea- 
da por la Ley N? 17.968 del 29 de mayo de 2006 consideró en 
su sesión del 17 de noviembre del 2008 la: solicitud de 
pensión graciable a favor del Sr. José Erman. 


De acuerdo a los elementos que surgen del expediente 
N* 2006/3662 la Comisión fijó su posición referida a dicho 
caso, atendiendo alo que establece la Ley N* 16.301 de 9 de 
setiembre de 1992 en su Artículo 1”.- Las pensiones 
graciables a que refiere el artículo 85 numeral 13, de la 
Constitución de la República, constituyen un beneficio 
personal de carácter económico que sólo se acordará en las 
condiciones previstas en el artículo siguiente, a quiénes 
carezcan de recursos propios suficientes. 


Artículo 2”.- Las Pensiones Graciables y recompensas 
pecuniarias podrán acordarse únicamente: 


A) A personas que hayan prestado grandes servicios a 
la República. 


B) A personas que se hayan destacado en forma rele- 
vante en actividades científicas, artísticas o culturales. 


C) A los cónyuges supérstites y a los descendientes y 
a los ascendientes en primer grado de consanguinidad de 
las personas a que refieren los literales anteriores, siempre 
que se encuentren en situación de notoria necesidad. 
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La Comisión en función de lo expuesto y lo dispuesto 
por la Ley N* 16.301, de 9 de setiembre de 1992, la Comisión 
Permanente de Pensiones Graciables y en ejercicio de las 
atribuciones conferidas por el Art. 2 de la Ley N* 17.968, 
reconoce las condiciones eméritas del solicitante, además 
de considerar que la situación de la solicitante encaja en lo 
dispuesto en el Art. 1 de la Ley N” 16.301, en lo que hace a 
la carencia de recursos propios suficientes. 


Por tanto resuelve por unanimidad de sus integrantes 
recomendar al Poder Ejecutivo la promoción de una inicia- 
tiva para conceder una pensión graciable a favor del Sr. José 
Erman por estar comprendido a los requisitos definidos por 
la Ley N* 16.301. 


Habiéndose expedido la Comisión Permanente de Pen- 
siones Graciables se dispone elevar el expediente a la Sra. 
Ministra de Educación y Cultura María Simón para su 
resolución. 


Ariel Ferrari, Susana Díaz, Mary 
Galiano, Eduardo Aparicio, Nicola 
Cetrazo. 


Montevideo, 17 de noviembre de 2008. 
CAMARA DESENADORES 


Comisión de Asuntos 
Laborales y Seguridad Social 


ACTAN”114 


En Montevideo, el día diecinueve de abril de dos mil 
nueve a la hora diecisiete y diez minutos, se reúne la 
Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social del 
Senado. 

Asisten sus Miembros los señores Senadores Isaac Alfie, 
Luis Oliver, Víctor Vaillant, Walter Campanella y la señora 
Senadora Margarita Percovich. 
Falta con aviso el señor Senador Francisco Gallinal. 
Preside la señora Senadora Susana Dalmás, Presidenta de la 
Comisión. 

Actúa en Secretaría la señora Gabriela Gazzano, con la 
colaboración del Prosecretario Martín Secco. 
Abierto el acto se procede a tomar versión taquigráfica, cuya 
copia dactilografiada luce en el Distribuido N* 3150/2009, 
que forma parte de la presente Acta. 
ASUNTOS CONSIDERADOS: 

1. Carpeta N* 1473/2009. Barrán Montaldo, José Pedro. 
Pensión Graciable. Mensaje y proyecto de ley del Poder 
Ejecutivo. Distribuido N* 3100/2009. 
Se vota en bloque. 4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. —— 
Se designa como Miembro Informante a la señora Senadora 
Susana Dalmás. Informe Verbal. 

2. Carpeta N” 1474/2009. Erman Michalovicaite, José. Pen- 
sión Graciable. Mensaje y proyecto de ley del Poder Ejecu- 
tivo. Distribuido N* 3106/2009. 
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Se vota en bloque. 4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. — 
Se designa como Miembro Informante a la señora Senadora 
Margarita Percovich. Informe Verbal. 
3. Carpeta N” 1475/2009. Andrade Francolín, Nelly Teresa. 
Pensión Graciable. Mensaje y proyecto de ley del Poder 
Ejecutivo. Distribuido N* 3101/2009. 
Se vota en bloque. 5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Se designa como Miembro Informante al señor Senador Luis 
Oliver. Informe Verbal. 

4. Carpeta N* 1030/2007. Seguro de Accidentes de Trabajo 
y Enfermedades Profesionales. Distribuido N* 2217/2007. _ 
Se vota el artículo único. 5en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Se designa como Miembro Informante a la señora Senadora 
Susana Dalmás. Informe Verbal. 

5. Carpeta N” 1468/2009. Personas inscriptas en la bolsa 
laboral del Patronato Nacional de Encarcelados y Libera- 
dos, o de los Patronatos Departamentales. Se autoriza su 
contratación a término bajo un régimen laboral especial. 
Distribuido N* 3089/2009. 

Se vota el artículo 19. 5en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. _ 
Se vota el artículo 2?. 5en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. _ 
Se vota el artículo 3. 5en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. _ 
Se vota el artículo 4. 5en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. _ 
Se vota el artículo 5. 5en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. _ 
Se vota el artículo 6%. 5en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. _ 
Se designa como Miembro Informante a la señora Senadora 
Susana Dalmás. Informe Verbal. 

6. Carpeta N” 945/2007. Trabajo de Peones Prácticos y 
Obreros no Especializados. Se regula su distribución en 
obras efectuadas por el Estado, Gobiernos Departamenta- 
les, Entes Autónomos y Servicios Descentralizados. Distri- 
buido N* 2041/2007. 

El señor Senador Vaillant informa que había solicitado se 
trate nuevamente la presente Carpeta, a la que se le intro- 
duce una nueva modificación. 

Se posterga su tratamiento hasta tanto se haga llegar una 
redacción del artículo 1”. 

RESOLUCION: 

Incluir en el Orden del Día de la próxima sesión de la 
Comisión, la Carpeta N* 1053/2007. Negociación Colectiva 
en el Sector Público. Proyecto de ley aprobado en nueva 
forma por la Cámara de Representantes. Distribuido 
N* 3117/2009, y recibir en audiencia alos representantes de 
la Asociación de Funcionarios Electorales Uruguay. 
A la hora diecisiete y cuarenta y cinco minutos se levanta 
la sesión. 

Para constancia se labra la presente Acta que, una vez 
aprobada, firman la señora Presidenta de la Comisión y la 
señora Secretaria de la Comisión. 


Susana Dalmás 
Presidenta 


Gabriela Gazzano 
Secretaria.” 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Carlos Moreira).- Léase el 
proyecto de ley. 
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(Se lee) 

-En discusión. 

Se pasará a tomar la votación en la forma de estilo. 
Repártanse las bolillas de votación. 


(Así se hace) 


21) ALTERACION DEL ORDEN DEL DIA 


SEÑOR ABREU.- Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Carlos Moreira).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR ABREU.- Señor Presidente: nosotros tenemos 
un compromiso político inexcusable y somos miembros 
informantes de los puntos que figuran en décimo, undécimo 
y duodécimo término del Orden del Día. Por lo tanto, solicito 
que su consideración pase para la sesión ordinaria del día 
de mañana, a fin de poder abordarlos con tranquilidad y 
cumplir con los compromisos que hemos asumido. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Carlos Moreira).- Se va a 
votar la moción formulada. 


(Se vota:) 


-20en 21. Afirmativa. 


22) SISTEMA NACIONAL DE ACREDITACIO DE VE- 
TERINARIOS DE LIBRE EJERCICIO - SECTOR 
PESQUERO 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Carlos Moreira).- El Senado 
pasa a considerar el asunto que figura en sexto término del 
Orden del Día: “Proyecto de ley por el que se comete a la 
Dirección Nacional de Recursos Acuáticos (DINARA), del 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, la creación 
del Sistema Nacional de Acreditación de Veterinarios de 
libre ejercicio dentro del sector pesquero (Carp. N* 1435/09 
- Rep. N* 1019/09)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 1435/09 
Rep. N* 1019/09 


Ministerio del Interior 

Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio de Economía y Finanzas 
Ministerio de Defensa Nacional 
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Ministerio de Educación y Cultura 

Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
Ministerio de Industria, Energía y Minería 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
Ministerio de Salud Pública 

Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
Ministerio de Turismo y Deporte 

Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente 

Ministerio de Desarrollo Social 


Montevideo, 9 de enero de 2009. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General 
Don Rodolfo Nin Novoa. 


El Poder Ejecutivo se dirige a ese Cuerpo a fin de someter 
a su consideración el adjunto proyecto de ley, relativo a la 
acreditación de Veterinarios de libre ejercicio, para el des- 
empeño de actividades profesionales y técnicas de apoyo 
a la Dirección Nacional de Recursos Acuáticos pertene- 
ciente al Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


El Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca tiene 
como cometido fundamental, promover el desarrollo e incre- 
mento de la productividad de los sectores agropecuario y 
pesquero, tanto a nivel nacional como internacional. Ello 
implica el desarrollo de funciones eminentemente técnicas 
y de contralor, que exigen estimular la especialización y 
capacitación del personal, a fin de cumplir con los objetivos 
y metas específicas. En tal sentido, cumple un rol estraté- 
gico fundamental en la economía del país. 


Uruguay exportó en el año 2007 unos 200 millones de 
dólares americanos en productos de la pesca y acuicultura. 
Más de 90 millones fueron exportados a mercados de alta 
exigencia. La pérdida de estos mercados puede suponer 
además de la disminución en el ingreso de divisas, pérdidas 
de puestos de trabajo y de prestigio para el país. 


El acceso a estos mercados internacionales de altas 
exigencias, tiene una íntima relación con los aspectos higié- 
nico-sanitarios y con los registros correspondientes a las 
distintas etapas de procesamiento, los que deben ser 
auditados por la Autoridad Competente (AC), o sea por la 
Dirección Nacional de Recursos Acuáticos, a fin de garan- 
tizar la seguridad alimentaria de los consumidores. Esto 
mismo es aplicable para el consumo dentro del país donde 
se prevé un aumento del mismo. 


Las crecientes exigencias de estos mercados hace que 
los recursos que se asignan a estas actividades de control 
deban ser usados con eficacia a la vez que resulta necesario 
establecer mecanismos que regulen la participación de pro- 
fesionales veterinarios de libre ejercicio en las respon- 
sabilidades asignadas por la normativa vigente (Decreto 
N? 213/997). 
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Sin perjuicio de las consideraciones precedentes, los 
Servicios Veterinarios han integrado a los profesiona- 
les veterinarios de libre ejercicio en las actividades de 
certificación sanitarias, ya desde la ley de Policía Sanitaria 
N? 3.606, del 13 de abril de 1910 hasta la fecha. Su actuación 
es regulada por las distintas normas legales y reglamenta- 
rias específicas, pero no cuenta con marco jurídico general 
e integral. De manera que, la actividad de los veterinarios 
privados no es ajena al Sector, sino que participan activa- 
mente en el cumplimiento de los criterios higiénico-sanita- 
rios dispuestos por el Servicio Oficial (Dirección Nacional 
de Recursos Actuáticos). 


La acreditación implica la instrumentación de un sistema 
de capacitación y registro de profesionales de libre ejerci- 
cio, con el objetivo de garantizar y mejorar la calidad de las 
actividades higiénico-sanitarias y facilitar el control de las 
mismas mediante el sistema de auditorías. 


La Misión internacional de la Unión Europea que recien- 
temente ha visitado nuestro país con el objetivo de evaluar 
la situación higiénico-sanitaria de la Industria Pesquera, 
observó la ausencia de un sistema de control de las certifi- 
caciones sanitarias de productos pesqueros con destino a 
la exportación. En virtud de ello es que se recomienda la 
implementación de un sistema de acreditación de profesio- 
nales, que garanticen las certificaciones sanitarias de acuer- 
do a las exigencias de dichos mercados. 


En síntesis, urge la necesidad de capacitar y acreditar 
profesionales veterinarios de libre ejercicio, para desempe- 
ñar actividades higiénico-sanitarias profesionales y técni- 
cas de apoyo, sin las cuales resulta imposible cumplir con 
los cometidos asignados a la Dirección Nacional de Recur- 
sos Acuáticos (DINARA). 


Dr. TABARE VAZQUEZ, Presidente de 
la República; Ernesto Agazzi, Daisy 
Tourné, Gonzalo Fernández, María 
Simon, Daniel Martínez, Carlos 
Colacce, Héctor Lescano, Marina 
Arismendi, María Julia Muñoz, Eduar- 
do Bonomi, José Bayardi, Víctor Rossi, 
Andrés Masoller. 


PROYECTO DELEY 


Artículo 1.- Cométese a la Dirección Nacional de Re- 
cursos Acuáticos (DINARA) del Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, la creación del Sistema Nacional de 
Acreditación de Veterinarios de libre ejercicio dentro del 
sector pesquero, como apoyo para el desempeño y ejecu- 
ción de actividades profesionales y técnicas que a sus 
servicios requieran, conforme a los procedimientos, condi- 
ciones y requisitos que establece la presente ley. 


Artículo 2%.- El Sistema Nacional de Acreditación de 
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Veterinarios de libre ejercicio, tendrá los siguientes come- 
tidos: 


a) Llevar Registros de Veterinarios acreditados dentro 
del sector pesquero, de aquellos que cumplen con los 
requisitos exigidos para su acreditación. 


b) Estimular en materia higiénico-sanitaria el esfuerzo 
conjunto del sector privado y el sector público, a 
través de la Dirección Nacional de Recursos Acuáti- 
cos (DINARA). 


c) Instrumentar un sistema de registro, especialización 
y capacitación de profesionales veterinarios de libre 
ejercicio, con el objetivo de garantizar y mejorar la 
calidad de las actividades higiénico-sanitarias y fa- 
cilitar el control de las mismas. 


d) Realizar un relevamiento permanente de las altas 
exigencias de los mercados internacionales en rela- 
ción con el estatus higiénico-sanitario, a efectos del 
cumplimiento de los cometidos asignados en el literal 
anterior. 


Artículo 3%.- Los interesados en acceder al Sistema 
Nacional de Acreditación que se crea en la presente ley, 
deberán cumplir con los siguientes requisitos: 


a) Poseer título de Profesional Veterinario o equivalen- 
te expedido o reconocido por la Universidad de la 
República y constancia anual de ejercicio de la pro- 
fesión expedida por la Caja de Jubilaciones y Pensio- 
nes de Profesionales Universitarios. 


b) Cumplir con las actividades de capacitación técnico- 
profesional, en caso de que la Autoridad Competente 
(AC) lo requiera. 


c) Cumplir con los procedimientos de evaluación re- 
queridos para la acreditación. 


Artículo 49.- En cumplimiento de las normas higiénico- 
sanitarias legales y reglamentarias, el Profesional Veterina- 
rio acreditado tendrá las siguientes obligaciones: 


a) Cumplir con los plazos, requisitos y procedimientos 
determinados por la Autoridad Competente, en el 
desarrollo de las actividades higiénico-sanitarias que 
supone la acreditación. 


b) Inspeccionar los productos de la pesca personal- 
mente y de acuerdo a las exigencias impuestas por las 
normas higiénico-sanitarias. 


c) Aplicar las medidas higiénico-sanitarias adecuadas 
para prevenir la propagación de enfermedades, de 
acuerdo a las normas higiénico-sanitarias y manua- 
les correspondientes. 
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d) Conocer las normas y procedimientos de los reque- 
rimientos higiénico-sanitarios de la Autoridad Com- 
petente (AC) y los países a los cuales se destina la 
producción. 


e) Extender las certificaciones requeridas por la Direc- 
ción Nacional de Recursos Acuáticos (DINARA) en 
forma correcta y verificar que todos los datos se 
ajustan a la realidad. 


Artículo 5%.- La Dirección Nacional de Recursos Acuá- 
ticos (DINARA) dispondrá la suspensión de sus registros 
en los casos de pérdida superviviente o incumplimiento de 
las condiciones o requisitos exigidos para el mantenimiento 
en los registros, de los profesionales referidos en el Art. 19 
de la presente ley. 


Las conductas previstas precedentemente y las infrac- 
ciones de naturaleza grave y cuya comisión sea susceptible 
de irrogar daño a la salud humana o al medio ambiente, 
podrán ser sancionadas con suspensión de hasta por 10 
(diez) años de los registros específicos, sin perjuicio de la 
responsabilidad penal que pueda corresponder. 


Artículo 6*.- Los profesionales registrados en el Siste- 
ma Nacional de Acreditación no podrán realizar actividades 
vinculadas a las funciones asignadas, en empresas de las 
que sean titulares, copropietarios, asociados o administra- 
dores, o mantengan con sus titulares una relación de paren- 
tesco dentro del cuarto grado de consanguinidad o segun- 
do de afinidad. 


Los funcionarios de la Dirección Nacional de Recursos 
Acuáticos (DINARA), no podrán acreditarse. 


Artículo 7*.- El Poder Ejecutivo reglamentará la presen- 
te ley en un plazo máximo de sesenta días contados a partir 
de su promulgación. 


Dr. TABARE VAZQUEZ, Presidente de 
la República; Daisy Tourné, Gonzalo 
Fernández, María Simon, Daniel 
Martínez, Carlos Colacce, Héctor 
Lescano, Marina Arismendi, María 
Julia Muñoz, Eduardo Bonomi, José 
Bayardi, Víctor Rossi, Andrés 
Masoller.” 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Carlos Moreira).- Léase el 
proyecto. 


(Selee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Saravia. 
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SEÑOR SARAVIA.- Señor Presidente: esta iniciativa 
también es muy importante, sobre todo por lo que significan 
los mercados internacionales para el Uruguay, materia so- 
bre la que el Parlamento Nacional ya ha legislado, 
especificamente, en lo relativo a las cadenas cárnicas. 


Yendo concretamente a este proyecto, vinculado con la 
pesca, cabe señalar que fue aprobado por unanimidad en la 
Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca del Senado. 
Concretamente, el Poder Ejecutivo nos ha remitido una 
iniciativa relacionada con la acreditación de veterinarios de 
libre ejercicio para el desempeño de actividades profesiona- 
les y técnicas de apoyo a la Dirección Nacional de Recursos 
Acuáticos, perteneciente al Ministerio de Ganadería, Agri- 
cultura y Pesca. Este proyecto de ley toma en cuenta la 
urgente necesidad de capacitar y acreditar profesionales 
para desempeñar actividades higiénico-sanitarias y técni- 
cas de apoyo alos efectos de que la DINARA pueda cumplir 
con los cometidos asignados. La acreditación de veterina- 
rios privados para trabajar en la industria pesquera no 
significa una tercerización o una privatización, sino que por 
el contrario implica fortalecer el sistema veterinario con la 
participación de profesionales privados. En la presente 
década se han multiplicado las exigencias y los requerimien- 
tos por parte de los mercados internacionales en lo vincu- 
lado a la inocuidad alimentaria, lo que implica la necesidad 
de fortalecer el sistema veterinario, básicamente, en los 
aspectos asociados con los procesos de certificación y la 
adecuación de las inspecciones veterinarias, que deben 
incluir un sistema de autoridad. Decimos que se trata de un 
sistema porque hasta el momento bastaba con tener el título 
de Doctor en Veterinaria o similar, según el plan de estudio, 
para trabajar en la industria privada. Sin duda, es necesaria 
la responsabilidad de los profesionales privados frente a 
determinadas certificaciones. La acreditación significa que 
existirá un proceso de capacitación, actualización y espe- 
cialización en el área de la producción pesquera. Ya no 
existirá una habilitación genérica por el solo hecho de tener 
un título, sino que previamente se deberá acceder al curso 
de capacitación y actualización existente en la Facultad de 
Veterinaria y en la DINARA, que se realizará de acuerdo con 
lo convenido. A través de esta iniciativa se busca dar 
transparencia y objetividad a todo el procedimiento de 
certificación y, fundamentalmente, a lo relacionado con los 
procesos de exportación. Se debe indicar, además, que 
existe un acuerdo total con el proyecto de ley por parte de 
la Sociedad Médico-Veterinaria, así como un principio de 
acuerdo con la Facultad de Veterinaria. Debemos recordar 
que el Uruguay está recibiendo desde el año 2007, en forma 
periódica, auditorías de paises compradores, como son los 
integrantes de la Unión Europea y Rusia. Todos sabemos lo 
que ocurrió el año pasado con una industria respecto a las 
inspecciones; en ese sentido, este proyecto de ley se 
encuadra en los sistemas de inspección y auditoría de esos 
países, lo que implicará una mayor garantía y un mejor 
posicionamiento del país frente a los mercados externos. 
Hasta el momento los veterinarios privados actúan sin un 
marco general de regulación, a pesar de que actualmente los 
mercados internacionales son más exigentes con relación al 
tema de las certificaciones para las exportaciones. Esto 
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requiere un trabajo previo que debe desarrollarse durante la 
etapa correspondiente a la cadena alimentaria de la pesca, 
lo que debe ser auditado por la autoridad competente que, 
en este caso, es la DINARA. 


Por todas esas razones, creemos que los veterinarios 
necesitan una capacitación y actualización sobre las nor- 
mativas vigentes a nivel internacional, lo cual debe ser 
regulado por la DINARA. El sistema de acreditación se 
aplicará para asegurar las certificaciones y para que los 
veterinarios conozcan las normas vigentes, tanto a nivel 
nacional como internacional. A esos efectos los veterina- 
rios tendrán la obligación de recibir cursos de capacitación 
y actualización con el control de un régimen sancionatorio 
para la fiscalización. De todas maneras, cabe aclarar que los 
veterinarios privados van a estar controlados por los vete- 
rinarios del servicio oficial, es decir, de la DINARA, que es 
el organismo oficial que lleva a cabo las validaciones para 
el exterior. Sin perjuicio de lo anterior, los Servicios Vete- 
rinarios han integrado a los profesionales veterinarios de 
libre ejercicio en las actividades de certificación sanitaria, 
ya desde la vigencia de la ley de Policía Sanitaria, N* 3.606, 
del año 1910. Esa actuación es regulada por las distintas 
normas legales y reglamentarias específicas, pero no cuen- 
ta con un marco jurídico general e integral. Como antece- 
dente reciente y de nivel nacional podemos citar la Ley 
N* 17.950, de 8 de enero de 2006, que mencionamos en un 
principio, sobre el sistema nacional de acreditación veteri- 
naria de libre ejercicio para la participación de las activida- 
des sanitarias de competencia. 


Este proyecto de ley contiene siete artículos. El artículo 
1” comete a la Dirección Nacional de Recursos Acuáticos la 
creación del Sistema Nacional de Acreditación de Veterina- 
rios; el artículo 2” fija los cometidos de ese sistema; el 
artículo 3 establece los requisitos que deberán cumplir los 
interesados en acceder al Sistema Nacional de Acredita- 
ción; el artículo 4”, en cumplimiento de las normas higiéni- 
co-sanitarias legales y reglamentarias, determina las obli- 
gaciones que tendrán los veterinarios acreditados por el 
sistema; el artículo 5” fija las sanciones y la suspensión de 
los registros de aquellos veterinarios que infrinjan la ley; el 
artículo 6” habla sobre el grado de relacionamiento para la 
acreditación de los profesionales registrados en el sistema 
y establece que estos no podrán realizar actividades vincu- 
ladas a las funciones asignadas, en empresas de las que 
sean titulares, copropietarios, asociados o administrado- 
res, o mantengan con sus titulares una relación de parentes- 
co dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo de 
afinidad; y el artículo 7* dice que el Poder Ejecutivo será el 
encargado de reglamentar la ley. 


Por lo expuesto, la Comisión de Ganadería, Agricultura y 
Pesca recomienda al Cuerpo la aprobación de este proyecto de 
ley por considerarlo una muy buena herramienta para el país, 
sobre todo, enel caso de las certificaciones internacionales. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Carlos Moreira).- Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar en general el proyecto 
de ley. 
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(Se vota:) 
-23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 
En consideración el artículo 1”. 


SEÑOR SARAVIA.- Formulo moción para que se supri- 
ma la lectura y se vote el artículado en bloque. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Carlos Moreira).- Se va a 
votar la moción formulada. 


(Se vota:) 
-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Sino se hace uso de la palabra, se va a votar el articulado 
en bloque. 


(Se vota:) 
-21en22. Afirmativa. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará 
a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado, por 
ser igual al considerado) 


23) GENERACION DE INTERESES COMPENSA- 
TORIOS EN BENEFICIO DE LOS TRABAJADO- 
RES POR EL NO PAGO EN FECHA DE LOS HA- 
BERES SALARIALES 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Carlos Moreira).- Se pasa a 
considerar el séptimo punto del Orden del Día: “Proyecto de 
ley por el que se establecen normas que estipulen la gene- 
ración de intereses compensatorios en beneficio de los 
trabajadores, por el no pago en fecha de los haberes sala- 
riales (Carp. N* 1376/08 - Rep. N* 1024/09)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 1376/08 
Rep. N* 1024/09 
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Laborales y Seguridad Social 


PROYECTO DELEY SUSTITUTIVO 


Artículo 19.- Los montos que se adeuden al trabajador, 
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emergentes de la relación laboral que sean exigibles a partir 
de la promulgación de la presnte ley y que no sean pagados 
en fecha según los plazos dispuestos por el artículo 1% del 
Decreto-Ley N* 14.159, de 21 de febrero de 1974, con las 
modificaciones introducidas por el artículo 719 de la Ley 
N* 16.170, de 28 de diciembre de 1990, generarán un interés 
moratorio del 10% (diez por ciento) mensual, el que deberá 
ser abonado conjuntamente con los haberes salariales atra- 
sados, adicionándole los intereses previstos en el artículo 
4% de la Ley N* 10,449, de 12 de noviembre de 1943, si 
correspondiere. 


Artículo 2*.- Los intereses reclamados en vía judicial 
que formen parte de la retribución del trabajador, se calcu- 
larán aplicándose el Decreto-Ley N* 14.500, de 8 de marzo 
de 1976, sin perjuicio de las sanciones especiales para el 
caso concreto que disponga el Juez competente. 


Artículo 39.- Los intereses y reajustes previstos en el 
artículo 1% de la presente ley, se aplicarán cuando el 
empleador también deba abonar los jornales caídos en la 
hipótesis prevista por el artículo 3 numeral A) de la Ley 
N* 17.940, de 2 de enero de 2006. 


Artículo 4%.- Cuando un empleador interponga ante el 
Consejo de Salarios de su rama de actividad que caerá en 
incumplimiento a las obligaciones referidas en esta ley por 
causa de fuerza mayor, y esta situación se convenga colec- 
tivamente en ese ámbito, no le será aplicable lo establecido 
por el artículo 1? de la presente ley. 


Artículo 5*.- El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
expedirá la constancia respectiva del incumplimiento en el 
pago de los haberes salariales, que tendrá valor de título 
ejecutivo en beneficio del trabajador. 


Artículo 6%.- El Poder Ejecutivo deberá reglamentar la 
presente ley en un plazo no mayor de cien días contados a 
partir de la fecha de su promulgación. 


Sala de la Comisión, 22 de abril de 2009. 


Eduardo Ríos (Miembro Informante; 
Víctor Vaillant, Susana Dalmás, Mar- 
garita Percovich. Senadores. 


PROYECTO DE LEY CON EXPOSICION DE MOTIVOS 
PRESENTADO POR LA BANCADA DEL FRENTE 
AMPLIO 


Se establecen normas que estipulan la generación de 
intereses compensatorios en beneficio de los trabajado- 
res por el no pago en fecha de los haberes salariales 


Artículo 19.- Los montos que se adeuden al trabajador, 
emergentes de la relación laboral, y que no sean pagados en 
fecha según los plazos dispuestos por el Art. 1? del Decre- 
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to-Ley N” 14.159 con las modificaciones introducidas por el 
Art. 719 de la Ley N* 16.170, generarán un interés equiva- 
lente a la tasa media de intereses publicada por el Banco 
Central del Uruguay correspondiente al trimestre móvil 
anterior a la fecha en que debieron pagarse los rubros 
salariales, sin perjuicio de los reajustes previstos en el 
Decreto-Ley N* 14.500, que deberán ser abonados conjun- 
tamente con los haberes salariales atrasados. 


Artículo 2*.- Los intereses y reajustes previstos en el 
Artículo anterior se aplicarán cuando el empleador deba 
abonar los jornales caídos en la hipótesis prevista por el 
Art. 3? numeral A) de la Ley N* 17.940 (Protección de la 
Libertad Sindical). 


Artículo 3%.- El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
expedirá a solicitud del trabajador, la constancia respecti- 
va del incumplimiento en el pago de los haberes salariales, 
que tendrá valor de título ejecutivo en beneficio del traba- 
jador. 


Artículo 4%.- El Poder Ejecutivo deberá reglamentar la 
presente ley en un plazo no mayor de cien días contados a 
partir de la fecha de su promulgación. 


Susana Dalmás, Margarita Percovich, 
Lucía Topolansky, Mónica Xavier, 
Mariano Arana, Carlos Baráibar, Al- 
berto Couriel, Eleuterio Fernández 
Huidobro, Reinaldo Gargano, Rafael 
Michelini, José Mujica, Rodolfo Nin 
Novoa, Eduardo Ríos, Jorge Saravia, 
Víctor Vaillant. Senadores. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


El ordenamiento jurídico uruguayo prevé plazos para el 
pago de los salarios, de acuerdo a las diferentes modalida- 
des de contratación laboral, ya sea los trabajadores cuyo 
salario se remunera por mes (denominados mensuales), ya 
sea los remunerados cada quince días (denominados quin- 
cenales). Es así que deben abonarse los salarios dentro de 
los primeros cinco días hábiles y nunca después de los diez 
primeros días corridos del mes siguiente al que se corres- 
ponde abonar, para el caso de los mensuales; y dentro de 
los cinco días hábiles siguientes al vencimiento de la quin- 
cena, en el caso de los quincenales. 
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Sin perjuicio de lo mencionado, el incumplimiento del 
empleador en el pago en fecha del salario, no genera ningu- 
na compensación al trabajador por el perjuicio que le aca- 
rrea percibir fuera de fecha sus haberes salariales, cuya 
importancia es fundamental por su naturaleza alimentaria. 
Esto es así porque el ordenamiento jurídico impone multas 
al empleador que no paga los salarios en fecha, pero que 
deben ser abonadas a la Inspección Nacional del Trabajo 
del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. 


Por tanto, las sanciones que establece la normativa 
vigente, no tiene en cuenta al trabajador, extremo que se 
pretende corregir con la iniciativa que se presenta. Se 
entiende de recibo, prever un régimen que ampare al traba- 
jador cuando este no perciba el pago del salario en fecha. 
Actualmente, y en base a nuestro sistema de relaciones de 
consumo, los trabajadores contraen obligaciones, utilizan 
medios de pago como tarjetas de crédito, además de los 
suministros de energía, agua potable y servicio de telefo- 
nía, todos los cuales tienen como es de estilo una fecha de 
vencimiento y estipulado un interés por el no pago en el 
plazo estipulado. En este sentido, cuando el trabajador no 
recibe en fecha el pago de sus salarios, debe afrontar sin 
embargo las multas, intereses y recargos por sus obligacio- 
nes contraídas en función de la fecha en que debería haber 
percibido su sueldo. Por tanto, el no pago en fecha por parte 
del empleador conlleva una disminución de la masa salarial, 
en tanto debe afrontar recargos, multas e intereses causa- 
dos justamente por el atraso en el pago del salario. 


Es en consecuencia esta norma, una herramienta para 
mantener en todos los casos el nivel de ingreso de los 
trabajadores, evitando que los recursos económicos del 
trabajador se vean menguados por el atraso en el cobro de 
su salario. 


Asimismo, los empleadores con esta norma considera- 
rán las deudas por salarios, al igual que cualquier otro 
crédito que integre las finanzas de su empresa. El hecho que 
las deudas salariales no generen actualmente intereses por 
su incumplimiento, evidentemente hace que puedan poster- 
garse en su pago a favor de cumplir con otras obligaciones, 
cuyo atraso en el pago sí genera gastos diversos. Mediante 
el presente proyecto de ley, las deudas salariales estarán 
para el empleador en el mismo nivel de prioridad, puesto que 
su incumplimiento, al igual que con el resto de sus obliga- 
ciones, generará intereses y multas por el no pago en los 
plazos estipulados. 
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COMPARATIVO ENTRE EL PROYECTO DE LEY PRESENTADO POR LA BANCADA DEL FRENTE AMPLIO Y EL 
PROYECTO DE LEY SUSTITUTIVO APROBADO POR LA COMISION 


PROYECTO DE LEY PRESENTADO PORLA 
BANCADA DEL FRENTE AMPLIO 


Art. 1%.- Los montos que se adeuden al trabajador, 
emergentes de la relación laboral, y que no sean pagados en 
fecha según los plazos dispuestos por el Art. 1? del Decre- 
to-Ley N? 14.159, con las modificaciones introducidas por 
el Art. 719 de la Ley N* 16.170, generarán un interés equi- 
valente a la tasa media de intereses publicada por el 
Banco Central del Uruguay correspondiente al trimestre 
móvil anterior a la fecha en que debieron pagarse los 
rubros salariales, sin perjuicio de los reajustes previstos 
en el Decreto-Ley N* 14.500, que deberán ser abonados 
conjuntamente con los haberes salariales atrasados. 


Art. 29.- Los intereses y reajustes previstos en el Artí- 
culo anterior se aplicarán cuando el empleador deba abonar 
los jornales caídos en la hipótesis prevista por el Art. 3% 
numeral A) de la Ley N* 17.940 (Protección de la Libertad 
Sindical). 


Art. 3%.- El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
expedirá a solicitud del trabajador, la constancia respectiva 
del incumplimiento en el pago de los haberes salariales, que 
tendrá valor de título ejecutivo en beneficio del trabajador. 


Art. 49.- El Poder Ejecutivo deberá reglamentar la pre- 
sente ley en un plzo no mayor de cien días contados a partir 
de la fecha de su promulgación. 


PROYECTO DE LEY SUSTITUTIVO 
APROBADO POR LA COMISION 


Artículo 19.- Los montos que se adeuden al trabajador, 
emergentes de la relación laboral, que sean exigibles a 
partir de la promulgación de la preesnte ley, y que no sean 
pagados en fecha según los plazos dispuestos por el artí- 
culo 1? del Decreto-Ley N* 14.159, de 21 de febrero de 1974 
con las modificaciones introducidas por el Art. 719 de la Ley 
N? 16.170, de 28 de diciembre de 1990, generarán un interés 
moratorio del 10% (diez por ciento) mensual,el que deberá 
ser abonado conjuntamente con los haberes salariales atra- 
sados, adicionándole los intereses previstos en el artículo 
4% de la Ley N* 10.449, de 12 de noviembre de 1943 si 
correspondiere. 


Artículo 2?.- Losintereses reclamados en vía judicial 
que formen parte de la retribución del trabajador, se cal- 
cularán aplicándose el Decreto-Ley N? 14.500, de 8 de 
marzo de 1976, sin perjuicio de las sanciones especiales 
para el caso concreto que disponga el Juez competente. 


Artículo 3".- Los intereses y reajustes previstos en el 
artículo 1% de la presente ley, se aplicarán cuando el 
empleador también deba abonar los jornales caídos en la 
hipótesis prevista por el artículo 3 numeral A) de la Ley 
N?* 17.940, de 2 de enero de 2006. 


Artículo 4%.- Cuando un empleador interponga ante el 
Consejo de Salarios de su rama de actividad que caerá en 
incumplimiento a las obligaciones referidas en esta ley por 
causas de fuerza mayor, y esta situación se convenga 
colectivamente en ese ámbito, no le será aplicable lo esta- 
blecido por el artículo 1? de la presente ley. 


Artículo 5*.- El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
expedirá la constancia respectiva del incumplimiento en el 
pago de los haberes salariales, que tendrá valor de título 
ejecutivo en beneficio del trabajador. 


Artículo 6%.- El Poder Ejecutivo deberá reglamentar la 
presente ley en un plazo no mayor de cien días contados a 
partir de la fecha de su promulgación. 
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DISPOSICIONES CITADAS 
Referente al artículo 1? 


DECRETO-LEY N? 14.159, DE 21 DEFEBRERO DE 
1974 


Artículo 12 


Modifícanse los artículos 31 y 33 de la Ley N* 10.449, de 
12 de noviembre de 1943, los que quedarán redactados en 
la siguiente forma: 


“ARTICULO 31.- Todo empleador deberá pagar los sala- 
rios de sus trabajadores dentro de los plazos siguientes: 


A) Si el pago es mensual, dentro de los diez primeros 
días del mes siguiente al que corresponda abonar; 


B) Si es quincenal, dentro de los cinco días hábiles 
siguientes al vencimiento de la quincena que 
deba abonarse; 


C) Si es semanal, al finalizar la respectiva semana. 


Transcurridos estos plazos sin que se abone el sala- 
rio y comprobada la mora, la Inspección General del 
Trabajo y de la Seguridad Social, expedirá la constancia 
respectiva, que tendrá valor de título ejecutivo en bene- 
ficio del trabajador. 


ARTICULO 33.- Las infracciones al artículo anterior, 
así como también la negativa de empleadores o sus 
representantes a facilitar a los Inspectores de Trabajo o 
quienes hagan sus veces y a los Miembros de los Con- 
sejos de Salarios, con competencia en la actividad de 
que se trate, los medios que soliciten para el cumplimien- 
to de su misión (recibos de salarios, aguinaldos, licen- 
cias, etc. y documentos de contralor de la Inspección 
General del Trabajo y de la Seguridad Social o particu- 
lares que puedan servir para el contralor de horarios, 
descansos, etc.) o la obstaculización en el ejercicio de 
esos derechos o alos interrogatorios que deban realizar- 
se a los trabajadores en el momento de la inspección, 
serán penadas de acuerdo a lo establecido en el artículo 
489 de la Ley N”* 13.640, de 26 de diciembre de 1967. Estas 
multas serán aplicadas por la Inspección General del 
Trabajo y de la Seguridad Social”. 


Referente al artículo 1% 


LEY N*16.170,DE28DE DICIEMBRE DE 1990 


SECCION IX - DISPOSICIONES VARIAS 


Artículo 719 


Sustitúyese el literal A) del artículo 31 de la Ley 
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N? 10.449, de 12 de noviembre de 1943, en laredacción dada 
porel artículo 1? del Decreto-Ley N* 14.159, de 12 de febrero 
de 1974, por el siguiente: 


“A) Si el pago es mensual dentro de los cinco primeros 
días hábiles y nunca después de los diez primeros días 
corridos del mes siguiente al que corresponda abonar”. 


Referencia al artículo 1% del proyecto del señor Senador 
Ríos 


LEY N? 10.449 
CONSEJO DESALARIOS 


Artículo 4%.- Los obreros o empleados actuando por sí 
o por intermedio de un mandatario, o representados por el 
Instituto Nacional del Trabajo y Servicios Anexados, ten- 
drán derecho a reclamar de sus contratistas el pago de 
salarios establecidos por la ley o fijados por los Consejos 
de Salarios, sin perjuicio de poder exigir el pago indirecto 
por intermedio del Instituto Nacional del Trabajo y Servi- 
cios Anexados o del Juez de Paz del domicilio del patrono 
o del lugar de trabajo. 


Constituye título ejecutivo, para el ejercicio de esta 
acción, la planilla de trabajo que acredite los jornales o 
sueldos acordados al obrero o empleado, conjuntamente 
con un certificado del mismo Instituto Nacional del Trabajo 
y Servicios Anexados que establezca el salario legal o el 
decretado por los Consejos de Salarios, que corresponde 
abonar al obrero o empleado. 


Por el solo hecho de ser condenado al pago de salarios 
de acuerdo con este artículo e independientemente de la 
sanción administrativa que corresponda, el patrono o em- 
presario deberá los daños y perjuicios emergentes del no 
cumplimiento de su obligación, los que serán fijados por el 
Juez de la sentencia definitiva, teniendo en cuenta: el núme- 
ro de familiares a cargo del obrero o empleado perjudicado; 
el tiempo de trabajo durante el cual el trabajador dejó de 
percibir el salario mínimo correspondiente; y la diferencia 
entre la tasa de los salarios acordados al trabajador según 
planilla y la mínima señalada en el certificado a que se refie- 
re el inciso anterior. En ningún caso, los daños y perjui- 
cios podrán ser avaluados en más del cincuenta por ciento 
(50%) del monto total de los salarios debidos, según la 
sentencia. 


Si un empresario o patrono paga a un obrero según una 
convención, por pieza, después que el salario mínimo se 
haya fijado por hora o por día, sin haberse fijado por pieza, 
será considerado infractor, a no ser que pruebe que la tasa 
de salario por él pagada asegura especificamente al obrero 
el goce del salario mínimo. 


Son jueces competentes para entender en los juicios por 
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cobro de salarios, los Jueces de Paz de la sección del 
comercio o establecimientos del patrono u oficinas y escri- 
torios de propiedad privada o del lugar del trabajo. La 
sentencia del Juez de Paz será apelable en relación y la 
segunda instancia causará ejecutoria. 


La parte del obrero o empleado gozará de auxiliatoria de 
pobreza de pleno derecho; pero el patrono condenado al 
pago de salarios deberá las costas; y aun los costos, si para 
ello hubiere mérito de acuerdo con el artículo 688 del Código 
Civil. 


Esta acción prescribirá al año del día en que el perjudi- 
cado dejó de trabajar, o trabajó por última vez, para el 
infractor. 


ARTICULO 688 DEL CODIGO CIVIL 


El Juez en el caso de juzgar contra el demandante, debe 
de absolver al poseedor; y si juzga contra éste, debe mandar 
que restituya la cosa que es objeto de reivindicación con 
sus frutos y accesiones. 


Puede el Juez no hacer condena especial en costas o 
imponerla al vencido y aun condenarlo en costas y costos, 
según estime que aquel litigó con alguna razón o por culpa- 
ble ligereza o por malicia que merezca la nota de temeridad, 
sin perjuicio de lo que dispone la ley procesal. 


Se consideran costas todos los tributos, incluido el del 
pago de la vicésima, así como los honorarios de los peritos, 
depositarios, tasadores y demás auxiliares del tribunal. Se 
consideran costos, los honorarios de los abogados y de los 
procuradores. 


Referente al artículo 2? 


DECRETO-LEY N* 14.500 
Artículo 1 


Para liquidar el valor de las obligaciones que se resuel- 
van en el pago de una suma de dinero, directamente o por 
equivalente, cuyo cumplimiento fuere objeto de una preten- 
sión deducida en un proceso jurisdiccional o arbitral por 
una persona privada física o jurídica, se tendrá en cuenta la 
variación en el valor de la moneda ocurrida durante el 
tiempo que mediare entre la fecha de su nacimiento y la de 
su extinción, sin perjuicio de lo establecido en el inciso 
siguiente. 


Si se tratare de obligaciones convencionales sujetas a 
plazo o condición, el término a que alude el inciso anterior 
será el que medie entre la fecha de su exigibilidad y la de su 
extinción. 
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En los casos que a continuación se expresan y a los solos 
efectos de esta ley, se tendrá por deducida la pretensión 
respectiva: 


A) En las ejecuciones, cuando se practique el protesto 
o se solicite judicialmente la intimación de pago o la 
citación a reconocimiento de firma; 


B) En el proceso penal, cuando se solicite el embargo 
preventivo de los bienes del procesado. (*) 


Artículo 2 


La variación en el valor de la moneda será determinada 
por la evolución del índice general de los precios del con- 
sumo elaborado mensualmente por el Ministerio de Econo- 
mía y Finanzas. A estos efectos, se confrontarán el índice 
correspondiente al mes de la fecha de nacimiento o 
exigibilidad de la obligación, en su caso, con el establecido 
para el mes anterior de la fecha de extinción de la misma. 


El índice general de los precios del consumo será publi- 
cado mensualmente en el “Diario Oficial”, sin perjuicio de 
que, a petición de parte o de los órganos jurisdiccionales o 
arbitrales competentes, se expida constancia del mismo, sin 
costo alguno. 


Sia la fecha de la extinción de la obligación no se hubiere 
publicado todavía el índice correspondiente al mes anterior, 
la confrontación a que se refiere este artículo se hará con el 
último que haya sido publicado en la forma prevista en el 
inciso precedente. (*). 


Artículo 3 


Exceptúanse de lo establecido en los artículos anterio- 
res los siguientes casos: 


A) Cuando exista o haya existido convención de las 
partes estableciendo un índice o procedimiento de 
liquidación del valor de las obligaciones distinto al 
previsto en el artículo 29, en cuya hipótesis se estará 
a lo pactado; 


B) Cuando la ley fije o haya fijado un régimen especial 
de ajuste del valor de las obligaciones; 


¡US 


Literal c) derogado/s por: Decreto-Ley N* 15.733 de 
12/02/1985 artículo 1. 


Artículo 4 


En los casos en que sean de aplicación los artículos 1, 


486-C.S. 


2 y 3 de la presente ley, la tasa fijada en el artículo 2.207 del 
Código Civil, será del 6% (seis por ciento) anual. 


Los intereses, a las tasas legales o convencionales que 
corresponda, comisiones y demás ilíquidos, se calcularán 
en todo caso sobre el valor de la obligación actualizado 
conforme a las disposiciones de la presente ley. 


Artículo 5 


Derógase el inciso 1 del artículo 11 de la Ley N* 14.188 
de 5 de abril de 1974. Esta derogación no alcanzará a las 
obligaciones laborales nacidas antes de la vigencia de esta 
ley, hayan sido o no objeto de pretensiones deducidas en 
procesos jurisdiccionales las que serán reguladas por la 
disposición referida. (*) 


Redacción dada por: Decreto-Ley N* 14.527 de 01/06/ 
1976 artículo 1. 


Artículo 6 


El procedimiento previsto en la presente ley para la 
liquidación del valor de las obligaciones se aplicará también 
al saldo pendiente de pago, del precio de venta obtenido en 
remate judicial a partir de los noventa días de haber queda- 
do ejecutoriado el auto que lo aprueba. 


El mejor postor podrá hacer entregas a cuenta del precio 
en todo tiempo, con entera independencia del estado de los 
procedimientos y del otorgamiento de la escritura de com- 
pra-venta. 


Las sumas consignadas por el mejor postor -tanto la 
seña como las entregas ulteriores que se autorizan en el 
inciso precedente- deberán ser depositadas en el Banco 
Hipotecario del Uruguay, sus Sucursales o Agencias, en 
cuenta especial de valores que se abrirá al efecto, a la orden 
del Juzgado y bajo el rubro de autos. 


Aprobada la liquidación se abonará al actor el monto de 
su crédito actualizado conforme a esta ley, y el remanente 
de la venta de los valores, que hará el Banco Hipotecario del 
Uruguay, corresponderá al demandado. (*). 


Artículo 7 


Toda consignación de importes en procesos jurisdiccio- 
nales o arbitrales podrá efectuarse en los valores aludidos 
en la forma prevista en el inciso tercero del artículo 6”. Las 
sumas en consignación hasta la fecha, podrán sustituirse 
por las especies referidas en esta disposición, debiendo los 
Jueces autorizarla expresamente. 


Artículo 8 


El procedimiento de liquidación del valor de las obliga- 
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ciones establecido por la presente ley se aplicará a aquellas 
que nacieron después de la fecha de su vigencia. 


Artículo 9 


Las partes podrán establecer cualquier clase de estipu- 
lación que tenga por finalidad mantener el valor de las 
obligaciones contraídas. (*) 


Artículo 10 


Quedan comprendidas en el artículo anterior las cláusu- 
las en moneda extranjera. A los efectos establecidos por el 
artículo 874 del Código de Procedimiento Civil y disposicio- 
nes complementarias los documentos que contengan obli- 
gación de pagar suma de dinero expresada en cualquier 
especie de moneda extranjera, constituirán título que trae 
aparejada ejecución en la moneda especificada y se consi- 
derará líquida la respectiva cantidad. 


Artículo 11 
(+) Notas: 


Derogado/s por: Decreto-Ley N* 14.887 de 
27/04/1979 artículo 4. 


TEXTO ORIGINAL: Decreto-Ley N* 14.500 de 08/03/ 
1976 artículo 11. 


Artículo 12 


Comuníquese, etc. 


Referente artículo 3% 


LEY N* 17.940, DE 2 DE ENERO DE 2006 


Artículo 3 
(Disposiciones comunes a ambos procedimientos): 


A) En todo caso que la sentencia a recaer constate la 
violación a cualquiera de las garantías prescritas en 
el artículo 1? de la presente ley, se dispondrá la 
efectiva reinstalación o reposición del trabajador 
despedido o discriminado, generándose en conse- 
cuencia a favor de este el derecho a percibir la tota- 
lidad de los jornales que le hubiere correspondido 
cobrar durante el período que insuma el proceso de 
reinstalación y hasta que esta se efectivice. 


B) En los procedimientos a que refiere el artículo 2? de 
la presente ley, la legitimación activa corresponderá 
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al trabajador actuando conjuntamente con su organi- 
zación sindical. 


C) El proceso se ajustará a los principios de celeridad, 
gratuidad, inmediación, concentración, publicidad, 
buena fe y efectividad de la tutela de los derechos 
sustanciales. 


D) Serán competentes los tribunales que, en su respec- 
tiva jurisdicción, entiendan en materia laboral. 


E) El tribunal dispondrá de las facultades previstas en 
los numerales 3? y 5% del artículo 350 del Código 
General del Proceso. 


F) Las sanciones o conminaciones pecuniarias previs- 
tas en el artículo 374 del Código General del Proceso, 
serán independientes del derecho a obtener el resar- 
cimiento del daño y su producido beneficiará a la 
parte actora. 


G) La parte demandante estará exonerada del pago de 
tributos y costas. 
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Comisión de Asuntos 
Laborales y Seguridad Social 


ACTA N* 113 


En Montevideo, el día veintidós de abril de dos mil nueve 
ala hora diecisiete y quince minutos, se reúne la Comisión 
de Asuntos Laborales y Seguridad Social del Senado. 
Asisten sus Miembros los señores Senadores Eduardo 
Ríos, Víctor Vaillant y la señora Senadora Margarita 
Percovich. 

Faltan con aviso los señores Senadores Isaac Alfie, Fran- 
cisco Gallinal y Pablo Iturralde. 
Preside la señora Senadora Susana Dalmás, Presidenta de la 
Comisión. 

Actúa en Secretaría la señora Gabriela Gazzano, con la 
colaboración del Prosecretario Martín Secco. 
Abierto el acto se procede a tomar versión taquigráfica, 
cuyas copias dactilografiadas lucen en los Distribuidos 
Nos.3133 y 3134/2009, que forman parte de la presente acta. 
ASUNTOS ENTRADOS: 

1. Carpeta N” 1053/2008. Negociación Colectiva en el Sec- 
tor Público. Se establecen normas. Proyecto aprobado por 
Cámara de Representantes en nueva forma. Distribuido 
N* 3117/2009. 

2. Invitación de la Cámara de Comercio y Servicios del 
Uruguay, el BID y el Fondo Multilateral de Inversiones, a 
una charla sobre “Hacia la profesionalización de las Empre- 
sas Familiares”, arealizarse el 28 de abril de 2009, en la Bolsa 
de Comercio. 

3. La Comisión Tripartita para la Igualdad de Oportunida- 
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des y Trato en el Empleo, solicita audiencia con el fin de 
colaborar en el proceso de discusión en la Comisión del 
Proyecto de Ley sobre Acoso Sexual en el ámbito laboral y 
docente. 

4. La Comisión de Hacienda hace llegar a la Comisión una 
solicitud de audiencia de los integrantes de la agrupación 
de ex Obreros y Familiares de la Textil Ferrés. 
5. Representantes del Frigorífico Melilla solicitan audien- 
cla. 

6. La Asociación de funcionarios Electorales remite nota 
por la que solicitan la intermediación de esta Asesora por 
la situación que atraviesan y plantean en su nota. 
ASUNTOS CONSIDERADOS: 

1. Sereciben en audiencia alos representantes de la Unión 
Nacional de Trabajadores Metalúrgicos y Ramas Afines, 
los señores Hugo Domínguez, Diego Gorosito, Alejandro 
Martín, Gerardo Lorenzo, Carlos Pagella, Sergio Alvarez y 
la señora Alba Colombo. 

2. Carpeta N” 1376/2008, sobre Generación de intereses 
compensatorios en beneficio de los trabajadores, por el no 
pago en fecha de los haberes salariales. Distribuido 
N? 2893/2008. La Comisión aprueba texto sustitutivo pre- 
sentado por el señor Senador Eduardo Ríos. Se vota en 
bloque. 4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Se designa como Miembro Informante al señor Senador 
Eduardo Ríos. Informe verbal. 

TEXTO DELPROYECTO DE LEY SUSTITUTIVO APROBA- 
DO POR LA COMISION: 

Artículo 1”.- Los montos que se adeuden al trabajador, 
emergentes de la relación laboral que sean exigibles a partir 
de la promulgación de la presente ley y que no sean pagados 
en fecha según los plazos dispuestos por el artículo 1? del 
Decreto-Ley N* 14.159, de 21 de febrero de 1974, con las 
modificaciones introducidas por el artículo 719 de la Ley 
N? 16.170, de 28 de diciembre de 1990, generarán un interés 
moratorio del 10% (diez por ciento) mensual, el que deberá 
ser abonado conjuntamente con los haberes salariales atra- 
sados, adicionándole los intereses previstos en el artículo 
4% de la Ley N* 10,449, de 12 de noviembre de 1943, si 
correspondiere. 
Artículo 2?.- Los intereses reclamados en vía judicial que 
formen parte de la retribución del trabajador, se calcularán 
aplicándose el Decreto-Ley N* 14.500, de 8 de marzo de 1976, 
sin perjuicio de las sanciones especiales para el caso con- 
creto que disponga el Juez competente. 
Artículo 3”- Los intereses y reajustes previstos en el artícu- 
lo 1 de la presente ley, se aplicarán cuando el empleador 
también deba abonar los jornales caídos en la hipótesis 
prevista por el artículo 3 numeral A) de la Ley N* 17.940, de 
2 de enero de 2006. 

Artículo 4?.- Cuando un empleador interponga ante el Con- 
sejo de Salarios de su rama de actividad que caerá en 
incumplimiento a las obligaciones referidas en esta ley por 
causas de fuerza mayor, y esta situación se convenga 
colectivamente en ese ámbito, no le será aplicable lo esta- 
blecido por el artículo 1” de la presente ley. 
Artículo 5”.- El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
expedirá la constancia respectiva del incumplimiento en el 
pago de los haberes salariales, que tendrá valor de título 
ejecutivo en beneficio del trabajador. 
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Artículo 6?.- El Poder Ejecutivo deberá reglamentar la pre- 
sente ley en un plazo no mayor de cien días contados a partir 
de la fecha de su promulgación. 
RESOLUCION: 

Incluir en el Orden del Día de la próxima sesión de la 
Comisión, las siguientes Carpetas: 
1. Carpeta N* 1473/2009. Barrán Montaldo, José Pedro. 
Pensión Graciable. Mensaje y proyecto de ley del Poder 
Ejecutivo. Distribuido N* 3100/2009. 
2. Carpeta N” 1474/2009. Erman Michalovicaite, José. Pen- 
sión Graciable. Mensaje y proyecto de ley del Poder Ejecu- 
tivo. Distribuido N* 3106/2009. 

3. Carpeta N” 1475/2009. Andrade Francolín, Nelly Teresa. 
Pensión Graciable. Mensaje y proyecto de ley del Poder 
Ejecutivo. Distribuido N* 3101/2009. 
4. Carpeta N* 1030/2007. Seguro de Accidentes de Trabajo 
y Enfermedades Profesionales. Distribuido N* 2217/2007. _ 
5. Carpeta N” 1468/2009. Personas inscriptas en la bolsa 
laboral del Patronato Nacional de Encarcelados y Libera- 
dos, o de los Patronatos Departamentales. Se autoriza su 
contratación a término bajo un régimen laboral especial. 
Distribuido N* 3089/2009. 

A la hora dieciocho y quince minutos se levanta la sesión. 
Para constancia se labra la presente Acta que, una vez 
aprobada, firman la señora Presidenta de la Comisión y la 
señora Secretaria de la Comisión. 


Susana Dalmás 
Presidenta 


Gabriela Gazzano 
Secretaria.” 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Carlos Moreira).- Léase el 
proyecto. 


(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Ríos. 


SEÑOR RÍOS.- Señor Presidente: este proyecto de ley 
fue enviado a la Comisión correspondiente el año pasado y 
al respecto se han hecho consultas con las autoridades del 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, de la Cámara de 
Comercio, de la Cámara de Industrias y del PIT-CNT. Luego 
de ese proceso y tras alcanzar un acuerdo, la iniciativa fue 
aprobada. 


A los efectos de abordar la presentación de este proyec- 
to de ley, en primer lugar queremos aclarar que no tiene 
vinculación con los juicios laborales, ya que simplemente 
se determina una sanción para el empleador en el caso de 
que este no cumpla con el pago en fecha de los salarios de 
los trabajadores. Una vez que el trabajador inicie un juicio, 
regirán las normas vigentes para los juicios laborales. 
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En esta iniciativa se contempla el aspecto empresarial y 
se trata de favorecer al empresario que cumple -del que 
generalmente nos olvidamos-, lo que más adelante analiza- 
remos más en detalle. Se prevé, para casos de fuerza mayor, 
que la empresa pueda dirigirse con anterioridad al Ministe- 
rio de Trabajo y Seguridad Social y a su Consejo de Salarios, 
no aplicándosele la norma si se pudiera demostrar la impo- 
sibilidad de hacer frente a las obligaciones emergentes de 
situaciones imprevistas. 


El ordenamiento jurídico nacional establece plazos para 
el pago de los salarios, pero de acuerdo con las diferentes 
modalidades de contratación laboral -hay trabajadores que 
son remunerados en forma mensual, mientras que otros lo 
son quincenalmente-, no se fijan reglas que compensen e 
indemnicen al trabajador ante el incumplimiento o cumpli- 
miento tardío por parte del empleador. La actual normativa 
dispone que los salarios deben ser abonados, en el caso de 
los trabajadores remunerados en forma mensual, dentro de 
los primeros cinco días hábiles y nunca después de los diez 
primeros días corridos del mes siguiente, mientras que, 
tratándose de los trabajadores remunerados quincenalmente, 
deben ser abonados dentro de los cinco días hábiles si- 
guientes al vencimiento de la quincena. 


Ahora bien, en todos los casos, el incumplimiento del 
empleador en el pago en fecha del salario, no genera com- 
pensación alguna al trabajador por el perjuicio que le aca- 
rrea el percibir fuera de fecha sus haberes salariales, aspec- 
to este muy importante debido al hecho de que el salario 
tiene naturaleza alimentaria. El ordenamiento jurídico impo- 
ne multas al empleador que no paga los sueldos en fecha, 
pero ellas deben ser abonadas en la Inspección General del 
Trabajo y no al propio trabajador perjudicado, aun cuando 
este último pierde su capacidad de compra y es objeto de 
sanciones por parte de los diferentes organismos del Esta- 
do, tarjetas de crédito, etcétera. 


Por lo tanto, las sanciones establecidas en la normativa 
vigente tienen en cuenta solo al trabajador, extremo que se 
pretende corregir con la iniciativa que se presenta. Se 
entiende de recibo prever un régimen que ampare al emplea- 
do cuando no percibe el pago de su salario en fecha. 


Actualmente, y en base a nuestro sistema de relaciones 
de consumo, los trabajadores contraen obligaciones, utili- 
zan medios de pago tales como la tarjeta de crédito y, 
además, deben hacer frente al suministro de energía, agua 
potable y telefonía, todo lo cual tiene una fecha de venci- 
miento y un interés estipulado por el no pago en plazo de 
esas deudas establecidas. Entonces, cuando no reciben en 
fecha el pago de su salario, deben afrontar las multas, 
intereses y recargos por sus obligaciones contraídas, en 
función de la fecha en que deberían haber percibido el 
sueldo. De manera que el no pago en fecha por parte del 
empleador, conlleva una disminución de la masa salarial de 
los trabajadores, en tanto -reitero- éstos deben asumir los 
recargos, multas e intereses originados, justamente, por el 
atraso en el pago de sus salarios. 
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Esta norma constituye, pues, una herramienta para man- 
tener en todos los casos el nivel de ingreso de los trabaja- 
dores, evitando que sus recursos económicos se vean 
menguados por el atraso en el cobro de sus haberes. Asi- 
mismo, con ella los empleadores considerarán las deudas 
por salarios de manera similar a cualquier otro crédito que 
integre las finanzas de su empresa. Sin duda, el hecho de 
que actualmente las deudas salariales no generen intereses 
por su incumplimiento, hace que su pago pueda postergarse 
en favor del cumplimiento de otras obligaciones, cuyo 
atraso sí genera gastos diversos. 


Realmente, señor Presidente, resulta increíble que el 
único crédito que no tiene sanción por el no pago en fecha 
sea el de tipo laboral, y como tiene carácter alimentario, el 
perjuicio es enorme. Así, pues, esta iniciativa viene a llenar 
ese vacío, siendo esto algo que les debemos a todos los 
trabajadores. De acuerdo con lo establecido aquí, para el 
empleador las deudas salariales estarán en el mismo nivel de 
prioridad que las demás obligaciones, puesto que su incum- 
plimiento también generará intereses -multas por el no 
pago- en los plazos estipulados. 


Señor Presidente: es fundamental legislar en protección 
del salario, ante todo porque la propia Constitución de la 
República establece que el trabajador está bajo la protec- 
ción especial de la ley -en clara alusión al carácter tuitivo del 
Derecho Laboral-, pero también por el significado que el 
salario tiene para las personas, con fundamental énfasis en 
su carácter alimentario. 


Cabe acotar que algunas citas resultan imprescindibles 
en esta materia, sobre todo para que luego, en la aplicación 
de la normativa, la versión taquigráfica pueda ser utilizada 
como elemento de interpretación del contenido de la norma, 
en caso de irse a la Justicia. 


Como lo define el doctor Santiago Pérez del Castillo, el 
salario es la ventaja económica que obtiene el trabajador en 
forma normal y permanente a causa de su contrato de 
trabajo, siendo el pago del mismo la obligación principal de 
dicho contrato. Así lo manifiesta también el doctor Américo 
Plá Rodríguez en su obra magistral Salario en el Uruguay, 
en el año 1956. Es por ello que debe preverse una protección 
especial para mantener el valor real del mismo. Este concep- 
to es sostenido, incluso, por el profesor español Montoya 
Melgar, en su obra La retribución del trabajo, señalando 
que el salario es la totalidad de los beneficios que obtenga 
el trabajador por sus obras o por sus servicios. 


Además de ello, por ser el pago del salario una obliga- 
ción, deben establecerse necesariamente normas para regu- 
lar su cumplimiento efectivo y en un tiempo razonable, ya 
que tiene un carácter sinalagmático. Es la contrapartida del 
trabajador, porque la ejecución del trabajo crea un crédito 
proporcional de su salario, como lo enseña el profesor 
español autor de la obra /gualdad y desigualdad de las 
remuneraciones. En consecuencia, el cumplimiento del pago 
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del salario no debe dejarse a merced de las leyes del merca- 
do; por el contrario, debemos dedicar todos nuestros es- 
fuerzos a garantizar el efectivo cumplimiento de las obliga- 
ciones que emergen de las relaciones de trabajo. 


Ya los autores más clásicos del laboralismo defendían 
esta modalidad protectora. Es así que Deveali, en su ensayo 
sobre el carácter remunerativo del salario, manifestaba que 
el salario es la remuneración correspondiente al hecho de 
poner el trabajador sus energías a disposición del empleador 
y merece su mayor protección, extremos que son apoyados 
actualmente por la más prestigiosa doctrina nacional. El 
profesor Ermida defiende el carácter alimentario del salario, 
que está definido por el destino que el trabajador le asigna 
en su sustento; por eso el momento de su cumplimiento 
debe tener un severo régimen de protección. 


Como si todo esto fuera poco, adviértase que el salario 
es inembargable; está desvinculado de una efectiva 
contraprestación y se paga aun en el caso de descanso. Para 
ser coherente con toda su regulación, debido a su trascen- 
dencia, debe establecerse el pago de intereses y sanciones 
ante su incumplimiento en fecha. Porque como lo enseñaba 
Couture, citando a Francisco De Ferrari, el salario es un 
sustento vital tutelado por el Estado. Asimismo, el profesor 
español Mario de la Cueva -radicado en México- señala que 
el salario le es indispensable al trabajador, porque con él 
hace frente a los gastos corrientes de subsistencia, alimen- 
tación y vivienda. 


Es por los principios y argumentos expuestos que con- 
sideramos imprescindible la sanción de este proyecto de 
ley. 


Ahora bien, considerada esta iniciativa desde el punto 
de vista de los empresarios, evidentemente tiene otra lectu- 
ra. 


Generalmente, el empresario cumplidor no es tenido en 
cuenta, a no ser cuando se puede probar su cumplimiento 
frente a una relación de incumplimiento. Hasta ahora, se ha 
dado el caso de que un empresario cumplidor de todas sus 
obligaciones, en el momento de presupuestar o hacer un 
trabajo, estaba en competencia desleal frente a aquel otro 
empleador que no pagaba los salarios en fecha, en tanto y 
en cuanto este último no recibía ninguna sanción. A su vez, 
ese incumplimiento hacía que el cumplidor tuviera un precio 
diferencial frente al no cumplidor. Francamente creemos 
que, como Legisladores, debemos proteger a los empresa- 
rios cumplidores -que, por suerte, en este país son muchos- 
frente a los que no cumplen, a fin de que no exista esa 
competencia desleal, sustentada en un vacío legal o en los 
términos de una ley. 


En lo personal, si bien considero importante el carácter 
alimentario del salario y la sanción que debe recibir el 
empresario que no cumple, hay otro aspecto que me parece 
tiene casi igual trascendencia. 
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No podemos tener relaciones comerciales sanas dentro 
de un marco jurídico adecuado, si no defendemos a los 
cumplidores y sancionamos a los incumplidores, porque 
estaríamos desestimulando cualquier elemento de trabajo 
y, por ende, trasmitiendo una inseguridad jurídica donde el 
incumplidor se ve más beneficiado que el cumplidor. Cree- 
mos que esto es algo sustantivo, y por eso este proyecto de 
ley tiene las consecuencias señaladas. 


Reitero que en todo el proyecto de ley se prevé que toda 
sanción o intereses por el crédito que el trabajador va a 
recibir se apliquen antes del juicio laboral, sin alterar nin- 
guno de sus elementos. Quiere decir que el trabajador, con 
su salario, sanción e intereses, iniciará el juicio laboral y se 
le aplicarán o no todas las previsiones del Decreto-Ley 
N”* 14.500 o las sanciones que el Juez decida, en su favor o 
en su contra; no estamos haciendo una intromisión en el 
Poder Judicial. 


Como señalábamos anteriormente, establecemos una 
sanción del 10% para el no pago en fecha de los sueldos de 
los trabajadores. Creemos que esto tiene equilibrio en lo 
que tiene que ver con la remuneración que el trabajador 
debe percibir y lo que habría que pagar de más, y constituye 
un desestímulo para el incumplimiento. Es necesario buscar 
un desestímulo para que no haya atrasos y que el empresa- 
rio no trate de competir en forma desleal con otro empresa- 
rio. 


En el proyecto de ley se transfieren al Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social los aspectos vinculados al 
funcionamiento de esta norma y se establece un artículo 
específico que permite que una empresa que prevé que va 
a caer en incumplimiento del pago de salarios en virtud de 
situaciones de fuerza mayor, se presente ante el Consejo de 
Salarios correspondiente a su rama de actividad y explique 
sus razones. En ese caso, no se le aplicará el artículo 1* ni 
tendrá sanción alguna, ya que el Consejo de Salarios “de- 
terminará” -dicho esto entre comillas- su imposibilidad de 
hacer frente alos salarios por causa de fuerza mayor. No sé 
si esto es común, pero desde 1985 a la fecha, en la negocia- 
ción colectiva se han previsto estos casos en diversas 
oportunidades, ya que el trabajador, el empresario y el 
sindicato de su rama de actividad generalmente son los que 
tienen el mayor conocimiento de la empresa. Una vez esta- 
blecido por este Gobierno el sistema tripartito, creemos que 
es un buen elemento para que determine las causas de 
fuerza mayor que tenga el empleador y no se le aplique el 
artículo 1”. 


Consideramos que este proyecto de ley acompaña la 
política laboral, individual y colectiva que ha llevado a cabo 
este Gobierno, que no es novedosa, ya que hemos tomado 
elementos de anteriores Administraciones con respecto a la 
negociación colectiva, esperando aprobar una norma de 
estas características. Este asunto constituía una laguna 
muy importante que nos parecía debíamos subsanar me- 
diante esta forma de contrato. Es cierto que en el mundo de 
hoy cada vez hay más contratos chatarra, pero el Legislador 
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debe dictar normas que no permitan su existencia y luego 
cada uno conocerá su responsabilidad. 


En este sentido, solicitamos al Cuerpo que apruebe este 
marco normativo que, tal como señaláramos, beneficia al 
trabajador al pagarle por el atraso en percibir sus haberes, 
beneficia al empresario que cumple frente al que no cumple 
y asegura un marco jurídico con reglas claras para cualquier 
empresario que desee invertir en forma sana y no utilice el 
salario como variable de ajuste en un precio determinado, 
sino que use su capacidad, su intelecto y la forma de 
manejar la empresa para ganar dinero. Me refiero a que no 
utilice el sueldo de los trabajadores para obtener el mismo 
beneficio. 


Nada más. Muchas gracias. 
SEÑOR ALFIE.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Carlos Moreira).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR ALFIE.- Señor Presidente: como bien dijo el 
Miembro Informante, el proyecto de ley que estamos tratan- 
do tiene como objetivo poner en pie de igualdad las cargas 
que puede asumir una persona en la medida en que deba 
enfrentar determinados cargos por mora o intereses 
punitorios -entre ellos del Estado por falta de pago- sin ser 
el culpable último de su situación; es decir que no hubiera 
falta de voluntad ni haya querido “hacerse el vivo”, valga 
la expresión poco académica. 


Asimismo, hay que tener en cuenta que, muchas veces, 
si uno de estos aspectos llega a determinados extremos, el 
empleador puede decir: “Si ante el incumplimiento asumo 
determinadas deudas que me llevan a la quiebra o que se 
vuelven impagables, directamente nunca voy a tener un 
incumplimiento, pero eso sí, ante la primera dificultad, 
mandaré a todo el mundo al Seguro de Paro”. Ese es el 
equilibrio que se debe lograr en este tipo de legislación. En 
ese sentido, el artículo 4” tiene una forma de desenganche, 
pidiendo determinada exoneración a las obligaciones que 
impone el artículo 1”, aplicándose automáticamente el ar- 
tículo 2%, según el cual no puede haber un juicio de reclamos 
cuando existe un acuerdo de diferencia establecido en el 
artículo 4”. El artículo 3" no tiene nada que ver con esto. 


En base alo señalado, enla Comisión expresamos -aclaro 
que justamente no estuvimos presentes en oportunidad de 
votarse el proyecto de ley- que estábamos dispuestos a 
acompañar la iniciativa, pero que queríamos hacerle ciertos 
cambios, porque entendíamos que, por ejemplo, en el ar- 
tículo 1% no se podía fijar un interés mensual. ¿Por qué? 
Porque el interés cambia a medida que cambia la inflación. 
Por lo tanto, no se podía fijar un número y, menos aún, el 
10% mensual, que es un valor excesivamente alto, diría, 
disparatado. Ante ello, la Bancada del Partido Colorado 
propuso en la pasada sesión de la Comisión traer una 
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redacción alternativa en el día de hoy y hemos traído una 
para los primeros tres artículos del proyecto de ley, que 
paso a detallar. 


En el artículo 1%, se establece una multa del 10% por una 
única vez -no un interés del 10% mensual- y un interés 
compensatorio de mora equivalente al que fija la Dirección 
General Impositiva para las deudas fiscales. Ese interés va 
cambiando todos los meses en función de las tasas de 
interés del mercado por una resolución de ese organismo. 
Obviamente, ello se aplica sin perjuicio de otras sanciones 
previstas en la Ley N” 10.449, que el Juez tiene la facultad 
de poner o no en base a otros parámetros que no tienen que 
ver con el incumplimiento del pago de salarios estrictamen- 
te, sino con otras cosas. 


En el artículo 2%, se quiere dejar claro -al respecto, 
quisiera contar como anécdota que en un juicio en el que 
intervine y ganamos, mandé decir al Juez que me estaba 
duplicando el beneficio, y era verdad- que los intereses 
compensatorios se dividen en dos partes: los previstos por 
el artículo 1% de acuerdo con la forma de cálculo que propo- 
nemos hasta la fecha de presentación al juicio y los estable- 
cidos a partir de esa fecha, que serán regidos por el Decreto- 
Ley N* 14.500. 


Reitero que estas dos formas para hacer el cálculo son 
las establecidas en el artículo 1” de la ley, es decir, hasta la 
fecha de presentación de la demanda, y a partir de allí se 
aplica al monto los intereses compensatorios que determina 
el Decreto-Ley N” 14.500. Concretamente, en eso consiste 
el cambio que proponemos. 


Después de algunos intercambios de ideas con el señor 
Senador Ríos, acordamos una redacción que, en definitiva, 
expresa lo que acabo de señalar. Esperemos que sea lo 
suficientemente feliz; de lo contrario, que conste que el 
sentido de la propuesta es el que acabo de explicar, previen- 
do posibles interpretaciones ante eventuales juicios. 


En el artículo 3* solo se cambiaría la referencia al artículo 
1” por la del artículo 2* del proyecto de ley, instancia que se 
aplicará cuando el empleador también deba abonar los 
jornales caídos en la hipótesis prevista por el artículo 3%, 
literal A), de la Ley N* 17.940, de 2 de enero de 2006. Si mal 
no recuerdo, se trata de la ley sobre libertades sindicales, 
que establece la reposición en su cargo de un empleado 
despedido o destituido. 


Estos son los tres cambios que hemos hecho llegar a los 
señores miembros de la Comisión aquí presentes -advierto 
que omití entregárselos al señor Senador Pérez Antón, 
porque recién me doy cuenta de que es el suplente del señor 
Senador Gallinal-, que pido sean repartidos a todos los 
señores Senadores. 


Es cuanto quería manifestar. 
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24) SEÑOR JOSE ERMAN MICHALOVICAITE. PEN- 
SION GRACIABLE 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Carlos Moreira).- Dese cuen- 
ta del resultado de la votación correspondiente a la pen- 
sión graciable a conceder al señor José Erman 
Michalovicaite. 


SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


Han sufragado 22 señores Senadores; 19 lo han hecho 
por la afirmativa. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Carlos Moreira).- En conse- 
cuencia, el resultado de la votación es: Afirmativa. 


Léase el artículo 2”. 
(Selee:) 
SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“ARTICULO 2”.- PRECISASE que la erogación resul- 
tante, será atendida por Rentas Generales”. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Carlos Moreira).- En conside- 
ración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará 
a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado) 


25) JOSE PEDRO BARRAN MONTALDO. PENSION 
GRACIABLE 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Carlos Moreira).- La Presi- 
dencia sugiere -atento a la moción oportunamente plan- 
teada- que el Cuerpo pase a considerar el asunto que figura 
en decimocuarto término del Orden del Día: “Proyecto de 
ley por el que se concede una pensión graciable al se- 
ñor José Pedro Barrán Montaldo. (Carp. N* 1473/09 - Rep. 
N* 1029/09)”. 


(Antecedentes:) 


492-C.S. 


“Carp. N* 1473/09 

Rep. N* 1029/09 
Ministerio de Educación y Cultura 
Ministerio de Economía y Finanzas 


Montevideo, 27 de marzo de 2009. 


Sr. Presidente de la 
Asamblea General. 
Sr. Presidente: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo con el objeto de someter a su consideración el 
adjunto Proyecto de Ley, por el que se concede una pensión 
graciable al Sr. José Pedro BARRAN MONTALDO. 


Con su vasta y relevante trayectoria en las historiografía 
y las letras nacionales, José Pedro Barrán, resulta una 
personalidad de reconocida trayectoria en el ámbito nacio- 
nal e internacional. 


La historiografía uruguaya ha recorrido mucho camino 
desde sus orígenes, situados (más allá de antecedentes más 
lejanos) alrededor del último cuarto del siglo XIX. El siglo 
XX, hasta su sengunda mitad, siguió por similar derrotero, 
pero apoyado ahora en una base documental abrumadora. 


La década de 1960 abrió, para el Uruguay y para América 
Latina nuevos horizontes, de los que su historiografía no 
fue una excepción. Y es allí en donde la figura del Prof. José 
Pedro Barrán, primero en unión con Benjamín Nahum, y 
luego con rumbo propio, se erige en el historiador más 
sólido y abarcativo de los últimos treinta años. Lo social y 
lo económico entraron en los análisis históricos de manera 
rotunda, erudita y amena. Pero para Barrán esto no fue 
suficiente. Dio por concluida esta etapa, y comenzó otra, 
tan documentada y amena como las anteriores, pero tal vez 
más innovadora y removedora. La historia de las mentalida- 
des, de las sensibilidades, forma parte hoy de la 
historiografía del Uruguay. Y eso, en grado sumo, es res- 
ponsabilidad de alguien que ha sabido magistralmente. 


El Prof. José P. Barrán ha sabido mantener un profundo 
apego y compromiso con la educación pública, en la que 
descolló en el ejercicio de la docencia, a nivel de la enseñan- 
za secundaria y universitaria. 


Además de haber asumido como consecuencia de su 
profunda vocación de educador, responsabilidades en el 
gobierno de la educación, participa activamente en el pro- 
ceso de transformación que nuestro sistema educativo 
requiere de cara a los retos y desafíos del siglo XXI. Res- 
ponsabilidades que se inscriben en su relevante compromi- 
so ciudadano, que constituye otro de los rasgos distintivos 
y sobresalientes de su personalidad. 


El Poder Ejecutivo entiende que se impone realizar este 


CAMARA DE SENADORES 


5 de mayo de 2009 


reconocimiento a la personalidad y trayectoria del Prof. 
José Pedro Barrán a través del mecanismo de la pensión 
graciable, concebida como una recompensa pecuniaria atri- 
buida a quienes han realizado aportes relevantes a la Repú- 
blica en la construcción ciudadana y el desarrollo de la 
cultura. 


El proyecto de ley, en su Artículo Primero, incluye el 
nombre del beneficiario así como el monto de la pensión. En 
su artículo Segundo, establece que la erogación resultante 
será atendida por Rentas Generales. Asimismo, a efectos de 
la tramitación ante el Banco de Previsión Social, seincluye 
en el texto, el número de Cédula de Identidad del beneficia- 
rio. 


El Poder Ejecutivo saluda al Presidente de la Asamblea 
General con su más alta consideración. 


RODOLFO NIN NOVOA, Vicepresi- 
dente de la República en ejercicio de la 
Presidencia; Alvaro García, María 
Simon. 


PROYECTO DELEY 


Artículo Primero.- CONCEDESE una pensión gracia- 
ble, al Sr. José Pedro Barrán Montaldo, cédula de identidad 
N? 647.314-8, equivalente a ocho bases de prestaciones y 
contribuciones. 


Artículo Segundo.- PRECISASE que la erogación resul- 
tante, será atendida por Rentas Generales. 


Artículo Tercero.- COMUNIQUESE, publíquese, etc. 


Alvaro García, María Simon. 


ANTECEDENTES 


Sra. Ministra de Educación y Cultura 
Dra. Ing. María Simon. 


De mi mayor consideración: 


Por la presente y en nombre de un numeroso grupo de 
intelectuales uruguayos provenientes de todas las discipli- 
nas y áreas del conocimiento, cumplo en presentar ante 
Usted el pedido formal para que se inicien con la mayor 
premura posible los trámites correspondientes para el otor- 
gamiento de una pensión graciable al Dr. Prof. José Pedro 
Barrán. 


A tales efectos le adjunto por vía separada una versión 
abreviada de su currículum, cuya simple lectura me exime 
por completo de fundamentar la significación de la muy 
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extensa y proficua trayectoria de Barrán y de sus enormes 
contribuciones a la cultura y a la educación nacionales. 
Desde un compromiso inclaudicable y riguroso con el país, 
en tiempos de normalidad institucional como en las aciagas 
épocas de la dictadura. Barrán supo afirmar como nadie los 
valores y aportes de la investigación científica y de la 
educación como sustentos imprescindibles para cimentar la 
libertad, la igualdad y el espíritu críticos como rasgos 
inherentes a la convivencia de los uruguayos todos. 


Sin embargo, a los 74 años de edad y con seis décadas 
como trabajador, en su gran mayoría dedicadas al servicio 
público desde las nobles tareas del educador y del investi- 
gador, en la actualidad Barrán debe enfrentar una difícil 
condición personal motivada por una dura enfermedad 
(cuyo combate le genera ingentes esfuerzos y recursos de 
toda índole) y por condiciones económicas muy insuficien- 
tes. Todo ello ha generado que en la actualidad, luego de 
servir al país nada menor que como Vicepresidente del 
Consejo Directivo Central de la ANEP, su magra jubilación 
no le alcance para cubrir sus gastos personales, en particu- 
lar acrecentados por su enfermedad. 


Ante el impacto y la rebeldía que nos genera este con- 
traste inaceptable de una persona que de manera tan califi- 
cada y desinteresada ha sabido servir al país de forma tan 
excepcional y que a su edad debe enfrentar las penurias de 
las estrechez económica, agravada por la enfermedad que 
padece, es que elevo a usted esta nota, que le reitero 
representa el sentimiento de muchísimos intelectuales y 
ciudadanos del país, para solicitarle que inicie con la premu- 
ra que las circunstancias señaladas ameritan los trámites 
para el otorgamiento de una pensión graciable al Dr. José 
Pedro Barrán. La concreción de dicha iniciativa, además de 
cumplir con un acto imperativo de estricta justicia, permitirá 
que el Estado uruguayo pueda retribuir al menos una parte 
de la entrega de uno de sus servidores más destacados en 
el último medio siglo de la historia nacional. 


Sin otro particular y quedando a sus órdenes por cual- 
quier acción que se requiera para promover esta solicitud, 
aprovecho la oportunidad para saludarla muy atentamente. 


Dr. Prof. Gerardo Caetano. 


CURRICULUM 


Nombre: José Pedro BARRAN MONTALDO. 


Fecha y lugar de nacimiento: 26 de febrero de 1934, Fray 
Bentos, Depto. de Río Negro, R. O. Del Uruguay. 


Domicilio y teléfono: Canelones 1922 ap. 201 - Teléfono: 
4113571. 


Cédula de identidad: 647.314-8 
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Credencial Cívica: AVA 9211 


. LABOR DEINVESTIGACION 


1.1. Labor de investigación en el país y en el extranje- 
ro: becas, misiones de estudio y proyectos de investiga- 
ción. 


1.1.1. Misión de investigación en el Archivo General de 
la Nación Argentina (Buenos Aires), año 1963, por en- 
cargo del Ministerio de Hacienda y el Museo Histórico 
Nacional del Uruguay. Objetivo: seleccionar, copiar y 
microfilmar las fuentes coloniales para la historia econó- 
mica y social del territorio uruguayo. 


1.1.2. Beca del Departamento de Estado de los Estados 
Unidos de Norteamérica en 1960. Objetivo: la enseñanza 
de la historia y la Historia de los Estados Unidos. 


1.1.3. Becario del Consejo Latinoamericano de Ciencias 
Sociales (CLACSO) en 1975-76. 


1.1.4. Becario del Social Science Research Council en 
1976-77. 


1.1.5. Becario de la Fundación Ford, de abril a noviem- 
bre de 1977, 


1.1.6. Becario del Social Science Research Council en 
1978-79. 


1.1.7. Becario de la Fundación Guggenheim en 1979-80, 


1.1.8. Becario de Clacso-Sarec, programa PAGA, en 1980. 


1.1.9. Becario de la Fundación Ford y Sarec, en 1981. 


1.1.10.Becario del Social Science Reserach Council en 
1982-83. 


1.1.11.Apoyo financiero del British Council para realizar 
una investigación en el Public Record Office de Londres 
en 1993 sobre los informes consulares ingleses en el 
período 1825-1838. 


1.1,12.Becario de la Fundación Fulbright de febrero a 
abril de 1993, para realizar una investigación en los 
Nacional Archives de Washington sobre los informes 
diplomáticos estadounidenses entre 1939 y 1955. 


1.1.13.Dirección de los proyectos de investigación fi- 
nanciados por la Comisión Sectorial de Investigación 
Científica (CSIC) de la Universidad de la República, 
titulados: 
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- “Uruguay 1930-1945” (1988-1991); 


- “Inserción internacional del Uruguay y política 
interna. La coyuntura de la Segunda Guerra 
Mundial” (1995-1997). 


- “Política exterior, economía y tecnología en el 
Uruguay de la Segunda Guerra Mundial. 1938- 
1942” (1997-1999). 


- “El Uruguay y el compromiso con los Aliados. 
Política, economía y relaciones exteriores. 1942- 
1945”(2000-2002). 


1.1.14. Representante de la Universidad de la República 
en la Comisión Honoraria del Sistema Nacional de Inves- 
tigadores del Uruguay. 


Labor de investigación: Libros. 


1.2.1. Bases económicas de la Revolución Artiguista. 
Montevideo. Ediciones de la Banda Oriental, 1*. ed. 
enero 1964; 2* ed. corregida y aumentada noviembre 
1964; 3" ed. agosto 1968; 4* ed., marzo 1972; 5* ed., 1986. 
En colaboración con B. Nahum. 


1.2.2. Historia Rural del Uruguay Moderno. 

Tomo 1: 1851-1885 y Apéndice Documental. Montevi- 
deo, Ediciones de la Banda Oriental, octubre 1967, 657 y 
354 páginas respectivamente. En colaboración con B. 
Nahum. 


1.2.3. Tomo ll: La crisis económica. 1886-1894. Mon- 
tevideo, Ediciones de la Banda Oriental, agosto 1971, 
680 páginas. En colaboración con B. Nahum. 


1.2.4. Tomo HI: Recuperación y dependencia. 1895- 
1904. Montevideo. Ediciones de la Banda Oriental, ju- 
nio 1973,515 páginas. En colaboración con B. Nahum. 


1.2.5. Tomo!1V: Historia social de las revoluciones de 
1897 y 1904. Montevideo. Ediciones de la Banda Orien- 
tal, setiembre 1972, 209 páginas. En colaboración con B. 
Nahum. 


1.2.6. Tomo V: La prosperidad frágil. 1905-1914. Mon- 
tevideo. Ediciones de la Banda Oriental, febrero 1977, 
183 páginas. En colaboración con B. Nahum. 


1.2.7. Tomo VI: La civilización ganadera bajo Batlle, 
1905-1914. Montevideo. Ediciones de la Banda Orien- 
tal, setiembre 1977, 485 páginas. En colaboración con B. 
Nahum. 


1.2.8. Tomo VII: Agricultura, crédito y transporte bajo 
Batlle. 1905-1914. Montevideo, Ediciones de la Banda 
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Oriental, junio 1978, 199 páginas. En colaboración con B. 
Nahum. 


1.2.9. Batlle, los estancieros y el Imperio Británico. 


Tomo I: El Uruguay del Novecientos. Montevideo, Edi- 
ciones de la Banda Oriental, diciembre 1979, 278 páginas. 
En colaboración con B. Nahum. 


1.2.10 Tomo!Il: Un diálogo difícil. 1903-1910. Montevi- 
deo, Ediciones de la Banda Oriental, abril 1981, 504 
páginas. En colaboración con B.Nahum. 


1.2.11 Tomo!lI: El nacimiento del batllismo. Montevi- 
deo. Ediciones de la Banda Oriental, octubre 1982, 203 
páginas. En colaboración con B. Nahum. 


1.2.12 Tomo IV: Las primeras reformas. 1911-1913. 
Montevideo, Ediciones de la Banda Oriental, julio 1983, 
196 páginas. En colaboración con B. Nahum. 


1.2.13 Tomo V: La reacción imperial conservadora. 
1911-1913. Montevideo. Ediciones de la Banda Orien- 
tal, julio 1984,210 páginas. 


1.2.14 Tomo VI: Crisis y radicalización. 1913-1916. 
Montevideo, Ediciones de la Banda Oriental, octubre 
1985, 257 páginas. En colaboración con B. Nahum. 


1.2.15 Tomo VIT: Lucha política y enfrentamiento so- 
cial. 1913-1916. Montevideo, Ediciones de la Banda 
Oriental, octubre 1986, 271 páginas. 


1.2.16 Tomo VIII: La derrota del batllismo. 1916. Mon- 
tevideo. Ediciones de la Banda Oriental, octubre 1987, 
156 páginas. 


1.2.17 Colección de Documentos para la Historia Eco- 
nómica y Financiera de la República Oriental del Uru- 
guay, publicada bajo la dirección de Juan E. Pivel Devoto. 


Tomo I: Tierras. 1734-1810. Montevideo, 1964, 1295 
páginas. En colaboración con E. Silva Cazet y B. Nahum. 


1.2.18 Iglesia católica y burguesía en el Uruguay de la 
modernización. 1860-1900. Montevideo, Facultad de 
Humanidades y Ciencias, Universidad de la República. 
1988.47 páginas. 


1.2.19 Historia de la sensibilidad en el Uruguay. 


Tomo l: La cultura “bárbara”. (1800-1860). Montevi- 
deo, Ediciones de la Banda Oriental y Facultad de Huma- 
nidades y Ciencias, 1989, 263 páginas. 


1.220 Tomo!II: El disciplinamiento. (1860-1920). Mon- 
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tevideo. Ediciones de la Banda Oriental y Facultad de 
Humanidades y Ciencias, 1990, 300 páginas. 


1,2.21 Medicina y sociedad en el Uruguay del Novecien- 
tos. 


Tomo I: El poder de curar. Montevideo, Ediciones de la 
Banda Oriental, 1992. 279 páginas. 


1.2.22 Tomo!ll: La ortopedia de los pobres. Montevideo, 
Ediciones de la Banda Oriental, 1993, 258 páginas. 


1.223 Tomo llI:La invención del cuerpo. Montevideo, 
Ediciones de la Banda Oriental, 1995, 342 páginas. 


1.2.24 La espiritualización de la riqueza. Catolicismo y 
economía en Uruguay. 1730-1900. Montevideo, Edicio- 
nes de la Banda Oriental, 1998, 342 páginas. 


1.2.25 El Cónsul Británico en Montevideo y la indepen- 
dencia del Uruguay. Selección de informes de Thomas 
Samuel Hood (1824-1829). Montevideo. Depto. de Pu- 
blicaciones de la Universidad de la República, 1999. En 
colaboración con Ana Frega y Mónica Nicoliello. 


1.2.26 Amor y transgresión en Montevideo: 1919-1931. 
Montevideo. Ediciones de la Banda Oriental, 2001, 337 
páginas. 


1.2.27 Los conservadores uruguayos (1870-1933). 
Montevideo, Ediciones de la Banda Oriental, 2004, 171 
páginas. 


1.2.28 Intimidad, divorcio y nueva moral en el Uruguay 
del Novecientos. Montevideo, Ediciones de la Banda 
Oriental, 2008, 384 páginas. 


1.3. Labor de investigación: capítulos y fascículos en 
libros colectivos. 


1.3.1 Historias de la vida privada en el Uruguay. Direc- 
ción en colaboración con Gerardo Caetano y Teresa 
Porzecanski: 


Tomo I: Entre la honra y el desorden (1780-1870), 
Montevideo, Taurus, 1996, 237 páginas. 


Tomo ll: El nacimiento de la intimidad (1870-1920), 
Montevideo, Taurus, 1996, 322 páginas. 


Tomo II: Individuo y soledades (1920-1990), Mon- 
tevideo, Taurus, 1998, 355 páginas. 


Autoría de: 


Tomo I: “Introducción”. Páginas 9 a 72. En colabora- 
ción con G. Caetano y T. Porzecanski; y Capítulo: 
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“Las formas de la Venus”. Páginas 75 a 95, en cola- 
boración con Alfredo Alpini. 


Tomo ll: Capítulo: “El adolescente, ¿una creación de 
la modernidad?”. Páginas 1754199. 


Tomo III: “Presentación”. Páginas 9 a 14, en colabo- 
ración con G. Caetano y T. Porzecanski. 


1.3.2. Prólogo aLas Instrucciones del Año XITI, de Héctor 
Miranda. Colección Clásicos Uruguayos, Biblioteca Artigas, 
Ministerio de Instrucción Pública y Previsión Social. 
Montevideo, 1964. 


1.3.3. Traducción, prólogo y notas a Viajes por el Uru- 
guay. 1868-1870, de J. H. Murray Montevideo, Ediciones 
de la Banda Oriental, Montevideo, 122 páginas. En colabo- 
ración con B. Nahum. 


1.3.4. “Las clases populares en el Montevideo del Novecien- 
tos”; en Sectores populares y vida urbana, páginas 11 a 35. 
Buenos Aires, Clacso, 1984. En colaboración con B. Nahum. 


1.3.5. “El problema nacional y el Estado: un marco históri- 
co”; en La crisis uruguaya y el problema nacional, páginas 
13233. Montevideo, Cinve- Ediciones de la Banda Oriental, 
1984.En colaboración con B. Nahum. 


1.3.6. Prólogo a los Artículos Políticos de Federico 
Ferrando. Biblioteca Nacional, Montevideo, 1969. 


1.3.7. “La democracia política y el Uruguay batllista: un 
diálogo difícil (1903-1933)”, en: Julio César Melón Pirro y 
Elisa Pastoriza (Editores), Los Caminos de la Democracia. 
Alternativas y prácticas políticas. 1900-1943. Buenos Ali- 
res, Editorial Biblos, 1996. 


1.4. Labor deinvestigación: Artículos en Revistas Uru- 
guayas. 


1.4.1. “Los ingleses y el batllismo en 1916”; en Hoy es 
Historia, julio-agosto 1986, páginas 5 a 15. 


1.4.2. “La independencia y el miedo a la revolución 
social en 1825”; en Revista de la Biblioteca Nacional, N? 
24,1986, páginas 65 a77. 


1.4.3. “¿Por qué la guerra? (Einstein-Freud)”; en Temas 
de Psicoanálisis, revista de la Asociación Psiconalítica 
del Uruguay, páginas 57 a 65. En colaboración con 
Marcos Lijtenstein. 


1.4.4. “La fundación del Banco de la República Oriental 
del Uruguay”; en Suma, revista del Centro de Investiga- 
ciones Económicas (CINVE), N*2, octubre 1986, páginas 
75 a 85. En colaboración con B. Nahum. 


1.4.5. “Un caso singular: el orismo uruguayo”; en Suma, 
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1.5. 


2. 


revista del Centro de Investigaciones Económicas(CINVE), 
N* 3,1987, páginas 79 a87. En colaboración con B. Nahum. 


Labor de investigación: Artículos en Revistas ex- 
tranjeras 


1.5.1. “Uruguayan Rural History”; en The Hispanic 
American Historical Review, Duke University Press, 
noviembre 1984, páginas 655 a675. En colaboración 
con B. Nahum. 


1.5.2. “Proletariado ganadero, caudillismo y guerras 
civiles en el Uruguay del Novecientos”, en Nova 
Americana, N?”2, 1979, Giulio Einaudi editor, Torino, 
páginas 170 a 194. En colaboración con B. Nahum. 


1.5.3. “El batllismo uruguayo y su reforma moral”; en 
Desarrollo Económico. v. 23 N* 89, abril-julio 1983, 
páginas 121 a 135. En colaboración con B. Nahum. 


TITULO DETERCER GRADO. 


2.1. Instituto de Profesores “Artigas”. Título de Pro- 
fesor de Historia. Abril 1959, 


. ENSEÑANZA. 


3.1.  Enla Facultad de Humanidades y Ciencias ingre- 
só en abril de 1985 por concurso de méritos como Profe- 
sor Titular interino, Grado 5, del curso de Historia del 
Uruguay. Ese año le fue encargada por el Consejo de esa 
Facultad la dirección del Departamento de Historia del 
Uruguay, que actualmente desempeña. 


3.2. Enla Facultad de Humanidades y Ciencias ingre- 
só en 1988 por concurso de méritos como Profesor 
Titular efectivo, Grado 5, del curso de Historia del Uru- 
guay, cargo que actualmente desempeña. 


3.3.  Enla Facultad de Humanidades y Ciencias, desde 
el 18 de setiembre de 1986 ejerce su cargo docente en 
régimen de Dedicación Total. 


3.4. Curso de postgrado en la Maestría en Estudios 
Migratorios en la Facultad de Humanidades y Ciencias 
de la Educación, año 1996, sobre “Historia de las menta- 
lidades e inmigración (1830-1930)”. 


3.5. Seminario de postgrado en la Maestría en Historia 
del Uruguay en la Facultad de Humanidades y Ciencias 
de la Educación, año 1998, sobre “Catolicismo y compor- 
tamientos económicos en la sociedad uruguaya en los 
siglos XVIII y XIX”. 


3.6. Universidad Nacional de Mar del Plata. Programa 
de Maestría en Historia. Curso en octubre de 1994 sobre 
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“Los cambios en la sensibilidad y la modernización del 
Uruguay 1860-1920”. 


3.7. Universidad de Buenos Aires, Facultad de Filo- 
sofía y Letras. Curso de grado en 1995, en la asignatura 
“Problemas de Historia Americana”, del Departamento 
de Historia. 


3.8. Universidad de Extremadura, España. Cursos In- 
ternacionales Iberoamericanos. 1997. Participación en 
los cursos sobre Uruguay. 


. ACTIVIDADACADEMICA. 


4.1. Invitado por el Center for Latin American Studies 
de la Universidad de Liverpool, dictado de seis confe- 
rencias sobre la evolución agraria uruguaya en las Uni- 
versidades británicas de Cambridge, Oxford, Glasgow, 
Liverpool y Londres en enero y febrero de 1978. 


4.2. Invitado por la Universidad de Buenos Aires, 
Facultad de Filosofía y Letras. Instituto de Historia 
Argentina y Americana “Dr. Emilio Ravignani”, dictado 
de dos conferencias sobre “Iglesia y Burguesía en el 
Uruguay de la segunda mitad del siglo XIX” e “Historia 
Rural Uruguaya, 1850-1920”, en setiembre y octubre de 
1987. 


4.3. Invitado por la Universidad de Princeton, New 
Jersey, Estados Unidos, dictado de una conferencia 
sobre “Batllismo y democracia política en el Uruguay 
(1903-1933)”, en abril de 1996. 


4.4. Invitado por la Organización Panamericana de la 
Salud, Washington, Estados Unidos. Dictado de una 
conferencia sobre “La medicalización temprana de una 
sociedad latinoamericana”, febrero 1993. 


4.5. Universidad Nacional de Mar del Plata. Facultad 
de Humanidades. II Jornadas Internacionales: “Las ba- 
ses sociales de la política en sistemas en transición: 
1912-46”. Ponencia: “Democracia política y batllismo, 
un diálogo difícil 1900-1930”, 


4.6. Facultad de Humanidades y Ciencias de la Educa- 
ción. V Jornadas Interescuelas-Departamentos de His- 
toria y I Jornadas Rioplatenses Universitarias de Histo- 
ria. 1995, Ponente y moderador. 


4.7. Asociación Psicoanalítica del Uruguay. Jornadas 
de Historia y Psicoanálisis. Participación y organiza- 
ción. 1997. 


4.8. Universidade Do Vale Do Rio Dos Sinos. Pontificia 
Universidade Catolica. Universidade Federal do Rio 
Grande do Sul. Universidade Luterana do Brasil. IV 
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Encontro Estadual de Historia. Conferencista de 
“cerramento”. 


4.9. Miembro de honor de la Sociedad de Psiquiatria 
Social del Uruguay. 1997. 


4.10. Miembro de la Directiva de la Sociedad Uruguaya 
para el Progreso de la Ciencia. 


4.11. Académico de número de la Academia Nacional 
de Letras. 1998. 


4.12. Miembro de la Comisión Honoraria del Fondo 
Nacional de Investigadores. 1999, 


4.13. Investigador del Nivel 3 del Fondo Nacional de 
Investigadores. 1999-2001. 


4.14. Miembro en representación de la Universidad de 
la República en la Comisión Honoraria del Sistema Na- 
cional de Investigadores de Uruguay. 


.- PREMIOS. 


5.1. Primer premio en la categoría “Ensayo” del Con- 
curso Literario Municipal, por la obra “La reacción impe- 
rial-conservadora”, correspondiente a las obras edita- 
das en 1984, otorgado en diciembre de 1985, 


5.2. Primer premio en la categoría “Ensayo” del Con- 
curso Literario Municipal, por la obra escrita en colabo- 
ración con B. Nahum, titulada “Crisis y radicalización. 
1913-1916”, editada en 1985. 


5.3. Primer premio en la categoría “Ensayo” del Con- 
curso Literario Municipal, por la obra “Batlle, los estan- 
cieros y el Imperio Británico. Lucha política y enfrenta- 
miento social 1913-1916”, correspondiente a las edita- 
das en 1986. 


5.4. Premio “Clarence Haring" otorgado en 1986 por la 
American Historical Association por los Tomosla VIde 
la obra “Batlle, los estancieros y el Imperio Británico”, 
escritos cinco de ellos en colaboración con B. Nahum. 


5.5. Primer Premio en la categoría “Ensayo Histórico” 
del Concurso Literario Municipal, por la obra “Historia 
de la sensibilidad en el Uruguay. Tomo I: La cultura 
bárbara (1800-1860)”, correspondiente a las editadas en 
1989. 


5.6.  PrimerPremio en la categoría “E”, “Ensayos, His- 
toria, Biografías y Temas Afines (Obras Editas)”, de los 
“Premios Anuales de Literatura”, otorgado en 1990 por 
el Ministerio de Educación y Cultura de la República 
Oriental del Uruguay, por la obra “Historia de la sensi- 
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bilidad en el Uruguay. Tomo 1: La cultura bárbara (1800- 
1860)”. 


5.7.  PrimerPremio en la categoría “E”, Ensayos, His- 
toria, Biografía y Temas afines”, otorgado en 1994 porel 
Ministerio de Educación y Cultura de la República Orien- 
tal del Uruguay, por la obra “Medicina y sociedad en el 
Uruguay del Novecientos. Tomo 2: la ortopedia de los 
pobres”. 


5.8. Premio Unico en el Rubro Obras Editas 1995, 
Categoría Ensayo (Historia y temas afines), Premios 
Nacionales de Literatura del Ministerio de Educación y 
Cultura, por la obra “Medicina y sociedad en el Uruguay 
del Novecientos”, Tomo [II: “La invención del cuerpo”. 


5.9. Premio “Hermes” ala categoría “Historia” por la 
“Historia Rural del Uruguay Moderno”, compartido con 
B. Nahum. Semanario “Correo de los Viernes”, 1984. 


5.10. Premio “Bartolomé Hidalgo” de la Cámara Uru- 
guaya del Libro. Categoría “Ensayo Histórico” por “His- 
toria de la sensibilidad en el Uruguay”. Tomo 1, año 
1990. 


5.11. Premio “Bartolomé Hidalgo” de la Cámara Uru- 
guaya del Libro. Categoría “Ensayo Histórico” por “La 
invención del cuerpo”, Tomo III de “Medicina y socie- 
dad en el Uruguay del Novecientos”, año 1995, 


5.12. Premio “Bartolomé Hidalgo” de la Cámara Uru- 
guaya del Libro. Categoría “Ensayo Histórico” por “tra- 
yectoria”, año 2001. 


. ACTIVIDAD PROFESIONAL. 


6.1. En la Biblioteca “Clásicos Uruguayos”, depen- 
diente del Ministerio de Educación y Cultura, dirigida 
por el profesor Juan E. Pivel Devoto, tuvo a su cuidado 
la preparación de los libros editados por esta colección 
oficial desde 1962 a 1980. 


6.2. Porresolución de la Señorita Ministra de Educa- 
ción y Cultura, Dra. Adela Reta, fue designado el 2 de 
mayo de 1985, miembro de la Comisión cuyo cometido era 
reorganizar el Museo Histórico Nacional, integrada ade- 
más por Aníbal Barrios Pintos, Juan José Villegas y Elsa 
Minetti de Vidal Perri. 


6.3. Vicepresidente del Consejo Nacional de Educa- 
ción Pública. 2005-2006. 


. TAREAS DE EXTENSION: PUBLICACIONES 


7.1.  EnelSemanario “Marcha” ejerció la dirección de 
la sección bibliográfica de Historia y Ciencias Sociales 
de 1963 a 1970. 
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7.2. En el Semanario “Brecha” ha publicado varios 
artículos de su especialidad desde 1985, recogidos lue- 
go en los dos tomos titulados “Las Brechas en la Histo- 
ria”, Montevideo, Ediciones de Brecha, 1996. 


7.3. Compendio del Tomo I de la “Historia Rural del 
Uruguay Moderno, 1851-1885”, para uso de estudiantes 
universitarios. Montevideo, Ediciones de la Banda Orien- 
tal, setiembre 1971,209 páginas. En colaboración con B. 
Nahum. 


74. Apogeo y crisis del Uruguay pastoril y 
caudillesco. 1839-1875. Ediciones de la Banda Oriental, 
Montevideo, 1974, 1* edición, 144 páginas, Tomo IV de 
la “Historia Uruguaya” concebida para uso de los estu- 
diantes del último año de Enseñanza Secundaria. 


7.5. Dirección de la Colección “Historia Viva”, de la 
Editorial ARCA, en colaboración con B. Nahum. Selec- 
ción y prólogo a “Cartas a Bernardina”, de Fructuoso 
Rivera, abril 1986. 


7.6. Selección y prólogo a “Un naturalista en el Plata”. 
Charles Darwin” Editorial Arca, junio 1968. 


7.7. Latorre y el Estado uruguayo, fascículo N* 22 de 
la Enciclopedia Uruguaya, colección de divulgación 
histórica. Montevideo, Editores Reunidos-Arca, noviem- 
bre de 1968. 


7.8.  “Dossiglos de relación entre Uruguay y el merca- 
do mundial. 1700-1900”, obra de divulgación, publicada 
en la Revista Cultura y Sociedad. Ediciones de la Banda 
Oriental, julio 1984. En colaboración con B. Nahum. 


7.9. “1916. La consolidación de la democracia”; en 
Cuadernos de Marcha. Montevideo, julio de 1986, pági- 
nas 61 a 74, obra de divulgación. 


7.10. “Prólogo” a: Georges Vigarello: “Lo sano y lo 
malsano”, Montevideo. Editorial Trilce, 1995, páginas 
11a18. 


7.11. “Uruguay before 1900” en: Bárbara A. Tenenbaum, 
editor in chief: “Enciclopedia of Latin American history 
and culture”, New York, Simon And Schuster-Mac 
Millan. 1996. Vol. 4. 


7.12. “El Uruguay de la modernización. 1870-1933”, en: 
Uruguay, sociedad, política y cultura, España, Cexeci- 
Universidad de la República, 1998. 


Ministerio de Educación y Cultura 


Montevideo, 3 de noviembre de 2008. 


La Comisión Permanente para el Tratamiento de las 
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Pensiones Graciables, creada por la Ley N* 17.968, del 29 de 
mayo de 2006, en su sesión del 3 de noviembre de 2008 trató 
la solicitud de pensión graciable para el Sr. Prof. José Pedro 
Barrán. 


La Comisión reconoce la trayectoria y las importantes 
contribuciones que el Prof. José Pedro Barrán ha realizado 
ala historiografía y a la cultura nacional, considerando que 
se conforma la condición emérita, según lo establecido en 
el Art. 2? de la Ley N* 16.301. 


A su vez, recuerda que expresamente la Ley N* 17.968, 
establece en su Art. 3”, que las resoluciones que dispongan 
favorablemente el envío al Poder Ejecutivo de las solicitu- 
des de pensión graciable, deberán ser adoptados por la 
Comisión por la unanimidad de sus miembros. 


En el estudio y análisis de esta solicitud en el seno de la 
Comisión no se logró la unanimidad en relación, 
específicamente, a la situación de “carencia de recursos 
propios” del solicitante. 


En consecuencia y actuando en el marco de las disposi- 
ciones legales vigentes, la Comisión considera que no 
están dadas las condiciones para la promoción de esta 
pensión graciable por el Poder Ejecutivo. 


Se eleva a la Sra. Ministra de Educación y Cultura para 
su conocimiento, consideración y resolución, en el marco 
de las prerrogativas y competencias que tiene en la materia. 


Nicola Cetraro, Susana Díaz, Mary 
Galiano, Ariel Ferrari, Eduardo 
Aparicio. 


Presidencia de la República Oriental del Uruguay 


Montevideo, 9 de febrero de 2009. 


VISTO: Estos antecedentes relativos al tratamiento de 
una pensión graciable para el Señor Profesor José Pedro 
Barrán y la consulta asociada a la misma proveniente de la 
Dirección General de Secretaría del Ministerio de Economía 
y Finanzas. 


RESULTANDO: ]) Que, las pensiones graciables cons- 
tituyen un beneficio personal de carácter económico que, 
en base alo previsto por el numeral 13, del artículo 85 de la 
Constitución de la República, la Ley acuerda a quienes 
carecieren de recursos propios suficientes, siempre que se 
encuentren incluidos en algunas de las hipótesis previstas 
en el artículo 2 de la Ley N* 16.301 de 9 de setiembre de 1992. 
II) Que, entre las nombradas hipótesis se encuentran las 
pensiones concedidas a personas que hayan presentados 
grandes servicios a la República o que se hayan destacado 
en forma relevante en actividades científicas, artísticas O 
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culturales. III) Que, la Ley N* 17.968, de 29 de mayo de 2006 
creo una Comisión Permanente en la órbita del Ministerio de 
Educación y Cultura para el tratamiento de las pensiones 
graciables a nivel del Poder Ejecutivo. IV) Que, el artículo 
3 de la citada Ley N* 17.968 dispuso “todas las resoluciones 
sobre solicitudes de pensiones graciables serán comunica- 
das al Poder Ejecutivo y no tendrán carácter vinculante” 
(redacción dada por el artículo 134 de la Ley N* 18.046, de 
24 de octubre de 2006). IV) Que, en consecuencia lo que 
emite la Comisión Permanente es un dictamen no vinculante; 
y además sus resoluciones no tienen porqué contar con la 
unanimidad de sus miembros, contrariamente alo dictami- 
nado por la Comisión que estudio el caso y emitió respuesta 
negativa el 3 de noviembre de 2008 (fjs. 28). 


CONSIDERANDO: ]) Que, el Poder Ejecutivo puede y 
debe apartarse de lo resuelto por la Comisión Permanente 
para el tratamiento de las pensiones graciables, toda vez 
que advierta un error en la expedición de la citada Comisión. 
II) Que, en cuanto al fondo del asunto, resulta incuestiona- 
ble que el Señor José Pedro Barrán Montaldo es una perso- 
nalidad de reconocida trayectoria en la historiografía y las 
letras nacionales, con apego y compromiso con la educa- 
ción pública, en la que descolló en el ejercicio de la docen- 
cla, a nivel de la enseñanza secundaria y universitaria. 
TIT) Que, tal como lo reconoce la Comisión Permanente a fjs. 
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28 del expediente en trámite, dicha trayectoria y las impor- 
tantes contribuciones que el Profesor José Pedro Barrán a 
realizado a la historiografía, conforma la condición emérita 
reclamada en el artículo 2 de la Ley N* 16.301. IV) Que, en 
cuanto a la carencia de recursos propios suficientes, existe 
en autos prueba concluyente en cuanto a que José Pedro 
Barrán, quien enfrenta una difícil condición personal moti- 
vada por una dura enfermedad, cuyo combate le genera 
ingentes esfuerzos y recursos extraordinarios, no puede 
con sus ingresos plantearse una decorosa subsistencia, 
habida cuenta que sus ingresos son absorbidos por el costo 
de los medicamentos que debe recibir. V) Habida cuenta de 
lo expresado, existen elementos probatorios conducentes a 
admitir la gestión de concesión de una pensión graciable al 
Señor José Pedro Barrán Montaldo, pudiéndose apartar el 
Poder Ejecutivo de lo dictaminado por la Comisión Perma- 
nente que intervino en el caso en mérito a la normativa 
citada y al error de derecho que ha padecido dicha Comisión 
en el párrafo tercero de su dictamen, al citar una norma 
derogada. En suma: Vuelvan al Ministerio de Economía y 
Finanzas a quien se recomienda refrendar a su firma el 
Mensaje adjunto. 


Dr. Miguel A. Toma 
Secretario de la 
Presidencia de la República. 


500-C.S. CAMARA DE SENADORES 5 de mayo de 2009 
Contaduría 
General de 
la Nación 


Montevideo, 26 de diciembre de 2008. 


REFERENCIA: Ref 2008/11/001/0000/9/7849 - Ministerio de Educación y Cultura 


CONCEPTO: —BARRAN MONTALDO, José Pedro - Concesión de pensión graciable. 


DICTAMEN: Controladas las presentes actuaciones corresponde informar: 

- que el otorgamiento de la pensión graciable de ocho bases de 
prestaciones y contribuciones, implicaría un costo anual para 
Rentas Generales de 96 BPC (noventa y seis bases de 
prestaciones y contribuciones). 

- Que surge de las presentes actuaciones que en fecha 3 de 
noviembre del corriente la Comisión Permanente para el 
Tratamiento de las Pensiones Graciables consideró que no 
están dadas las condiciones para la promoción de esta pensión 


graciable, 


DESTINO: MINISTERIO DE ECONOMIA Y FINANZAS. 


/ 
cf ] 
rm irte) 
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eE 
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DY. CORTAO) POSPVEA IAE Cr. JOSE MARIA GALEANO 


Sub-Contador General de la Nación 


5 de mayo de 2009 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Carlos Moreira).- Léase el 
proyecto de ley. 


(Se lee) 

-En discusión. 

Se pasará a tomar la votación en la forma de estilo. 
Repártanse las bolillas de votación. 


(Así se hace) 


26) GENERACION DE INTERESES COMPENSA- 
TORIOS EN BENEFICIO DE LOS TRABAJADO- 
RES POR EL NO PAGO EN FECHA DE LOS HA- 
BERES SALARIALES 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Carlos Moreira).- Continúa en 
consideración el proyecto de ley por el que se establecen 
normas que estipulan la generación de intereses 
compensatorios en beneficio de los trabajadores, por el no 
pago en fecha de los haberes salariales. 


SEÑOR CID.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Carlos Moreira).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR CID.- Señor Presidente: me parece que sería 
oportuno votar la prórroga de la hora de finalización del 
Plenario, a los efectos de ajustarnos al Reglamento. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Carlos Moreira).- La Presi- 
dencia recuerda que la hora estipulada de finalización de la 
sesión son las 13.30, pero teniendo en cuenta que se ha 
pedido el aplazamiento, para la sesión de mañana, de tres 
temas que debe informar el señor Senador Abreu, tal vez 
sería oportuno esperar unos momentos porque, de pronto, 
se pueden considerar los asuntos que restan o, de lo con- 
trario, también serían pasados para el día de mañana. 


(Apoyados) 


-Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Ríos. 


SEÑOR RIOS.- Señor Presidente: con el permiso de mis 
compañeros de la Bancada del Frente Amplio, voy a hablar 
en su nombre, porque es el que lo ha presentado y prioriza- 
do. 


Sentimos una enorme satisfacción ante el hecho de que 
representantes de la Bancada del Partido Colorado colabo- 
ren en la redacción de este proyecto de ley, porque nos 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-501 


indica que también se ha detectado el problema. Creo que 
sólo se puede corregir un texto cuando uno comparte algo. 
No es menor saber que estamos buscando la solución a un 
problema. 


Es verdad que, junto con el señor Senador Alfie, conver- 
samos sobre este tema durante todos estos días e incluso 
hoy en la mañana; hicimos las consultas del caso con los 
compañeros, por lo que adelantamos que vamos a votar las 
correcciones que él ha presentado al proyecto de ley, 
porque creemos que ayudan a su interpretación y, además, 
aclaran situaciones que, como decíamos hoy, se suscitan 
antes de la iniciación del juicio. 


Es muy importante aclarar estas situaciones para evitar 
abusos y dejar en claro que, en el momento en que el Juez 
tenga que aplicar -si así lo entiende del caso- el Decreto Ley 
N* 14.500 y la sanción que pueda corresponder a un 
empleador en caso de juicio, sepa de qué monto partir. 
Después que se presenta la demanda, se tiene claro el monto 
sobre el que debe fallar el Juez. Nos parece que esto es muy 
importante para que luego no haya disquisiciones jurídicas 
sobre cuáles son los elementos por los que se debe transi- 
tar. Creemos que los textos presentados por el señor Sena- 
dor Alfie aclaran y facilitan la interpretación jurídica por 
parte de los profesores que enseñan Derecho y, especial- 
mente, de los Jueces en el momento de aplicar esta ley. 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Carlos Moreira).- La Presi- 
dencia aclara que se está repartiendo el texto de las modi- 
ficaciones a los artículos propuesto por el señor Senador 
Alfie, que parece contar con el consentimiento de la Banca- 
da del Partido de Gobierno. 


SEÑOR HEBER.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Carlos Moreira).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR HEBER.- Señor Presidente: nos parece que este 
proyecto de ley es muy acertado, porque creemos que es 
injusto que los trabajadores tengan que cargar con el pago 
de los recargos por no habérseles efectivizado sus salarios 
en fecha, sin contemplar el incumplimiento de sus 
empleadores. 


Por esas razones, adelanto que vamos a acompañar el 
proyecto de ley, si bien tenemos una duda con respecto al 
artículo 4”, cuando dice: “Cuando un empleador interponga 
ante el Consejo de Salarios de su rama de actividad...”. 
Pregunto por qué no se dice “ante la Administración”. Cabe 
recordar que el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
puede hacer la evaluación del caso si se rompe la cadena de 
pagos y nose le paga a un trabajador, como lamentablemen- 
te está ocurriendo en algunos sectores de la salud privada 
-donde se han registrado atrasos importantes- y en el de 
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otros proveedores, que a su vez se atrasan con otros 
trabajadores. Puede haber un empresario que, subsidiaria- 
mente, no recibió los pagos del caso y, por consiguiente, no 
hizo lo propio con sus acreedores. Ese caso quedaría con- 
templado en las “causas de fuerza mayor” que menciona el 
artículo 4” del proyecto de ley. Más adelante, el artículo 4* 
dice: “y esta situación se convenga colectivamente en ese 
ámbito,”. Consulto si para que no se multe a un empresario 
no basta con probar ante la Administración que no se le 
pagó, que no cobró o que se cortó la cadena de pagos por 
los servicios que ha prestado como tal, que muchas veces 
hace teclear a alguna empresa y ello ocasiona el no pago a 
sus trabajadores. ¿Por qué ir a una instancia de Consejo de 
Salarios, en donde se juzgue si debe convenir colectiva- 
mente en ese ámbito? 


Concretamente, esa es la única duda que nos asalta con 
respecto al proyecto de ley, pues se trata de algo fácil de 
probar y no sé si amerita su discusión. El empresario debería 
probar que no cobró lo que le correspondía y que por eso 
se atrasó con sus trabajadores, de modo que pueda 
efectivizarlo cuando se haga de su dinero. Naturalmente, 
eso no arregla la situación del trabajador, pero me parece 
debería ser tenida en cuenta en los casos de recargos por 
atrasos que la Administración Pública aplica a sus ciudada- 
nos. Por ejemplo, me imagino que si mañana la UTE quiere 
cobrar el gasto de luz y el trabajador se atrasa en el pago, 
éste debe asumir los recargos por no pagar en fecha; no es 
culpable el trabajador, pero tampoco lo es el empresario. 
También imagino una situación en la que, de igual manera, 
el trabajador no se hace del dinero o del interés necesario 
como para pagar ese atraso del que él no es culpable. 
Entonces, quizás tengamos que pensar en cómo va a reac- 
cionar la Administración Pública cuando compruebe que 
ese trabajador no tiene voluntad de atrasarse en el pago de 
luz y agua, porque a veces lo trata con dureza o con falta de 
comprensión por la situación. 


Concretamente, estoy formulando dos preguntas. Con 
respecto al Consejo de Salarios, ¿por qué el trámite frente 
al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social no es más rápido 
como para poder evitar una situación de la que el empresa- 
rio no es culpable? Y, en caso de que sea así, ¿por qué no 
arreglamos con la Administración la situación de atraso de 
los trabajadores en los pagos? Los va a tener que pagar 
igual, por lo que quizás tengamos que hacer una suerte de 
comprensión, por parte de la Administración, acerca de los 
servicios esenciales para poder vivir a efectos de contem- 
plar a los trabajadores, como el no cobro de moras cuando, 
en definitiva, la persona no es culpable de la situación. 


SEÑORA DALMAS.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Carlos Moreira).- Tiene la 
palabra la señora Senadora. 


SEÑORA DALMAS.- Estoy de acuerdo con todo lo que 
se ha informado aquí. Inclusive, he participado del acuerdo 
alternativo en cuanto a los artículos presentados por el 
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señor Senador Alfie. Pero en virtud de que el señor Senador 
Heber -y discúlpeme la mención directa- acaba de formular 
esas preguntas, quisiera celebrar que en este recinto todos 
concordamos en que existe un problema, un vacío legal, con 
respecto al atraso en el pago de los salarios. En realidad, tal 
vez por no haber sido más explícitos, no advertimos que el 
proyecto original no contemplaba ninguna situación en la 
que el empleador pudiera aducir una circunstancia especial 
que probara su intención de pagar y su imposibilidad de 
hacerlo. No había ningún artículo que hiciera mención aeso. 
Fue, en parte, por la inquietud manifestada por el señor 
Subsecretario de Trabajo y Seguridad Social -quien concu- 
rrió a la Comisión-, también frente a una pregunta que 
efectuamos a la representación del PIT-CNT y vista la 
realidad existente en el país y las experiencias recogidas en 
los últimos años durante las crisis -sobre todo la del 2002- 
que los trabajadores y los empresarios firman un convenio 
en determinadas situaciones. ¿Por qué? Porque frente a un 
problema crítico, el trabajador tiende a priorizar su fuente de 
empleo, por tanto la subsistencia de la empresa, ante el 
cobro de su salario. Y de ello hay una gama importante de 
ejemplos. A su vez, existe en los trabajadores una muy 
marcada decisión por dejar explícito que la situación amerita 
un convenio si hay un aviso previo, es decir, si el empleador 
anuncia sus dificultades con cierta antelación. Como en 
este momento existe un régimen tripartito, es obvio que al 
anunciar el empleador sus dificultades frente al organismo 
que va a convocar al Consejo de Salarios -que es el Minis- 
terio-, ya está dando cuenta de su situación. Por otra parte, 
dado que existe buena voluntad por parte de los sindicatos 
y del Ministerio, es conveniente establecer que en ese 
régimen tripartito se converse del tema. 


En definitiva, si existe un acuerdo entre el empleador y 
el Ministerio, comprobándose las dificultades de aquél para 
hacer efectivo el pago de los haberes salariales, seguramen- 
te esa idea va a quedar definida por mayoría, aun en el 
eventual caso de que faltara convicción a los trabajadores. 
Pero lo que no está mal es generar ese ámbito tripartito 
donde se compartan las dificultades y donde se expliquen 
las situaciones. Pienso que si hay voluntad, esta es una 
buena práctica de relaciones laborales, que va a evitar 
conflictos y va a generar una situación de comprensión. De 
hecho, han sido los trabajadores, organizados en el PIT- 
CNT, quienes se han avenido a considerar esta situación 
con muy buena voluntad. 


En resumen, creo que es un aporte importante incluir el 
Consejo de Salarios aquí, teniendo en cuenta -como dije 
anteriormente- que la comunicación inicial, incluso para su 
convocatoria, debe hacerse a la Administración, porque es 
el Ministerio el que va a convocar, osea, allí es donde se va 
a dirigir el empleador para manifestar sus dificultades. 


Simplemente quería señalar que lo que se ha preguntado 
en Sala -por lo menos, en nuestra opinión- tiene esa expli- 
cación. Creo que es algo positivo. Asimismo, manifiesto mi 
acuerdo con la redacción colectiva que hemos dado a esto, 
que creo refleja mejor las verdaderas intenciones que tenía 
el proyecto de ley original, de legislar sobre algo que hasta 
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el momento no se había tomado en cuenta y que, en defini- 
tiva, trae más justicia acerca de las responsabilidades ante 
una situación difícil, que no siempre son solo del trabajador. 


Es cuanto quería manifestar. 


27) ALTERACION DEL ORDEN DEL DIA 


SEÑOR GARGANO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Carlos Moreira).- Antes de 
conceder la palabra al señor Senador Gargano y al Miembro 
Informante, señor Senador Ríos, la Presidencia quiere advertir 
que estamos a ocho minutos de la hora de finalización de la 
sesión. El señor Senador Cid había pedido que se prorrogara, 
pero debo señalar que además de este punto que estamos 
considerando aun restan cinco puntos más y la votación de una 
pensión graciable. Por lo tanto, sugiero culminar con el 
análisis de este punto, dar cuenta de la votación de la 
pensión graciable del señor Barrán y trasladar lo que queda 
del Orden del Día para la sesión ordinaria de mañana. 


Se va a votar la sugerencia presentada por la Mesa. 
(Se vota:) 


-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


28) GENERACION DE INTERESES COMPENSA- 
TORIOS EN BENEFICIO DE LOS TRABAJADO- 
RES POR EL NO PAGO EN FECHA DE LOS HA- 
BERES SALARIALES 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Carlos Moreira).- Tiene la 
palabra el señor Senador Gargano. 


SEÑOR GARGANO.- En principio, estoy de acuerdo con 
el contenido de este proyecto de ley. Quizás -por descono- 
cimiento- me genera dudas el cambio propuesto por el señor 
Senador Alfie en el artículo 1%, mediante el cual se sustituye 
el interés moratorio por una multa del 10%. Si no estoy 
equivocado, la aplicación del interés moratorio trae como 
consecuencia su capitalización. Entonces, a mi criterio, la 
modificación estaría disminuyendo la gravedad de la san- 
ción. En realidad, lo estoy preguntando porque no manejo 
esa materia. 


SEÑOR ALFIE.- ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR GARGANO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Carlos Moreira).- Puede inte- 
rrumpir el señor Senador Alfie. 


SEÑOR ALFIE.- Señor Presidente: no es que se sustitu- 
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ya el interés moratorio por la multa, sino que se aplica una 
multa más el interés moratorio. Es una especie de espejo de 
lo que sucede con el atraso en las deudas fiscales. Se trata 
de una multa que se fija en función de un porcentaje, que va 
del 5% al 20% en los casos fiscales -en algunos casos puede 
ser cero, dependiendo de los días-, a la que hay que sumar 
el interés moratorio. ¿Cuál? El mismo que aplica la Dirección 
General Impositiva. Tal como dijo el señor Senador, este 
interés se capitaliza cuatrimestralmente. 


El texto dice: “generarán una multa del 10% (diez por 
ciento) y un interés mensual de mora igual al que establece 
la Dirección General Impositiva para las deudas fiscales”. 
Esto es un interés que se capitaliza cuatrimestralmente, el 
mismo que le cobran a cualquier contribuyente por estar 
atrasado, pero en este caso a favor del empleado que no 
perciba su sueldo en fecha. Es exactamente el espejo de lo 
que ocurre cuando alguien se atrasa con la Dirección Gene- 
ral Impositiva, pero la diferencia es que en lugar de deber a 
esa Dirección, se debe al empleado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Carlos Moreira).- Puede con- 
tinuar el señor Senador Gargano. 


SEÑOR GARGANO.- He escuchado con mucha atención 
la explicación del señor Senador Alfie, pero a la hora de 
hacer el cálculo de la sanción que se aplica a quien no abona 
en tiempo el salario del trabajador -a partir de las disposi- 
ciones y modificaciones que él aportó-, me gustaría saber si 
la sanción se vuelve más dura o más liviana. 


SEÑOR ALFIE.- ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR GARGANO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Carlos Moreira).- Puede inte- 
rrumpir el señor Senador Alfie. 


SEÑOR ALFIE.- Hablar de una sanción más dura o más 
liviana depende del tiempo. No obstante, preferiría hablar 
de algo más equitativo y que se adecuara más a la realidad. 
¿Por qué no incluimos las tasas de interés que cobra la 
Dirección General Impositiva en una ley? Porque las reali- 
dades van cambiando; si la inflación y los intereses son 
bajos, la tasa de interés de mora es baja y si la inflación es 
alta, la tasa de interés es alta, por lo que tendríamos tasas 
de interés mensuales del orden del 5%, 6% o 7%. Hoy, las 
tasas de interés son del orden del 1% mensual, pero tene- 
mos la multa que, justamente, trata de actuar como espejo 
con respecto a cualquier organismo. Por ejemplo, si uno no 
paga UTE o ANTEL, estos organismos cobran una multa - 
y, por eso, aquí se estipula algo similar-, además de una 
mora, que es más o menos lo que cobra la Dirección General 
Impositiva. No podemos poner como referencia algo que 
sea de la canasta, sino que elegimos la que suponemos es 
la más representativa de todas; si no me equivoco, el Banco 
de Previsión Social se basa en los valores de la Dirección 
General Impositiva para cobrar sus moras. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Carlos Moreira).- Puede con- 
tinuar el señor Senador Gargano. 


SEÑOR GARGANO.- He terminado, señor Presidente. 


SEÑOR RIOS.- Pido la palabra. 


SENOR PRESIDENTE (Dr. Carlos Moreira).- Tiene la 
palabra el señor Miembro Informante. 


SENOR RIOS.- No sé si lo expresé en el informe, pero 
quiero aclarar que cuando hablo de salario lo hago en 
sentido amplio, refiriéndome al aguinaldo, la licencia, el 
salario vacacional, las remuneraciones mensuales y las 
comisiones. Norestrinjo el término “salario” al concepto de 
contraprestación exclusiva, sino a su concepto amplio que 
involucra a todos los haberes salariales a los que el traba- 
jador tiene derecho según nuestro marco jurídico. Esto no 
es menor porque, según nuestra experiencia, la mayoría de 
los incumplimientos sucede no tanto en lo que respecta al 
salario mensual, sino en otros momentos. 


Comparto plenamente la respuesta que dio la señora 
Senadora Dalmás al señor Senador preopinante, relativa al 
Consejo de Salarios. En el año 1985, como empresario pre- 
sidí una gremial empresarial, pues el gobierno de aquel 
momento había instaurado un sistema de negociación co- 
lectiva. Puedo decir que no hay mejor garantía y conoci- 
miento en una rama de actividad que cuando funcionan los 
Consejos de Salarios y negocian con sus empleadores. En 
ellos, ningún empleador tiene que demostrar nada porque 
tiene los datos de su rama de actividad y para un empresario 
es más fácil plantear los temas allí que hacerlo frente a un 
profesional que muchas veces no está al tanto del tema y se 
tiene que informar. Sin embargo, en esos ámbitos la infor- 
mación, los datos y la historia de la rama de la actividad son 
plenamente conocidos por todos. 


Muchas gracias, señor Presidente. 

SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Carlos Moreira).- No habien- 
do más oradores anotados, corresponde votar en general el 
proyecto de ley. 

(Se vota:) 

-21en21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

En discusión particular. 

La Mesa entiende que habiendo acuerdo, tal como lo han 
manifestado todas las Bancadas, respecto de las modifica- 
ciones propuestas por el señor Senador Alfie, no valdría la 
pena votar negativamente el proyecto de ley que vino de 
Comisión, sino pasar a votar en bloque directamente la 


versión que se ha recogido en el día de hoy. 


En consideración. 
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Sino se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto 
de ley con las modificaciones mencionadas. 


(Se vota:) 
-21en21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará 
a la Cámara de Representantes. 


(Texto del proyecto de ley aprobado:) 


“ARTICULO 1?.-Los montos adeudados al trabajador, 
emergentes de la relación laboral que sean exigibles a partir 
de la promulgación de la presente ley y que no sean pagados 
en fecha según los plazos dispuestos por el artículo 1? del 
Decreto-Ley N* 14.159, de 21 de febrero de 1974, con las 
modificaciones introducidas por el artículo 719 de la Ley 
N?* 16.170, de 28 de diciembre de 1990, generarán una multa 
del 10% (diez por ciento) y un interés mensual de mora igual 
al que establece la Dirección General Impositiva para las 
deudas fiscales. Ambos conceptos deberán ser abonados 
conjuntamente con los haberes salariales atrasados. La 
compensación anterior es sin perjuicio de las sanciones 
previstas en el artículo 4” de la Ley N* 10.449, de 12 de 
noviembre de 1943, si correspondiere. 


ARTICULO 2“.- Sinperjuicio de las sanciones especia- 
les que el Juez disponga, para el caso de reclamos en vía 
judicial que formen parte de las retribuciones del trabaja- 
dor según lo establecido en el artículo 1? de esta ley, la 
determinación de la deuda se hará de acuerdo con el proce- 
dimiento establecido en dicho articulo, hasta la fecha de 
presentación de la demanda, aplicándose a partir de allí los 
intereses compensatorios que determina el Decreto-Ley 
N? 14.500, de 8 de marzo de 1976. 


ARTICULO 3".- Los intereses y reajustes previstos en 
el artículo 2? de la presente ley se aplicarán cuando el 
empleador también deba abonar los jornales caídos en la 
hipótesis prevista por el artículo 3? numeral A) de la Ley 
N?* 17.940, de 2 de enero de 2006. 


ARTICULO 4".- Cuando un empleador interponga ante 
el Consejo de Salarios de su rama de actividad que caerá en 
incumplimiento de las obligaciones referidas en esta ley por 
causas de fuerza mayor, y esta situación se convenga 
colectivamente en ese ámbito, no le será aplicable lo esta- 
blecido por el artículo 1” de la presente ley. 


ARTICULO $".- El Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social expedirá la constancia respectiva del incumplimiento 
en el pago de los haberes salariales, que tendrá valor de 
título ejecutivo en beneficio del trabajador. 


ARTICULO €6”.- El Poder Ejecutivo deberá reglamentar 
la presente ley en un plazo no mayor de cien días contados 
a partir de la fecha de su promulgación.” 
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SEÑOR LORIER.- Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Carlos Moreira).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR LORIER..- Señor Presidente: brevemente quisie- 
ra decir que estamos muy satisfechos por haber votado este 
proyecto de ley que se inscribe, desde nuestro punto de 
vista, en el conjunto de políticas vinculadas al tema salarial 
y social de nuestro Gobierno, y que cuenta con el aporte de 


los señores Senadores de otros partidos políticos, que 
sigue la línea de proteger a los más débiles. 


29) JOSE PEDRO BARRAN MONTALDO. PENSION 
GRACIABLE 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Carlos Moreira).- Dese cuen- 
ta del resultado de la votación correspondiente a la pensión 
graciable a conceder al profesor José Pedro Barrán 
Montaldo. 


SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 
Han sufragado 22 señoras y señores Senadores; 20 lo han 
hecho por la afirmativa. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Carlos Moreira).- En conse- 
cuencia, el resultado de la votación es: Afirmativa. 


Léase el artículo 2”. 
(Se lee:) 
SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“Artículo Segundo.- PRECISASE que la erogación re- 
sultante, será atendida por Rentas Generales”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-20en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará 
a la Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado) 


SEÑORA DALMAS.- Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Carlos Moreira).- Tiene la 
palabra la señora Senadora. 
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SEÑORA DALMAS.- Señor Presidente: normalmente 
tenemos tiempo de informar antes de la votación de las 
pensiones graciables, pero en el caso de hoy el trámite fue 
distinto. Por ello, a modo de fundamento de voto, me permi- 
to decir unas palabras acerca de la pensión a otorgar al 
profesor José Pedro Barrán Montaldo. Hay razones impor- 
tantes que es necesario explicitar aquí, por las que el Poder 
Ejecutivo envió este Mensaje con la intención de distinguir 
a este importante ciudadano con un reconocimiento a su 
obra, ya que ha tenido una vastísima y relevante trayectoria 
en la historiografía y en las letras de nuestro país. Hemos 
tenido el honor y la fortuna de tenerlo como profesor y 
podemos decir que ha sido una de las personalidades más 
importantes en la enseñanza de la historia, en la investiga- 
ción y en la historiografía, sobre todo a partir de la década 
del sesenta, cuando se dio un movimiento y se disponía de 
numerosísimos documentos para poder realizar estudios 
historiográficos. Es ahí donde se destaca la figura de José 
Pedro Barrán -primero en compañía de Benjamín Nahúm-, 
quien se dedicó fundamentalmente a la historia de las 
mentalidades y las sensibilidades de los uruguayos. Creo 
que es un tema esencialmente tratado por José Pedro Barrán 
y, por cierto, de forma magistral. 


Quiero agregar que junto a ese trabajo de investigación 
y de obras escritas, están sus virtudes como docente, las 
cuales tuve la fortuna de disfrutar. 


Por eso consideramos de enorme importancia que este 
Senado haya votado este Mensaje del Poder Ejecutivo, con 
el que por medio del mecanismo de la pensión graciable y la 
recompensa pecuniaria se trata de reconocer los aportes 
relevantes que como ciudadano ha realizado a la República 
Oriental del Uruguay. 


Muchas gracias. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Carlos Moreira).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Señor Presidente: el Partido 
Colorado ha votado con toda convicción esta pensión 
graciable, en atención a la obra de investigación histórica 
y de construcción historiográfica del profesor Barrán. Me 
atrevo a decir, incluso, que es el mayor historiador del país 
en este instante. 


Comenzó como continuador de la obra del profesor Pivel 
Devoto, con quien hizo sus primeros trabajos relativos a la 
historia rural. Luego fue avanzando con una obra funda- 
mental sobre Battle, los estancieros y el Imperio Británico. 
Más adelante, fue derivándose hacia nuevas modalidades 
de la historiografía más moderna, tomando el camino de la 
escuela francesa, que antes no había transitado. 


Más allá de estas consideraciones, es un historiador de 
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gran relevancia, un intelectual de enorme prestigio, un 
ciudadano de calidades, que llega a una etapa en la vida en 
la que debe afrontar, incluso, situaciones de enfermedad 
difíciles. Por eso considero que es más que justo que el 
Estado haga algo por alguien que, luego de dedicar su vida 
al país, con un compromiso extraordinario con la ciencia 
histórica, pueda estar necesitando de esta pensión graciable. 


Muchas gracias. 
SEÑOR ARANA.- Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Carlos Moreira).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR ARANA.- Señor Presidente: hago mías las pala- 
bras hasta ahora pronunciadas sobre la pensión graciable 
otorgada a un hombre que realmente se ha destacado con 
toda justicia, en múltiples ámbitos. 


Tengo el privilegio de haberlo conocido como estudian- 
te en las épocas de las luchas estudiantiles y en la Federa- 
ción de Estudiantes del Uruguay. Luego, continuamos una 
amistad prolongadísima e incluso, de alguna manera, fui 
colaborador y amigo de algunas de las personas que han 
participado con él en esta tarea de profundización 
historiográfica, absolutamente esencial en el Uruguay del 
siglo XX y de todos estos últimos años, en los que nos ha 
venido ilustrando y enriqueciendo, con aportes siempre 
crecientemente iluminadores. Diría que su trabajo fue im- 
prescindible para conocer mejor y más profundamente una 
realidad que nunca tiene la última palabra. Sabemos que la 
historia varía según los múltiples enfoques y las circuns- 
tancias en que se producen las investigaciones. Segura- 
mente lo que ha aprendido de algunos de sus docentes 
como, por ejemplo, el profesor Pivel Devoto, ha permitido a 
este gran amigo y compañero, profundizar en sus investiga- 
ciones. Además, como fundadores de Ediciones de la Banda 
Oriental, hemos tenido el privilegio de haber podido editar 
prácticamente la totalidad de su obra édita en el Uruguay. 
Pero es un hombre que ha trascendido fronteras en la 
docencia y en la participación de múltiples seminarios. 


En verdad, José Pedro Barrán es un orgullo para el país 
y me congratulo del apoyo que le ha brindado el Senado 
porque estamos frente a una personalidad que le ha dado al 
Uruguay un gran prestigio; asimismo, ha contribuido para 
que todos seamos capaces de flexibilizar nuestras propias 
visiones, como él mismo lo ha hecho en el correr de su obra. 
Por cierto, las últimas publicaciones así lo acreditan. 


Muchas gracias. 
SEÑOR GARGANO.- Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Carlos Moreira).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 
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SEÑOR GARGANO.- Señor Presidente: quería decir que 
el Senado ha hecho justicia al votar esta pensión graciable. 
Dudé en hacer uso de la palabra, pues fui compañero de 
estudios de Barrán, me formé a su lado en preparatorios y 
luego participamos en la Federación de Estudiantes Univer- 
sitarios. 


También quiero recalcar un elemento que me parece muy 
importante y es el hecho de que el país necesita gente como 
él, que sin esperar recompensas de tipo material, dedica su 
vida a investigar la realidad del país. Debo confesar que los 
aportes que han hecho Barrán y Nahum -fundamentalmente 
Barrán-, a la comprensión de la realidad material y política 
del siglo XIX, han sido extraordinarios, aunque también 
Nahum los ha brindado a la del siglo XX. Ellos son los que 
con aquel libro que hablaba de las primeras reformas, nos 
iluminaron acerca de los avatares que tuvieron que afrontar 
para poder arrancar con un país de un nuevo tipo, que duró 
hasta que se destruyó en las décadas del 60 y del 70. 


Me parece que esta pensión graciable es un reconoci- 
miento que no solo debería ser material, sino que también 
sería necesario hacer un reconocimiento moral a la persona- 
lidad de este profesional de la historia que tanto nos ha 
dado. 


Celebro también su capacidad de poder pasar de la 
investigación historiográfica de tipo económico y material 
a las nuevas técnicas de la historia de la sensibilidad, que 
vienen de las nuevas corrientes de la escuela francesa, que 
nos han dado a los uruguayos y a las uruguayas la posibi- 
lidad de conocernos mejor a nosotros mismos. 


Por tanto, es un aporte muy importante y absolutamente 
novedoso, por lo menos en América Latina, que hasta 
donde yo sé, es un pionero. Por eso, merece todo nuestro 
reconocimiento en ese sentido. 


Muchas gracias. 
SEÑOR LORIER.- Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Carlos Moreira).- Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR LORIER.- Señor Presidente: estos momentos 
son de los más interesantes; me refiero a cuando uno está 
en el Senado y vota este tipo de reconocimiento, que es más 
que una cuestión pecuniaria. 


Sin Barrán nosotros no conoceríamos la historia rural del 
Uruguay moderno. Su serie de obras al respecto -elabora- 
das junto con Nahum- son de una profundidad y de una 
capacidad de resumen tremendas, enfocadas en la riqueza 
de la vida de ese Uruguay que no podríamos conocer sin su 
obra. De la misma forma, sin esas obras tampoco conoce- 
ríamos el aporte del batllismo, los vínculos tan complejos 
con el Imperio Británico, el naciente imperio estadouniden- 
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se y las bases económicas de la revolución artiguista, que 
él aborda como una de sus primeras cuestiones. 


Finalmente, quiero decir que me parece que, frente a 
figuras de este porte intelectual, que hoy tenemos en el 
Uruguay, no deberíamos aprobar pensiones graciables de 
esta manera: en un Senado raleado y pasado de horario. 
Creo que el Estado uruguayo debe reconocer a estos hom- 
bres de otra forma, es decir, también desde el punto de vista 
moral y ético además, por supuesto, de tener en cuenta el 
aspecto pecuniario. 


En el día de hoy hemos efectuado un abordaje de emer- 
gencia al tema, pero debemos pensar en premios fuertes y 
grandes para hombres también fuertes y grandes, como es 
este historiador. 


Nada más. Muchas gracias. 


30) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Carlos Moreira).- No habien- 
do más señores Senadores anotados para fundar su voto, y 
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habiéndose postergado el tratamiento de los restantes asun- 
tos que integraban el Orden del Día para la sesión de 
mañana, se levanta la sesión. 


(Así se hace, a la hora 13 y 45 minutos, presidiendo el 
señor Senador Carlos Moreira y estando presentes los 
señores Senadores Alfie, Antognazza, Arana, Dalmás, 
Gargano, Lezama, Lorier, Muguruza, Pérez Antón, 
Sanguinetti, Saravia, Tajam, Topolansky, Vaillant y 
Xavier.) 
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